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CAUSA ICXCIV 


El doctor don Conrado Rucker y el doctor don Jaime Costa 
$ontra la sociedad € Muelles ¡/'Graneros^ del Rosario, por 
reivindicación; sobre nulidad de sentencia. 


Sumario. — I o Ningan magistrado del orden judicial puede 
ejercer simultáneamente dos jurisdicciones ordinarias de dis- 
tinta naturaleza y diferente radicaciDn y extensión territorial. 

2° Es nula la sentencia dictada como Juez Federal ad hoc de 
la sección de Santa Fé por quien al tiempo de dictarla estaba 
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desempeñando las funciones de Juez en lo Comercial de la Ca- 
pital. 


Caso. — En 30 de Junio.de 1879 la Legislatura de Santa-Fé, 
sancionó una ley declarando de utilidad pública dos fracciones 
de terreno en el Rosario á inmediaciones de la estación central 
del Ferrocarril, compuesta la una de 11400 metros cuadrados 
y la otra de 6790 metros y autorizó su expropiación con arreglo 
á la ley de 14 de Diciembre de 1867, debiendo depositarse en 
el Banco Provincial por la sociedad anónima € Graneros y Mue- 
lles del Rosario », y á la orden del que resulte dueño, la cantidad 
que se tase por los peritos . 

Por decreto de 17 de Julio de 1879 el Gobierno mandó se 
iniciara el juicio de expropiación, por el agente fiscal si no pu- 
diese llegarse á un avenimiento entre los dueños y la sociedad 
sobre el precio, y en dicho decreto determinó la ubicación de los 
terrenos á expropiarse, expresando que los linderos del uno 
eran: al Norte, el río Paraná; al Sud, los terrenos ocupados por 
la vía del Ferrocarril Central Argentino; al Este, la estación 
central; y al Oeste, el boulevard Santafecino ; y del otro : al Nor- 
te, los terrenos citados del Ferrocarril Central Argentino; al 
Este, la estación central; al Sud, con terrenos de distintos pro- 
pietarios; y el Oeste, el boulevard, que determina la solicitud y 
planos elevados á las Honorables Cámaras. 

El Procurador Fillol, por la sociedad presidida por don Car- 
los Casado, pidió posesión, ofreciendo 5000 pesos por cuadra, é 
iniciando el juicio de expropiación, diciendo que ignoraba 
quienes eran los propietarios, y que era necesario citarlos por 
edictos. 

El Tribunal resolvió que se procediese con arreglo al decreto 
de 17 de Julio de 1879, debiendo el agente fiscal citar al Direc- 
torio de la8ociedad, y á los dueños conocidos de los terrenos á 
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expropiarse al objeto de un avenimiento sobre el precio, y en 
caso dediscordia aceptar el precio ofrecido por la sociedad, ó 
iniciar el juicio correspondiente. 

Así se hizo. Se hizo la liquidación que, á razón de 5000 pesos 
coadra, ascendió á 31 49 pesos 02; y el depósito en el Banco Pro- 
vincial. 

En seguida se pidió la citación por edictos de los propietarios 
solicitándola devolución de la suma de 613 pesos 985 milésimos 
pagados al señor Ostendorp, por compra de la fracción de su 
propiedad, comprendida en el terreno á expropiar. 

Proveído de conformidad, fueron citados por edictos los pro- 
pietarios de los terrenos ocupados por la sociedad sobre la ba- 
rranca del río Paraná, dentro de 30 días. 

No habiendo comparecido, según lo manifestó el apoderado 
déla sociedad, seles nombró defensor don Celestino Velazco. 

£1 defensor dijo que hallaba arregladas las peticiones del se- 
ñor Fillol y la liquidación y depósito del precio. 

Se les citó á un comparendo en 14 de Mayo de 1880, y se 
convino en nombrar dos peritos para la tasación de los terre- 
nos, que fueron don Abelardo Bagone y don Lisandro Paganini. 

Se hizo la tasación de común acuerdo, en 3477 pesos 92 cen- 
tavos, que fué aceptada por Fillol, depositando 328 pesos 30 
centavos á que ascendía la diferencia con lo depositado antes. 

Se aprobó la tasación, y se mandó otorgar la escritura de las 
diez fracciones que según el plano de foja 5 formaban los terre- 
nos expropiados, la que fué otorgada en 20 de Junio de 1881 
por el escribano don Carlos Munuse. 

En Agosto de 1882, don Luis Graf fique, propietario de tres de 
las fracciones expropiadas pidió y obtuvo la suma de 677 pesos 
correspondiente al precio de ella. 

En 10 de Abril de 1886 don Nicolás Schiaffino por los doc- 
tores don Conrado Rncker y don Jaime J. Costa se presentó al 
Juez Federal del Rosario, exponiendo que la sociedad € Grane- 
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tos y Muelles del Rosario » ocupaba con una parte de su edifi- 
cio y línea férrea adyacente una parte del primero de los dos te- 
rrenos que doña Micaela González vendió al doctor Costa y á 
don Félix Argos en 13 de Noviembre de 1858, cuyo terreno 
comprende una área de 88 varas de frente al Oeste por 150 de 
fondo al Este, con más un sobrante de forma triangular anexo al 
mismo, lindando el todo con más terrenus pertenecientes enton- 
ces á la vendedora, por el fondo con el borde de la barranca 
del río Paraná, por el Norte con los herederos del finado don 
Juan González, por el Sud con el General don Juan P. López. 

Que ese condominio, según declaración anotada en la escri- 
tura, resultó ser de los señores Rucker y Costa, con excepción de 
3310 varas cuadradas que fueron expropiadas en Mayo de 1866 
para el Ferrocarril Central Argentino. 

Que los señores Rucker y Costa no conocieron de una manera 
evidente la ocupación de la sociedad de parte de su propiedad 
hasta fines de 1885, en que el doctor Costa hizo precisar judi- 
cialmente lu ubicación del terreno. 

Que por esto entablaba acción reivindioatoria, para la resti- 
tución del terreno ocupado, demolición de la parte del edificio 
que lo ocu pa, y pago del uso y aprovechamiento del terreno des- 
de 1879, que estimaba en 4000 pesos moneda nacional, todo 
con arreglo á los artículos 2589 y 2756, Código Civil, con costas 

Por impedimento del Juez Federal, pasó el conocimiento de 
la causa al Juez ad hoc doctor don Nicanor González del Solar, 
quien, después de susbtanciada, dictó el siguiente 

Falle del Juez Federal (ad hoc) 

Rosario, Noviembre 7 de 1887. 

Y vistos: estos autos promovidos á nombre de los doctores 
Conrado Rucker y Jaime J. Costa contra la compañía anónima 
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denominada «Graneros y Muelles del Rosario», entablando 
acción para reivindicar los terrenos qne dicen ser de su propie- 
dad y que se encuentran ocupados por la sociedad anónima de- 
mandada. 

Expresan los demandantes, que ellos nada han transmitido de 
esa propiedad á la compañía qne demandan y que por lo tanto 
la ocupación que esta tiene es un avance contra su propiedad, 
por lo que piden sea condenada á la entrega del terreno ocupa- 
do ; demolición del edificio que se encuentra en esa parte de 
terreno, pago de la cantidad de pesos que indican, como indem- 
nización por el uso y aprovechamiento que la Empresa de 
cGraneros», ha hecho de su propiedad, y condenación en 
costas. 

Contestando la parte demandada, pide sea rechazada la de- 
manda con costas, fundándose para ello en que: el terreno 
qne se trata de reivindicar fué delarado de utilidad pública y 
mandado expropiar para la sociedad « Graneros y Muelles del 
Rosario», de conformidad á la ley provincial de M de Julio de 
1879, promoviéndose ante los Tribunales Provinciales el juicio 
de expropiación ; Que ignorándose quienes fueran los propieta- 
rios de esos terrenos, seles emplazó por edictos, y en virtud de 
no haber comparacido seles nombró defensor con quien se siguió 
el juicio ; Que corridos los trámites del caso, el Juez de Prime- 
ra Instancia provincial, declaró expropiados esos terrenos, otor- 
gando la escritura correspondiente á favor de la Compañía, 
consignado que fué el precio en el Banco Nacional de Sante-Fé. 

Que en consecuencia de esto, el Juzgado Nacional es incom- 
petente para conocer en la demanda instaurada por los doctores 
Rucker y Costa, por no tener facultad para reveer ni alterar, ni 
aunlar tampoco las resoluciones dictadas por los Jueces de Pro- 
vincia en desempeño de la magistratura que invisten y de la ju- 
risdicción que les pertenece. 

Es del caso resolver con preferencia sobre la excepción ale- 
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gada de incompetencia de este Juzgado para entrar á conocer 
y decidir en el fondo de la causa cuando se niega la existencia de 
resoluciones del Juez de Primera Instancia provincial, sobre la 
misma cosa que versa la demanda promovida. 

Becibida esta causa á prueba, entre las que se han produci- 
do figura el instrumento de foja 71, en que se demuestra lo ex- 
puesto por la parte demandada para fundar su excepción, cuyo 
instrumento está comprobado por el expediente seguido para la 
expropiación, él cual se tiene á la vista. 

Así, pues, resolver sobre la reivindicación, importaría en- 
trar á juzgar sobré la validez ó nulidad del título que presenta 

r 

la parte reivindicada, lo que, en concepto del Juez proveyente, 
la Justicia nacional carece de jurisdicción para hacerlo en 
mérito de las consideraciones siguientes : 

El título expedido á la compañía c Graneros y Muelles del 
Rosario» tiene por base: I o una ley dé expropiación provincial ; 
y 2 o los actos judiciales del Juez de Provincia que le han dado 
existencia, emanados y en ejecución deesa misma ley. 

Es incuestionable la facultad de la Provincia para sancionar 
leyes de tal naturaleza. 

Las provincias están facultadas como Estados independien- 
tes en el régimen constitucional que las rige para poner en eje- 
cución, por medio de leyes propias, los poderes que le son indis- 
pensables y que no han delegado en el Gobierno General para 
promover sus industrias, la inmigración, !a construcción de fe- 
rrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de 
propiedad provincial, la introducción y establecimiento de 
nuevas industrias, etc. ( artículos 104 y 107 de la Constitución 
Nacional ). 

De acuerdo con tales principios y en presencia de tales dis- 
posiciones de la Constitución general el Congreso Argentino al 
tratar de la ley de expropiación nacional en sus sesiones de 
1866, en la Cámara de Diputados, sesión del 13 de Julio, y en 
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la Cámara de Senadores sesión del 9 de Agosto, reconocían la 
perfecta facultad que tenían las provincias de aplicar el prin- 
cipio déla expropiación por causa de utilidad pública provincial 
ó municipal, dando leyes al efecto. 

La Cámara de Diputados había consignado expresamente la 
facultad en el proyecto que sancionó, pero fué suprimido por el 
Senado, reconociendo tan ampliamente el poder de las provin- 
cias sobre la materia, que expresó < que siendo del exclusivo 
resorte de aquellas, el Congreso no podía entrar á legislar i . 

Tal facultad á más ha sido reconocida por la Suprema Corte 
de la nación, resolviendo, que en las cuestiones de expropia- 
ción por utilidad pública, ordenada por una ley provincial, no 
correspondía á los Tribunales nacionales resolverlas (serie I a , 
tomo 9, página 442). 

Quedan, por lo tanto, fuera del alcance de la Justicia nacio- 
nal las resoluciones de los Jueces provinciales, expedidas con mo- 
tivo y en ejecución de una ley de Provincia (sobre expropiación), 
pues que proceden en ejercicio de una ejecución que les compete 
exclusivamente, siendo de todo punto independientes para ello 
de toda otra jurisdicción (serie I a , tomo 2 o , páginas 49 y 84). 

La Justicia nacional carece de competencia, para entrar á 
juzgar de la validez ó nulidad de una ley provincial, á no ser 
que una disposición constitucional autorice expresamente el 
conocimiento de aquella (serie I a , tomo 7 o , página 373), lo que 
no ocurre en el presente caso, desde que la ley de expropiación 
provincial, no viola preceptos de la Constitución, ni leyes del 
Congreso, autorizado y reconocido, como es por la Constitución 
misma el poder de sancionarla. 

Pero en tal caso, de violación de la carta fundamental ó de 
leyes del Congreso por una ley provincial, no sería el Juzgado 
de. Sección el competente para conocer, correspondiendo enton- 
ces su conocimiento ala Suprema Corte, en los casos y en la 
forma que la Constitución y leyes prescriben. 
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Alegándose por los demandantes que los actos ejercidos por 
la Justicia provincial en la expropiación de que se trata se han 
cometido vicios y nulidades, que tampoco es competente el Juz- 
gado nacional para conocer de ellos, porque los Jueces Federales 
carecen de jurisdicción para conocer de los vicios ó nulidades 
que se alegan cometidas por los Tribunales de Provincia, pues 
que si esto tuviera lugar, sería desconocer la independencia 
de la justicia local en materias que son de su exclusiva com- 
petencia (serie I a , tomo 7, página 373, y serie 2 a , tomo I o , 
página 414). 

La Suprema Corte de la Nación ha establecido jurispruden- 
cia invariable en esta materia, y en repetidos fallos ha resuelto 
que de las resoluciones de los jueces provinciales, en materia 
de su competencia, no puede ocurrirse á los Tribunales nacio- 
nales; que la Justicia nacional, no puede intervenir en los ac- 
tos obrados por empleados públicos provinciales en la esfera 
legítima desús facultades; que en caso de entrar á juzgarse de 
las resoluciones de los jueces provinciales, por el juez de Se- 
cción, sería dar áéste el carácter de Juez de residencia de aque- 
llos, loque es contrario á los principios y á lo resuelto por la 
Corte Federal ; que la validez de los actos de la Justicia pro- 
vincial no puede ser revisada por la Nacional, sino en los casos 
y en la forma que determina el artículo 14 de la ley de 14 de 
Setiembre de 1863 sobre jurisdicción y competencia de los Tri- 
bunales nacionales . Correspondiendo entonces conocer á la 
Snprema Corte y siendo indudable por otra parte, que el oaso 
del eitadoartículo no ha ocurrido, desde que no hay sentencia 
del Tr bunal Superior de la Provincia (serie 2 a , tomo 8 o , pá- 
gina 302; tomo I o , página 134; tomo 4 o , página 326, y serie I a , 
tomo 5 o , página 59). 

Forestas consideraciones, definitivamente juzgando, fallo: 
declarando que el Juzgado Nacional, es incompetente para; en- 
tender en la demanda de reivindicación promovida por los doc- 
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toros Conrado Rucker y Jaime J. Costa, contra la sociedad 
anónima c Graneros y Huelles del Rosario », sin especial conde- 
nación en costas. 
Hágase saber con el original y repóngase el papel. 

Nicanor G. del Solar. 
Interpuesto recurso de apelación y nulidad, se dictó el 


Vulto de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 3 de 1891. 

Vistos : Considerando en cuanto al recurso de nulidad dedu- 
cido: 

Primero : Que se ha afirmado por el recurrente, sin oposición 
de la parte contraria, que el siete de Noviembre de mil ocho- 
cientos ochenta y siete, en que aparece dictada la sentencia re- 
currida, en la ciudad del Rosario, el Juez Federal ad hoc doc- 
tor Nicanor González del Solar, desempeñaba ya, y desde 
algunos meses antes de esa fecha, las funciones de Juez de 
Primera Instancia en lo Comercial de la Capital de la Repú- 
blica. 

Segundo: Que para comprobar esta afirmación el recurrente 

ha presentado los números del periódico Boletín Judicial, que 
corren de foja ciento noventa y cuatro á foja doscientos dos, en 
los que se da cuenta del despacho del c Juzgado de Primera 
Instancia en lo Comercial á cargo del doctor don Nicanor Gon- 
zález del ¡3olar», en cinco de Noviembre de mil ochocientos 
ochenta y siete, lo que importa demostrar que el día siete del 
mismo mes, en que aparece dictada la sentencia recurrida, 
aqnel magistrado ya desempeñaba las funciones ordinarias de 
su cargo judicial en esta Capital, 
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Tercero : Que es de principio y de derecho, que ningún magis- 
trado del orden judicial puede ejercer simultáneamente dos 
jurisdicciones ordinarias, de distinta naturaleza y diferente 
radicación y extensión territorial, no habiendo, por tanto, podi- i 

do el doctor González del Solar dictar en siete de Noviembre de 
mil ochocientos ochenta y siete la sentencia recurrida, en autos 
sujetos á la jurisdicción ordinaria del Juzgado Federal de San- 
ta Fé, cuando en esa fecha, y antes de ella, desempeñaba el 
cargo de Juez en lo Comercial en la jurisdicción de esta Ca- 
pital. 

Cuarto : Que así lo han reconocido tácitamente ambas partes 
al consentir el auto de foja ciento sesenta y nueve, dictado por 
el Juez Federal titular de Santa Fé, y por el que nombraba un 
nuevo Juez Federal suplente para seguir entendiendo en estos 
autos, en reemplazo del doctor González del Solar, fundándose 
precisamente en el hecho de que éste se encontraba desempe- 
ñando en la Capital de la República las funciones de Juez de 
Comercio. 

Por estos fundamentos, se declara nula la sentencia recurri- 
da de foja ciento sesenta; y repuestos los sellos devuélvanse al 
Juzgado de su procedencia á los efectos que hubiera lugar. 

benjamín victorica. — c. s. 

DE LA TORRE. — LUIS V. 
VÁRELA.— ABEL BAZAN. — 
LUIS SAENZ PEÑA. 
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!SA Í!CXC¥ 


Don Magnus Johnson, capitán de la barca «Cari Hendric*, con- 
tra Emilio Fulle y C\ por cobro de estadías; sobre prueba 
de testigos. 


Sumario. — No es admisible la prueba de testigos presentados 
el día anterior al del vencimiento del término. 


Caso. — Don Eduardo S. Scotti, por Don Magnus Johnson, 
capitán de la barca sueca «Cari Hendric», demandó á los señores 
Emilio Fulle y O, por el pago de la suma de 655 pesos 20 cen- 
tavos oro procedentes de sobre-estadías, causadas en la descar- 
ga de un cargamento de carbón vendido á los demandados. 

Contestada la demanda, y la reconvención que los demanda- 
dos dedujeron, se abrió la causa á prueba en 22 de Octubre de 
1889 por 15 dias, prorrogados en seguida por todo el término 
de la ley, que venció el 28 de Noviembre de dicho año, según cer- 
tificado del secretario. 

En 27 de dicho mes de Noviembre los señores E. Fulle y C a 
presentaron á dos testigos y pidieron la fijación de día para su 

examen. 
El Juez fijó el día 5 de Diciembre siguiente. 
La parte del capitán pidió revocatoria, alegando que # la lista 
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de testigos no había podido permanecer el término de 3 días 
dentro del probatorio, en vista, como lo manda la ley, y por lo 
tanto su presentación se había hecho fuera de término. 

Conferido traslado, Emilio Fulle y O dijeron : Que la ley 
mandaba que la lista de testigos debía ser presentada 3 días 
antes del señalado para la declaración, y como se había seña- 
lado para esta el 5 de Diciembre, la lista presentada el 27 de 
Noviembre quedaba en la oficina 9 días; 

Que admitiendo que la nófnina de testigos se hubiese presen- 
tado sólo dos días antes de vencer el término probatorio, esa 
presentación anticipada tiene por objeto solamente para que 
la contraparte tenga tiempo para tacharlos, y en el presente ca- 
so no había opuesto tacha alguna; 

Que la jurisprudencia que se cita en contra, no es ley, y la 
ley dice que la lista de testigos ha de estar en la Secretaría, 
antes del acto de la declaración, no antes del último día del 
término probatorio ; 

Que la ley tampoco establece que la prueba deba necesaria- 
mente producirse dentro del término; 

Que lo odioso debe restringirse, y sería odioso privarles de 
este medio de prueba. 


Falto del Juez Federal 

Buenos Aires, Seliembre 20 de 1890. 

Vistos: Por los fundamentos aducidos por el Procurador Sco- 
tti en el escrito de foja... 

Y considerando además, que el escrito ofreciendo la prueba 
testifical que ha dado origen á la providencia recurrida, [fué 
presentado junto con la nómina de los testigos dos dias antes 
del venoimiento del término de prueba; que es un principio de 
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derecho que fluye de lo dispuesto en el artículo 92 de la ley 

i nacional de Procedimientos y tiene sq antecedente en la anti- 

i 

gua legislación, según la cual los términos se abren para probar 
ó haber probado ó presentarla probanza como decía la ley Re- 
copilada, afirmado por la jurisprudencia de la Suprema Corte, 
que las partes no pueden rendir prueba después de vencido el 
término concedido con ese objeto, y por consiguiente que los 
testigos deben ser examinados dentro del propio término, sal- 
vo los casos en que no pudiendo serlo por hecho ajeno á la vo- 
luntad de las partes. 

Que faltando sólo dosdias para el vencimiento del término de 
prueba cuando se pidió el examen délos testigos ofrecidos, era 
legalmente imposible cumplirla diligencia dentrode dicho tér- 
mino, pues no quedaba tiempo hábil para cumplir el precepto 
del artículo 120 de la ley antes citada. 

Por estos fundamentos, revócasela providencia recurrida y 
corran los autos según su estado. Repónganse los sellos. 

Virgilio M. Tedin. 


Fallo de la Suprema CorCe 


Buenos Aires, Setiembre 3 de 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y dos y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — G. S. DE 
LA TORRE. — LUISV. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — LUIS SAENZ 
PEÑA. 

T. XVI 2 
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CAUSA CXXÍVI 


Don Nicasio Valdez, contra Don Pedro A. Gómez, por daños y 

perjuicios; sobre prueba de testigos. 

Sumario. — Vencido el término probatorio, no puede pedirse 
el examen de testigos, que la parte manifiesta haberle sido im- 
posible hacer examinar dentro de él. 


Caso. — Abierta la causa á prueba en virtud del fallo de la Su- 
prema Corte de 26 de Junio de 1890, la parte de Yaldez presen- 
tó varios testigos, 'entre los cuales á dos, que fueron citados den- 
tro del término, pero no comparecieron á declarar. 

Vencido el término probatorio, Valdez, manifestando que le 
había sido imposible presentar á dichos testigos por encontrarse 
fuera de la Capital, pidió se señalara nuevo día para su exa- 
men. 

Fallo deUuez Federal 


Buenos Aires, Junio 8 de 1891. 

Habiendo vencido el término de prueba, según lo expresa el 
certificado de) actuario, no ha lugar. 

Ugarriza. 


DE JUSTICIA NACIONAL 49 


Vallo de la Suprema Carie 


Buenos Aires, Setiembre 3 de 1891. 
Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas, el auto 

« 

apelado de foja noventa y tres vuelta; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTO RIC A. — C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — LUIS SAENZ 
PEÑA. 


CAUSA CXAC VII 


Don Domingo Languasco, contra Don Juan Baring, por cobro 
<k pesos; sobre presentación de documentos durante el tér- 
mino probatorio. 


Sumario. — Durante el término probatorio son admisibles los 
documentos de fecha anterior, si no son los que fundan el de- 
recho deducido en la demanda. 
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Caso. — Recibida á pruébala causa por cobro de precio de 
obras que Languasco alegaba deberle ser abonadas por Don Juan 
Baring, aquel presentó durante el término probatorio algunas 
cuentas demostrativas de las obras ejecutadas, pidiendo su 
agregación, y solicitó también compulsa de libros. 


Falto del Juez Federal 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1890. 
Hágase en todo como se pide. 

Tedin. 


La parte de Baring, reclamó respecto de la agregación de las 
cuentas, diciendo que el actor debe producir con la demanda las 
escrituras y documentos que justifican su derecho, y que las 
cuentas mandadas agregar eran de fecha anterior á la demanda, 
pidió se devolviesen, dejando en su consecuencia sin efecto la 
providencia que las mandó agregar, ó concediéndole apelación 
de ella en caso denegado. 

Conferido traslado, Languasco pidió el rechazo, con costas, 
de las pretensiones contrarias . 

Dijo: Que el articulólo de la ley de Procedimientos, invocado 
por Baring, se refiere alas escrituras y documentos que justifi- 
can el derecho que se deduce, y que él no funda su derecho en los 
documentos acompañados sino en las razones de derecho ex- 
puestas en el escrito de demanda; 

Que la cuestión principal es de puro derecho, ásaber, si Ba- 
ring está obligado á pagar las obras construidas despnes que 
Marini enajenó la casa, sosteniendo él que lo está; 
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Que los documentos acompañados servirán para probar que 
ha hecho obras, pero no que debe pagarlas el demandado; 

Que si Baring se hubiera limitado á decir que no era el obli- 
gado, no las habría presentado; pero no habiendo reconocido la 
existencia de las obras, concurre á probarla; 

La mente de la ley en el artículo 10 citado, es evitar las sor- 
presas, para que el demandado sepa en qué se apoya el que al- 
go le pide, y el fundamento de su derecho; 

Que además en su escrito de demanda hizo presente que se le 
había extraviado el contrato de construcción celebrado con el 
señor Marini junto con otros documentos, y ofreció presentarlos 
tan luego los encontrara; 

Que así era, efectivamente, porque dicho contrato junto con 
un paquete en que estaban esos papeles, se le habían extraviado 
y hoy que los ha encontrado los acompaña, como lo hará con el 
contrato si consigue encontrarlo; 

Que no podía, pues, materialmente acompañarlos á la deman- 
da, y no hizo indicaciones precisas sobre ellos, porque dado el 
largo tiempo desde que los había perdido, le era imposible re- 
cordar lo que decían, ni donde se encontraban. 


Auto del Juez Federal 

Buenos Aires, Diciembre 4 de 1890. 

Por los fundamentos aducidos en el escrito de foja..., de la 
parte de Langnasco, no ha lugar al desglose y devolución de las 
cuentas presentadas á que se refiere la parte contraria en su 
escrito de foja..., y concédese en relación el recurso de apelación 
interpuesto, elevándose los autos á la Suprema Corte en la for- 
ma de estilo. 

Virgilio M. Tedin. 
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Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Setiembre 3 de 1891. 

Vistos: No siendo los documentos á que se refiere este inciden- 
te, de los comprendidos en el artículo diez de la ley de Procedi- 
mientos, se confirma con costas el auto apelado de foja sesenta 
y tres. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN YIGTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — LUIS SAENZ 
PEÑA. 


< 1 AUNA CCXCVIII 


Don José Fontana, contra la sociedad «Colonizadora Popular» , 
por cumplimiento de contrato; sobre incompetencia y falta 
de personería en el procurador del demandado. 


Sumario. — i° Las compañías que tienen sucursales pueden 
ser demandadas en el lugar donde las tengan para el cumpli- 
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« 

miento de las obligaciones contraídas allí, y que deben cum- 
plirse allí. 

2 o £1 apoderado para pleitos del demandado, tiene personería 
para contestar las demandas que se promuevan contra su po~ 
perdante. 


Caso . — Lo explica el 

Falto del Juex Iletrado 

Resistencia, Abril 28 de 1891. 

Y vistos estos autos iniciados por Don José Fontana contra 
la sociedad anónima «La Colonizadora Popular», representada 
por Don Antonio Diaz, demandando á ésta por la entrega de 
terrenos comprados ó la devolución del dinero pagado é indem- 
nización do perjuicios; para resolver las excepciones dilatorias 
opuestas: falta de jurisdicción en este juzgado y carencia de 
personalidad en el demandado: 

Resulta: Que según los documentos acompañados de fojas 3 
y 2, el contrato aparece aquí celebrado y para entregar tierras 
del Chaco. 

Que el demandante ha hecho citar como representante de la 
Colonizadora en esta al señor Díaz. 

Este funda sus excepciones en que: el domicilio de la socie- 
dad está en Buenos Aires, pues allí es el asiento principal de 
sus operaciones, y que aquí tiene un simple encargado para ad- 
ministrar las colonias aquí establecidas. 

Que él no tiene personalidad para contestar la demanda, por 
cuanto el poder que la sociedad le ha otorgado, es sólo para 
parecer en aquellos juicios en que la sociedad se lo ordene. 

Que siendo ésta la demandada ésta ha debido ser emplazada y 
no él. 
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Y considerando en cuanto á la incompetencia: Que la so- 
ciedad, en conformidad al inciso 4% artículo 90 del Código Civil, 
tiene aquí su domicilio á efecto de cumplir las obligaciones aquí 
contraídas por sus agentes locales. 

Que la misma Sociedad tiene reconocido tal domicilio, pues, 
en conformidad al artículo 294 del Código de Comercio, ha ins- 
crito sus estatutos en este Tribunal de Comercio, según apare- 
ce en el Registro respectivo, que, para mejor proveer, se ha te- 
nido á la vista. 

Además de la naturaleza de la obligación cuyo cumplimiento 
se exige, resulta: que aquí han debido ser necesariamente en- 
tregados los terrenos aquí vendidos, pues se dicen en el Chaco 
ubicados; y por consiguiente la obligación personal de que se 
trata está comprendida en el inciso 2 o del artículo 1212 del Có- 
digo Civil. 

En cuanto á su falta de personalidad, que opone, basta recor- 
dar, que, según el propio poder, que en testimonióse ha agre- 
gado para mejor proveer, y según propia confesión, es él el 
apoderado para pleitos de La Colonizadora; y por ello es á él á 
quien conviene hacer directamente el emplazamiento; pues co- 
nocidas las facultades que le ha otorgado esa Sociedad, los in- 
teresados pueden perfectamente exigir de (\ que desempéñela 
misión que se le ha conferido, ha aceptado y desempeña, obli- 
gando con sus actos positivos ó negativos á su representada. 

Por ello, rechazo, con costas, las excepciones dilatorias opues- 
tas, y mando que se conteste directamente á la demanda. Regulo 
el honorario del señor Tort en 30 pesos. ' 

Alfredo Parodié. 

m 

Ante mi: 

Enrique Cuevas. 
Secretario Actuario. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Buenos Aires, Julio 2 de 1891. 

Suprema Corte: 

Soy de opinión que el auto de foja 20 que no hace lugar á la 
excepoioQ de incompetencia interpuesta por el demandado, de- 
be, por sus fundamentos ser confirmado por Y. E. 

Antonio E. Malaver. 


Falto de la Suprema Corto 


Buenos Aires, Setiembre 3 de 1891. 

Vistos: Atenta la disposición del artículo noventa, inciso 
cuarto del Código Civil, 7 las consideraciones que en* él funda el 
Juez a quo relativamente á la excepción de incompetencia, 7 por 
sus fundamentos en lo relativo á la de falta de personería, 7 lo 
expuesto 7 pedido por el señor Procurador General en sú vista 
de foja treinta y tres, se confirma con costas, el auto apelado de 
foja veinte; 7 repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTOR1CA. — C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— LUIS SAENZ 
PEÑA. 
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CAUSA CCXCIX 


El Ferrocarril Nord-Oeste Argentino, contra el Ferrocarril Gran 
Oeste Argentino, por expropiación; sobre improcedencia del 
juicio de expropiación. 


Sumario. — 1° Cuando ana Empresa de Ferrocarril necesita 
para el cruzamiento ó empalme de su vía del terreno expropia- 
do y comprado por otro Ferrocarril, no procede el juicio de ex- 
propiación. 

2 o En ese caso las partes deben someterse al procedimiento 
prescrito en el capítulo VIII de la ley nacional de Ferrocarriles, 
en cuanto fuese necesario. 


Caso. — En 4 de Diciembre de 1889 se presentó al Juzgado 
Federal de San Luis, Don] José Alejo Caminos, por la sociedad 
cBatignolles», é invocando la ley de 15 de Octubre de 1889, que 
concedió á los señores C. Portalis, Dupont y C a la construcción 
y explotación de la línea de Ferrocarril llamada Nord-Oeste Ar- 
gentino, cuya concesión fué transferida á la sociedad cdes Ba- 
tignolles», pidió la expropiación dn un terreno de 17 áreas, 83 
centiáreas, perteneciente ala Empresa del Ferrocarril Gran 
Oeste Argentino, y depositó el precio de 60 pesos, para obtener 
la posesión, que dijo le era urgente tomar. 


DE JUSTICIA NACIONAL 27 


Auto del «fu ex Federal 


San Luis, Diciembre 4 de 1889. 

Por presentado en cuanto haya lugar por derecho con los do- 
cumentos que acompaña: en lo principal por la urgencia que se 
manifiesta, y estando hecha la consignación á que se refiere el 
artículo 4 o déla ley de 13 de Setiembre de 1866, sobre expro- 
piación de bienes, hágase como se pide, librándose el corres- 
pondiente oficio al Juez de Villa Mercedes, y se nombra de- 
fensor de la Empresa cuyo terreno vá á expropiarse al Dr. Don 
Adolfo J. Igarzabal, cometiéndose su aceptación en forma. 

Desígnase para que tenga lugar el juicio verbal indicado la 
audiencia del día viernes 6 del corriente á las dos pasado me- 
ridiano. Al primero, segundo, tercero y cuarto otrosí, como 
se pide por la causal expuesta. 

Miguez. 

Dada la posesión, se presentó Don Juan Daract por la Em- 
presa del Ferrocarril Gran Oeste Argentino, diciendo: 

Que la gestión iniciada por el señor Caminos comprende dos 
fracciones una destinada á cruzar la vía, de 985 metros cuadra- 
dos, y la otra á empalmar con el Andino y el Pacífico, de 793 
metros cuadrados ; 

Que Caminos había alegado una urgencia que no existía, pues 
no estaba todavía en condiciones de hacer uso del terreno, y 
por tal razón se le habíamandado dar posesión, que se le dio en 
realidad de la primera fracción, aunque el Juez de Paz omi- 
sionado diga haberla dado de todo el terreno; 

Que la presente no podía ser una cuestión de expropiación 
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por parte de la sociedad des cBatignolles», pues la expropiación 
fundada en utilidad pública había hecho pasar esos terrenos 
á la propiedad del Gran Oeste Argentino, y ninguna otra uti- 
lidad pública puede quitárselas; 

Que nuevas razones de utilidad pública podían llevar á im- 
poner servidumbres á esos terrenos, pero no á expropiarlos; 

Que en el establecimiento de una servidumbre sobre un Fe- 
rrocarril construido no entra el elemento del valor del terreno; 

Que el artículo 56 de la ley de Ferrocarriles dice que: cLas 
Empresas no podrán oponerse á que otro Ferrocarril empalme 
en el suyo, pase por arriba, por abajo, ó á nivel, con tal que los 1 

trabajosque se hicieren al efecto no interrumpan el servicio re- 
gular de los trenes en la linea primitiva»; 

Que cuando un ferrocarril necesita cruzar una propiedad par- 
ticular, la cuestión se reduce á una liquidación de perjuicios, 
que no es un ^verdadero juicio; 

Pero que, cuando se trata del establecimiento de una servi- 
dumbre de un ferrocarril contra un ferrocarril, el juicio tiene 
que ser en la forma ordinaria; 

Que el Oran Oeste Argentino está construyendo al Sud de la 
vía principal su estacnn, con los galpones de carga, y tiene que 
establecer hacia el lado de arriba sus vías auxiliares de cambio; 
y que en el punto en que la sociedad cdes Batignolles» quiere 
cruzar el Oran Oeste Argentino necesita y quiere conservar 
para sus vías auxiliares los 15 metros libres ácada lado, y se- 
rá menester que la Sociedad cBatignolles» haga un puente de 
30 metros si pretende cruzar tan cerca de la estación; 

Que en cuanto á la fracción destinada al empálmeos imposi- 
ble tomarla al Oran Oeste Argentino, sin inutilizar á esta Em- 
presa que la necesita para dar salida á los galpones de las 
mercaderías; 

Que para ventilar todo esto ha sido impropio el procedimien- 
to de expropiación iniciado por la sociedad cBatignolles». 
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Pidió se dejara sin efecto toda la tramitación seguida, y es- 
pecialmente la posesión ordenada, disponiendo se le corra tras- 
lado de la petición de Caminos, como de nn establecimiento de 
servidumbre, y que se le concediera, en caso denegado, el re- 
curso de apelación y nulidad que interponía. 

Conferido traslado. Caminos pidió no se hiciera lugar, .con 
costas, á la ordinarizacion del juicio. 

Dijo : Que el caso era de expropiación, pues todos los dere- 
chos, aun los de servidumbre están sujetos á la expropiación; 

Que la doctrina sostenida por el Gran Oeste Argentino está 
en contradicción con el artículo 56 de la ley de Ferrocarriles; 

Que las dificultades de que se hacía mención, para la explota- 
ción del Gran Oeste, debían ser juzgadas y dirimidas, no por las 
Empresas, sino por el Departamento de Ingenieros Nacionales . 

El Juez para mejor proveer pidió informe al Ingeniero Na- 
cional de Sección . 

Éste contestó que no podía informar, porque había recaído 
una resolución administrativa sobre el mismo asunto, cuyo 
cumplimiento se le había dado orden de exigir. 

El representante del Gran Oeste Argentino expuso que por 
t elegrama del jefe de la estación de Villa Mercedes, sabía que 
se había dado principio á los trabajos del Ferrocarril que de aque - 
Ha localidad va á la Rioja, y pidió la suspensión, mientras se 
fallara este juicio. 

El representante de la sociedad cBatignolles» se opuso, di- 
ciendo: Que por gestiones administrativas se resolvió por el Mi- 
nisterio del Interior que el Departamento de Obras Públicas 
Nacionales impartiera las órdenes conducentes al Ingeniero 
señor León para que la Empresa del Nord-Oeste Argentino ocu- 
para los terrenos expropiados, é iniciara sus trabajos, y esto era 
loque se había hecho; 

Que la suspensión pedida era contraria al artículo 14 de la 
ley de expropiación de 1866. 
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Fallo del «lúea Federal 


San Luis, Febrero 10 de 1890. 

Y vistos: Considerando que la posesión que se mandó dar á 
la Empresa del Ferrocarril Nord-Oeste Argentino, por auto de 4 
de Diciembre del año próximo pasado (foja 5) es arreglada á las 
disposiciones de la ley de 13 de Setiembre de 1866, sobre ex- 
propiaciones de bienes y alas de la ley especial de concesión 
número 2186, de 15 de Octubre de 1887 (artículo 6°);' 

Que la obligación qoe esta última impuso á los concesionarios 
(artículo A°) de presentar á la aprobación del Poder Ejecutivo 
los estatutos definitivos, planos, presupuestos y demás especifi- 
caciones de la vía, al año despaes de firmarse el contrato, pre- 
súmese legalmente cumplida, desde que con su aceptación se 
hizo la transferencia de la concesión á favor de la cSocieté de 
Construcción des Batignolles» en 9 de Noviembre de 1888, se- 
gún así lo acredita la nota del Ministerio del Interior del 21 del 
mismo mesyaño, dirigida á los concesionarios señores C. Por- 
talis, Duponty C a . Además cuando el Congreso autorizó la cons- 
trucción y explotación del Ferrocarril Nord-Oeste Argentino, 
por la recordada ley del! 5 de Octubre, ha debido tener presen- 
te la disposición del artículo 3 o de la de expropiación de bienes y 
conocer con exactitud los terrenos ó zonas á expropiarse, empal- 
mes, cruzamientos, etc. 

Que de admitirse la solicitud de foja 13, del representante del 
Gran Oeste Argentino, oponiéndose á la expropiación, ó la de 
suspensión, de foja 25, se desconocería el trámite prescrito por 
la precitada ley de 13 de Setiembre, sometiendo el juicio de ex- 
propiación, de carácter breve y sumario, á las discusiones y 
demoras de la vía ordinaria. 
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Que tanto el opositor como el expropiante apoyan sus respec- 
tivas pretensiones en el artículo 56 de la ley de 18 de Setiem- 
bre de 1872, sobre reglamentación de los Ferrocarriles nacio- 
nales, lo que demuestra que ambas están conformes y aceptan 
esa y demás disposiciones contenidas en el título VIII de la 
misma ley; circunstancia que excluye toda controversia sobre el 
particular y punto principal del debate. 

Que la ocupación verificada en el terreno del Gran Oeste Ar- 
gentino, encama la calidad de provisoria, y ello noimportaaun 
su transferencia en favor del Nord - Oeste, la cual sólo tendrá 
lugar después de ejecutada la entrega 6 consignación del pre- 
cio y de la indemnización correspondiente, pudiendo incluir- 
se entonces en esta el monto de los perjuicios que se alegan en 
el escrito de oposición (artículo 16, ley sobre expropiación). 

Que por otra parte, según se desprende de la solicitud de fo- 
ja 13 é informe de foja 20 vuelta, del Ingeniero Nacional de 
esta Sección, los interesados han ocurrido al Poder Ejecutivo 
buscando allí solución á sus diferencias y á cuya resolución 
administrativa se habían ipso-facto sometido. 

Por estas consideraciones y las concordantes aducidas por el 
demandante, no ha lugar á lo solicitado por la parte demanda- 
da. Y en cuanto á los recursos de apelación y nulidad subsi- 
diariamente interpuestos por ésta, aun ouando la ley de expro- 
piación, que rige el caso, no los ha previsto, teniéndose en 
cuenta, sin embargo, la disposición del artículo 7 o de la misma 
y el perjuicio irreparable que se invoca, así como la índole pe- 
culiar del juicio de expropiación, concédese én relación, y en el 
efecto devolutivo, con emplazamiento* de veinte dias para la 
compulsa y remisión á que se refiere el artículo 212 de la ley de 
Procedimientos. 

Hágase saber y repónganse los sellos. 

P. E. Miguez. 


>w» 
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Fallo de I» Suprema Ctorte 


Buenos Aires, Setiembre 3 de 1891. 


•4 


Vistos y considerando: Primero: Qae la Empresa demandada 
ha argüido á foja doce, sin contradicción del demandante, que 
los terrenos que pretenden expropiarse por la Compañía cBatig- 
nolles» para el Ferrocarril Nord-Oeste Argentino, fueron expro- 
piados por aquella, para el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, 
amparándose de la misma declaración de utilidad pública, que 
hoy invoca el demandante. 

Segundo: Que ambas partes están conformes en declarar de 
aplicación al caso sub-judice el artículo cincuenta y seis de la 
ley reglamentaria de los Ferrocarriles Nacionales, lo que de- 
muestra que no se trata de un caso de expropiación forzosa, 
sino de las servidumbres impuestas por la ley misma á todas 
las concesiones que se hagan por los poderes públicos para la 
construcción de Ferrocarriles. 

Tercero: Que asimismo parece haberlo comprendido el de- 
mandante al ocurrir al Poder Ejecutivo para que resolviese ad- 
ministrativaipente el caso, como lo comprueba el informe de fo- 
ja cuarenta y tres, pedido por esta Suprema Corte para mejor 
proveer, y del que consta que los propósitos del cruzamiento y 
empalme á que se refiere la demanda, están ya llenados, en to- 
do ó en parte, por resoluciones administrativas. 

Por estos fundamentos, se revoca el fallo apelado de foja dos, 
y se declara que la expropiación solicitada no procede en el pre- 
sente caso, debiendo las partes someterse á los procedimientos 
prescritos en el capítulo octavo de la ley nacional de Ferroca- 
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rriles en cuanto fuese necesario. Repónganse los sellos y de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN V 1CTORICA .— C. S . DE 
LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL RAZAN.— LUIS SAENZ 
PEÑA. 


CAUSA « 


14141 


Don Eduardo Meraniydon Santiago Colle contra la sociedad 
c Colonizadora Popular » , por cobro de pesos; sobre defecto 
legal en la demanda y falta de personería en el representan- 
te del demandado. 


Sumario. — Es admisible la excepción de falta de personería 
opuesta por el representante del demandado, fundada en el he- 
cho de tenéroste un apoderado especial para los asuntos judi- 
ciales. 


Caso. — Los señores Merani y Colle demandaron por cobro de 
pesos á la sociedad < Colonizadora Popular», haciendo citar 


T. XVI 
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para contestarla á don Salvador Curzio, representante general 
de la sociedad en el lugar de la demanda. 

Este opuso las excepciones de defecto legal en la demanda 
por no haber enunciado su domicilio, y de falta de personería 
por no ser él sino don Antonio Diaz Armesto el apoderado de la 
sociedad en ese punto para los asuntos judicfales. 

Fallo del Juei letrado 

Resistencia, Mayo I o de 1891. 

T visto : el juicio instaurado por don Eduardo Meruni y don 
Santiago Colle contra la sociedad anónima la < Colonizadora Po- 
pular», por cobro de pesos; para resolver las excepciones dilato- 
rias opuestas por el citado, como representante de la sociedad, 
don Salvador Curzio. 

Este opone su falta de personalidad por no tener poder de la 
Colonizadora para representarla ; y defecto legal en el modo de 
proponer la demanda por no haber enunciado su domicilio. 

Esta última excepción reposa sobre un error, pues á foja 4 
está designado. 

Y en cuanto á la falta de personalidad es también falsa, pues 
á foja 27 vuelta consta: Que la sociedad le ha otorgado po- 
der en forma para que pague las cantidades que la sociedad de- 
ba en esta localidad. 

En su consecuencia: desecho, con costas, las excepciones 
opuestas, y mando que en el término de nueve días, conteste 
directamente la demanda, por sí ó por medio de la persona que 
la sociedad designe. Repóngase el papel. 

A Ifredo Parodié. 

Ante mí: 

José R. Navarro. 
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Fallo «le la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 3 de 1891. 

Vistos: Fundando el demandado su excepción de falta de per- 
sonería en estos autos, en la circunstancia de tener la Compa- 
ñía Colonizadora Popular, constituido un representante especial 
para sus asuntos judiciales en la persona de don Antonio Diaz 
Armesto, y resultando este hecho acreditado no sólo por no haber 
sido denegado de contrario, sino también porque así aparece 
délos autos vistos y resueltos en esta misma fecha por esta Su- 
prema Corte, seguidos entre don José Fontana y la compañía 
mencionada: se revoca el auto apelado de foja treinta y una, y 
se declara bien fundada la excepción enunciada. Repónganse los 
sellos y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTO RIC A. — C. S. 
DE LA TORRE.— LUIS T. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN.— LUIS 
SAENZ PEftA. 
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CAUSA CC C I 


Contra Gharles hermanos y don Antonio Borzone, por contra- 
bando, cohecho y falsificación; sobre excepción de falta de 
acción y desglose de papeles privados. 


Sumario. — I o La excepción dilatoria de falta de acción no 
puede oponerse al Ministerio Fiscal, sino en las causas crimina- 
les en que la ley deja expresamente á los particulares interesa- 
dos la iniciativa de la acusación. 

2 o Los papeles privados de los procesados por contrabando no 
pueden servir de fundamento al juicio, y deben desglosarse del 
proceso, sean ellos auténticos ó falsos. 

3 o En este segundo caso deben mantenerse en poder del Juez 
de la causa á los efectos del juicio correspondiente contra los 
que resulten autores y cómplices de la falsedad. 


Caso. — Concluido el sumario levantado contra Charles her- 
manos y otros, por delitos conexos de contrabando, cohecho y 
falsificación, los procesados dedujeron contra el Procurador 
Fiscal la excepción de falta de acción, y pidieron el desglose de 
varios papeles privados agregados por la Administración de 
aduana al proceso. 
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VISTA FISCAL 


Buenos Aires, Jalio 17 de 1891. 
Señor Juez: 

Atenta la excepción opuesta, S6ha deservir declarar Y. S. 
suspendida la substanciación de la causa principal por estar con- 
cluido el sumario, haciéndose constar por el actuario esta decla- 
ración en los autos principales, debiendo correr este incidente 
por separado, todo de acuerdo con el artículo 456 del Código de 
Procedimientos en lo criminal. 

En cuanto á la excepción deducida, el Procurador Fiscal 
piensa que no debe pronunciarse hasta tanto se devuélvanlos 
documentos enviados á la Administración de Rentas por auto de 
foja... Sírvase V. S. resolver así. 

J. A. Viale. 


Falto del Juez Federal 


Buenos Aires, Jubo 21 de 1891. 

T vistos : estos autos en lojrelativo al incidente promovido por 
la defensa de los señores Charles hermanos en el juicio que le 
sigue el Procurador Fiscal por contrabando y delito conexo. 

Y considerando : I o Que la solicitud de la defensa tiene por 
objeto establecer, después de terminado el sumario, artículo de 
previo y especial pronunciamiento, fundándose para ello en la 
disposición del artículo 443 del Código de Procedimientos en lo 
criminal, de la oposición que hace á que sean tomados en consi- 
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deracion en la resolución definitiva algunas piezas del sumario, 
fundándose en que ellos han sido obtenidos por la aduana de 
una manera ilegal, no podiendo, por tanto, figurar en el pro- 
ceso. 

2 o Que según la disposición terminante del artículo 443, cita- 
do por la defensa, no puede formarse artículo de previo pro- 
nunciamiento, sino en el caso de deducirse algunas de las 
excepciones enumeradas en el mismo, no siendo posible ser 
comprendida en ninguna de las enumeradas la oposición dedu- 
cida por la defensa . 

3 o Que la resolución previa que se pide no puede, en ningún 
caso, constituir una excepción, pues refiriéndose al fondo mis- 
mo de la causa, es decir, al valor jurídico de las piezas que fi- 
guran en el proeeso, importaría un prejuzgamiento en lo prin- 
cipal; y 

4 o Que no importando el caso sub-judice sino una cuestión de 
mero derecho, no es el caso de aplicación del artículo 456 cita- 
do por el Procurador Fiscal, sino la del artículo 449, cortando 
de este modo un procedimiento dilatorio é inútil en este caso. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con la disposición arriba 
citada del artículo 449 del Código de Procedimientos en lo cri- 
minal, declarándose no haber logar al pronunciamiento de pre- 
vio y especial resolución sobre la oposición de la defensa de los 
señores Charles hermanos, se resuelve siga adelante el procedi- 
miento en lo principal en el estado en que se encuentre. 

Andrés Ugarriza. 


i _. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


BaenosJAires, Agosto 4 de 1891. 
Suprema Corte: 

A fojas 116 vuelta y 117 de estos autos consta que el señor 
Juez Federal hizo comparecer á su presencia dios acusados se- 
ñores Charles, Cabarrou y Borzone, y que les hizo saber que la 
causa de cgu prisión era por suponérseles autores y cómplices 
en los delitos conexos de contrabando, llevado á cabo por medio 
de cohecho á empleados y falsificación, haciendo intervenir 
persona supuesta en los despachos y reembarcos ». 

El sumario levantado para la averiguación de estos delitos 
ha quedado cerrado por la providencia de foja 302; y en tal es- 
tado, y antes que el señor Procurador Fiscal haya formulado la 
acusación á que dicho sumario pueda dar lugar, á cuyo efecto 
dicha providencia mandó pasarle en vistr. los autos, el defensor 
de los procesados, por su escrito de foja 359, deduce en forma de 
artículo de previo y especial pronunciamiento, la excepción es- 
tablecida en el artículo 443, inciso 3°,Códigode Procedimientos 
en lo criminal, cpidiendo al mismo tiempo el desglose de estos 
autos, de todos los documentos privados que en él figuran y su 
devolución inmediata». 

La excepción mencionada que es la de falta de acción en el 
acusador (sirte actione agis) está incluida entre las que por el 
artículo 443 citado pueden proponerse en forma de artículo de 
previo y especial pronunciamiento. Pero dicha excepción no pue- 
de tener el alcanee que le da la defensa. 

No podría decirse que el acusador público, ó sea, el Ministerio 
Fiscal carece de acción para deducir la acción pública que nace 
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de todo delito, pues que dicho Ministerio ha sido instituido, en- 
tre otros objetos, con el de deducir esa acción que la ley expre- 
samente le atribuye . 

La excepción sitie actione agís no puede referirse con rela- 
ción al Ministerio Fiscal, como respecto de cualquier otro acusa- 
dor particular, á otros casos que aquellos en que la ley no les 
permite acusar. 

Las antiguas leyes que hasta la sanción del nuevo Código de 
Procedimientos en lo criminal han estado en vigencia, no trata- 
ban de las excepciones en forma de artículo previo, si bien al- 
gunas veces se aplicaban, por analogía, las disposiciones del 
Código Civil. 

Pero la falta de accioi en el acusador, « sine actione agis, 
que no se admite en el procedimiento civil, no podría recha- 
zarse en el criminal. El acusado de adulterio por otro que el 
cónyuge ofendido, no tendría para qué esperar la sentencia 
definitiva, si puede apartar la acusación demostrando la falta 
de derecho por parte del acusador, para promover la quere- 
lla*. (Nota al artículo 511 del Proyecto de Código de Proce- 
dimientos criminal para la Provincia de Buenos Aires, por los 
doctores Obarrio, Montes de Oca y Malaver). 

Lo mismo sucedería en el caso de injurias que acusase cual- 
quier otro que el ofendido; pues el acusado podría oponer al 
acusador, en forma de artículo previo, la falta de acción para 
acusar. 

A estos casos y á los demás análogos en que el acusado care- 
ce de ación para acusar, puede oponerse solamente la excepción 
de que se trata. 

Se alega por la defensa que c en el largo tiempo de formación 
de este sumario, no se ha indicado un solo nombre que corres- 
pondiera á un empleado de aduana, i quien se presentase como 
sobornado, y si, por el contrario, todos los vistas que intervinie- 
ron en los despachos de la casa Charles confiesan que están 
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en forma legal y correcta », por lo que, « es evidente que no hay 
base, ni acción, para perseguir á supuestos cohechadores, don- 
de falta el sobornado, como no podría haber causa de homicidio 
donde no existe una persona asesinada » . 

Todo esto puede ser muy cierto ; pero la oportunidad de de- 
clararlo judicialmente no es la presente, sino al dictarse la sen- 
tencia definitiva . 

El señor Procurador Fiscal acusará, 6 no, por el delito de co- 
hecho, según lo hallase justificado, ó no, en el sumario, 6 según 
los medios probatorios con que cuenta justificar su existencia, 
durante el plenario, como podría hacerlo. 

El artículo 118 del Código de Procedimientos en lo criminal 
dispone, que corresponde á los Procuradores Fiscales promover 
la averiguación y enjuiciamiento de los delitos, salvo aquellos 
casos en que, por las leyes penales, no sean permitidas el ejer- 
cido de la acción pública. A estos casos de excepción puede re- 
ferirse solamente la disposición del inciso 3 o del artículo 443 
del mismo Código, pues sólo en ellos puede también decirse que 
carecería de acción el Ministerio Fiscal. 

Fundado en las consideraciones que preceden soy de opinión 
que el auto apelado debe ser confirmado por Y. E. 

Antonio E. Malaver. 


Auto de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1891. 

Para mejor proveer, vuelva al señor Procurador General pa< 
ra que se sirva expedirse, con relación al desglose de doou 
mentos solicitado á foja trescientos cincuenta y nueve; y repón- 
gase el papel. 

V1CTORICA. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Buenos Aires, Setiembre 1* de 1891 . 
Suprema Corte: 

cLos documentos que se presenten durante la instrucción, 
ó que de cualquiera manera deban obrar en el proceso, se agre- 
garán á éste previa notificación de las partes », dispone el artí- 
culo 348 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

De esta disposición legal parece desprenderse, sin dificultad, 
que esa agregación debe mantenerse, hasta tanto la sentencia 
definitiva aprecie debidamente la admisibilidad ó i n admisibili- 
dad y el valor probatorio que tengan los documentos agre- 
gados. 

Si la excepción sine actione agís me pareció estemporánea en 
el sentido deque fuera resuelta en forma de artículo previo, 
pienso lo mismo, en presencia de la disposición legal que dejo 
transcripta, respecto del desglose solicitado á foja 359. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Setiembre 5 de 1891. 


Vistos: Por los fundamentos aducidos por el señor Procurador 
General en su vista de foja trescientos setenta y cuatro; se con- 
firma con costas el auto apelado'de foja trescientos ochenta y 
ocho en cuanto no hace lugar ala excepción de previo y especial 
pronunciamiento deducida y fundada por los procesados en el 
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artículo cuatrocientos cuarenta y tres, inciso tercero, del Código 
de Procedimientos en lo criminal. 

Y considerando en lo relativo al desglose de los documentos 
á que aquella misma petición se refiere : 

Que por el artículo mil treinta y tres de las Ordenanzas de 
aduanaestá expresamente prohibido á los empleados del ramo 
todo acto de pesquisa en casas particulares, que no sean depó- 
sitos, con el propósito de perseguir y aprehender mercaderías 
llevadas en fraude ó contravención á los reglamentos de adua- 
na, salvo el caso especial de ir en seguimiento de defraudado- 
res en fuga; 

Que en ningún caso, por consiguiente, las medidas de oficio 
que está autorizada á tomar la administración, pueden exten- 
derse á la apropiación de papeles en el domicilio particular de las 
personas que puedan comprometer el secreto de la correspon- 
dencia y de los negocios privados, lo cual por los artículos tres- 
cientos cincuenta y seis y trescientos cincuenta y nueve y 
siguientes del Código de Procedimientos en lo penal, está defe- 
rido exclusivamente á los funcionarios encargados de la instruc- 
ción judicial. 

Que la naturaleza completamente privada de las facturas, 
correspondencias, hojas de libros y demás documentos cuyo 
desglose se solicita y forma la materia de este incidente, la falta 
de toda explicación por parte del Administrador de Rentas acer- 
ca de su origen ó procedencia y modo cómo han llegado á su 
poder, y los testimonios y # antecedentes, finalmente, que corren 
á foja doscientos cuarenta y nueve y siguientes, doscientos se- 
senta y cuatro y siguientes, y trescientos cincuenta y tres y si- 
guientes, demuestran que, ó dichos documentos han sidofraudu- 
lentamente sustraídos de los procesados ó han sido falsificados 
por las personasque se dicen haberlos suministrado, ó ion, final- 
mente, el resultado de una pesquiza que desautoriza y rechaza 
el artículo mil treinta y tres de las Ordenanzas de Aduana. 
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ios 6 falsos, ellos do pueden servir de base al 
ni de fundamento al juicio: si lo primero, por- 
esultado de ana sustracción y de un procedi- 
i'iable y condenado por la ley, aunque se haya 
con el propósito de descubrir y perseguir im 
pesquíza desautorizada y contraria á derecho, la 
5s de la moral y de la seguridad y secreto de las 
lies, los deolara inadmisibles; y si lo segando, 
raleza misma se opone Á darles valor y mérito 

último caso especialmente deben, empero, man- 
1 poder del Jnezde la causa á los efectos del jai- 
ente contra los que resolten autores y cómpli- 
lad. 

.adamontos: se revoca sobre este punto el auto 
itado, y bo declara que deben desglosarse del 
¿amentos aludidos, acompañados á la nota del 
de rentas, corriente á foja noventa y nueve, co- 
as del idioma patrio, manteniéndose separada- 
icion del Juez de Sección á los efectos menciona- 
derando anterior, para lo cual se pasarán en 
ítimonioa correspondientes al Ministerio Fiscal, 
los sellos y devuélvanse. 

BEH1AHIM VICTORICA.— C. S. 
DE LA TORRE. — ABEL BA- 
ZAS.— LUIS SAENZ PEÑA. 
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C'AUSA € 


Don José Zucchi, contra A. M. fielfino y hermanos; sobre 

deserción de recurso. 


Sumario. — No mejorándose en tiempo el recurso de apelación 
debe declararse desierto á la primera rebeldía que acuse el ape- 
lado. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Setiembre 5 de 1891. 

Por lo que resulta del precedente certificado, atenta la re- 
beldía acusada y de conformidad á lo dispuesto por el artículo 
doscientos catorce de la ley de Procedimientos, declárase de- 
sierto el recurso de apelación interpuesto. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — G. S. 
DE LA TORRE.— ABEL BAZAN. 
— LUIS SAENZ PEÑA. 
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C AUfcA CCCIII 


El Dr. Don Domingo Cabrea, contra la Compañía Transatlán- 
tica de vapores, por cobro de pesos; sobre incompetencia. 


Sumario. — El conocimiento de la demanda sobre responsabi- 
lidades procedentes de un contrato de fie t amento celebrado en el 
extranjero para ser cumplido en el país, corresponde á los tri- 
bunales competentes de la República. 


Caso. — Lo indica el 


Fallo del Juei Federal 


Buenos Aires, Mayo 9 de 1891. 

Vistos : en los autos promovidos por el Dr. Domingo Cabred 
contra la Compañía Trasatlántica de Navegación, por cobro de 
pesos, importe de un bulto extraviado, para resolver sobre la 
excepción de incompetencia de jurisdicción deducida en el es- 
crito de foja 14. 

Según las referencias de la demanda y documentos con que se 
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instruye, el doctor Cabred entregó en la Agencia de París, de la 
referida Compañía, cinco bultos para ser conducidos á Marsella 
y de allí al puerto de Buenos Aires por el vapor c Alfonso XIII» 
abonando el flete correspondiente hasta á bordo de dicho vapor. 
De los cinco bultos sólo cuatro fueron entregados á su destino, 
habiendo al parecer quedado uno, que fué remitido en el vapor 
cCiudad de Santander» con fecha 25 de Diciembre de 1889, el 
cual según el actor no ha llegado á su poder. 

Fundado en estos antecedentes se ha formulado la demanda 
de foja 6 contra la referida Compañía, representada en esta 
ciudad por los señores Antonio López y C a , por la suma de 500 
pesos oro sellado, importe de los objetos contenidos en el bulto 
extraviado, á cuya demanda estos oponen la excepción de in- 
competencia de jurisdicción, alegando que basta el hecho de ser 
dirigida la demanda contra la Compañía, que tiene su domicilio 
y asiento principal de sus negocios en Barcelona, para demos- 
trar la incompetencia del Juzgado, sea cual fuere la naturaleza 
de la acción deducida, porque ni el contrato se ha hecho en es- 
ta ciudad, ni se halla aquí el bulto reclamado, ni está domici- 
liada la parte demandada; no teniendo los agentes de los va- 
pores sino funciones y responsabilidades limitadas á los docu- 
mentos expedidos por el buque. 

Y considerando: 4 o Que según se desprende del escrito de de- 
manda y del documento de foja 1 el contrato para el transporte 
de los bultos en cuestión ha sido celebrado en París, con los 
Agentes en esa ciudad de la Compañía Trasatlántica, cuyo do- 
micilio legal, afirmado por los demandados y no contradicho por 
el actores la ciudad de Barcelona. 

2 o Que según la exposición de los demandados, sus funciones 
y responsabilidades están limitadas como agentes de dicha 
Compañía á los documentos expedidos por los buques venidos á 
su consignación, lo que basta para establecer su incapacidad le- 
gal para representarla en actos ó contratos celebrados fuera del 
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país, sin la intervención del capitán del buque, atento lo que 
dispone el artículo 4884 del Código Civil, cuando por otra parte 
no existe una disposición legal que establezca lo contrario (Fa- 
líos de la Suprema Corte, causa 111,2 a serie, tomo 14, pági- 
na 16). 

3° Que el artículo 205 del Código de Comercio en que el actor 
fonda su demanda, es inaplicable en el presente caso, tanto por 
que él pe refiere á los transportes por tierra, y al de cabotaje, 
cuanto porque él presupone la presencia déla documentación 
necesaria por la cual resulte que el acarreador ó porteador re- 
cibió efectivamente las mercaderías para ser transportadas, lo 
que no sucede en el presente caso, pues el boleto de foja 1 y las 
cartas de foja 1 y foja 4, si bien prueban que la Agencia de 
París se hizo cargo de los bultos para su remisión á esta ciu- 
dad, no constituyen título suficiente de su embarque en el t Al- 
fonso XIII» ó el c Ciudad de Santander», que obligue á sus ca- 
pitanes, y por consiguiente á los Agentes que los representan en 
los puertos de su carrera. 

4 o Que tratándose del ejercicio de una acción personal, proce- 
dente de un contrato celebrado én país extranjero, en el cual se 
ha hecho la entrega de los objetos y pagado el flete, contra una 
persona moral que tampoco tiene su domicilio en la Repú- 
blica, el actor debe seguir el fuero jurisdiccional del demanda- 
do, como lo ha resuelto la Corte Suprema en el caso antes cita- 
do, en conformidad al artículo 100 del Código Civil. 

Por estos fundamentos admítese la excepción opuesta, de- 
biendo el actor deducir su demanda ante quien corresponda. Re- 
pónganse las fojas y notifíquese con el original. 

Virgilio M. Tedin. 


DE JUSTICIA NACIONAL 49 


VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 5 de 1891. 
Suprema Corle: 

Por los fundamentos de la resolución apelada de foja 48 creo 
que debe serconfirmada por V. E. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 5 de 1891. 

Vistos: Demandándosela responsabilidad de un contrato de 
fletamentoque se dice celebrado para ser ejecutado en esta ciu- 
dad, por 1& entrega en ella del bulto de su referencia, y atenta 
la disposición del artículo mil noventa y uno del Código de Co- 
mercio, que sujeta el caso á las leyes y jurisdicción del país; por 
esto y teniendo en consideración además que los demandados no 
han denegado su calidad de agentes en esta ciudad, de la Com- 
pañía Trasatlántica, ni sus facultades como tales para contes- 
tar las demandas que se inicien por ejecución de contratos de 
fletamento de buques venidos á su consignación; se revoca el 
auto apelado de foja diez y ocho vuelta, y se declara que el 
Juez de Sección, ante el cual se ha traído la presente demanda 
es competente para su conocimiento, y debe en consecuencia 
proceder á tramitarla y resolverla. Repónganse los sellos y 
devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZ\N.— 
LUIS SAENZ PEÑA . 

T. XVI 4 


FALLOS DE LA. SUPREMA CORTE 


CAUSA tt(IV 


gelMuzzio é. hijos, contra Don Ignacio Comas, por cobro de 
oesos procedente de extravío de mercaderías en depósitos fis- 


Sumario. — En caso de pérdida 6 extravío de mercaderías en 
almacenes habilitados para depósitos fiscales de aduana, 
dueños y encargados de éstos, no probándose dolo, deben 
juzgados por las disposiciones especiales de las ordenanzas 

Aduana que lo rigen. 


7aio.— Lo explica el 


Falto del Juei Federal 


Rosario, Marzo 16 de 1891. 

i vistos: los iniciados por los señores Ángel Muzzio ó hijos, 
tra Don Ignacio Comas, por cobro de 7974 piedras, al jtre- 
de 5 pesos 50 centavos el metro cuadrado, extraviadas aqne- 
i de los depósitos fiscales de la Empresa Comas, donde fue- 
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ron entregadas á depósito provisorio y á la consignación de los 
demandantes, por la barca «Concordias bajo el Registro nú- 
mero 424 . 

Resulta: 4 o Que los señores Muzzio é hijos cobran á Comas, 
por la causa expresada, la suma 8543 pesos con 31 centavos na- 
cionales curso legal, como valor de 1553 metros 33 centíme- 
tros cuadrados, que dicen resultan de la medición de los nueve 
mil nuevecientas setenta y cuatro piedras no entregadas, y al 
precio de 5 pesos con 50 centavos nacionales curso legal el me- 
tro cuadrado, que dicen tiene ese artículo en plaza. 

2 o Que los actores inician su demanda, fundados en la resolu- 
ción administrativa corriente á fojas 6 vuelta y 7, que original 
acompañan y según la cual, con fecha 41 de Octubre del año 
1889, la administración de esta Aduana, resolviendo el reclamo 
hecho ante ella por los mismos actores, y de que instruyen las 
diligencias de fojas 3 á 7, se ordenó que la Empresa Comas en- 
tregase á los recurrentes la mercadería reclamada, ó en su de- 
fecto, abonare su valor al precio de la tarifa de avalúos, con 
más el de los derechos pagados por aquella. 

3 o El demandado, contestándola demanda, expresa que cía 
partida de piedras á que se referían los actores fué descargada 
conforme, salvo la rotura consiguiente», estimada por la Aduana 
en un cinco por ciento; que los señores Muzzio, después de re- 
tirar una parte de esas piedras, dejaron transcurrir siete meses 
para interponer recien su queja por la falta del resto de esa 
mercadería; que él (Comas) tno obligó á los actores A retirarlas 
por no ocasionarles perjuicios, limitándose á pedirles sacasen 
las piedras cuanto antes para ocupar ese sitio con otra carga»; 
que, cpor tratarse de una mercadería que se coloca fuera de 
los depósitos y en laque habiendo una falta relativamente pe- 
queña no se hace reclamo» autorizó á los dependientes de los 
señores Muzzio é hijos para que carguen dichas piedras, y avi- 
sasen las cantidades retirada* para recabar los recibos ; que 
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espués de transcurrido un año se presentan recien reclamando 
lgo más de la cantidad media de lo pedido á despacho; que se 
omprende no pnede realmente faltar esa cantidad, estando ca- 
i seguro que si los señores Mozzío é hijos averiguasen en sus 
opósitos la entrada de esapartidas de piedras, la encontrarían 
i no conforme, con una falta prudente, debido al deterioro ha- 
ido por el largo tiempo que existieron las piedras tiradas 
aera del depósito; que desde el momento en que la piedra fué 
capachada por la repartición de Aduana, ja los señor s Mu- 
do á hijos podían disponer de ellas, quedando»?! (Comas) des- 
gado de toda obligación referente á la guarda de ese artículo; 
ue por último, los términos legales para hacer este reclamo, 
un en la hipótesis de que estuviese obligado á responder á los 
irgos que se hacen, se encontraban fenecidos y por consiguien- 
i no podían dar lugar á formularlos (escrito de foja 20). 
4 S Abierta la causa á prueba por el auto de Toja 22, á más 
3) expediente administrativo que corre de foja 3 á 7, se pro- 
uce la testimonial que corre de fojas 40 a 51,1a documental 
3 'fojas 53 a 55 y de 79 á 83, y la pericial de que instruyen las 
iligencias corrientes de fojas 57 á 59; llamándose autos para 
; fhn ti va á foja 57. 

Y considerando: 1° Que está confesado por el demandado ser 
:acto el hecho de haber recibido completo el cargamento de 
edra porteado por la barca «Concordia» y que fué descargado 
i loa depósitos de su propiedad (escrito de foja 20). 
2 D Que aunque es verdad que de la prueba testimonial co- 
iente de fojas 43 á 52, resulta haber sido entregado á los de- 
indantes toda la mercadería referida, también lo es que de la 
cumental que corre de fojas 4 á 7, de 53 á 55 y de 80 á 83 
elta, por el contrario, que de dicha mercadería sólo ha sido re- 
ada por los demandantes la cantidad total de 4252 piedras, 
las 12226 que entregaron á la Empcesa Comas, quedando por 
nsiguiente sin entregar por esta á los consignatarios señores 
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Muzzio é hijos, las 7974 piedras restantes que se reclaman en 
la demanda. 

3 o Que ante esta prueba contradictoria, no hay duda debe es- 
tarse por la última, que merece mayor fé que la primera, por la 
calidad de fehaciente que ella reviste, en razón de emanar de 
Oficina Pública Nacional, de que trae su origen, y de acuerdo 
con lo preceptuado en el artículo 979 del Código Civil, que da 
á aquellos documentos la fuerza de ios instrumentos públicos; 
máxime cuando según se manifiesta por el informe de esta ad- 
ministración de Aduana, corriente á foja 80, no ha existido or- 
den alguna de la Administración de Kentas para la extracción 
de esa piedra de sol á sol, ó sea, antes y después de las horas 
designadas para el funcionamiento de las oficinas de Aduana, 
ni era aceptable, ni legal tampoco, el acuerdo que la prueba 
testimonial dice haber existido entre el señor Comas y los se- 
ñores Muzzio é hijos para el retiro de la mercadería mencio- 
nada, sin el recibo previo correspondiente. 

4 o Que las mercaderías que entran á los depósitos fiscales de- 
ben ser atendidas y cuidadas mientras permanezcan en ellas, 
pues su entrega reviste todos los caracteres de un depósito le- 
gal, y éste, según las ordenanzas de Aduana, puede por otra 
parte, prolongarse válidamente por dos años, tiempo no trans- 
currido, en el caso actual, como de los autos resulta; no sien- 
do, por tanto, aceptable las observaciones hechas por el deman- 
dado, en calidad de excepciones, cuando dice, ese encontraba 
desobligado del cuidado de esa mercadería por el transcurso 
del tiempo que pasara desde que ellas fueron introducidas»; 
probándose asimismo la exactitud de una teoría contraria en 
la misma confesión hecha por el demandado en el párrafo 4 o de 
su escrito de foja 20, cuando confiesa: ¿no obligó á los actores 
á retirarlas por no ocasionarles perjuicios»; de cuyas palabras se 
desprende ó cuando menos, que se consideraba con derecho para 
exigir la extracción de la mercadería, y que al no hacer uso de 
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ese derecho, voluntariamente prolongaba sus deberes de depo- 
sitario. 

5 o Que establecido lo anterior, toca ahora estudiar si en ca- 
so de no poder el demandado entregar la misma mercadería que 
se le reclama, debe ella ser abonada á los demandantes por su 
valor en pliza, como ellos lo solicitan, 6 por el contrario me- 
diante otra apreciación distinta, como ser aquella que establece 
las Ordenanzas de Aduana y á que se refiere la resolución ad- 
ministrativa de fojas 6 vuelta y 7. 

6 o Que á este respecto debe tenerse presente que los depósi- 
tos de Comas, por diversas resoluciones del Gobierno de la Na- 
ción, han sido equiparados á los depósitos de Aduana en todo lo 
que se refiere á deberes y responsabilidades. (Decretos de 28 
de Junio de 1884; 4 de Julio del mismo año; I o de Juniode 1885, 
etc.). 

7 o Que las disposiciones legales que rigen estos depósitos, 
no son otras por cierto, que las Ordenanzas de Aduana. 

8 o Que estas, en su artículo 289, disponen terminantemente 
que cel Fisco (ó sea en este caso Comas), responderá en caso 
de pérdida, deterioro ó averías (de una mercadería cualquiera en 
ellos depositada), por la manifestación hecha en la copia de 
factura para depósito, por el valor señalado en la tarifa de ava- 
lóos al artículo perdido, ó « por el avalúo fijado por el vista si 
el artículo no estuviese tarifado ». 

9 o Que ante esta prescripción legal que rige directamente el 
caso, no cabe duda deque es la citada, y no otra, la disposición 
la que debe prevalecer y aplicarse en el caso sub-judice. 

10° Que sólo una mala fé, ó incuria, ó acción dolosa proba- 
das podría hacer aplicable en contra del demandado otras con- 
minaciones del derecho común no incluidas en la disposición ci- 
tada, como sería la de daños y perjuicios traducidos en el pago 
de la mercadería por un mayor valor que el de tarifa, ó sea, el 
de su precio en plaza, como lo exigen los demandados. 
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11° Que esa mala fé, negligencia ó dolo no se ha probado en 
autos, pues las enunciaciones contenidas en los informes de fojas 
4á 6 y referentes á que parte de la piedra que se encontraba 
en los muelles ocupados por la Empresa de la Plateóse, estaba 
diseminada, y había sido una parte de aquella ocupada por di- 
cha empresa; no es suficiente para establecer las mayores res- 
ponsabilidades á que antes se ha hecho referencia: 

I o Porque esas enunciaciones son vagas; 

2 o Porque esa ocupación y destino indebidos no ha sido 
dado por el demandado, como esos mismos informes lo indi- 
can; y 

3 o Porque aun dado el caso de no existir las dos razones ante- 
riores, existiría siempre la de que no se ha probado tampoco 
que aquella rotura por diseminación y la falta expresada, hayan 
pasado del cinco por ciento que como tolerancia es aceptada por 
la Aduana y lo reconocen asimismo los demandados. 

12° Que además, y sobre todo lo anterior, existe la circuns- 
tancia remarcable y concluyente de que los mismos actores, en 
el párrafo 11 de su escrito de foja 10, invocan como base de su 
acción las Ordenanzas de Aduana, citando las mismas disposi- 
ciones legales que en esta sentencia se aplican (artículos 288, 
289 y 290 de dichas Ordenanzas) y reconociendo así la perti- 
nencia de esta legislación especial para regir el caso sub-judice, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1054 de aquellas, han 
ocurrido entablando este mismo reclamo ante el Administrador 
de Rentas de esta Aduana, quien tiene resuelto el caso sin otras 
condenaciones que las establecidas en el artículo 289 de las 
Ordenanzas predichas, y esa resolución, habiendo sido acepta- 
da por los demandantes, señores Muzzio é hijos, ella ha que- 
dado ejecutoriada y válida, no pndiendo, por consiguiente, los 
mismos alzarse de ella, solicitando otras conminaciones, como 
implica ahora la petición de que se les abone la piedra que re- 
claman por un mayor valor que el designado en la tarifa de 
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Avalúos, ó sea, por el que aquella mercadería alcance en su 
venta en la plaza. 

13° Que por otra parte, reconocida como queda por los mis- 
mos actores, la identidad de las responsabilidades de los de- 
pósitos de Comas con los de la Aduana Nacional (párrafo 11 
del escrito de foja 10), no habría justicia ni equidad en exten- 
der esa responsabilidad en contra de aquellos cuando no la 
tienen los últimos en esa latitud mayor; viniendo asimismo, 
si se tomase un procedimiento distinto, á resultar privilegia- 
dos los depósitos de Comas sobre los de Aduana, puesto que 
toda la carga que viniera á depósito, preferiría los de Comas, 

* 

desde el momento en que en estos encontraban los depositantes 
mayores ventajas en los casos de pérdida, deterioro ó falta, pri- 
vilegio que es fácil suponer, no han tenido la mente de estable- 
cerlo los decretos que han. autorizado la apertura y funciona- 
miento de los depósitos particulares. 

14° Que por último, los actores no han comprobado la exacti- 
tud de la reducción qué hacen en el párrafo 13 del escrito de 
foja 10, cuando aseguran que las 7974 piedras forman una su- 
perficie de 5553 metros con 33 centímetros cuadrados (y que 
es la medida sobre la cual versa la avaluación aduanera), ha- 
ciéndose, por consiguiente, inaceptable la apreciación enuncia- 
da y proveniente de la sola afirmación de los demandantes, é 
imponiéndose por este motivo la necesidad de practicar ahora 
una apreciación equitativay pericial que indique la extensión 
superficial que pueden haber tenido las 7974 piedras que se 
reclaman. 

Por tanto, definitivamente juzgando, fallo y declaro que Don 
Ignacio Comas se encuentra obligado á entregar y entregue á los 
demandantes, señores Ángel Muzzio é hijos, dentro de los diez 
dias posteriores á los de la ejecutoriada esta sentencia, las 7974 
piedras á que estos autos se refieren, ó en su defecto, abone á 
los mismos su valor, dentro de igual término, de acuerdo con el 
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que fija á esta mercadería la tarifa de avalúos de la Aduana 
Nacional, con más los derechos de Aduana pagados y los intere- 
ses legales á estilo del Banco Nacional en sas descuentos, á 
contar desde la iniciación de estelitigio, con las costas del jai- 
ció, debiendo concurrir las partes á la audiencia del siguiente 
día de aquel en que esta sentencia quede ejecutoriada, para 
proceder al nombramiento de peritos que puedan designar la 
superficie en metros cuadrados que arrojen las 7974 piedras 
reclamadas, descontando el cinco por ciento de la tolerancia 
aduanera. Hágase saber con el original y repónganse los se- 
llos. 

G. Escalera y Zuviría. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 10 de 1891. 

Vistos y considerando: Que no se ba alegado formalmente en 
la contestación ni justificado suficientemente en los autos, la 
entrega á los demandantes de las mercaderías reclamadas. 

Que tampoco se ha alegado oportunamente ni se ha acredita- 
do con arreglo á derecho, la existencia del convenio que últi- 
mamente se ha pretendido por el demandado haber celebrado 
con los demandantes, en virtud del cual quedarán estos autori- 
zados para retirar á voluntad y sin el control reglamentario, 
la piedra en cuestión, debiendo extender sólo á la conclusión 
del recibo total de la partida, el comprobante correspondiente; 

Que nacida la presente acción pura y exclusivamente de las 
responsabilidades que derivan de las disposiciones especiales de 
las Ordenanzas deAduana, por no haberse probado hecho per- 
sonal de dolo ó fraude del demandado 6 de sus empleados, na- 
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hay que autorice a sacar el presente caso del dominio de 
ellas disposiciones y someterlo al régimen del derecho co- 
1, y la responsabilidad del demandado, por consiguiente, no 
e extenderse más alia de lo que dichas disposiciones y es- 
almenti: el articulo doscientos ochenta y nueve de las Or- 
anzas determinan relativamente al alcance de las indemni- 
ones á abonarse en caso de pérdida 6 extravío de mercade- 
: en depósito. 

or estos fundamentos y los concordantes de la sentencia «peía- 
le foja ochenta y cinco: seconfirmadichasenteneiaen cuan- 
ieclara al demandadoobligado á la entrega de las piedras re- 
nadas, ó so valer, con más loa derechos de Aduana y los in- 
>ses legales á estilo de Banco y costas del juicio en primera 
rancia, con declaración de que el abono á hacerse segan el 
jr de la tarifa correspondiente al año de mil ochocientos 
enta y nueve, será sin ei descuento del cinco por ciento es- 
lecido en la sentencia referida, por no proceder él en favor 
demandado, y de que la superficie en metros cuadrados de 
liedradela referencia debe ser la expresada en lademanda, 
no haberse objetado en la contestación . Repuestos los so- 
,, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE 
L\ TORRE. — ABELBAZAN. — 
LUISSABNZ PEfU. 
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CAUSA €€<)V 


El Procurador Fiscal contra la Empresa Pavimentadora, por 
tercería de dominio en la ejecución seguida contra la Muni- 
cipalidad d« la Capital; sobre competencia. 


Sumario. — No corresponde á la jurisdicción originaria de la 
Suprema Corte, el caso de tercería de dominio deducida á nom- 
bre del Fisco Nacional en ejecución seguida ante la justicia or- 
dinaria. 


Caso. —Lo explica la siguiente 


VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Buenos Aires, Setiembre 2 de 1891. 

Suprema Corte: 

Don Emilio Remandiese, á nombre de la Empresa Pavimenta- 
dos, ha demandado ejecutivamente á la Municipalidad de la 
Capital por cobro de pesos ; llevándola ejecución hasta sacarse 
á remate un terreno y edificio situado eu la calle Libertad es- 
quina á la de Tucuman. 
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Llegado el hecho á conocimiento de S. E. el señor Ministro 
del Interior, dirigió al Procurador Fiscal la nota de foja I a en 
que le pide deduzca las gestiones del easo, en representación- 
del Fisco Nacional, á fin de que se deje sin efecto el remate 
que ya estaba anunciado; y dicho funcionario creyó deber de- 
ducir, en dicho juicio ejecutivo, la tercería de dominio exclu- 
yente contenido en su escrito de foja 2. 

El señor Juez de Comercio de la Capital Dr. Peyret, después 
de alguna tramitación, ha dictado el auto de foja 13, por el 
que, notando que por el hecho de haberse presentado el señor 
Agente Fiscal, la Nación viene á ser parte en el presente juicio, 
y que por el artículo 100 de la Constitución nacional compete 
á la Suprema Corte el conocimiento de los asuntos en que la 
Nación intervenga, se ieclara incompetente para seguir cono- 
ciendo en el asunto, y manda elevar el expediente á V. E. co- 
mo se ha verificado. 

Tal es lo que resulta del presente expediente; y soy de opi- 
nión, que ni el Juez de la Capital Dr. Peyret, ni V. E. mismo, 
son competentes para entender en este asunto. 

Si bien el artículo 100 déla Constitución nacional atribuye 
á V. E. y á los Tribunales inferiores de la Nación el conoci- 
miento y decisión de los asuntos en que la Nación sea parte, 
debe entenderse esto en cuanto á la competencia de Y. E., que 
la tiene para conocer en grado de apelación en aquellas causas 
que la Nación se halla interesada y que correspondan á la com- 
petencia de los juzgados inferiores. Así resulta, de lo dispuesto 
en el artículo 101 de la misma Constitución que declara que 
V. E. ejerce su jurisdicción por apelación, según las re- 
glas que prescriba el Congreso; y originaria y exclusivamente en 
los asuntos concernientes á embajadores, ministros y cónsules 
extranjeros, y en los que alguna Provincia fuese parte. 

Por eso las leyes de 16 de Octubre de 1862, y 14 de Setiem- 
bre de 1863, que establecieron la justicia federal y determina- 
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ron su competencia, no la atribuyen á V. E. para conocer ori- 
ginariamente en una causa como la presente. 

Ahora bien: los jueces federales sólo son competentes para 
conocer en I a instancia en las acciones fiscales contra particu- 
lares ó corporaciones por cobro de cantidades debidas ó por cum- 
plimiento de contrato, ó por defraudación de rentas nacionales, 
6 por violación de reglamentos administrativos ; y en general en 
todas aquellas causas en que la Nación ó un recaudador de sus 
rentas sea parte (Ley 14 de Setiembre de 1863, artículo 2 o , inci- 
sos 5 o y 6 o ). Lo mismo repite la ley orgánica de los Tribunales 
de la Capital, en su artículo 111, inciso 5 o . 

Como se vé, el caso actual no está comprendido en los artí- 
culos 100 y 101 de la Constitución, ni en las leyes que lo re- 
glamentan. 

Por eso V. E. ha decidido que la Nación no puede ser de- 
mandada, ni aun con el consentiñiiento del P. E. y que es ne- 
cesaria la aquiesencia del Congreso, porque la soberanía nacio- 
nal no puede ser llevada á juicio sin dicha aquiesencia (Fallos, 
tomo 23, página 103). 

Y aun cuando pudiera decirse que en los presentes autos la 
Nación no aparece demandada, sino como demandante por la 
tercería deducida for el señor Agente Fiscal, oreo que tal ter- 
cería no debió ser deducida, ni está autorizada por la nota de 
S. E. el señor Ministro del Interior, que se limitó á pedir á 
aquel funcionario «deduzca las gestiones del caso, en represen- 
tación del Fisco, á fin de que se deje sin efecto el remate anun- 
ciado». 

Esta gestión se reducía, y debía reducirse, á manifestar al se- 
ñor Juez de Comercio, que no podía ejecutar un bien raíz de 
propiedad de la Nación, sin que esta hubiera consentido en ser 
ejecutada, y en que el inmueble fuera sacado á remate público; 
porque eso habría bastado, en mi opinión, para detener la ac- 
ción del Juzgado. 


'vr?; 
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El caso actual es análogo al que aparece resuelto por Y. E. 
en el citado tomo 23, página 436 de sus fallos. 

En él pretendió hacer efectiva una acción hipotecaria contra 
un bien que se hallaba bajo la posesión y dominio de la Nación, 
y habiéndose suscitado una contienda de competencia entre el 
Juez que conocía de la causa y un Juez Federal, V. E. resolvió 
que no era competente el Juez de Provincia; y que tampoco lo 
sería el Juez federal, mientrasel Congreso no hubiera prestado 
su consentimiento para que la Nación fuera demandada. 

En los considerandos de dicho fallo Y. E. declaró : Que si el 
Juez de Provincia había sido competente en el juicio entre 
los acreedores y deudores, siempre que se ejecutaran bienes 
de estos últimos, la cuestión cambiaba de aspecto desde que los 
bienes que se trataba de ejecutar, contrayendo á ella exclusiva- 
mente la acción inbtaurad.i, se hallaban bajo la posesión y do- 
minio de la Nación. Que, en este caso, era necesario dirigir la 
acción hipotecaria contra el actual poseedor, con arreglo á lo 
prescrito por el artículo 56, y siguientes, título De la hipo- 
teca, Código Civil, y siendo la Nación la que poseía, carecían de 
jurisdicción los Tribunales provinciales para proceder contra 
ellos », y que aun cuando eran los Tribunales Nacionales los 
únicos que podían tener jurisdicción en casos como ese, 
c es principio admitido y jurisprudencia establecida, que la 
Nación sólo puede ser demandada con autorización del Con- 
greso». 

He dicho, que hay analogía entre uno y otro caso, porque en 
el resuelto por Y.E. en el fallo citado, como en el que ahora 
se presenta á su resolución, se trata de ejecutar un inmueble 
de propiedad nacional, sin que laNacion haya sido demandada 
y cuando no puede serlo sin que proceda la autorización del Ho- 
norable Congreso. 

En ambos casos, se trataba y se trata de una ejecución que 
pretende hacerse efectiva en un inmueble nacional, y no es po- 
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sible llevarla adelante por falta de las condiciones indispensa- 
bles. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 12 de 1891. 

Vistos en el acuerdo : No siendo el presente caso de la juris- 
dicción originaria de esta Suprema Corte, con arreglo á los ar- 
tículos ciento ano de la Constitución y primero de la ley de ca- 
torce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, cualquiera 
que sea, por otra parte, el Juez competente para el conocimien- 
to de él en primera instancia : devuélvanse estos autos al Juz- 
gado de su procedencia á los efectos que hubiere lugar, repo- 
niéndose oportunamente el papel. 

BENJAMÍN VICTO RICA. — C. S. 
DE LA TORRE.— LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. -LUIS 
SAENZ PEÑA. 


FALLOS DE LA SUI'HBMA CORTE 


4 AUNA «:<TI 


Noussilou contra don Miguel E. Molina, por cobro 
de lanchajes ; sobre incompetencia 


. — Cuando la descarga de un paquete forma parte 
o de fletamiento, las acciones por conchavo deben 
as ante el Juez de Sección. 


ios señores G;irdella y Noussitou entablaron deman- 
jii Miguel E. Molina por 283 pesos 34 centavos, im- 
ichajes y acarreo de mercaderías venidas á sn con- 
i el vapor * Dom Pedro > . 

i traslado, el demandado opuso la excepción de in- 
t, fundado en lo dispuesto por el artículo i" de la ley 
íbre de 1878yeoqueel asunto no excede de 300 

raslado de la excepción, los demandantes pidieron 
la rechazada con costas. 

^ue el artículo J° de la ley de 3 de Setiembre de 1878 
íicamenteá las causas de jurisdicción concurrente; 
i se trata del cobro de lanchajes, que corresponde 
nte á la jurisdicción federal según el articulo 12 de 
nal sobre jurisdicciony competencia de los tribuna- 
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les federales y desde que la cuestión está comprendida en la 
última parte del inciso iO del artículo 2 o de la misma ley. Que 
así el caso corresponde, como puramente marítimo, sólo á la ju- 
risdicción federal y noá una jurisdicción local como la justicia 
de Paz, á que sólo por excepción puede recurrirse y no cuan- 
do el asunto fuera de jurisdicción concurente. 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Octubre 16 de 1890. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el preoedente es- 
crito, que el Juzgado reproduoe en todas suspartes, no ha lugar, 
con costas, ala declinatoria de jurisdicción y contéstese la de- 
manda en el término legal. 

Virgilio M. Tedin. 


VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Suprema Corte: 

Buenos Aires, Julio 24 de 1891. 

En la causa 134, que se registra en el tomo 6 o , página 400 de 
los Fallos, declaró Y. E. qne lajurisdiccion de almirantazgo que 
los Tribunales de la Nación ejercen exclusivamente, se entiende 
álos casos de navegación y comercio marítimo; que la navega- 
ción que se relaciona con el comercio marítimo es la que se hace 
de un puerto de la República á otro extranjero, ó entre dos pro- 
vincias por los ríos interiores declarados libres para todas las 

T. XVI 5 
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banderas, por el artículo 26 de la Constitución nacional, y suje- 
tos á las autoridades que emanan de ella, y á quien incumbe 
también la reglamentación del comercio entre diferentes pro- 
vincias; y que al tráfico de lanchas empleadas en la carga y 
descarga de buques anclados dentro del puerto alcanza la ju- 
risdicción concurrente de los Tribunales de Provincia. Por es- 
tos fundamentos, de aplicación al caso, creo que la resolución 
apelada debe ser revocada por Y. £. declarando que él no co- 
rresponde á la jurisdicción federal. 

Antonio E. Malaver. 


Fall#-de Ir Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 12 de 1891. 

Vistos : Manifestándose por los demandantes sin contradic- 
ción del demandado, que el lanchaje reclamado se ha ejecutado 
en virtud de estipulaciones del contrato de netamente del bo- 
que que trajo las mercaderías de Europa, y hace parte, en con- 
secuencia, del mismo. 

Por esto y de conformidad á lo resuelto por esta Suprema 
Corte en el tomo veinte (1), página cientocincuenta y seis de 
sus fallos: se confirma con costas el auto apelado de foja ocho; 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN.— LUIS 
SAENZPEÑA. 


(1) Tomo 11, séáe 2\ 
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CAUSA CCCTI1 


Don Francisco Bengochea, contra Don Martin Irigoyen, por 
sustracción y devolución de documentos; sobre absolución de 
posiciones. 


Sumario. — La excusación de la ausencia del citado hecha en 
el día señalado, y la presentación en ese mismo día de las po- 
siciones acompañadas al escrito de rebeldía, autorizan á no 
darlas por absueltas. 


Caso.— Abierta á prueba la causa, Bengochea pidió que Iri- 
goyen absolviera posiciones . Se señaló el día 25 de Julio de 
1891. 

Ese día el apoderado de Irigoyen manifestó que éste no po- 
día concurrir, y Bengochea, fundado en la falta de compare- 
cencia del citado, pidió se dieran por absueltas las posiciones que 
acompañó en pliego cerrado. 


Fallo del Jties Federal 


Buenos Aires, Julio 25 de 1891. 

Habiéndose presentado en esta fecha el pliego de posiciones, 
intímese al demandado comparezca á absolverlas el dia 31 del 
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corriente á)a unade la tarde, bajo apercibimiento de darse por 
absneltas en sn rebeldía. 

Ugarriza. 


Fallo o> I» Supreiti» Corta 


lineaos Aires, Setiembre 12 de 1891. 

Vistos: Resultando de autos que el día veinte y cinco de Ju- 
lio, señalado por el proveído de foja veinte y cinco vuelta para la 
absolución de posiciones por Don Martin Irigoyen, compareció 
sn apoderado excusando su ausencia. 

Y considerando: Que tanto por esta circunstancia, cuanto por 
la que el demandante no había presentado oportunamente el 
pliego de preguntas á cuyo tenor debía ser aquel interrogado, 
el Juez de Sección procedió bien al no aceptar la rebeldía acu- 
sada por el último. 

Por estos fundamentos, se confirma, con costas, el auto ape- 
lado de foja veinte y ocbo vuelta en cuanto no hizo lugar á di- 
cha rebeldía. 

T considerando por lo que respecta á la solicitud de foja 
treinta y seis, que no habiéndose pronunciado sobre ella el Juez 
de Sección, corresponde se le devuelvan los autos para que lo 
haga; procedese así, previa reposición de sellos. 

benjamín victorica.— c. s. de 
la torre.— luis v. várela. 
— abel bazan. — luis satnz 

PENA. 
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CAUSA C€ CV1I1 


Carril y Moreno, contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, 
por cobro de pesos; sobre incompetencia. 


Sumario. — La incompetencia de la justicia Federal debe de- 
clararse en cualquier estado que ella aparezca. 


Caso. — Después de dictado el auto de 30 de Julio de 1891, 
que declaró no corresponder, por razón de la materia, el cono- 
cimiento de la causa á la justicia federal, los señores Carril y 
Moreno dijeron que no tenían nada que agregar para justi- 
ficar el fuero federal de la causa. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Setiembre 12 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: No acreditándose que el presente caso 
corresponda á la jurisdicción nacional por razón de las perso- 
nas, y no correspondiéndole, tampoco, por razón de la materia, 
á mérito de lo expuesto en el auto de foja cincuenta jocho. 

Por tanto: y debiendo declararse la incompetencia de la Jus- 
ticia naoional en cualquier estado que ella aparezca, por no ser 
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prorrogable á voluntad de las partes: se declara que el conoci- 
miento de esta causa no es de jurisdicción nacional, y sin efec- 
to en consecuencia, la sentencia apelada de foja treinta y cuatro 
vuelta. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE. — LITIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— LUIS SAENZ 
PEÑA. 


«?AUSA C€€IX 


Don Ramón Yornet, contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, 
por cobro de pesos; sobre incompetencia. 


Sumario. — La incompetencia de la Justicia Federal debe de- 
clararse en cualquier estado que ella aparezca. 


Caso. — Después de dictado el auto de 43 de Agosto de 1891 , 
que declaró no corresponder el conocimiento de la causa á la 
justicia nacional, por razón de la materia, el señor Tornet ma- 
nifestó que no tenía nada que agregar para justificar el fuero 
federal de la causa. 
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Fallo del* Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 12 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: No acreditándose que el presente caso 
corresponda á la jurisdicción nacional por razón de las perso- 
nas, y no correspondiéndole tampoco por razón de la materia, á 
mérito de lo expuesto en el auto de foja sesenta y ocho vuelta. 

Por tanto: y debiendo declararse la incompetencia de la jus- 
ticia nacional en cualquier estado que ella aparezca, por no ser 
prorrogableá voluntad délas partes, se declara que el conoci- 
miento de esta causa no es de jurisdicción nacional y sin efecto, 
en consecuencia, la sentencia apelada de foja treinta y nueve. 
Repónganse los sellos y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE.— LüISV. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN.— LUIS SAENZ 
PEÑA . 


I *> 
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CAUSA 


li<i1V 


El Dr. Don Tomás Luque contra D. Reyes Banegas de Acuña, 
por cobro de pesos; sobre embargo preventivo. 


Sumario.— La, escritura de obligación contraída por persona 
incapaz, no puede autorizar el embargo preventivo. 


Caso. —Dictado el fallo de 9 de Setiembre de 1890 no hacien- 
do lugar á la ejecncion iniciada por el Dr. Don Tomás J. Luque 
contra Doña Reyes B. de Acuña, aquel entabló contra ésta de- 
manda ordinaria por la suma de 2000 pesos, intereses y costas, 
diciendo que si la señora de Acuña no era deudora civilmente 
por razón del acto jurídico estipulado en el documento de foja i , 
lo era por razón de lo indebido y del provecho que había sacado 
con la entrega de los 2000 pesos. 

Que según el artículo 197, Código Civil, la mujer no autoriza- 
da por su marido podía obligar sus bienes propios, como excep- 
ción ala regla general establecida por el artículo 489, Código Ci- 
vil, «n los casos de los artículos 190, 191 , 193, 734, 2297, 2304, 
y 2306, como lo hace notar el Dr . Segovia en su crítica al artí- 
culo 189. 

Que el artículo 2302, Código Civil , establece que cuando el 
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dueño de un negocio fuese menor ó incapaz y su representante 
legal no ratifícase la gestión, el dueño sólo responderá hasta la 
concurrencia de la utilidad; y que éste era su caso, correspon- 
diéndole la acción- tn rem verso. 

Que la Suprema Corte en la causa 37, tomo 12, serie 2 a , pá- 
gina 186, declaró que la rendición de cuentas hecha por un socio, 
á la esposa de otro socio, sin estar ésta autorizada, era de nin- 
gún valor, tratándose de bienes de ella, pero que quedaban es- 
peditas al socio que rindió cuentas las acciones paraTepetir por 
lo pagado indebidamente á la esposa, ó cargar en cuenta lo que 
se hubiese convertido en su utilidad. 

Que este fallo, fundado en el artículo 734, Código Civil, es 
aplicable al caso, sustituyendo al negocio rendición de cuentas, 
el pago ó préstamo hecho á la Banegas bajo el concepto de una 
compensación . 

Que con la suma de los 2000 pesos la Banegas pagó cuentas 
por alimentos consumidos, atendió á su subsistencia, espensó 
á su apoderado para pleitear contra el marido, y para deman- 
dar á su ex-apoderado Pené, por rendición de cuentas. 

En otrosí pidió el embargo preventivo del crédito de 3500 pe- 
sos.por cuya suma se seguía ejecución contra él en nombre de la 
señora Banegas ante el Juez de Crimen de la provincia. Dijo: 
que por la escriturado fojal se hallaban comprobados los extre- 
mos de ley, ó sea, el recibo de la cantidad demandada, y la in- 
versión ó destino para que se recibió, autorizándose en este caso 
el arraigo por el artículo 382, inciso 2 o , Código de Procedimien- 
tos de la provincia, ley 66 de Toro, y 5 a , título 11, libro 10, 
Novísima Recopilación. 
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runo del Juei Fedral 


Corrientes, Junio 25 de 1891. 

Téngase por justificado el fuero con las declaraciones que 
obran en los autos de la referencia, y por interpuesta esta de- 
manda en cuanto ha lugar por derecho; traslado. Al segundo otro 
sí, notifíquese al Dr. H. Gómez para que haga la manifestación 
eu el acto de la notificación, como se pide. Al tercer otrosí, 
no ha lugar como está resuelto. 

Lujambio. 


Fallo de I* Suprema Corte 


Buenos Aires, Setiembre 15 de 1891. 

Vistos: No ofreciendo por sí sola la escritura de foja primera, 
por emanar de persona incapaz, mérito bastante para el embargo 
solicitado, conforme á lo resuelto con fecha nueve de Setiembre 
de mil ochocientos noventa en el juicio ejecutivo entre estas 
mismas partes, se confirma el auto apelado de foja nueve 
vuelta, con costas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín victorica.— c. s. de 
la torre.— luis v. várela, 
—abel bazan.— luis baenz 

PEÑA. 
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(AimA CCCAI 


Don Narciso Nazzarre contra el Ferrocarril Central Norte; 

sobre daños y perjuicios. 


Sumario. — 4 o Las empresas ferroviarias responden por los 
perjuicios causados por incendio de las mercancías transporta- 
das, debido á la falta de medidas adoptadas para evitarlo. 

2 o No es admisible como prueba, el propio testimonio del 
Juez. 


Caso. —Lo explica el 


Fallo del «fue» Federal 


Y vistos: Los autos seguidos entre Don Narciso J. Nazarre y 
la Empresa del Ferrocarril Central Norte, por cobro de pesos, 
proveniente de indemnización de daños y perjuicios; de su estu- 
dio resulta: 

Que en los primeros dias del mes de Enero del año próximo 
pasado, se cargaron en la estación Córdoba del referido Ferro- 
carril, mercaderías para Don Narciso J. Nazarre, las que debían 
ser entregadas en la estación Loreto, del ramal de Frías á esta 
ciudad: 


. SUPREMA CORTE 

889, se produjo en el tren núme- 
aderías, en el kilómetro 30, entre 
i cujas resultas se quemó parte 

resa U responsabilidad del incen- 
ls medidas preoaucionalesque de- 
ducción del siniestro, y porque 
idones qne Tenían para él, licores 

iemanda, dijo: Que en manera al- 
idio ocurrido, sino qne él fué can- 
igro, sin que se hubiese dennn- 

,ás recibir la parte de la carga qne 
estaba obligado por el artículo 

responsable de los daños causa- 

y debiendo ella versar sobre las 
e Nazarre ha producido las que 
del Ferrocarril la de foja... 
el mérito de esa praeba. 
imoniales producidas, resuttaque 
en arrojaba muchas chispas, lo 
icho empleada y i la falta de 
tresa, de colocar una rejilla en la 
lemas, qne oyéndose por los pa- 
on en que se produjo el incendio, 
venía junto con los algodones, 
osos, loque no debió haber hecho 
por separado esos artículos. 
esas ferroviarias son responsa- 
causan por su falta de cuidado 
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en tomar todas aquellas medidas precancionales tendentes á 
evitar la producción de siniestros; 

Que en el caso subíndice, de las constancias de autos sedes- 
prende, que la Empresa del Ferrocarril Central Norte, do adop- 
tó medida alguna que alejara todo peligro de incendio, siendo 
cierto que las máquinas que emplea arrojan una verdadera llu- 
via de chispas de fuego, como lo aseguran los testigos ofreci- 
dos, y lo ha constatado el mismo infranscrito en los diversos 
viajes que ha hecho por ese Ferrocarril; 

Que no debió en ningún caso la Empresa cargar licores espi- 
rituosos junto con algodones, siendo su deber hacerlo por sepa- 
rado, omitiendo así la adopción de otra medida previsora para 
evitar la producción de incendios; 

Que para Nazarre no venía carga alguna de peligro, como lo 
asevera la Empresa, no siendopor tanto procedente, el que ale- 
gue en su favor, la disposición del artíeulo 50 de la ley de Fe- 
rrocarriles Nacionales de 1872; 

Que resulta así constatada la responsabilidad que le cabe á la 
Empresa por el incendio ocurrido el día citado; 

Que ella debe indemnizar los danos causados á Nazarre, de- 
biendo fijarse su monto por peritos, como lo estatuye el artículo 
171 del Código de Comercio. 

Por estos fundamentos y los concordantes de los escritos de 
de foja.. .á foja... y de foja...á foja..., definitivamente juzgan- 
do, fallo que debo condenar, como en efecto condeno, ala Em- 
presa del Ferrocarril Central Norte á indemnizar á Don Narciso 
J. Nazarre los danos y perjuicios que le ha causado; cuyo monto 
se fijará por peritos que designarán las partes, en una au- 
diencia que tendrá lugar el día martes 25 del corriente mes á 
las 9 ante meridiano, siendo las costas á cargo de la Empresa. 

Repuestos que sean los sellos, notifíquese con el original y 
archívese este expediente, en caso de no ser recurrida esta sen- 
tencia. 


xrH?*v 
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Así lo pronuncio, mando y firmo en este mi despacho del 
Juzgado Nacional de esta Sección de Santiago del Estero, á los 
49 días del mes de Marzo de 1890. 

P. Olaechea y Alcorta. 


F»tt» ém la Suprema Certe 


Buenos Aires, Setiembre 17 de 1891. 

Vistos: Sin aceptarlas consideraciones del Juez de Sección en 
cuanto se basan en su propio testimonio, por no ser este admi- 
sible, se confirma por sus demás fundamentos la sentencia ape- 
lada de foja cincuenta y siete, con costas. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— LUIS SAENZ 
PEÑA. 
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CAUSA C4J4JAII 


Don Anterior Bravo contra el Ferrocarril Central Norte; sobre 

daños y perjuicios 


Sumario.— I o Las Empresas ferroviarias responden por los 
perjuicios causados por incendio de lae mercancías transporta- 
das, debido á la falta de medidas adoptadas para evitarlo. 

2° No e* admisible como prueba el propio testimonio del 
Jaez. 

3 o Las costas del juicio son de cargo del responsable de los 
danos. 


Caso. — Lo explica el 


rallo del Juez Federal 


Santiago del Estero, Marzo 17 de 1890. 

Autos y vistos : La demanda entablada por don Antenor Bra- 
vo contra la Empresa del Ferrocarril Central Norte, por cobro 
de pesos ; del estudio de los autos de la referencia, resulta : Que 


'*<. 
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en la estación Córdoba, del referid o Ferrocarril Central Norte, 
se cargaron mercaderías para don Antcoor Bravo, las que debían 
ser entregadas en la estación Loreto del ramal de Frías á esta 
ciudad. 

Que el 13 de Enero de 1 889, se produjo un incendio en el 
tren en que venían esas mercaderías, en el kilómetro 30, entre 
Frías y Choya, en el tren número 67. Que á consecuencia de 
ese incendio, no le fueron entregadas todas sus mercaderías al 
citado Bravo, quien reclamo por ello ala Gerencia del Cen- 
tral Norte, sin conseguir la satisfacción de su reclamo, razón 
por la cual venía ante la justicia, cobrando á la Empresa ya 
nombrada la suma de (972 pesos 26 centavos moneda naoional) 
novecientos setenta y dos pesos, veinte y seis centavos naciona- 
les, por cuanto era ella la responsable del siniestro por no haber 
tomado las medidas precaucionales que debió adoptar, para evi- 
tar un accidente peligroso como el ocurrido, siéndole así apli- 
cable las disposiciones del Código de Comercio y de la ley de 
Ferrocarriles Nacionales de 28 de Setiembre de 1872. 

Contestando la Empresa, expuso que no era ella la responsa- 
ble del siniestro occurrido, por cuanto resultaba que en el tren en 
que aquel ocurrió venía carga de peligro consignada á Bravo, sin 
que su remitente en Córdoba, denunciara su existencia, quedan- 
do, por ello, exonerada la Empresa, de toda responsabilidad, se- 
gún el artículo 50 de la ley de Ferrocarriles Nacionales de 1872. 

Abierta que fué la causa á prueba debiendo ésta versar 
acerca de las causas del incendio, la parte actora produjo la que 
corre de foja... áfoja. .. 

Ahora bien, corresponde hacer el estudio de esaprueba, para 
deducir ie él cuál haya sido la causa productora del incendio. 

Desde luego, de las declaraciones délos testigos presentados 
por ambas partes, se desprende como un hecho cierto, consta- 
tado, por otra parte, por el mismo infrascrito y por cuantos han 
tenido ocasión de viajar en este Ferrocarril, que las máquinas 
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desprenden ana verdadera lluvia de chispas de fuego, debi- 
do á la taña que se emplea en ella y á que no se usa la rejilla 
en la máquina que debía emplearse precaucionalmente, para 
evitar todo peligro de incendio, más ó menos remoto. 

Es fuera de duda, que las empresas ferroviarias, tienen la 
obligación de tomar todas aquellas medidas de precaución ten- 
dentes á alejar toda causa que pueda producir un siniestro. En 
el caso sub-judice % resulta, además, de las declaraciones testi- 
moniales de foja..., que junto con las mercaderías de Bravo 
venían otras, como ser damajuanas de licores espirituosos, ase- 
verando los testigos que oyeron detonaciones dentro del wagón 
en que se produjo el incendio, las que atribuíanse á esos obje- 
tos de fácil combustión. 

Y no se diga, como arguye la Empresa, que venía carga de 
peligro para Bravo, como ser cebas, cápsulas de revólver, por- 
que de la declaración misma del Jefe resulta que esos artículos 
llegaron sin novedad, no habiendo podido ser la causa producto- 
ra del incendio. 

En cuanto al argumento que hace la Empresa, basada en el 
artículo 50 de la ley de Ferrocarriles Nacionales, para conside- 
rarse exonerada, de toda responsabilidad, es preciso no darle 
un alcance que no tiene, siendo el que le corresponde en equi- 
dad y justicia el que le atribuye taparte de Bravo, á foja... de 
su escrito. 

Así debió, en todo caso, imponerse una multa, y no proce- 
der como se hizo, irrogando perjuicios al dueño de las mercade- 
rías. No puede decirse tampoco que fuera un caso fortuito el 
que produjo el incendio, desde que la sola posibilidad de pre- 
veerse éste, excluía aquel; según así lo estatuye el artículo 514 
del Código Civil. 

Siendo las Empresas ferroviarias responsables de los sinies- 
tros caasados por su falta de previsión en adoptar medidas 
precaución ales, son aplicables las disposiciones de los artículos 

T. XVI 6 
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,169 y 170 del Código d, 
el articulo 53 de la ley d 
Conceptuando, por tanto, 
>r Bravo; en mérito de las 
as coacordantes de los es< 
íente juzgando fallo, cond 
Central Norte á indemni 
y perjuicios que le ha o> 
uto será determinado por 
¡1 artículo 171 del Código 
i sus efeotos comparezcan 
irálugar el día lunes veii 
nueve a. m. para el nomt 
aran en el orden que hay 
al y archívese este expedií 
tencia. 

lsíIo pronuncio, mando j 
¡gado Naoional de Sección 
ete días del mes de Mam 


«•'Hilo de la 


istos: Sin aceptar las con 
manto se basan en su pro¡ 
ible, y en el alcance del a 
de Ferrocarriles, según 1; 
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parte demandante, se confirma por sus demás fundamentos la 
sentencia apelada de foja ciento trece, con declaración de que 
las costas todas del juicio sonde cargo del demandado. Re- 
pónganse los sellos 7 devuélvanse. 


BENJAMÍN V1CTORICA. — C. S. 
LA TORRE. —LUIS V. VAHE- 
LA. — ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ PEÑA. 


CAUSA CC C XIII 


Recurso de habeos corpus interpuesto por el Dr. üon Eugenio 
A . Méndez en favor de Pedro Aguirre y otros alistados, en el 
ejército de linea. 


Sumario. — I o El recurso de habeos corpus , y los hechos que 
le sirven de fundamento, deben ventilarse en vía sumaria, sin 
otra regla que las discrecionales propias de su naturaleza excep- 


F 
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cional, que basten alienarlas condiciones esenciales de todo 
juicio. 

2 o Cuando los hechos así examinados convencen que los re- 
clamantes han sido alistados en el ejército en virtud de contra- 
tos otorgados bajo la presión de la violencia y de la fuerza, debe 
ordenarse sean puestos en libertad. 


Caso.— Lo explica el 


Fallo del Juez Federal 


Tucuman, Agosto 6 de 1891. 

Visto: el presente recurso de habeas coiyus entablado por 
el Dr. Don Eugenio A. Méndez. 

Y considerondo: Que dicho recurso se funda: I o En que hacen 
algunos días á que los vecinos de Catamarca Pedro Aguirre, 
Raimundo Herrera, José Luis Navarro, José Leiva, Alejandro 
Díaz, Miguel Maidana, Dermidio Guerrero y José Soria, han 
sido violentamente arrancados de sus hogares j conducidos á 
ésta, custodiados por una compañía del 11 de línea é incorpo- 
rados á dicho cuerpo en calidad de soldados, donde actualmente 
se' les obliga á prestar servicios de tales. 

2 o En que estas personas se encuentran sometidas á una au- 
toridad nacional, en calidad de soldados y prestando un servi- 
cio forzado, sin que haya mediado sentencia de Juez compe- 
tente que autorice semejante medida. 

3 o En que usando el recurrente déla facultad que le confiere 
el artículo 2 o de la ley de 14 de Setiembre, interpone elrecur- 
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so de habeos corpus por dichas personas, para que, averiguando 
su inmotivada detención, sean inmediatamente puestas en li- 
bertad. 

Quede las diligencias y averiguaciones practicadas en virtud 
del interdicto entablado, resulta, que los individuos nombrados 
en la demanda, se hallan sometidos al servicio militar de la 
Nación, en calidad desoldados del Batallón 11 de Infanteríade 
línea, por convenio que ellos mismos han ajustado con las auto- 
ridades de dicho cuerpu (documentos de filiación, corrientes de 
fojas 8 á 17 de estos autos). 

Que interrogados los mencionados individuos, sobre la vera- 
cidad y exactitud del convenio que atestiguan estos documen- 
tos, todos ellos, sin excepción, reconocen ser cierto el convenio, 
si bien alegan que lo celebraron bajo la presión de la violencia 
ó miedo, temerosos de que se cumplieran las amenazas que las 
autoridades de Gatamarca les hicieron después de la revolución, 
de condenarlos á servicio forzado por cuatro años, si no se pres- 
taban á servir de voluntarios por dos, en el ejército de línea de 
la Nación (declaraciones de fojas 21 vuelta á 41 de estos mis- 
mos autos). 

Que la ley no distingue entre este servicio y los que pueden 
contratarse para fines puramente civiles, encontrándose así el 
primero sometido alas mismas acciones y excepciones que los 
segundos, y regidos por lo tanto, por las disposiciones del Códi- 
go Civil, como estos últimos. 

Que los contratos celebrados por los patrocinados del Dr. 
Méndez, bajo la presión del miedo, como se dice, no son nulos 
absolutamente, sino anulables, mediante acción promovida al 
efecto, ó excepción deducida ensucaso (artículo 1045 del Có- 
digo Civil), deben, por lo mismo, tenerse por válidos, mientras 
no sean anulados, ó no haya sentencia que los declare nulos (ar- 
tículo 1046, Código citado). 

Que sin embargo, del informe presentado por los Dres. Posse 
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y Esteves, resalta que los individuos José Luis Navarro, Miguel 
Maidana, Alejandro Díaz y José Leiva, son menores de edad, 
y que las autoridades del cuerpo militar de referencia, no han 
podido contratar sus servicios como soldados, sin la interven- 
ción del Ministerio Público de Menores; resultando así que los 
contratos referentes á dichos menores son sin valor, como afec- 
tados de nulidad absoluta (artículo 434 del Código Civil), nuli- 
dad que puede ser declarada por el Juez, de oficio, según el artí- 
culo 1047 del mismo Código. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar al interdicto 
deducido respecto de los individuos Pedro Aguirre, Manuel Iba- 
ñez, Salomón Gómez, Raimundo Herrera, Dermidio Guerrero y 
José Soria, y ordenando la inmediata soltura de los individuos 
José Luis Navarro, José Leiva, Alejandro Díaz y Miguel Mai- 
dana, en virtud de no haber causa para su continuación en el 
cuerpo militar antes expresado. Hágase saber, comunicándose 
esta resolución por nota al jeU del batallón, para su cumpli- 
miento, y repónganse los sellos, de acuerdo con el artículo 47 
de la ley de papel sellado. 

Delfín Oliva. 


VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Buenos Aires, Setiembre 1* de 1891. 
Suprema Corte: 

Opino que la sentencia apelada en esta causa, debe ser con- 
firmada por V. E. 

El auto de habeascorpus se da contra toda orden ó procedi- 
miento de un funcionario público tendente á restringir sin de- 
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recho la libertad de ana persona; pero no procede, sin duda, 
cuando la detención es el resultado de un contrato celebrado 
por el mismo detenido, que lo obliga á prestar el servicio del 
que pide ser exonerado. 

El señor Juez Federal de Tucuman resolvió con justicia la 
libertad inmediata de los soldados del 11 de línea, que apare- 
cían haberse contratado como voluntarios para servir en dicho 
cuerpo, y que resultaron ser menores de edad, porque no hay 
contrato válido de menores sin que intervengan en él los repre- 
sentantes necesarios con que la ley suple su incapacidad abso- 
luta. 

Pero tratándose de los otros, en cuyo favor se dedujo el auto 
áe habeos corpus, que eran mayores de edad, su detención en el 
batallón 11 de línea, deja de ser una restricción de la libertad 
sin derecho; puesto que esa restricción es la consecuencia na- 
tural del contrato de servicio militar, reconocido por los mis- 
mos soldados á quienes fué exhibido. 

Las declaraciones prestadas por los mismos reclamantes de 
su libertad, así como el hecho de haber sido sacados de Cata- 
marca y traídos á Tiicuman antes de firmarse talas contratos, 
como igualmente la declaración de foja 42 vuelta, del segundo 
jefe del batallón 11 delinea Don Marciano Guijera, convencen 
de que su alistamiento voluntario en dicho cuerpo, lejos de ser 
un acto expontáneo de su voluntad fué sólo el resultado del 
temor que les infundieran las autoridades de Catamarca. 

En efecto: dicho segundo Jefe expresa: cque el Capitán Don 
Juan Benavente le había manifestado que los individuos cata- 
marqneños dados de alta en el batallón lo habían sido porque en 
Catamarca se prestaron á servir de voluntarios por dos años en 
virtud de que habiéndoseles manifestado por las autoridades 
de aquella ciudad de ir, no sabía adonde, por cuatro años, ó 
quedarse á servir de voluntarios por dos años, prefiriendo di- 
chos individuos este último temperamento*. 
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Como Y. E. lo vé, esta declaración confirma las prestadas por 
los soldados que se dice ser voluntarios, y si su consentimiento 
fué sólo obtenido por la intimidación que les causaba la amena- 
za de un mal mayor, el acto que los obliga á servir en el bata- 
llón, sería anulable, según las disposiciones délos artículos 941 
y 1045 del Código Civil. 

Pero como lo observa el Inferior en su sentencia, anulable se 
reputa válido mientras no sea anulado, y sólo se tendrá por 
nulo desde el día de la sentencia que lo anulase (artículo 1046 
siguiente). 

La nulidiid del acto, no puede deducirse en el procedimiento 
de un recurso de habeas corpus. 

Debe buscarse, por medio de una acción distinta, sometida 
también á distinto procedimiento; de suerte que, aunque por 
falta de consentimiento debiera anularse el contrato que obliga 
álos soldados por quienes se ha reclamado, á servir en el bata- 
llón 11 de línea, no creo que esa anulación pueda ser pronun- 
ciada en la presente causa. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de I» Suprema Corte 


Buenos Aires, Setiembre 17 de 1891. 

Vistos y considerando: Que el artículo seiscientos diez y siete 
del Código de Procedimientos en lo criminal para los Tribuna- 
les nacionales dispone textualmente que: «Contra toda ordenó 
procedimiento de un funcionario público tendente á restringir 
sin derecho la libertad de una persona, procede un recur- 
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so de amparo de la libertad para ante el Juez competente». 

Que con arreglo á esta disposición, que tiene por objeto ga- 
rantir en todo el terrritorio de la República, la seguridad indi- 
vidual contra toda prisión ó detención ilegal, no puede fundada- 
mente ponerse en duda que en el caso de soldados detenidos y 
alistados en el ejército en virtud de contratos que se dicen ob- 
tenidos y otorgados bajo la presión de la violencia y la fuerza 
que suprime la voluntad y la libertad necesarias para contra- 
tar, lo mismo que en el caso de cualquiera otra restricción ó 
violencia á la seguridad personal, procede plenamente el re- 
curso autorizado por ella. 

Que siendo el procedimiento señalado para obtener este be- 
neficio completamente sumario en todos los casos, según el tex- 
to y economía general de la ley, dentro de él deben ventilarse 
todos los hechos y todas las causas, cualesquiera quesean, que 
le sirvan de fundamento, sin sujeción á las formas dilatorias 
del juicio ordinario en el procedimiento común, que le son ex- 
trañas, y sin otra regla ni otra gula que las discrecionales que 
impone la naturaleza misma excepcional y privilegiada del 
recurso y que basten á llenar las condiciones esenciales de to- 
do juicio. 

Que no hay razón alguna legal y mucho menos de lógica para 
admitir en el presente caso la procedencia del recurso deducido 
del punto de vista de la incapacidad personal de alguno de los 
solicitantes para obligarse por si en razón de su menor edad, y 
rechazarlo del punto de vista de la fuerza y la violencia de que 
los otros se dicen víctimas, que es un caso tanto ó más espe- 
cialmente caracterizado de protección por la ley. 

Que no han sido contradichos absolutamente en la causa los 
antecedentes consignados tanto en la demanda como en las de- 
claraciones tomadas directamente por el Juez de Sección á los 
reclamantes, relativamente al hecho de que hallándose estos 
presos en la ciidad de Gatamarca con ocasión y por consecuen- 
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cia del movimiento revolucionario ocurrí 
des locales de dicha provincia, en el mes 
ron ellos requeridos por el jefe de policíi 
raque ue alistaran en calidad de volunta! 
dos años en el ejército de línea do la Re 
condenados en clase de destinados por ct 
del mismo. 

Que bajo tal presión, manifestaron ai 
que se les proponía, y fueron enconsecu 
dad de Tucuman custodiados por una coi 
ce de línea, y que en dicha ciudad, final 
cunstancias mencionadas, firmaron unos 
te otros, los contratos de al ¡atamiento, qu 
ádoce y catorce. 

Que estos antecedentes de hecho, á s 
reclamantes en el momento de aceptar su 
al ejército, la presión de sus circunstane 
responsabilidades inherentes al movimiei 
cientemente sofocado y la amenaza de un: 
po mayor, que en las condicionesde su e 
de nociones de ley, debieron mirar como 
que podía tener fácil y segura realizac 
procedieron ellos bajo la impulsión del a 
mayor y sin la libertad necesaria pare 
miento. 

For estos fundamentos y los concordaí 
ñor Procurador general corriente á foja 
vocn el auto apelado de foja cuarenta y 
no hace lugar á la soltura délos detenic 
Pedro Aguirre, Dermidio Guerrero, José 
lez y Manuel Ibañez, á que se refiere la a; 
se declara que deben ellos ser puestos i 
bertad, á cuyo efecto deberá librarse ofi 
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rrespondiente con copia de la presente resolución. Hágase sa- 
ber y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTO RICA. — C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— LUIS SEANZ 
PLÑA. 


< 1L8A CCCWIV 


a Luisa Toledo, contra Don Felipe Lanar i, por interdicto; sobre 

ejecución de sentencia. 


Sumario. — El demandante tiene el derecho de hacer efectiva 
la sentencia dictada á su favor contra la persona y bienes del 
demandado, sin que pueda perjudicar ese derecho la interven- 
ción, en la causa, del citado de eviccion. 


Caso. — D 1 Luisa Toledo dedujo el interdicto de retener con- 
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Don Felipe Lanar i. Emplazado éste, citó de eviccion á la 
iicipalidad de Corrientes como enajenante del terreno que 
!a dado lugar al interdicto. La Municipalidad salió á la 
usa del demandado, y tramitado el juicio con intervención 
ste, el Juez dictó sentencia amparando á la demandante, 
e esta sentencia apeló el demandado Lanari y se le conce- 
¡1 recurso. La parte demandante, sosteniendo que no era 
nari á quien le correspondía apelar sino ala Municipalidad, 
ue con ella se había seguido el juicio, apeló á su vez del 
qne concedió la apelación á Lanari, y el Juez le admitió el 
rso. 

levados los autos, la Suprema Corteaceptó la apelación in- 
nesta por Saraví por cuanto la citación de eviccion dirigida 
causante, no le habría inhibido de intervenir en los autos, 
nfirmó oon costas la sentencia del Juez de Sección. ■ 
evueltos los autos, se regularon loe honorarios del abogado 
ocurador déla demandante y so practicó por el Secretario la 
idacion délos gastos, que ascendieron á pesos 569,75. 
js tres interesados manifestaron conformidad con esta Il- 
ación. 

i parte demandante inició el cobro de su importe por la vía 
premio. 

"abado el embargo y citado de remate, se presentó el apode- 
de Lanari exponiendo: Que oponía las excepciones de com- 
liso y de falta de personería en el demandado; 
ue habiendo salido al juicio la Municipalidad, sin oposi- 
de la demandante, hay un compromiso nacido de la ley por 
tal Lanari dejó las resultas del juicio á cargo de laMunici- 
lad; 

íe si se ba dado a Lanari intervención en el juicio, es por- 
esta es la práctica que observa el Juzgado, y porque lo que 
ida uo daña, pero nadie sino la Municipalidad debo pagar 
ostas, por haber sido ella quien siguió el pleito; 
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Que las costas se imponen al litigante temerario, y no se 
puede hacer responsable de ellas al que no ha.litigado; 

Que si según el artículo 2117 del Código Civil las costas co- 
rresponden al citado de eviccion, cuando el demandado ha liti- 
gado, con más Tazón deben coi-responderle cuando es el mismo 
el que ha litigado. Pidió que se revocara el auto de apremio, 
de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 319 de la ley de Pro- 
cedimientos. 

Corrido traslado, pidió la parte demandante que no se hi- 
ciera lugar con costas á la excepción opuesta. Dijo: Que la de- 
manda fué interpuesta contra Lanari y éste apeló de la sen- 
tencia. 

Que la citación de eviccion hecha por él, no cambia la natu- 
raleza del juicio, desde que la demanda fué instaurada contra el 
citante; 

Que la sentencia se dio contra el demandado, ocupante ó po- 
seedor de la cosa, y él es el obligado á las resultas del juicio; 

Que si el citado de eviccion no se allanara á cumplir la sen- 
tencia, ésta tendría que ejecutarse contra el demandado, que es 
quien está en situación de poderla cumplir; 

Que el citado no es sino un representante del demandado, y 
éste es el único efecto que puede tener para el demandante la 
citación de eviccion (artículp 2117, Código Civil; Dr. Segovia, 
nota 24 á dicho artículo); 

Que en el juicio de apremio, por lo demás, sólo son admisi- 
bles las excepciones que enumera el artículo 314 de la ley de 
Procedimientos. 

El Juez, para mejor proveer, confirió traslado de lo expuesto 
por las partes al Intendente municipal; y el representante de 
éste expuso: que las responsabilidades del enajenante citado 
de eviccion, no comprenden lascostas del juicio, según lo ex- 
presan los artículos 2118 y 2121 del Código Civil. Pidió que 
se resolviera como es de derecho. 


t -■*: 
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Se dietó después el siguiente fallo: 


Fallo del Juez Federal 


Corrientes, Julio 18 de 1891. 

Vistos: P]n la excepción de compromiso y falta de personería 
opuesta por el demandado al demandante, en el juicio Je aprer 
mió promovido por éste para el cobro de la planilla de costas 
de foja 90, causadas en el juicio posesorio que siguió contra 
aquel . 

Y considerando: I o Que por la sentencia definitiva que este 
Juzgado pronunció en el juicio posesorio, corriente á foja 62, 
se ha condenado al demandado Don Felipe Lanari, á la restitu- 
ción á la demandante D a Luisa Toledo del terreno materia del 
juicio libre de todo impedimento al ejercicio de su posesión, y 
al pago de las costas causadas, la cual ha sido confirmada en to- 
das sus partes por la Suprema Corte á foja 77 vuelta. 

2 o Que por consiguiente el ejecutado tiene personería y de- 
recho para procurar de su demandado el señor Lanari, con 
quien siguió el pleito hasta sn completa terminación sin que la 
Municipalidad hubiera tomado su representación, el cobro de 
aquello á que fué condenado por sentencia que se halla ejecuto- 
riada, sin que pueda, para eludir su obligación, oponer por vía 
de excepción, la citación de eviccion que en ei juicio posesorio 
dirigió á su causante al solo efecto de conservar sus derec hos 
contra éste, los que se deben ventilar en juicio separado, sin la 
participación ó ingerencia del ejecutante, D a Luisa Toledo, 
siendo por esto inaplicable al caso sub-judice la disposición del 
articulo 2117, Código Civil, que cita el ejecutado señor Saraví 
para fundar su excepción . 
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Por estos fundamentos y los expuestos por el ejecutante á fo- 
ja 103, fallo no haciendo lugar á la excepción deducida y man- 
do en consecuencia que esta ejecución siga adelante, con costas. 
Eevuélvase el poder al representante de la Municipalidad, de- 
jando oonstancia en autos. Hágase saber y repóngase. 

E. Á. Lujambio. 


Falladle I» Suprema Corte 


Buenos Aires, Setiembre 22 de 1891. 

Vistos: No perjudicando la intervención del garante, en la cau- 
sa, los derechos del demandante para hacer efectiva la sentencia 
que en ella recaiga, en la personay bienes del obligado principal: 
se confirma con costas el auto apelado de foja ciento once vuel- 
ta, dejándose & salvo las acciones que puedan corresponder al 
demandado contra la Municipalidad de Corrientes. Repóngan- 
se los sellos y devuélvanse. 

C. S. DE LA TORRE.— LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
LUIS SAENZPEftA. 
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«AUNA «<< YV 


>on Manuel García Mourin, contra Don Juan de laCruz Gar- 
cía, por- rescisión de un contrato; sobre competencia. 


Sumario. — El pleito civil promovido por el extranjero ante 
.justicia local, no puede ser traído á la justicia federal, fio 
irado ante ésta es nulo. 


Cojo.— Don Manuel García Mourin se presentó ante el Juez 
i I a Instancia de la provincia de Buenos Aires exponiendo: 

Que había convenido con Don Juan de la Cruz (jarcia en ven- 
irle un campo de su propiedad situado en Las Flores, compues- 

de 608 hectáreas, 13 áreas y 79 eentiáreas; 

Que fué condición expresa del convenio que la escritura defi- 
tiva y el pago del precio se realizarían á los cinco meses de la 
cha del boleto, ó sea el 28 de Mayo de 1890, bajo la pena de 
irder el comprador la suma de 8000 pesos que le entregó en 
ña, quedando nulo y sin efecto el convenio; 

Que desde luego de firmado el boleto de venta, tomó de la 
cuz García posesión del campo; 

Que una vez firmado el boleto hizo las gestiones necesarias 
ra poder escriturar inmediatamente que se le exigiera y al 
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efecto solicitó la liquidación hasta el día de la libreta del Banco 
Hipotecario, á favor del cual reconoce el campo una obligación 
por 10.000 pesos, y solicitó los certificados correspondientes re- 
ferentes á la Contribución Directa y á gravámenes; 

Que antes de vencer el plazo dio aviso al comprador y llega- 
do el 28 de Mayo, último día de ese plazo, se trasladó al domici- 
lio de aquel, en Quilmes; y no habiéndolo encontrado, se pre- 
sentó al Escribano del partido á fin de protestar por la falta de 
cumplimiento del boleto, protesta que formuló al fin ante el 
Juez de Paz, á causa de enfermedad del escribano; 

Que atentos los hechos expuestos, es indudable quede acuer- 
do con el convenio, ha quedado éste sin efecto, perdiendo de la 
Cruz García la seña entregada; 

Que además, hallándose de la Cruz García en posesión del 
campo, en virtud del convenio, la anulación de éste lo pone en 
la obligación de devolver esa posesión; 

Que en consecuencia, y fundado en !o dispuesto por los artí- 
culos 654 y siguientes y 555 del Código Civil, demanda á de la 
Cruz García para que declare rescindido el compromiso de venta 
con pérdida de la seña entregada, y para que se le condene á 
devolverla posesión del campo. 

Agregó por un otrosí, que no obstante su derecho, se hallaba 
dispuesto á otorgar la escritura conforme al boleto, siempre 
que el demandado lo cumpla dentro del término del emplaza- 
miento y pague los intereses del capital y ios gastos. 

Corrido traslado de la demanda, el Dr. Don Leopoldo del 
Campo, por el demandado, declinó la jurisdicción del Juez local 
fundado en que él era argentino y vecino déla provincia y el 
demandante extranjero y vecino de ia Capital de la República. 

Contestando la excepción, la parte demandante expuso que 
había deducido la acción ante el Juez del demandado, argenti- 
no y vecino déla provincia de Buenos Aires, y por lo tanto la 
excepción no procedía, pero que deseando evitar dilaciones, se 

T. XVI 7 
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conformaba con que la causa fuera remitida al Juez federal. 

En mérito délo expuesto por las partes, el Juez local se de- 
claró incompetente y remitiólos autos al Juez de la Sección de 
Buenos Aires. 

£1 Juez federal procedió á conocer la causa hasta resol- 
verla. 


Fallo del Juez Federal 


La Pinta, Junio 22 de 1891. . 

Vistos: estos autos seguidos por Don Manuel García Mourin , 
contra Don Juan de la Cruz García, sobre rescisión de un con- 
trato, y resultando: 

Que García Moarin demanda la rescisión del contrato que co- 
rre hoy á foja 73, que versa sobre la venta que hizo á dicho de 
la Cruz García de un campo de su propiedad ubicado en el par- 
tido de Las Flores, fundado en los artículos 654 y siguientes 
555 del Código Civil, por falta de cumplimiento á las bases que 
él contiene, por parte del demandado. 

Que substanciado el incidente de competencia suscitado por el 
demandado ante el s3ñor Juez de provincia, y Tecibidos los au- 
tos en este Juzgado á que contesta la acción, á fojas 41 y 42, 
denunciando de falso el boleto de venta presentado por medio 
de su apoderado Dr. Leopoldo del Campo, que califica de estafa 
la operación de que se trata. 

Que abierta la causa á prueba por auto de foja 44 sobre la 
autenticidad del boleto de compra-venta é identidad de las fir- 
mas que lo suscriben, la parte demandante produjo la de posi- 
ciones, de fojas 55 á 59 y testimonial de fojas 67 á 69. 

Y considerando: I o Que los extremos de la demanda han sido 
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debidamente justificados por la propia confesión de Don Juan 
de la Cruz García, poseedor actual del campo que compró al 
demandante, como consta de la absolución de posiciones verifi- 
cada á fojas 55 y 59, estableciendo la verdadera existencia del 
de foja 73, en las mismas condiciones y bases estipuladas, como 
también por la deposición de los testigos Don José Mayor y 
Don Antonio Bruno, que suscribieron aquel documento para 
darle fuerza legal, según el testimonio de fojas 67 á 69, lo que 
demuestra que ei contratóse realizó con perfecto conocimiento 
de la materia y responsabilidades directas de las partes contra-* 
tantes, hecho que destruye la imputación de falsedad invocada 
por el apoderado del demandado, desde que éste ratifica en forma 
legal los actos y procedimientos observados en la negociación, 
que por otra parte se ajustan correctamente á las prescripcio- 
nes de derecho. 

2 o Que el demandado no ha sostenido las afirmaciones del 
escrito de fojas 41 y 42 y menos probado los hechos, que de- 
nuncia como delitos sujetos á la jurisdicción penal. Lejos de 
eso ha abandonado en ese estado el juicio sin citar ni exhibir 
elementos de prueba que hagan á su derecho. 

3 o Que el boleto de foja 73 encierra una obligación de hacer 
(artículo 25, Código Civil), que el demandado Don Juan de la 
Cruz García ha debidocumplir en los términos y condiciones 
estipulados, sin previa interpelación del demandante, quien pa- 
ra asegurar su acción produjo la protesta de foja 7 ante el Juez 
de Paz de Quilines, con fecha 30 de Mayo de 1890, esto es, dos 
días después de vencerse el plazo para la ejecución de la obli- 
gación, que era el 28 de Mayo, fecha en que debía reducirse á 
escritura pública el boleto de foja 73 . 

4 o Que tratándose de un contrato de compra-venta de bienes 
raices, constatada la falta de cumplimiento, sin causa que la 
justifique, por cualquiera de los contratantes, procede ordenar 
la ejecución de la obligación, de conformidad al artículo 1204 
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del Código Civil j no la rescisión que pretende el demandante, 
con arreglo á los artículos 654 y 555 del mismo, que sólo co- 
rresponde aplicar una vez que fijado el plazo para reducir á es- 
critura pública el documento privado de que se trata, no lo ve- 
rifique el demandado por su culpa, negligencia ó dolo. . 

5 o Que comprobada la demanda en los términos deducidos y 
demostrada la falta de cumplimiento por parte del demandado, 
corresponde al Juzgado resolver sobre el tiempo en que debe eje- 
cutarse el hecho fundamental de la acción para que revista las 
formalidades legales que lo hacen válido y en tal concepto de- 
claro: que Don Juan de la Cruz García debe reducir á escritura 
publicad documento privado de foja 73 en el término de diez 
días, con arreglo al artículo 1204 del Código Civil y jurispru- 
dencia establecida, con las costas del juicio. 

Notifíquese con el original, trancríbase y repónganse los se- 
llos. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 


Fallo ele Ia Supremu Corte 


Buenos Aires, Setiembre 22 de 1891. 

Vistos: Resultando de estos autos que la presente demanda, 
ha sido originariamente deducida ante un Juez local de la pro- 
vincia de Buenos Aires, lugar del domicilio del demandado, y 
posteriormente por mutuo consentimiento de las partes, traída 
ante el Juez federal de dicha provincia. 

Y considerando: Que con arreglo al artículo doce, inciso cuar- 
to, de la ley sobre jurisiuscion y competencia de los Tribunales 
ederales, toda *ez que en pleito civil un extranjero demande 
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» 

á un ciudadano ó bien el vecino de una provincia demande al 
vecino de otra ante un Juez ó Tribunal de provincia, la juris- 
dicción debe entenderse prorrogada y la causa substanciarse y 
decidirse por los Tribunales provinciales sin poder ser traída á 
la jurisdicción nacional, salvo en los casos especificados por el 
artículo catorce de dicha ley. 

Que siendo improrrogable por la ley la jurisdicción de los 
Tribunales y Juzgados nacionales, aun cuando las partes liti- 
gantes convengan en su prorrogación, es deber de éstos decla- 
rar su incompetencia en cualquier estado de la causa en que ella 
aparezca. 

Por estos fundamentos y atenta además la jurisprudencia es- 
tablecida por esta Suprema Corte, entre otros casos, en el juicio 
seguido entre él propio abogado y apoderado de una de las par- 
tes en esta causa, Dr. Don Leopoldo del Campo y Don Juan Pin 
getore, resuelto con fecha veinte y ocho de Abril del corriente 
año: se declara, sin más trámite, que el conocimiento de esti 
causa no corresponde á la justicia federal y sin efecto, en conse- 
cuencia, lo actuado en ella. 

Hágase saber, reponiéndose los sellos y devuélvanse. 


C. S. DE LA TORRE. — LUIS 
V. v A pELA.— ABEL BA- 
ZA* —LUIS SAENZ PEÑA. 
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CAUSA CCJCXVI 


Don Matías hamos Mejía contra don Eugenio Galli, por cobro 

ejecutivo de pesos; sobre nulidad. 


Sumario . — Es nula toda actuación producida ante Juez in- 
competente. 


Caso . — Don Matías Hamos Mejía se presentó ante uno de 
los juzgados de primera Instancia de la Capital exponiendo : 
Que como lo demuestra el testimonio de escritura pública que 
acompaña, don Eugenio Galli, le compró en 7 de Mayo de 1889 
varios lotes de tierra situados en Ramos Mejía, por la suma de 
veintitrés mil trescientos noventa y tres pesos con cuarenta y 
cuatro centavos, de los cuales le quedó adeudando, al firmarse 
la escritura, quince mil doscientos -noventa y cinco pesos con 
ocho centavos, que se comprometió á abonar en seis cuotas de 
á dos mil quinientos cuarenta y nueve pesos con diez y ocho cen- 
tavos cada una; hallándose vencidas tres y habiéndole pagado 
Galli únicamente las dos primeras; pidió que se librara manda- 
miento de embargo contra el deudor por el importe de la tercera 
cuota, y así lo dispuso el Juez. 

Habiendo vencido después la cuarta cuota, se libró el manda- 
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miento por las dos. Requerido el deudor, no pagó, y en conse- 
cuencia se trabó embargo en los mismos terrenos que habían 
sido hipotecados en garantía de la parte de precio no pagado. 

Después solicitó de remate al ejecutado, el cual opuso la ex- 
cepción de incompetencia por ser él extranjero y argentino el 
ejecutante, y la de inhabilidad del título, fundada en que no se 
le habían entregado los terrenos vendidos. 

El ejecutante reconoció que él era argentino y que el ejecu- 
tado era extranjero; y el Juez de primera Instancia se declaró 
incompetente y mandó remitir el expediente al Juez Federal. 

Acreditada ante éste la competencia, se mandó que las partes 
se ratificaran en sus escritos y se llamó autos. 

La parte de Galli pidió revocatoria alegando que el juicio debía 
principiarse ante el Juez Federal por el auto de solvendo. 


Auto del Jueas Federal 


Buenos Aires, Abril 9 de 1891. 

Considerando: 1° Que la parte actora representada por don 
Julio Milon se ha ratificado en el escrito de foja veintiséis y 
consentido la providencia de foja cuarenta y cuatro, lo que im- 
porta aceptar y ratificar ante la jurisdicción federal los proce- 
dimientos seguidos á su pedido ante la justicia ordinaria de la 
Capital. 

2 o Que la oposición formulada por el ejecutado no puede tener 
más alcance que exigirse se le cite nuevamente de remate para 
hacer valer las defensas que crea conducentes, pues sólo en- 
tonces le es permitido asumir un rol activo en el juicio, puesto 
que la ley no le da audiencia ni recurso alguno contra las pro- 
videncias anteriores. 
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Por estos fundamentos, tío ha lugar á lo pedido en el prece- 
dente escrito, déjase sin efecto la providencia de autos y cítese 
de remate al demandado. 

Virgilio .W. Tcdin 


Después de esto, el ejecutado se presentó exponiendo: que 
oponía la nulidad de todo lo obrado, por cuanto no se h>i conse- 
guido ante el Juez Federal ninguna actuación hasta la que or- 
denaba la ratificación, de laque reclamó y no se ha dictado 
decreto de solvendo, que además del apercibimiento tiene por 
objeto el que el ejecutado pueda oponer excepciones dilatorias. 
Que oponía además la incompetencia del Juzgado, fundándola: 
primero, en que el inmueble cuy oprecio se cobra está ubicado en 
la provincia de Buenos Aires, debiendo por tanto conocer el Juez 
de sección de esta provincia; segundo, en que el lugar del con- 
trato ha sido La Plata, en donde debo cancelarse la hipoteca 
constituida, resultando de esto indicada esa ciudad como lugar 
del pago. Que oponía también la inhabilidad del título, fundán- 
dola: primero, en que no puede exigirse el pago del precio sin 
probarse antes haberse entregado la cosa (artículo mil doscien- 
tos uno del Código Civil), lo que no puede hacerse sino en jui- 
cio ordinario; segundo', en que el vendedor no le ha entregado 
los terrenos y como en la escritura se habla de mauzanas con 
referencia á un plano, es necesario un amojonamiento y que 
el comprador pueda entrar á poseer. 

Agregó: que no podía pagar mientras no se disipe el temor 
que tiene de ser molestado por reivindiccion; pues Ramos Me- 
jía es viudo y no puede disponer de los bienes que pertenecie- 
ron á la sociedad conyugal mientras no acredite que hubo 
división y adjudicación en la testamentaría de su esposa; que 
diciéndose en la escritura que Ramos Mejía adquirió el terrena 
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por permuta, se hace necesario saber si el bien que él dio perte- 
nece ala sociedad conyugal, y entretanto es aplicable el artí- 
culo mil cuatrocientos venticinco del Código Civil, que le da el 
derecho de retener el precio. Pidió que no se hiciera lugar á la 
ejecución, con costas. 

Corrido traslado, pidió e' ejecutante que se rechacen con 
costas las excepciones. 

Dijo: Que la de nulidad es improcedente por no estar com- 
prendida entre las que enumera el artículo doscientos setenta 
déla ley de Procedimientos; que Galli ha consentidotodo lo obra- 
do, y el no haberse dictado auto de solvendo no funda la nuli- 
dad, desde que el deudor ha dispuesto ya de un término mayor 
que el que ese auto le acordaría ; 

Que la excepción de incompetencia es inadmisible, desde quo 
Galli consintió el auto que mandó pasar la causa al Juez Fede- 
ral de la Capital, pues sólo recurrió de él en cuanto á las cos- 
tas. Que en presencia de la escritura presentada, es también 
inadmisible la excepción de inhabilidad del título; que Galli se 
encuentra en posesión del terreno desde el día en que firmó la 
escritura, pues el vendedor le llevó á él; que se encuentra me- 
dido y amojonado por el ingeniero don Teobaldo Ricaldoni; 
que el ejecutante no es viudo, y si esto se afirma en la escritu- 
ra es por un error inexplicable, pues nunca lo ha sido. 


Fallo del Juez Fetleral 


Buenos Aires, Juoio 16 de 1891. 


Y vistos : Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito, y considerando además: I o Que los trámites del proce- 
dimiento ejecutivo anteriores á la citación de remate, no cons< 
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tituyen propiamente un juicio, sino medidas de seguridad en 
favor del acreedor. 

2 o Que estando éste domiciliado en esta Capital, el actor ha 
podido demandarlo en el lugar de su domicilio ó en el del con- 
trato, á su elección, estando por otra parte consentida la com- 
petencia del fuero federal y la de este Juzgado. 

3° Que el título en el cual se funda la acción es una escritora 
pública que reúne todas las formas extremas necesarias para su 
validez y contiene una obligación de pagar suma de dinero de 
plazo vencido y no subordinada á ninguna condición expresa. 

Por esto, no ha lugar á las excepciones opuestas, debiendo 
llevarse adelante la ejecución, con costas. 

Virgilio M. Tedin. 


Fallo de la Corto Suprema 


Buenos Aires, Setiembre 22 de 1891. 

Vistos y considerando: Que es nula por la ley toda actuación 
producida ante Juez incompetente. 

Que no obstante ello, se han aceptado en primera Instancia, 
en este caso, como eficaces las actuaciones producidas ante la 
jurisdicción incompetente de la Capital, prescindiendo el Juez 
de sección de apreciar por sí, con arreglo al artículo doscientos 
cincuenta y dos de la ley nacional de procedimientos, la fuerza 
ejecutiva del instrumento acompañado á la demanda. 

Que se ha omitido igualmente la tramitación prescrita por 
dicho artículo, y la concesión de término á que el mismo se re- 
fiere, sin retrotraer la causa como ha debido hacerse al estado 
de demanda. 
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Que estos defectos de que el ejecutado ha reclamado opor- 
tunamente por so escrito de foja cuarenta y seis, reproducido 
en el de foja cuarenta y ocho, vician de nulidad el procedimiento 
seguido. 

Por estos fundamentos: se declara nulo lo actuado en esta 
causa y devuélvase al Juzgado de sección á los efectos que hu- 
biere lugar, con reposición del papel. 

CALIXTO S. DE LA TOARE. — LUIS 
V. VÁRELA. —ABEL BAZAN. — 
LUIS SJtENZ PEÑA. 


CAUSA CCCXVII (1) 


La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra Do.x U. Nuttal, 
por expropiación; sobre honorarios de perito 


Sumario. —Es apelable el auto por el cual se regulan los ho- 
norarios de los peritos en el juicio de expropiación. 

(1) Igual resolución se dictó en el recurso de la misma Empresa res- 
pecto de los honorarios del perito Ocha gavia. 
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Caso. — Lo indica el 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 24 de 1891. 

Vistos en el acuerdo : Siendo apelable por su naturaleza el 
auto de foja ocho vuelta, con arreglo á la jurisprudencia de 
esta Suprema Corte, especialmente en la causa seguida ante el 
mismo Juez de la Sección de Buenos Aires por el Doctor Don 
Nicolás Matienzo, contra la Empresa de Ferrocarriles Poblado- 
res resuelta en diez y nueve de Marzo del corriente ano : concé- 
dese en relación la apelación interpuesta y traíganse los autos 
principales, librándose ásus efectos por Secretaría el oficio co- 
rrespondiente, reponiéndose el papel. 

G. S. DE LA TORRE. — LUIS 
V. YARELA. — ABEL RA- 
ZAN. — LUIS SAENZ PEÑA. 
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JSA CX'CXYIII 


El Dr. D. Florentino Vocos, por el Fisco Nacional, contra 
Don Fernando Pérez, por cobro ejecutivo de pesos; sobre ho- 
norarios de abogado. 

Sumario. —El abogado en causa propia no tiene derecho de 
cobrar honorarios al voncido en juicio. 


Caso. — Sentenciado de remate el juicio ejecutivo seguido por 
el doctor Vocos en representación del Fisco Nacional contra 
don Fernando Pérez, este arregló su deuda directamente con el 
Poder Ejecutivo. 

El doctor Vocos pidió regulación de honorarios y liquidación 
de gastos, que se practicó incluyendo en ella los honorarios 
que le fueron regulados y los derechos de regulación. 

El doctor Vocos pidió auto de solvendo por el importe de la 
liquidación, y no habiéndose efectuado el pago, solicitó la ven- 
ta de los bienes embargados en la ejecución principal. 


Auto del Juez Federal 

Buenos Aires, Junio 10 de 1889. 

Observando el Juzgado que el auto de solvendo dictado á fo- 
ja 152 vuelta comprende el importe total de la planilla de foj¡ 
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151,60 cuyo total están incluidos los honorarios regulados al 
doctor Voeos y los derechos pagados al regulador. 

Y considerando: Que la mente del Juzgado fué ordenar la 
intimación de pago tan sólo de las costas que son á cargo del 
deudor ejecutado. 

Que en este caso no se encuentran las cantidades correspon- 
dientes á las partidas mencionadas, pues ejecutando el doctor 
Vocos á los deudows del Fisco en virtud de un contrato que lo 
hace dueño de la mitad de lo que se cobre, según resulta de au- 
tos tramitados en este Juzgado, ea abogado encausa propia. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto en la 
ley 2 a . título 22, partida 3 a , déjase sin efecto el auto de foja 152 
vuelta, en cuanto se refiere á dichas partidas ; y no habiendo 
aún sido citado de remate el deudor, no ha lugar á la venta so- 
licitada del bien embargado, y pida esta parte lo que corres- 
ponda. Repóngase la foja. 

Virgilio M. Tedin. 

El Dr. Vocos, alegando que se creía con derecho á cobrar el 
importe de la liquidación, pidió se citara de remate al deu- 
dor. 

Se citó, y éste opúsola excepción de inhabilidad del título 
respecto de los honorarios de abogado. 

Eliminada, una partida por comisión de los martilieros, que 
fué abonada por Ferez se dictó el 

rallo del Juez Federal 

Buenos Aires, Junio 22 de 1891. 

Y vistos : Considerando : Que la ejecución que ha dado mé- 
rito á las excepciones opuestas en el escrito de foja... fué ini- 
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ciada á foja 152, por el importe total de la planilla de foja 151, 
de gastos y costas causadas en el juicio principal seguido por el 
Fisco contra Pérez. 

Que por el auto consentido y ejecutoriado de foja 54 resulta 
que se fijó el alcance de la ejecución estableciéndose que no esta- 
ban comprendidas en ella las partidas por honorarios del doctor 
Vocos y derechos de regulación, bajo cuyo concepto se ha conti- 
nuado el procedimiento. 

Que por el hecho de haber cobrado el martiliero la suma que 
á él le correspondía en la liquidación de foja 151, ha quedado 
eliminada de la ejecución. 

Que las demás partidas, aunquesean de pequeña importancia, 
ni han sido pagadas, ni puede discutirse el derecho del Doctor 
Vocos á cobrarlas, aún cuando se haya rescindido su contrato 
con el Fisco, pues se refieren á gastos que el demandado debe 
reembolsar al demandante en virtud de la condenación en cos- 
tas, aunque el actor lo sea en causa propia. 

Por estos fundamentos, y con la declaración de que la eje* 
cucion no tiene lugar respecto de las partidas por honorarios del 
Doctor Vocos, derechos de regulación y cuenta del martiliero 
Gowland, fallo mandando llevar adelante la ejecución por lo de- 
más que expresa la liquidación de foja 151 . Repóngase la foja. 

Virgilio M. Tedin. 
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rallo de Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 24 de 1891. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el au- 
to de foja doscientos diez en la parte apelada; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

C. S. DE LA TORRE. — LUIS 
V. VÁRELA. — ABEL BA- 
ZAS.— LUIS SAEINZ PEÑA. 


C ALSACCCWIX 


Don Felipe Klein contra 1), Fabriciano Mayorga ; sobre 

cumplimiento de contrato 


Sumario. — El apoderado que con facultad de vender ha ven- 
dido la cosa inmueble de su poderdante y tiene poder para es- 
tar en juicio en su nombre, puede ser obligado á escriturar la 
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venta como tal apoderado, si el poder se halla en vigor to- 
davía. 


Caso. — Se indica por el 


Fallo del Juex Federal 


San Luis, Febrero 20 de 1890. 

Y vistos: Por lo que resalta de autos, y considercando : 
Que al enajenar Don F. Mayorga el terreno que expresa el 
instrumento privado de foja I a , manifestó pertenecer él á 
su suegra Doña Victoria G. de Arrambide ; y aún cuando di- 
ce que lo ha vendido por ella á Don Felipe Klein, no invoca ni 
ha acreditado en ese acto la autorización que para el efecto tu- 
viera de la propietaria. 

Dicho documento, otorgado en la forma que tiene, ha sido 
aceptado por el comprador, puesto que lo presenta por su parte 
como fundamento de la acción entablada. 

Que si bien el 2 de Febrero de 1889, fecha del precitado do- 
cumento, la señora de Arrambide había ya conferido á su hijo 
político Don Fabriciano Mayorga, el poder general corriente á 
foja 18, no es menos cierto que este mandato no comprende se- 
gún la ley más que los actos de administración, atento lo dis- 
puesto en el artículo 1880 del Código Civil; y el caso ocurrente 
no podía considerarse incluido en aquella generalidad, en pre- 
sencia del artículo 1881 , inciso 7 o , que exige poder especial para 
cualquier contrato que tenga por objeto transferir ó adquirir el 
dominio de bienes raíces, por título oneroso ó gratuito. 

Que admitiendo que el vendedor hubiera contratado en nom- 
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bredela señora de Arrambide, ultrapasando los límites del 
mandato, la convención de foja 1 sería nula, por no haber sido 
notificada, como así aparece de la diligencia de foja 23, si es 
que el adquirente conocía el apoderamiento ; y si lo ignoraba, el 
mandatario quedó por ese hecho personalmente obligado al 
cumplimiento del contrato ó la indemnización de pérdidas 6 in- 
tereses ( artículo 1933 ). 

Que al contratar el señor Mayorga con el señor Klein, pudo 
éste exigirle la exhibición del instrumento procuratorio, las ór- 
denes é instrucciones que hubiera recibido de su comitente ; y 
no habiéndolo hecho, renunciando á esa facultad conferida por 
la ley, las consecuencias de su omisión deben ser de su cargo. 
Que en presencia de estos antecedentes, cuyas constancias 
radican en los autos, resulta que el señor Mayorga ha vendido 
una cosa ajena, incurriendo por lo tanto en las responsabilida- 
des y condenaciones que le imponen las leyes vigentes. 

Que, finalmente, al firmar el vendedor el documento de fojal , 
contrajo la obligación de entregar al comprador la correspon- 
diente escritura, en un término prefijado que ha vencido con 
exceso; y no habiéndolo hecho, por culpa que le es imputable, 
debe satisfacer al señor Klein las pérdidas é intereses que le 
hubiera cansado, de conformidad con el artículo 628, Código ci- 
tado. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo expuesto por el 
demandado, no ha lugar á la demanda promovida, sin especial 
condenación en costas, dejándose á salvo al actor sus derechos 
para indemnizarse de los intereses y perjuicios que hubiere su- 
frido. Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 

P. E. Miguez. 
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Fallo 4e la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 24 de 1891. 

Vistos y considerando : Que el apoderado del demandado en 
esta segunda instancia lia manifestado reconocer qne su parte 
al suscribir el documento de foja primera, lo hizo en su calidad 
de apoderado y en representación de Doña Yictoria Ortiz de 
Arrambide, propietaria del inmueble vendido al demandante. 

Que del tenor del documento ¿e poder, corriente á foja diez 
y seis, resulta además que él, el demandado, se hallaba sufi- 
cientemente autorizado por aquella para dicha venta, pues en 
dicho documento se expresa que la poderdante c confiere poder 
general á su hijo político DonFabricianoMayorga, de este mis- 
mo domicilio, para que en su nombre administre todos sus bie- 
nes muebles é inmuebles, dándolos en arrendamiento 6 alquiler 
por los términos legales; para que en su nombre venda todos 
sus bienes, los permute, los hipoteque y los dé en pago por las 
cantidades y condiciones equitativas, percibiendo su precio y 
otorgando las escrituras respectivas ; para que en su nombre 
compre bienes raíces, muebles y créditos, y los vuelva á vender, 
hipotecar, permutar y ceder á plazos 6 al contado, pagando y 
percibiendo su importe >. 

Que sobre la suficiencia de este poder ha manifestado 
igualmente su conformidad el apoderado del demandado en esta 
segunda instancia, oponiendo solamente que las obligaciones 
« contraídas no responsabilizan personalmante á su mandante. 

Que no se ha negado, finalmente, que el poder del demandado 
esté aún en vigor y pueda, en su mérito, otorgar personalmente 
la escritura que como á apoderado se le demanda, ni sus facul- 
tades para estar en juicio á nombre de su poderdante. 
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Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja veinte y ocho vuelta y se declara que Don Fabriciano Ma- 
yorga está obligado, en su calidad mencionada, á otorgar la es- 
critura pública de compra-venta á que se refiere la demanda, 
en término de diez días, con los daños y perjuicios resultantes 
déla mora en que ha incurrido, acontar desde el día siguien- 
te al de la notificación de la demanda. 

Repónganse los sellos y devuélvanse. 

C. S. DE LA TORRE. — LUIS 
V. VÁRELA. — ABEL BA- 
ZAN. — LUIS SAEISZ PEÑA. 


CAUSA CCCIX 


Don Pedro R. Bravo contra Don Juan R. L ascano, por cobro 

ejecutivo de multa ; sobre nulidad 


Sumario. — Son nulas las notificaciones que no contienen la 
designación y firma del funcionario que las practica, y resultan 
hechas á un tercero, cuya calidad no se expresa, por cédula no 
firmada por el secretario ; y es nulo todo lo obrado con poste- 
rioridad. 
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Caso.— Por escritura pública de 23 de Noviembre de 1874 
los señores Bravo y Lascano convinieron someter á la decisión 
de arbitros las diferencias existentes entre ellos, con motivo de 
comisiones de corretaje que cobraba Bravo, debiendo los arbi- 
tros resolver dentro de 30 días, y renunciando las partes á todo 
recurso, bajo multa de 100.000 pesos moneda corriente. 

Fueron nombrados como arbitros elDr. D. Enrique S. Quin- 
tana, que aceptó en 22 de Octubre de 1875, y el Dr. D. Pablo 
Salas, que aceptó en 15 de Febrero de 1876. 

Estos laudaron en 20 de Marzo de 1877 condenando á Lasca- 
no á pagar á Bravo 3000 pesos fuertes. 

Lascano interpuso recurso de nulidad, por haber sido dictado 
el laudo fuera de término, y Bravo, antes de contestar el trasla- 
do, pidió el depósito de la multa, que fué ordenado, suspen- 
diéndose el recurso de nulidad. 

A pedido de Bravo se libró mandamiento de embargo por la 
cantidad de 7000 pesos fuertes, importe del capital y de la mul- 
ta, embargo que se trabó en 30 de Noviembre de 1878 en unas 
quintas situadas en el Rosario. 

Con fecha 11 de Marzo de 1880, se mandó citar de remate al 
deudor. Esta citación aparece notificada por medio de una cé- 
dula que no tiene firma alguna del actuario, y contiene una no- 
ta en que se dice que la cédula de ley se dejó en el domicilio de 
Lascano á Don Alfredo Bengeron, quien firma la diligencia. 

Vencidos los tres días de la citación, se dictó la sentencia de 
remate, la cual apareoe notificada en la misma forma que la ci- 
tación. 

La sentencia de remate es de fecha 14 de Abril de 1880 y la 
diligencia de notificación del 16 del mismo mes y año. 

En 1889 la parte de Bravo pidió se tasaran los bienes embar- 
gados proponiendo tasador. 

EIJuez asilo dispuso, ordenando que el ejecutado manifesta- 
ra conformidad con el tasador propuesto. 
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Lascano se presentó exponiendo: Que el lando, en vez de dic- 
tarse dentro de los 30 días qae fijaba el compromiso, lo había 
sido á los 13 meses y cinco días, contados desde la última acepta- 
ción, y por consigniente es nulo, de acuerdo con la disposición 
de la ley 27, título 4°, partida 3 a . Que á pesar del recurso de 
nulidad oportunamente deducido se libró mandamienlo de eje- 
cución y embargo. Haciéndose después la citación de remate, 
que no fué notificada en forma, y dictándose la sentencia que 
es de fecha Abril 14 de 1880. Que transcurridos nueve años, 
Bravo ha vuelto á agitar el juicio, afirmando inexactamente que 
la sentencia de remate estaba ejecutoriada. Que siendo el laudo 
manifiestamente nulo, lo es también todo lo actuado después 
de él, y siendo la nulidad absoluta puede y debe ser declara- 
da de oficio (artículos 1038 y 1047, Código Civil). Que por 
otra parte, la obligación de pagar comisiones que es la que per- 
sigue Bravo, se prescribe á los dos años, según lo dispone el 
artículo 4032, inciso 3 o , Código Civil, y como la multajmpuesta 
en el compromiso proviene de un ouasi-delito civil, y se prescri- 
be por un año ( artículo 4039), y aunque así no fuera, tratán- 
dose de una obligación accesoria debe seguir la suerte de la 
principal, que se prescribe-en dos años ; término transcurrido 
con exceso desde la sentencia de remate, que no fué notificada . 
Pidió: I o que se declare prescrita su obligación de pagar la co- 
misión y la multa; 2 o que en caso denegado se declare nulo el 
laudo arbitral y todo lo obrado después de él, con costas á la 
parte de Bravo. 

Corrido traslado, lo evacuó el representante de Bravo pidiendo 
que no se hiciera lugar con costas á los pretensiones de Lascano 
y se mandara llevar la ejecución adelante. Dijo : Que no se trata 
por ahora de la nulidad del laudo, de la cual no puede tratarse 
mientras no se pagúela multa, que es la que se persigue. 
Que las demás nulidades invocadas por Lascano, no pueden 
provenir de la nulidad del laudo, porque ésta no ha sido pro- 
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nunciada, sino que está pendiente. Que no es esta la oportuni- 
dad de deducir excepciones de nulidad, porque ya está dictada 
la sentencia de remate, que hace cosa juzgada; y aunque se su- 
ponga que las notificaciones, según alude Las can o, son nulas 
por su forma, no puede negarse que él ha tenido noticia de esas 
actuaciones, por haberse dejado la cédula en su domicilio, y co- 
mo nada objetó ha revalidado con su asentimiento lo que aho- 
ra sostiene que ha sido mal hecho. Que la nulidad sólo procede 
como recurso contraías sentencias pronunciadas con violación 
de las furnias y solemnidades del juicio ó en que se haya incu- 
rrido en algún defecto de los que por expresa disposición de de- 
recho anulan las actuaciones ( artículo 233, Ley de Procedi- 
mientos ); la nulidad se da solamente de las sentencias y por vía 
de recurso ante el Superior, debiendo interponerse conjuntamen- 
con la apelación, — y aquí no hay sentencia alguna de que pue- 
da apelarse, porque la sentencia de remate no es apelable y 
porque está ejecutoriada. Que la prescripción alegada es impro- 
cedente, porque no se trata del cumplimiento* de la sentencia 
arbitral, sino del pago de la multa, y así, no le interesa saber 
si las comisiones de corretajes se prescriben en dos años. 
Que la multa no se prescribe á los dos años sino á los diez, en el 
supuesto de que se considere obligación civil, aunque podría de- 
mostrar que es imprescriptible mientras subsista el recurso que 
le danacimiento. Que, como lo ha dicho, la cuestión de saber si 
el laudo es ó no nulo, sejá oportuna cuando pagada la multa, el 
Juez conozca de ella. 
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Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Julio 16 de 1891. 


Vistos : Por los fundamentos aducidos en el precedente escri- 
to, que el Juzgado encuentra arreglados, no ha lugar á lo pedi- 
do en el de foja 146 y cornn los autos según su estado. 

Virgilio M. Tedin. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 24 de 1891. 

Vistos y considerando : Que con arreglo al tenor de las dis- 
posiciones contenidas en los artículos sesenta y dos y sesenta y 
tres de la ley nacional de Procedimientos, las notificaciones en 
juicio deben hacerse directamente por el Escribano secretario 
de la cansa y suscribirse tanto por él como por la persona inte- 
resada á quien se hacen, salvo el caso de no poder 6 saber fir- 
mar ésta, en el cual deberán solicitarse personas que lo hagan 
en su nombre. 

Que son nulas las notificaciones hechas en contravención X 
aquellas disposiciones, con arreglo á lo prescrito por el artículo 
setenta y uno de la misma ley y nulo el procedimiento que se 
obre después de ellas. 

Que de autos aparece que la notificación de la citación de re- 
mate en esta causa no contiene la designación ni la firma del 
funcionario que la ha practicado, ni se ha entendido ella con la 
persona directamente interesada en la causa, apareciendo en- 
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tregada la cédula respectiva, que no se halla suscrita por el 
secretario, á un tercero cuya calidad no se expresa y que en el 
informe in voce ante esta Suprema Corte se ha manifestado 
por el abogado del interesado ignórase quién sea. 

Que de los mismos defectos adolece la notiñeacion de la sen- 
tencia de remate corriente á foja ciento veinte y seis, según 
aparecede-ias diligencias de foja ciento veinte y siete. 

Que de unos y otros defectos ha reclamado en tiempo hábil 
el interesado, según resulta de su escrito de foja ciento cuaren- 
ta y seis. 

Por estos fundamentos, y de conformidad á lo dispuesto por 
el artículo doscientos treinta y siete de la ley de Procedimien- 
tos citada: se declara por nulo todo lo obrado en esta causa con 
posterioridad ai decreto de Marzo once de mil ochocientos ochen- 
ta, corriente á foja ciento veinte y cuatro de los autos, y devuél- 
vanse estos al Juez de Sección para que tramitando la ejecución 
iniciada, con arreglo á derecho, proceda & resolver en ella lo 
que corresponda en oportunidad ; reponiéndose el papel. 

C. S. DE LA TORIIE.— LUIS 
V. VÁRELA. — ABELBA- 
ZAN.— -LUIS SAENZ PEÑA. 
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CAUSA CX'CXXI 


Don Constantino Grana en tercería en los autos de Portáis, Cal- 
vet y Compañía contra Don Manuel Paschetta> por cobro de 
pesos; sobre recurso de resolución de los Tribunales ordina- 
rios. 


Sumario. — No están comprendidas en las disposiciones del 
artículo 14 de la ley sobre competencia de los Tribunales Fede- 
rales, las cuestiones sobre interpretación y aplicación de los có- 
digos comunes. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires. Setiembre 26 de 1891. 

No estando comprendidas en las disposiciones del artículo 
catorce de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales federales, de catorce de Setiembre de mil ochocientos se- 
senta y tres, las cuestiones sobre interpretación y aplicación 
de los códigos comunes, con §rreglo á lo dispuesto por el artí- 
culo sesenta y siete* inciso once, de la Constitución y quince de 
la ley citada: se declara improcedente el presente recurso y re- 
puestos los sellos, archívase. 

C. S. DE LA TORRE.— ABEL BA- 
ZAN.—LUIS SAENZ PEÑA. 
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CCCXXII 


Don Emilio Ceñal contra el Juez de Paz de Lincoln, por danos 

y perjuicios ; sobre competencia 


Sumario. — La demanda deducida por el extranjero ante la 
justicia local, no puede ser traída al conocimiento de los Juzga- 
dos Federales. 


Caso. — Don Emilio Ceñal, español, manifestando que había 
demandado al Juez de Faz de Lincoln por arbitrariedades come- 
tidas en su contra ante el Juez de I a Instancia de Mercedes en 
la provincia de Buenos Aires, y que desistía de que su demanda 
se siguiera substanciando ante la jurisdicción provincial, [pidió 
que él Juez Federal de La Plata avocara á sí el conocimiento de 
ella, librando oficio de inhibitoria al Juez de Mercedes. 


Fallo del lun Federal (ad hoc) 

La Plata, Agosto 21 de 1890. 

De acuerdo con el dictamen de foja 35 se aprueba la informa- 
ción producida por Don Emilio Ceñal con el objeto de probar su 
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calidad de extranjero, que lo habilita para ocurrir ante los tri- 
bunales nacionales en los casos determinados por la ley de 14 
Setiembre de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los 
mismos. 

En cnanto á la cuestión de competencia deducida por la inhi- 
bitoria solicitada en el escrito de foja 11 vuelta, el Juzgado para 
resolverla tiene presente estas consideraciones : 

I a Que el fuero federal es un fuero de excepción, establecido 
especialmente en beneficio de los extranjeros en los casos deter- 
minados por la Constitución Nacional y por la ley de jurisdic- 
ción y competencia ya citada; 

2 a Que la presentación de un extranjero ante la justicia or- 
dinaria en demanda contra un ciudadano argentino, comporta la 
renuncia del fuero federal en el caso de dicha demanda; 

3 a Que aun cuando tal presentación no importara la renun- 
cia del fuero federal, una cuestión de competencia iniciada por 
la inhibitoria ó declinatoria establecidas en el artículo 45 de la 
ley de procedimientos, supone necesariamente la existencia de 
dos partes contrarias que la promuevan, las que no existen en 
el caso ocurrente, en que sólo uno tiene para el Juzgado exis- 
tencia legal. 

Per estos fundamentos y de conformidad con la vista del Pro- 
curador Fiscal, corriente á foja diez y siete, se modifícala pro- 
videncia de foja 13, declarándose expresamente: no ha lugar & 
la inhibitoria solicitada á foja 41. Concédese en relación y en 
ambos efectos la apelación interpuesta en el escrito de foja 14, 
debiendo elevarse los autos á la Corte Suprema, en la forma de 
estilo. 

Enrique A. Spangemberg . 
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Vil lio de la Suprema Corle 


Buenos Aires, Setiembre 26 de 1891. 

Vistos : Atento lo dispuesto por el artículo doce, inciso cuar- 
to, de la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales fe- 
derales, de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres: se confirma con costas el auto apelado de foja treinta y 
siete; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

C. S. DE LA TORRE.— ABEL 
BAZAN. — LUIS SAENZ 
PEÑA. 


\ 


CAUSA CCX'XXIII 


Don Ernesto Zulliand contra la € Colonizadora Popular », por 
cobro de pesos; sobre deserción de recurso 


Sumario. — No mejorándose en tiempo el recurso de apela- 
eion, debe declararse desierto á la primera rebeldía que acuse el 
apelado. 
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Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 29 de 1891. 

Por lo que resulta del precedente certificado, atenta la rebel- 
día acusada y de conformidad alo dispuesto por el artículo dos- 
cientos catorce de la ley de Procedimientos, declárase desier- 
to el recurso de apelación interpuesto. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN VICTOR1CA.— C. S, 
DE LA TORRE. — LUIS V. 
VÁRELA.— ABEL BAZAR. 


rcxxiv 


Don Nicolás Doglianini contra Don Francisco Cavilla, por co- 
bro de pesos procedentes de construcciones navales y a/t- 
mehtos. 


Sumario. — I o Las modificaciones de los contratos por es- 
crito, deben ser probadas en la misma forma, y no pueden serlo 
por testigos, máxime cuando su importancia excede de 200 pe* 
sos. 


^ 
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• « 

2 o Es nula la sentencia en la parte que resuelve una cuestión 
que no corresponde al fuero federal. 


Caso. — En 5 de Abril de 1888, se presentó ante el Juzgado 
de Sección Don Martin Sueldo por Don Nicolás Doglianini, di- 
ciendo: Que éstese había comprometido á construir para Don 
Francisco Carilla una goleta por 5600 pesos moneda nacional; 

Que durante la construcción, Gavilla manifestó su deseo de 
dar mayor altura á la goleta, lo que alteró las condicioues de la 
construcción y su precio; 

Que para salvar esta diferencia, fueron nombrados arbitros 
que fijaron el mayor precio en 600 pesos moneda nacional ; 

Que Doglianini tomó sobre sí la obligación de proporcionar du 
rante la construcción, á Cavilla y dos personas más, habitación y 
alimentos, que debían abonarse por aquel, é importaban 335 pe- 
sos; 

Que además practicó por cuenta de Cavilla varios trabajos de 
reparación á bordo del buque cRosemberg», por valor de 80 pe- 
sos moneda nacional; 

Que el valor de todo esto ascendía á 1015 pesos, y habiendo 
recibido á cuenta 200 pesos, Cavilla quedaba deudor de 815 
pesos, por cuya suma, intereses y costas le demandaba, siendo 
competente el Juzgado federal por razón de la materia. 

Conferido traslado, Cavilla contestó pidiendo el rechazo de 
la demanda, con costas. 

Dijo: Que efectivamente Doglianini se había comprometido á 
construirle una goleta por 5600 pesos dentro de 4 meses, no ha- 
biendo cumplido sino dos meses después, y sin darle los aparejos 
de primera calidad, como se había estipulado y faltando algunos; 

Que era incierto que hubiese manifestado el deseo de dar á la 
goleta mayor altura, y si había esta resultado con 3 pulgadas 
más de altura, como decía Doglianini, lo que no había verifica- 
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do, ni le era beneficioso, esto era imputable áDoglianini, quien 
con ese pretexto le sacó otros 200 pesos, que le dio para no te- 
ner cuestiones; 

Que en los actos de inscripción de la goleta en la matrícula 
nacional constaba bajo la firma de Doglianini que había recibi- 
do el importe íntegro de la construcción, lo que demuestra que 
no le quedaba debiendo cosa alguna por ella; 

Que en cuanto á los trabajos que decía haber practicado en 
el pailebot «Res Non Verba », no le constaban, ni los conocía, 
ni él mandaba el pailebot; 

Que lo de la suministración de habitación y alimentos era 
completamente incierto, observando que el cobro relativo no 
pertenecía ala jurisdicción federal, sino al alcalde de la locali- 
dad. 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Junio 19 de 1890. 

Vistos estos autos promovidos por Don Nicolás Doglianini 
contra Don Francisco Cavilla, por cobro de la cantidad de 815 
pesos moneda nacional, procedentes de saldo de precio de cons- 
trucción del buque « Panchito Cavilla », reparaciones de otro, 
y alimentos suministrados durante cinco meses, según todo de- 
talladamente se expresa en la cuenta de foja i. 

Este es un caso de jurisdicción federal por razón de la mate- 
ria, en cuanto se refiere al saldo del precio de construcción de una 
embarcación y reparaciones, que se dice ordenada por el de- 
mandado en otra, en conformidad á lo que prescribe ei inciso I o , 
artículo 2 o de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales de 14 de Setiembre de 1863; pero no 
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respecto de la partida de 300 pesos de la cuenta de foja 2, por 
mantención de tres personas durante cinco meses, j la de 35 
pesos por alquiler de casa, á razón de siete pesos mensuales. 

Tratándose de actos y contratos de diversa naturaleza, el 
fuero federal establecido por la ley respecto de los unos, no 
puede extenderse respecto de los otros, por el solo hecho de in- 
tervenir las mismas partes, no tratándose de acciones necesa- 
riamente acumulables. No teniéndolo por razón de las personas, 
puesto que ni lo han probado, ni invocado siquiera, el Juzgado 
podría limitarse á tratar la cuestión que es de su competencia, 
dejándola que no lo es, para ser ventilada ante quien corres- 
ponda. 

La base de la acción deducida por Doglianini es un contrato 
celebrado con el demandado, en virtud del cual el primero debía 
construir para el segundo una goleta de las dimensiones que 
expresa el permiso de foja 25, por el precio de 5600 pesos de 
corso legal. 

La goleta fué construida y concluida, aunque no en el plazo 
estipulado, sino dos meses después, y su precio pagado á entera 
satisfacción del constructor, como consta del documento de fo- 
ja 23, en que así lo confiesa éste al pedir á la autoridad maríti-* 
ma ordene el ingreso en la matrícula nacional de la expresada 
embarcación, como de propiedad del demandado y de Don Juan 
Bagalciaga. 

Sostiene aquel, sin embargo, que durante la construcción, Ca- 
villa manifestó el deseo de que se diera mayor altura á la 
goleta, á cuyo efecto fué necesario alterar las condiciones de 
construcciones establecidas en el contrato, alterando como es 
consiguiente el precio fijado en razón del mayor trabajo. 

El demandado ha negado el hecho y el actor no lo ha justifi- 
cado legalmente, pues la única prueba rendida al respecto se 
reduce á las declaraciones délos testigos Lorenzo Parody, foja 
41, y Lorenzo Coda, foja 42, quienes ignoran todos los hechos 

T. XYI 9 
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á que se refieren las preguntas del interrogatorio de foja 43, ex- 
cepto que ellos fueron nombrados peritos para tasar el mayor 
valor de las obras, agregaudo que las partes no aceptaron su 
tasación. 

Tratándose de un contrato celebrado por escrito, aunque sea 
bajo forma privada, cualquiera modificación 6 ampliación de- 
bió ser constatada en la misma forma, sobre todo excediendo 
del límite fijado por la ley civil y comercial para la admisibili- 
dad de la prueba testifical, so pena de quedar sujetas las partes, 
para establecer la verdad, únicamente ala confesión de cada una 
de ellas. 

El actor no ha probado, como se ha dicho, en ninguna forma 
la existencia de un convenio ó acuerdo para modificar las dimen- 
siones del buque. 

En cambio los documentos transcritos oficialmente á fojas 24 
vuelta y 25 demuestran exacta conformidad entre las dimensio- 
nes del buque que debía construir Doglianini y del que botó 
al agua é hizo matricular con el nombre de «Panchito Cavilla». 

Podrá ser exacto, á pesar de lo que de estos antecedentes se 
desprende, que la goleta resultó con tres pulgadas más de altu- 
ra, lo que no consta empero ; tal hecho debe atribuirse á error 
del constructor, y por consiguiente no le da derecho á cobrar 
aumento de precio, tanto más cuanto que no &e ha demostrado 
que esa mayor altura haya mejorado las condiciones del bu- 
que. 

Inútil parece demostrar que la pericia á que aluden los tes- 
tigos antes mencionados carece de valor legal para probar los 
hechos á que se refiere, pues se trata de actos que han debido 
celebrarse por escrito. Sin embargo, los mismos peritos llama- 
dos á declarar, antes de ser interrogados su j estivamente por 
él actor, dicen que avaluaron el mayor trabajo en 200 y pico 
de pesos; confesando aquel haber recibido 200 pesos á más del 
precio de construcción, lo que autoriza á creer que si alguna 
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cuestión se suscitó al respecto quedó concluida con esa en- 
trega . 

En cuanto á las reparaciones del buque llamado « Rosem- 
berg», según el actor, y cRes non verba», según el demandado 
la prueba producida por el primero se reduce á la declaración 
de un solo testigo, el cual sabe que se hicieron algunos traba- 
jos, los cuales debían hacerse por cuenta de Cavilla; pero no 
dice en qué consistían ellos, ignorando el precio convenido. 
No hay, pues, absolutamente uñábase legal de convicción, tan- 
to más cuanto que no se ha probado ni indicado siquiera qué 
relación tenga el demandado con el buque de que se trata. 

Lo dicho respecto del cobro de manutención y alojamiento 
demostrándola incompetencia de la justicia federal, bastaría 
para dar por terminado el punto. 

Conviene, sin embargo, hacerse cargo de la prueba produci- 
da, ya que aquella cuestión no es materia pasada en autoridad de 
cosa juzgada. No se ha probado convenio alguno entre las partes 
al respecto ; tampoco se ha justificado que la profesión ó modo 
de vivir del actor consista en dar alojamiento y mantención en 
en su casa, y los testigos presentados, sólo saben que el de- 
mandado, su socio, y un muchacho comían en casa del actor, 
sin determinar por qué espacio de tiempo, é ignorando en qué 
condiciones, precio, etc., loque seguramente no basta para 
formar convicción legal de la legitimidad del reclamo, máxime 
si se tiene presente que la razón dada por los testigos dista mu- 
cho de ser satisfactoria. 

En mérito, pues, délas consideraciones expuestas y funda- 
mentos aducidos en el escrito de foja..., fallo, absolviendo í 
Don Francisco Cavilla de la demanda de foja..., imponiendo 
al actor perpetuo silencio, con costas. Notifíquese con el origi- 
nal. 

Virgilio M. Tedin. 
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Fallo do la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 29 de 1891. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja noventa y dos, salvo en la parte en que 
se absuelve al demandado del pago de los trescientos treinta y 
cinco pesos por cobro de mantención y alojamiento, respecto de 
lo cnal se deja dicha sentencia sin efecto por no haberse acredi- 
tado sobre tal punto la jurisdicción federal por razón de la ma- 
teria, ni por razón de las personas. Repuestos Los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN V1CTORICA.— C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. 
VÁRELA.— ABEL BAZAN. 
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CAUSA COCXXV 


El Dr. Don Adolfo Guerrero, en representación de la República 
de Chile, contra Don Vicente Bollero; por rescisión de venta 
del vapor «A quila»; sobre personería. 


Sumario. — 4 o Los actos de soberanía y gobierno de un Es- 
tado independiente, en lo que se refiere á la designación de un 
agente ó empleado, no pueden entenderse sujetos i las formas 
rigorosas que el derecho civil prescribe para los actos privados 
entre particulares. 

2 o Debe considerarse suficiente mente justificada la personería 
de dicho agente para gestionar ante los Tribunales Argentinos, 
los intereses de ese Estado, en presencia de un telegrama del 
Ministro Plenipotenciario de la República acreditada en él, por el 
cual transmite al Ministerio de Relaciones Exteriores, la coma ni - 
cacionqae el gobierno de ese país le ha hecho, acerca del nombra- 
miento de ese agente, para que sea tenido como tal mientras 
lleguen sus credenciales, y de la aceptación del Ministerio de 
Relaciones Exteriores remitiendo copia de dicho telegrama al 
agente nombrado. 


Caso. — Lo explican los siguientes fallos: 
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Fallo del Juez Federal 

Buenos Aires, Setiembre 7 de 1891. 

Considerando: Que según el artículo 4 de la ley de Proce- 
dimientos Nacionales, de 44 de Setiembre de 1863, la persona 
que se presenta en juicio por un derecho que no sea propio, 
aunque le competa ejercerlo por razón de su oñcio 6 de inves- 
tidura que le venga de la ley, debe acompañar con su primer 
escrito los documentos que acrediten su personería, sin lo cual 
no se dará curso á sus pretensiones, de donde se deduce que, 
previamente á todo otro procedimiento, debe quedar legalmente 
establecida la personería de quien á nombre de tercero reclama 
la intervención judicial. Que en este caso, Don Domingo Toro 
Zelaya ocurre al Juzgado en representación del señor Don 
Adolfo Guerrero, según el poder acompañado, quien á su vez 
se dice representante del Estado de Chile, pretendiendo gestio- 
nar en ese carácter la nulidad y rescisión del contrato de com- 
pra del vapor «Aquila», efectuada por el Ministro Flenipoten- 
ciario de dicho Estado acreditado en la República, señor Don 
Gabriel Vidal, solicitando al efecto las medidas preventivas de 
embargo del buque y de su precio. Que para justificar la per- 
sonería, el señor Guerrero, como representante del Estado de 
Chile, sólo ha presentado el documento transcrito en el poder 
otorgado á favor del señor Toro Zelaya, por el cual el señor 
Ministro de Relaciones Exteriores de la República transmite al 
señor Guerrero copia de un telegrama en el que el ministro ar- 
gentino en Chile le comunica el cese del señor Don Gabriel 
Vidal y la resolución del señor general Baquedano, confiando al 
expresado señor Guerrero la representación de Chile en la Repú- 
blica Argentina. Que este documento no puede considerarse 
sino como una noticia privada, oficiosamente transmitida por el 
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señor Ministro de Relaciones Exteriores de los actos de gobierno 
realizados en Chile en relación con las personas nombradas, y 
bajo ningún concepto como título legal ni del panto de vista del 
derecho público internacional, ni del derecho civil de esta Repú- 
blica que habilite al nombrado señor Guerrero para actos de 
representación de su gobierno como organismo político, ni del 
Estado de Chile como persona jurídica en relaciones contrac- 
tuales con tercero. Que es perfectamente sabido, que bajo el 
primer aspecto, esto es, como representante del gobierno chile- 
no, sea este ejercido por el señor general Baquedano ó por cual- 
quier otro que de hecho posea y tenga en sus manos el poder 
público en aquel país para ejercer las funcionesde tal, debe pre- 
sentar las credenciales, ó sean plenos poderes escritos y forma- 
les emanados de ese gobierno, pues es regla de derecho de gen- 
tes, que solamente después de la presentación de las cartas 
credenciales ante el gobierno que debe representarse y su acep- 
tación por dicho gobierno, adquiere los derechos inherentes 
á su calidad y á su rango en el Estado ante el cual es acreditado, 
no pndiendo los Jueces déla nación admitir una representación 
que aún no ha sido reconocida por eLFoderá quien incumbe ese 
acto, según el inciso 14 artículo 86 de la Constitución Nacional, 
pues no estal reconocimiento ante la Constitución y ante el de- 
recho público internacional, el acto del señor Ministro de Rela- 
ciones Exteriores de la Nacioú transcrito en el poder antes men- 
cionado. Que no encontrándose aún en ese caso el señor Gue- 
rrero, su personería para estar en juicio en representación del 
Estado de Chile, sólo podría admitirse en virtud de poder gene- 
ral 6 especial otorgado en la forma que prescribe el inciso 7 del 
artículo 1184 del Código Civil, atento lo dispuesto en el artículo 
1209 del mismo Código. Por esto, no ha lugar á lo pedido en el 
precedente escrito . 

Virgilio M. Tedin. 
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Aulo del «fuex Federal 


Buenos Aires, Setiembre de 1891. 

Por los fundamentos del auto de fecha 7 del corriente, y te- 
niendo además en consideración : 

I o Que, según el artículo 12 del Código Civil argentino, las 
formas y solemnidades de los contratos y todo instrumento pú- 
blico so n regidas por las leyes del país donde se hubieran otor- 
gado. 

2° Quetanto por las leyes argentinas (i'nc. 7 o del art. 1184 del 
Código Civil), como por las que rigen en Chile en materia depro- 
cedimientos (Prontuario délos juicios, pág. 27) para estar en 
juipio en pleito civil, como actor ó demandado, en representa- 
ción de otro, debe presentarse poder hecho ante Escribano Pú- 
blico, entendiéndose por esto, según el artículo 1699 del Código 
Civil de aquella República, el instrumento otorgado ante escri- 
bano, é incorporado en un protocolo ó registro público. 

3 o Que según lo enseña Story en sus comentarios Onconflict 
of Laws y párrafo 260, una regla que fluye materialmente, ó 
mejor dicho, es ilustrativa de la ya establecida, respecto á la 
ley que rige la forma de los actos es, que todas las formalida- 
des, pruebas ó autenticación de ellos requeridas por la lex loci, 
son indispensables para su validez en cualquier otra parte; 
agregando más adelante, párrafo 260, que, donde las formas de 
los instrumentos públicos son reglamentadas poi; las leyes de 
un país, deben cumplirse estrictamente para autorizarlos á ser 
tenidos por válidos en cualquier otra parte. 

4 o Que la declaración hecha por el señor Ministro de Relacio- 
nes Exteriores de Chile al Plenipotenciario Argentino y su pe- 
dido para que éste dé testimonio ante su gobierno, de que el se- 
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ñor Adolfo Guerrero está plenamente autorizado por el Gobierno 
Provisorio de Chile, para hacer ante los Tribunales argentinos 
todas las gestiones condocentes al resguardo de los intereses de 
Chile, á que se refiere el telegrama y nota en copia auténtica 
acompañados, no son bastantes para atribuir personería al ex- 
presado señor Guerrero, para comparecer en juicio y vincular 
á terceros por el cuasi-contrato de la litis contestatio, pues no 
reúne las formalidades y condiciones que las mismas leyes chi- 
lenas exigen para la representación judicial , ni reviste la forma 
especialmente impuesta para los poderes que deben presentarse 
ante los Tribunales. 

5 o Que si bien el Gobierno de Chile puede nombrar por de- 
creto, 6 en la forma que sus leyes establezcan, los funcionarios 
que representen la acción pública, esta facultad, 6 mejor dicho, 
los poderes conferidos, en virtud de ese nombramiento, no pue- 
den extenderse fuera del territorio de la Nación, ni aplicarse, 
por consiguiente, á los casos en que aquella litigue como enti- 
dad jurídica ante Tribunales extranjeros; para lo cual se re- 
queriría un poder especial con las formalidades de ley. 

6 o Que aún suponiendo sea admisible la representación de 
un funcionario nombrado en la forma indicada fuera del terri- 
torio de Chile para un objeto especial, esa designación debe 
emanar de un acto de Gobierno, es decir, del Presidente de la 
República, á quien compete el nombramiento de los funciona- 
rios, según el inciso 9 o , artículo 73 de la Constitución chilena,, 
refrendado por el ministro respectivo, conforme al artículo 77 
de la misma, para que tenga la fuerza legal necesaria para obli- 
gar al Estado por todas sus consecuencias; condición que no 
reúne ciertamente la declaración hecha por el señor Ministro de 
Relaciones Exteriores de Chile al Plenipotenciario Argentino, 
á que se refiere el telegrama de este último, apareciendo sólo, 
como un acto aislado del expresado señor Ministro, acto que la 
nación chilena tendría el derecho de desconocer, el día que hu- 
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hieran de hacerse efectivas las responsabilidades de ana conde- 
nación, en el caso hipotético de desfavorable éxito sobre la cues- 
tión propuesta, porque, según el artículo 151 de la Constitu- 
ción de aquel país, ninguna magistratura, ninguna persona, 
ni reunión de personas, pueden atribuirse, ni aún á pretexto de 
circunstancias extraordinarias, otra autoridad 6 derechos que 
los que expresamente se les haya conferido por las leyes, siendo 
nulo todo acto en contravención á esa disposición. 

7 o Que tampoco la ley argentina de Telégrafos autoriza para 
conferir poderes telegráficamente para estar en juicio ante los 
Tribunales, pues ella sólo se refiere á los actos y contratos que 
pueden hacerse por escrito; pero no á aquellos para los cuales 
es especialmente exigida la forma de instrumento público, de- 
duciéndose del contesto ó conexión de las disposiciones conte- 
nidas en el Capítulo IY que sólo entiende reconocer á la corres- 
pondencia telegráfica el mismo valor y autenticidad que á la 
correspondencia epistolar, conforme á las leyes que rigen la 
materia . 

Por estos fundamentos, elJuzgado resuelve no aceptarla per- 
sonería del señor Guerrero, no dándose curso por estoá la deman- 
da y peticiones contenidas en el precedente escrito. Repón- 
ganse los sellos. 

Virgilio M. Tedin. 


VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 19 de 1891. 
Suprema Corte: 

Las razones en que la sentencia apelada de foja 49 funda su 
resolución, me parecen conformes con las disposiciones legales 
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invocadas en ellas; y creo por tanto que debe ser confirmada 
por V. E . 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Corto 

Buenos Aires, Octubre 1* de 1891. 

Vistos: Consaltado el tenor de los documentos corrientes de 
fojas treinta y cnatro á treinta y ocho, de los cuales, el pri- 
mero, es un telegrama oficial, transmitido de Santiago de 
Chile, con fecha veinte y nueve de Agosto último, áDon Adolfo 
Guerrero por el General Don Manuel Baquedano y Don Alvaro 
Covarrubias, comunicándole que el Gobierno Provisorio de 
aquel país le encarga su representación ante los Gobiernos Ar- 
gentino, Uruguayo y Brasilero, y noticiándole el abandono de 
la capital por el señor Balmaceda y la entrega del mando á los 
expresados General Baquedano y Don Alvaro Covarrubias; el 
segundo, un otro telegrama de la misma fecha y de las 
mismas autoridades, encargando al señor Guerrero procure sal- 
var los fondos conducidos por el vapor «Espregle», para compras 
de buques y tomar las medidas conducentes sobre buques, fon- 
dos-y demás negocios de aquel país; el tercero, un otro telegrama, 
fechado el primero de Setiembre último y suscrito por Don 
Joaquin Walker, comunicándole al señor Guerrero la traslación 
del Gobierno de Iqnique á Santiago, y encargándole continuar 
con su nombramiento y funciones primitivas en este país; el 
cuarto, un telegrama de Santiago de Chile, fechado en Se- 
tiembre once, por el cual el señor Enviado Extraordinario y 
Ministro Plenipotenciario de la República en Chile transmite al 
señor Ministro de Relaciones Exteriores, haber recibido una 
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nota del de igual clase de aquel país, haciéndole presente, que 
la circunstancia de no haber presentado aún el señor Don Adolfo 
Guerrero sqs credenciales como Ministro Plenipotenciario de 
Chile cerca del Gobierno Argentino, obstaba para que pudiera 
acreditar su personería en algunos juicios que debía iniciar en 
resguardo de los intereses de aquel país 7 pidiéndole en conse- 
cuencia, diera testimonio al expresado señor Ministro de Rela- 
ciones Exteriores de la República, de que el mismo señor Gue- 
rrero estaba plenamente autorizado por el Gobierno ^Provisorio 
de Chite para hacer ante los Tribunales argentinos, todas las 
gestiones conducentes al objeto indicado, es decir, al resguardo 
de los intereses de Chile, á todo lo cual el expresado señor Minis- 
tro Enviado Extraordinario había deferido; 7 el quinto, final- 
mente, una nota de Setiembre doce del corriente año, dirigida 
por el señor Ministro de Relaciones Exteriores al señor Gue- 
rrero, acompañándole copia autenticada del telegrama anterior 
del Ministro Plenipotenciario Argentino. 

Y Considerando : Que de estos documentos, el penúltimo, 
cuja autenticidad se halla comprobada por la nota del señor 
Ministro de Relaciones Exteriores, da que se ha hecho mención 
7 en la cual este funcionario asiente virtualmente al pedido for- 
mulado en él, llena suficientemente las exigencias del artículo 
cuarto de la ley nacional de Procedimientos, aun cuando no 
revista la forma de una escritura pública; pues, prescindiendo 
de averiguar cuáles sean las disposiciones del derecho común 
interno de Chile, sobre la forma de los poderes para pleito, lo 
cual constituye una cuestión de hecho, que como todas las de 
este género, deben alegarse 7 probarse en juicio, es evidente 
que los actos de soberanía 7 gobierno de un Estado indepen- 
diente, en lo que se refiere á la designación de sus agentes ó em- 
pleados, no pueden razonablemente entenderse sujetos i las 
formas rigurosas que el derecho civil prescribe para los actos 
privados entre particulares. 
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Que, en consecuencia, el documento mencionado no ha debido 
ser desechado, como insuficiente para acreditar personería en 
juicio, y no ha podido serlo de oficio y sin previa instancia de 
parte. 

Por estos fundamentos, 7 prescindiendo de apreciar si los 
documentos todos citados atribuyen 6 no carácter diplomático 
á Don Adolfo Guerrero, lo que no importa á los efectos de este 
juicio, y sobre lo cual no corresponde tampoco á esta Suprema 
Corte juzgar, se revoca el auto apelado de foja cuarenta 7 nueve 
7 se declara que Don Adolfo Guerrero tiene suficiente persone- 
ría en estos autos. Repónganse los sellos 7 devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — LUIS SAEISZ 
PEÑA. 
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CAUSA t'C'CXXVI 


Don Jorge Bell contra don Antonio xj Don Bartolomé Devoto; 

sobre propiedad de un campo 

Sumario.— I o El compromiso de I o de Marzo de 1881 por el 
cual las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa-Fé so- 
metieron al fallo arbitral de la Suprema Corte la cuestión sobre 
límites interprovinciales, validó las enajenaciones anteriores, 
hechas por ellas, de los terrenos comprendidos en la zona dis- 
putada. 

2 o En la enajenación de un mismo terreno hecha por dos de 
las provincias mencionadas, el dominio pertenece al comprador 
que lo adquirió primero. 

3° Antes de la vigencia del Código Civil, la entrega déla es- 
criturado venta bastaba parala transmisión de la cosa inmue- 
ble vendida. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 1 # de 1891. 

Vistos : Resulta de estos autos que la parte de Don Antonio y 
Bartolo Devoto se presentaron ante el Juez de lo Civil del Rosa- 
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rio en veinte y tres de Julio de mil ochocientos ochenta y tres 
adjuntando diversos títulos, desde el primitivo otorgado por el 
Gobierno de Córdoba á favor de don José Cortés Funes, de la 
suerte número sesenta y tres, serie A, del Departamento Union, 
ubicado en la pedanfade la Cruz Alta, con la ubicación que de- 
termina la escritura, la que tiene la fecha siete de Octubre de 
mil ochocientos sesenta y siete, habiendo sido hecha la venta 
á Funes en remate público con las formalidades de ley, por e* 
Gobierno de Córdoba, adjuntando asimismo las enajenaciones 
sucesivas que vinieron á transmitir aquel título á favor délos 
señores Devoto. 

Con estos títulos, cuya protocolización en el Rosario se pidió 
oportunamente por la parte de Devoto, por haber resultado di- 
chos campos ubicados dentro de la jurisdicción territorial de 
Santa Fé, según el laudo arbitral de la Suprema Corte de diez 
y ocho de Marzo, de mil ochocientos ochenta y dos, se pidió y 
se mandó practicar la mensura á que se referían dichos títu- 
los. 

Practicada esa mensura que invadió parte del campo que po- 
seía Bell y otros como comprados á la provincia de Santa-Fé 
por los. señores Gilmour Casey y otros, de quienes deriva su 
propiedad Bell, siendo parte ésta de mayor extensión comprada 
á dicho Gobierno de Santa Fé, en primero de Febrero de mil 
ochocientos ochenta y uno, la parte de Bell protestó la mensu- 
ra que se hacía por gestión de Devoto. 

En este estado se acreditó la competencia de la justicia fe- 
deral y se trabó ante ella contienda sobre mejor derecho de los 
títulos exhibidos por la parte de Devoto y Bell. 

Producida ante el Juzgado de sección la prueba que corre 
en autos por ambas partes y solicitada la citación de eviccion 
de las provincias de Córdoba y Santa Fé, se presentaron los re- 
presentantes de estas provincias por sus escritos de foja dos- 
cientos veinte y doscientos veinte y seis, mostrándose partes en 
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este juicio por la eviccion y pidiendo se remitiesen á esta Su- 
prema Corte por ser caso de jurisdicción originaria, y así se or- 
denó. 

Con estos antecedentes vienen estos autos á la resolución de 
la Suprema Corte. 

Y considerando : Primero: Que en estos autos se trata de 
resolver sobre el mejor derecho que puedan conferir los títulos 
expedidos por las provincias de Córdoba y Santa-Fé, sobre el 
terreno litigado. 

Segundo : Que por los antecedentes expuestos se acredita 
que la provincia de Córdoba vendió en siete de Octubre de mil 
ochocientos sesenta y siete en remate público áDon José Cortés 
Funes la suerte número sesenta y tres, serie A, del Departamen- 
to Union, ubicada en la pedanía de la Cruz Alta, con la superfi- 
cie y linderos que especifica la escritura de foja ocho. 

Tercero : Que por los términos de esa escritura la Provincia 
vendedora, considerándose dueña de esos terrenos, al otorgar la 
venta, se desprende de todos los derechos del Fisco á nombre de 
la Provincia, cediéndolos á los compradores libres de cargo con 
todos sus accesorios, de modo que ellos y sus sucesores sean 
desde luego respetados como legítimos poseedores y dueños, 
por lo que, atenta la legislación vigente en aquella época con 
arreglo á lo dispuesto en la ley octava, título treinta, partida 
tercera, «por la simple entrega délas escrituras ó haciendo otra 
de nuevo ó dándosela, gana la posesión maguer non se apodere 
déla cosa dada corporalmente >. 

Cuarto: Que en virtud de este antecedente, el campo cuestio- 
nado debe considerarse legal mente poseído por los comprado- 
res de la provincia de Córdoba y sns sucesores desde la fecha 
de la escritura referida. 

Quinto : Que por lo que respecta á la enajenación practicada 
por la provincia de Santa-Fé en primero de Febrero de mil ocho 
cientos ochenta y uno á don Eduardo Casey y otros, de quie- 


DE JUSTICIA NACIONAL 145 

nes deriva sus títulos Bell, es de observar que aunque algo an- 
terior en fecha al compromiso de primero de Marzo de mil ocho- 
cientos ochenta y uno, no aparece que antes de la celebración de 
ese compromiso esta Provincia hubiese hecho entrega del cam- 
po á los compradores, con arreglo á las disposiciones del Código 
Civil vigente ya á la sazón. 

Sixto: Que realizado el compromiso de primerode Marzo de 
mil ochocientos ochenta y uno y validadas por efecto, de las es- 
tipulaciones en él contenidas, las enajenaciones hechas por las 
provincias compromitentes con anterioridad á esa fecha, es de 
estricta aplicación al presente caso lo estipulado en la base 
sexta de aquel compromiso. 

Séptimo : Que pronunciado el laudo arbitral en diez y ocho 
de Marzo de mil ochocientos ochenta y dos, los terrenos en cues- 
tión quedan dentro de la jurisdicción territorial de la provincia 
de Santa F£\ pero resultan vendidos por la de Córdoba desde mil 
ochocientos sesenta y siete por haberlos considerado dentro de 
su jurisdicción. 

Que á lo expuesto se agrega, que la mensura practicada por 
Bell en mil ochocientos ochenta y tres con posterioridad al lau- 
do arbitral, no pudo conferirle legítimamente y en perjuicio de 
terceros derecho alguno posesorio, por haberse ejecutado des- 
pués de expedido aquel laudo, al que precedió el compromiso re- 
ferido de respetar las enajenaciones hechas por cada una de 
las provincias compromitentes. 

Finalmente, que al presente caso son en un todo aplicables los 
considerandos consignados en el fallo de esta Suprema Corte en 
la causa seguida entre Don Pedro 6. Posse y Don Jorge Bell, 
de fecha seis de Diciembre de mil ochocientos noventa, por lo 
que se agregará copia testimoniada de este fallo 

Por estos fundamentos, se declara: Que los terrenos litigados 
eneste asunto y que forman parte de la suerte número sesenta y 
tres, serie A, del plano topográfico de la provincia de Córdoba, 

T. XVI 10 
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departamento Union, pedanía de la Cruz Alta, sonde legítima 
propiedad de los señores Devoto y hermano, y que no tiene de- 
recho á ellos el oponente de la mensura practicada, Don Jorge 
Bell. Repónganse los sellos, y en oportunidad devuélvanse es- 
tos autos al Juzgado de su procedencia á los efectos que hubie- 
re lugar. 

BENJAMÍN V1CTOR1CA. — C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. 
VÁRELA.— ABEL BAZAN.— 
LUIS SAENZ PEÑA. 


« AUSA cccxxvn 


Doña María Elias de Lavallol contra la Empresa de Ferroca- 
rriles Pobladores, por cobro ejecutivo de pesos; sobre embargo. 


Sumario. — El embargo trabado sobre un bien inmueble 
ofrecido por el ejecutado, puede ser sustituido sobre una suma 
de dinero dedunciada por el ejecutante. 


Caso. En el juicio de expropiación iniciado por la mencio- 
nada empresa contra la señora de Llavallol, se acordó someter á 
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la decisión de arbitros la fijación del precio del terreno y de los 
perjuicios. El laudo fijó la cantidad de 79.384 pesos 80 centa- 
vos. A pedido de la parte de la señora de Llavallol se libró au- 
to de solvendo contra la empresa por 72.800 pesos 80 centavos 
por haber sido consignado el resto como precio ofrecido. 

No efectuado el pago, á pedido de la misma parte se libró 
mandamiento de embargo, y se dispuso que si la empresa no 
pagaba una vez requerida, se anotara contra ella una inhibición 
general. 

La empresa solicitó que se levantara la inhibición y se tra- 
bara embargo sobre un terreno cuyos títulos presentó. 

Encontrando el Juez suficiente el bien ofrecido, proveyó de 
conformidad y la inhibición se levantó. 

Posteriormente, la parte de la señora Llavallol se presentó ex- 
poniendo: que la compañía del Ferrocarril de Buenos Aires y 
Bosario debía entregar próximamente á la de los Pobladores 
una fuerte suma de dinero; que el artículo 258 da la ley de Pro- 
cedimientos, señala para la traba en primer lugar el dinero 
efectivo, y en consecuencia pedía se librara oficio al Juez Fe- 
deral de la Capital para que hiciera notificar á don Guillermo 
White, representante del Ferrocarril al Rosario, retuviera á 
disposición del Juzgada en calidad de embargo, del dinero que 
debía entregar á la Compañía de Ferrocarriles Pobladores, la 
cantidad de 57.080 pesos, saldo del capital adeudado; y hecho 
esto se levantara el embargo trabado en el terreno presentado 
por la empresa. 
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Fallo del Juez federal (ad hoc) 


La Plata, Agosto 5 de 1891. 

Estando establecido el orden determinado en el artículo 258 
de la ley de Enjuiciamiento, en beneficio del acreedor, líbrese 
exhorto al señor Juez Federal de la Capital de la República, en 
turno en lo civil, para que ordene al señor don Guillermo White, 
representante de la empresa del Ferrocarril al Rosario, que re- 
tenga á la disposición de este Juzgado y como perteneciente ala 
ejecución que sigue doña María Elias de Llavallol contra la em- 
presa de los Ferrocarriles Pobladores, la suma de cincuenta y 
siete mil ochenta pesos moneda nacional de los fondos que la 
primera de dichas empresas debe entregar ala segunda, debien- 
do también librarse simultáneamente oficio á la oficina de em- 
bargos de esta Capital para que levante el embargo decretado 
por el auto de foja 120. 

Spangemberg. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Octubre !• de 1891. 


Visto : No importando la resolución recurrida otra cosa que 
sostituir el embargo llevado á cabo á foja ciento veinte por pe- 
tición del propio ejecutado, con otro en una suma de dinero; y 
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sin perjuicio de lo que corresponda resolver, dicidida que sea 
la cuestión projnovida sobre procedencia de la acción ejecutiva 
deducida: se confirma con costas el auto apelado de foja cien- 
to treinta y cinco vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN V1CTORICA. — C. S. 
DE LA TORRE. — LÜISV. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. — 
LUIS SAENZ PEÑA. 


CAUSA ((CXWIII 


Don Antonio de Oro contra Don Trifon Cárdenas, por daños 
y perjuicios dejados á salvo por auto ejecutoriado; sobre 
competencia. 


Sumario. — Corresponde á la justicia federal la causa civil 
seguida por el vecino de una Provincia contra un vecino de la 
Capital . 


Caso. — En una demanda interpuesta por Don Antonio de Oro, 
argentino, contra Don Eduardo Galles, extranjero, sobre oum- 
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plimiento de un contrato, por el cual éste se había obligado á es- 
criturar como comprador la finia calle Montevideo número 425, 
de propiedad del demandante, se dictó sentencia en 24 de Abril 
de 1889, declarándose que Don Eduardo Galles estaba obligado 
á formalizar por escritura pública la compra de la casa citada, 
j pagar al mismo tiempo el precio estipulado, bajo pena de 
darse por rescindido el contrato y quedar obligado á satisfacer 
los daños é intereses causados. 

Esta sentencia fué apelada, desistiéndose después del recurso 
interpuesto ante la Suprema Corte. 

Vueltos losautos al Juez de Sección, se hizo y aceptó la ce- 
sión de todos I03 derechos de Galles á Don Trifon Cárdenas, ar- 
gentino, quien siguió como parte en el juicio, solicitando dili- 
gencias tendentes al cumplimiento de la sentencia. 

En seguida, en fecha de Junio 25 de 1890, el Sr. Cárdenas 
presentó escrito pidiendo se le diera por desistido de la compra. 

Substanciada esta petición, se dictó el siguiente 


Auto del Juex Federal 


Buenos Aires, Julio de 1890. 

Y vistos : Por los fundamentos del precedente escrito y de 
acuerdo al artículo 1187 del Código Civil y lo resuelto por la 
sentencia de foja. . . declárase rescindido el contrato de compra- 
venta de foja... y cesión de foja... y á cargo de Don Trifon 
Cárdenas, los daños y perjuicios originados á Don Antonio de 
Oro, por la faltado cumplimiento de aquel. 

Andrés Ugarriza. 
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Este autofaé confirmado por el siguiente: 


Pallo de la Suprema Corie 


Buenos Aires, Mayo 5 de 1891. 

Vistos : Siendo imputable al apelante la rescisión del con- 
trato de la referencia, declarada por el auto de foja ciento veinte 
y ouatro vuelta, y consentida por su parte, se confirma con 
costas dicho auto, en la parte apelada, y repuestos los sellos de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. 


Vueltos los autos al Juez de Sección, el señor de Oro pidió se 
procediera á dar cumplimiento á la sentencia de foja... orde- 
nando la liquidación délos daños y perjuicios que debía indem- 
nizarle el señor Cárdenas, con arreglo á las bases que determi- 
naba en el escrito respectivo. 

Conferido traslado, el apoderado del señor Cárdenas dijo que 
la sentencia anterior daba al señor de Oro acción para demandar 
daños é intereses, resultantes de la inejecución del contrato 
materia de lo juzgado y sentenciado, pero no para demandar el 
cumplimiento déla misma en la forma que lo hace. 

Que el derecho salvado por la sentencia al señor de Oro para 
demandar el pago de pérdidas é intereses, tiene, como obligación 
de pagar, que ser materia de una nueva acción 6 juicio, como 
resulta del artículo 15 de la ley nacional de Procedimientos, 
que dice «que cuando la sentencia contenga condenación de fru- 
tos, réditos 6 daños, deberá fijar la cantidad 6 las bases sobre que 
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baya de hacerse la liquidación; y cuando no haya mérito paralo 
uno ni para lo otro, se reservará para el juicio correspondiente». 

Y que esta nueva acción ó juicio en que debe fijarse y resol- 
verse con arreglo á derecha el quamtum de los perjuicios é inte- 
reses que se demandan, deben entablarse con arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo 1°, inciso 2 o , y artículo 57 de la ley de Pro- 
cedimientos Nacionales, si es que corresponde ala jurisdicción 
nacional, tratándose de acreedor y deudor que son argentinos. 

Citó el fallo de la Suprema Corte registrado en el tomo 16, 
serie 2 a , página 282, en el cual se declara que la demanda ordi- 
naria para provocar la liquidación de una sentencia es distinta 
de la que la motivó, y que el conocimiento de toda demanda 
fundada en acción personal, corresponde al Juez del domicilio 
del demandado. 

Dijo que oponía la excepción de incompetencia, pues siendo 
el señor de Oro vecino de la provincia de Buenos Aires y el señor 
Cárdenas vecino de la Capital Federal, el Juzgado Federal de 
esta era incompetente para conocer en el juicio, como lo había 
resuelto la Suprema Corte en lacausj) que se registra en la pá- 
gina 274, tomo 17, serie 2 a de sus fallos. 

Conferido traslado, la parte de Oro contestó: Que el Juzgado 
Federal era competente para conocer en la cuestión propuesta, 
porque no es sino un incidente del juicio seguido contra Galles 
y después contra el señor Cárdenas sobre cumplimiento de con- 
trato, y es sabido que el incidente debe seguirse ante el mismo 
Juez que conoce de lo principal; 

Que en efecto se trataba del cumplimiento de la sentencia 
para estimarlos perjuicios mandados pagar á Cárdenas, y este 
corresponde al Juez de la sentencia, como resulta de la ley I a , 
título 27, partida 3 a , y lo ha resuelto la Suprema Corte en la 
causa del tomo 5, serie I a , página i i 5; 

Que así, cuando hay condenación en costas, el Juez de la cau- 
sa conoce en el juicio ejecutivo de su cobranza, sin tener en 
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cuenta, si es un Juez Federal, la nacionalidad ó vecindad del 
abogado y del ejecutado (tomo 14, serie 2 a , página 358, Fallos 
de la Suprema Corte); 

Que el único Tribunal que está habilitado para declarar cua- 
les son los perjuicios mandados pagar por una sentencia, es el 
que dicta ésta, porque es el que puede determinar su alcance 
(tomo I o , serie 2 a , página 408, Fallos de la Suprema Corte; tomo 
I o , serie I a , página 117, Fallos de la Cámara de lo Civil de la 
Capital); 

Que en la forma en que se substancia el incidente, sea ordina- 
rio, ejecutivo 6 sumario, no altera su carácter, ni la jurisdic- 
ción (tomo 17, serie 2 a , página 210, Fallos de la Suprema 
Corte); 

Que, además, Cárdenas ejercitacomo procurador in remsuam 
los derechos de un extranjero, Galles, y la causa corresponde 
al fuero federal, según el artículo 8 o de la ley de jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Federales; 

Qne la cita del fallo en la causa que se registra en el tomo 
16, página 282, serie 2 a , es impertinente, pues se trataba allí 
de jurisdicción concurrente, y se aceptó la vista del señor Pro- 
curador General que decía: cEsta liquidación no es sino un inci- 
dente del juicio final, que es siempre el mismo, la ejecución de 
la sentencia, y puesto que para ello Mendoza optó por el Juz- 
gado de San Luis, en él deben perseverar hasta el logro com- 
pleto de su propósito»; 

Que el juicio correspondiente áque se refiere el artículo 15 de 
la ley de Procedimientos es el que él ha propuesto, pues la eje- 
cion de la sentencia puede solicitarse por la vía ordinaria ú 
ejecutiva, sin alterar la jurisdicción, que está ya radicada en el 
juicio final. 
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Fallo del Juex Federal 

Buenos Aires, Julio 6 de 1891. 

Y vistos: Resultando que el nuevo juicio entre los señores de 
Oro y Cárdenas, es solamente la continuación del anterior, pues 
en él se trata únicamente de establecer el quantum de los da- 
ños y perjuicios que á la terminación del juicio anterior, no es- 
tando líquidos, ni con base para su liquidación, ha debido remi- 
tirse al juicio correspondiente, de acuerdo á lo dispuesto por el 
artículo 15 de la ley nacional de Procedimientos; que estable- 
cida como está la jurisdicción de este Juzgado en el juicio ante- 
rior, el nuevo que deriva de éste debe seguirse y terminarse 
ante la misma jurisdicción como una aplicación exacta de la 
regla de procedimientos de que no debe interrumpirse la conti- 
nuación de la misma causa, dirigiéndola ante dos jurisdicciones 
distintas. 

Por estos fundamentos, el Juzgado resuelve no hacer lugar á 
la excepción de incompetencia opuesta por Cárdenas, quien de- 
berá oontestar directamente el traslado pendiente en el término 
legal. 

Andrés Ugarriza. 


VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 26 de 1891. 

Suprema Corte : 

La presente cuestión iniciada por Don Antonio de Oro contra 
el coronel Don Trifon Cárdenas por cobro de daños y perjuicios, 
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que le salvó la sentencia de foja 24 vuelta, confirmada por Y. £. 
á foja 134, es sólo un incidente de la causa principal seguida en 
estos autos, como Y. E. lo ha declarado en las causas análogas 
que corren en los tomos 10, página 408; 23, página 450, y 24, 
página 498 de sus fallos; y su conocimiento corresponde al Juz- 
gado que ha intervenido desde el principio en la presente causa 
y cuya competencia ha sido aceptada por las partes. 

Soy, por tanto, de opinión que el auto apelado de foja 160 
vuelta, debe ser confirmado por Y. E. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Carie 


Buenos Aires, Octubre 3 de 1891. 

Yistos: Bastando á los efectos de la jurisdicción nacional en 
el presente caso, con arreglo & lo dispuesto por el articulo ciento 
once, inciso segundo,de la ley de doce de Noviembre de mil ocho- 
cientos ochenta y seis, el hecho resultante de autos de ser Don 
Antonio de Oro vecino de la provincia de Buenos Aires y Don 
Trifon Cárdenas de esta Capital; se confirma con costas de una y 
otra instancia el auto apelado de foja ciento sesenta vuelta. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín victorica.— c. s. de 
la torre. — abel bazan. — 
luis saenzpeña. 
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CAUSA CC'CX&IX 


La sociedad «La Edificadora» contra don Meliton Sanlestéban, 
por cumplimiento de un contrato; sobre absolución de posi- 
ciones. 


Sumario. — La parte que reside fuera del municipio no pue- 
de ser obligada á absolver posiciones sino en el lugar de su re- 
sidencia. 


Caso. — Contestada la demanda por don Meliton Santeste- 
ban en persona, el cual constituyó domicilio en la calle Bolívar 
número 256, el mismo demandado confirió después poder á 
Benito Gino, indicando en él por su domicilio la casa calle Riva- 
davia número 4400. 

Abierta la causa á prueba, la parte demandante pidió que 
Santesteban absolviera posiciones, y así lo dispuso el Juez, 
mandando que se le intimara compareciera al Juzgado el 22 de 
Agosto del corriente año. 

Notificado el apoderado de Santesteban, manifestó que éste 
se hallaba domiciliado actualmente en Morón, en la calle Riva- 
davia á media cuadra de la plaza, loque hacía presente á fin de 
que se dirigiera oficio al Juez de sección de Buenos Aires para 
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que encargara á su Tez la recepción de las posiciones alJuez 
local. 

El Juez mandó librar el oficio. 

La parte demandante reclamó contra este proveído manifes- 
tando: Que no sabe si el demandado reside actualmente en Mo- 
rón; pero que al trabarse el pleito por demanda y contestación, 
él denunció y declaró su domicilio en esta Capital. Que el día 
señalado para absolver las posiciones, Santesteban se hallaba 
en esta ciudad, pues lo ha visto en la obra á que se refiere el jui- 
cio, como también lo han visto su abogado, don Leopoldo Rodin 
y el señor Giménez Yinet. Que en las posiciones que debe 
presentar, hay referencias á los documentos agregados á los au- 
tos, y si el acto se realizara fuera delJuzgado, ó no se podrían 
hacer esas preguntas, lo que importaría restringir sus medios 
legítimos de defensa, ó sería preciso remitir los autos al Juz- 
gado de Paz de Morón. Que aunque sea cierto, lo que es du- 
doso y no está probado, que el demandado se haya mudado á 
Morón, no puede alterar los efectos del cuasi-contrato de la litis 
contestación, y de ésta resulta que el pleito se trabó en el con- 
cepto de residir en el lugar del juicio. Que por consiguiente, 
debe citársele en el domicilio que constituyó en autos. Que es 
mas equitativo en todo caso, hacer que el absolvente venga de 
Morón á contestar las posiciones, que no mandar el pliego de 
posiciones con los autos á La Plata y de esta ciudad á Morón, 
para que dé después la misma vuelta con grave peligro de que 
se pierdan los autos ó algunas de sus constancias. Que San- 
testeban tiene sus ocupaciones en esta Capital, donde es empre- 
sario de obras, donde está patentado y donde se halla todos los 
días, como se hallaba el dia que se señaló para que contestara las 
posiciones. Pidió que se dejara sir efecto el decreto por el cual 
se manda que las posiciones sean absueltas en Morón, y que se 
citara al demandado para que compareciera el Juzgado, debien- 
do notificársele en el domicilio que constituyó al contestar la 
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demanda y también si se cree útil para mayor abundamiento, en 
el que expresó tener cuando confirió poder. 


Fallo del Juez Federal 

Buenos Aires, Agosto 26 de 1891 . 

Por las consideraciones expuestas por esta parte en el prece- 
dente escrito, se deja sin efecto el auto de foja ciento sesenta y 
siete vuelta y en consecuencia intímese á don Meliton Santes- 
teban comparezca al Juzgado el dia treinta y uno del corriente 
á la una de la tarde bajo apercibimiento, debiendo hacérsele la 
citación en el domicilio que tiene constituido en autos. 

Ligar riza. 

Fallo de la Suprema Corte 

Bueoos Aires, Octubre 6 de 1891. 

Vistos : No contradicífodose el hecho de la residencia de 
don Meliton Santesteban en el pueblo de Morón, provincia de 
Buenos Cires, y atentólo dispuesto por el artículo ciento diez y 
ocho de la ley de Procedimientos : se revoca el anto apelado de 
foja ciento ochenta y tres y se declara que debe librarse despa- 
cho de comisión á la autoridad judicial correspondiente para la 
absolución de posiciones á que este incidente se refiere. 

Repónganse los sellos y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — LUISSAENZ 
PEÑA. 
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CAUSA CCCIII 


El Doctor Don Domingo Fernandez contra Don Julián Socas, 
por cobro ejecutivo de arriendos ; sobre excepción de pa- 
go y nulidad. 


Sumario. — I o En el juicio ejecutivo por cobro de arriendos 
anuales, el pago hecho voluntariamente) de una anualidad que 
se alega haber sido indebida, no puede fundar la excepción de 
pago respecto de otra de las anualidades cuyo importe se de- 
manda . 

2<> No procede la excepoionde nulidad fundada en haberse pe- 
dido mayor suma de la que se pretende deber, y en la falta de 
recaudos que no se expresa cuáles sean. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo del Juez Federal 


B uenos Aires, Noviembre 18 de 1890. 

T vistos estos autos iniciados por Don Juan Coronado en re- 
presentación del Doctor Don Domingo Fernandez, contra Don 
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Julián Socas sobre cobro ejecutivo de pesos, de los cuales resul- 

» 

tan los antecedentes que \ continuación se expresa. 

A foja 8 se presentó el señor Coronado acompañando el con- 
trato de locación celebrado entre el Doctor Fernandez y el se- 
ñor Socas, de un campo situado en Entre Rios, distrito < El Fe- 
deral», perteneciente al primero, el cual lo arrendaba al segundo 
por el precio y bajo las cláusulas que enumera el expresado 
contrato agregado á foja 4: manifiesta al mismo tiempo que por 
no estar bien determinado en aquel contrato la época y forma 
de entrega del campo arrendado, se suscitaron entre los contra- 
tantes diferencias que fueron zanjadas en virtud de un arreglo 
celebrado ante la Suprema Corte, el cual corre á foja 28 de los 
autos agregados y caratulados < Socas, Don Julián, contra Fer- 
nandez, Don Domingo, sobre cumplimiento de sentencia», en el 
cual se determina que el arrendamiento corre desde el I o de Di- 
ciembre de 1883, agregando que por convenio privado y en vir- 
tud de reclamaciones de Socas consintió el Dr. Fernandez en no 
cobrarle los arriendos del mes de Diciembre. Que cumpliendo lo 
convenido, el señor Socas le abonó la anualidad correspondiente 
al año 1884 en la fecha convenida, por la cual le otorgó el co- 
rrespondiente recibo, expresando la procedencia del pago y la 
fecha convenida para empezar á correr la obligación; concluye 
manifestando que desde el año siguiente el señor Socas no le 
paga los arrendamientos convenidos, por cuyo motivo viene á 
deducir la correspondiente acción ejecutiva, la cual comprende 
los arrendamientos de 1885, 1886 y 1887, ampliado posterior- 
mente ( foja 108) por lósanos 1888 y 1889. 

El ejecutado, previos los trámites que constan de autos y lle- 
gado al estado délas excepciones, opuso las de pago por la anua- 
lidad correspondiente al año 1885 y de nulidad de la ejecución 
instaurada. Funda la primera en que la anualidad cuyo pago 
confiesa el doctor Fernandez, aunque imputándola ál884, debe 
imputarse al año siguiente, pues recien en Diciembre del 84 
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tomó posesión del campo, y la segunda en que la ejecución se 
inició en contravención á lo dispuesto por el artículo 248 del 
Código de Procedimientos, pues comprende mayor suma que la 
legítima y no se ha establecido previamente desde cuándo y por 
qué área se adeuda. 

T considerando : I o Que objetándose por el demandado úni- 
camente el cobro de la anualidad que el demandante imputa al 
año 1884, mientras aquel sostiene debe imputarse al año si- 
guiente, la excepción de pago se refiere únicamente á ésta, ha- 
biendo por lo tanto conformidad respecto de las anualidades 
subsiguientes. De la transacción celebrada entre los apoderados 
de los señores Socas y Fernandez y que corre agregada á foja 28 
del expediente agregado ycaratulado «Socas, don Julián A., con- 
traFernandez, don Domingo, sobre cumplimiento de sentencia», 
resulta que la parte de Socas se obligó á pagar los arrendamien- 
tos establecidos en el contrato desde el mes de Diciembre de 
1883 ; pero el mismo Fernandez reconoce que por convenio par- 
ticular se acordó que este plazo debía entenderse transferido al 
I o de Enero de 1884, desde cuya fecha Socas aparece obligado 
al pago de los arrendamientos de la estancia « La Clodomira». 
Es cierto qne el apoderado del doctor Socas pretende que no 
habiendo entrado en posesión de la finca sino el 3 de Diciem- 
bre de 1884, los arrendamientos no empiezan á correr sino desde 
el I o de Enero del año siguiente, por cuya razón imputa á éste 
la única anualidad que aparece pagada al doctor Fernandez. Pe- 
ro el solo hecho de que hubiera entrado en posesión recien en 
la fecha indicada, suponiéndolo exacto, no modifica las obliga- j 

ciones resultantes del arreglo celebrado ante la Suprema Corte, 
en una de cuyas cláusulas se establece terminantemente que el 
señor Socas se obligó á pagar los arrendamientos desde Diciem- 
bre de 1883, y Si bien se establece en el mismo inciso del conve- 
nio que se deberá ordenar telegráficamente la entrega del cam- 
po para que tenga lugar el I o de Diciembre, esta cláusula, da- I 
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dos los términos en que está concebida, no importa sino una 
modalidad délas obligaciones contraídas recíprocamente y no 
ana condición á la cual aparezca subordinada la obligación de 
pagar el arrendamiento, pues no se insinuaría siquiera esta cir- 
cunstancia debiendo en todo caso y en la duda declararse que 
hay modo y no condición, según lo establece el artículo 558 del 
Código Civil, y por lo tanto el derecho del señor Socas se limi- 
ta á exigir el cumplimiento de dichas cláusulas, mus no diferir 
ó suspender el de las obligaciones contraídas por él. 

Además, de la prueba producida por el demandante resulta 
que el demandado estaba ya en posesión efectiva del campo 
arrendado con mucha anterioridad á la fecha de la posesión ju- 
dicial que resulta de la diligencia de foja sesenta y nueve del 
expediente agregado y seguido ante la justicia nacional, y aún 
con anterioridad al I o de Diciembre de 1883, pues ha afirmado 
que el señor Socas ha ejecutado actos posesorios tales como 
corte de montes, construcción de poblaciones y corrales, y 
subarriendo de una parte del campo; afirmaciones que no han 
sido contradichas por el apoderado del señor Socas y que apare- 
cen comprobadas por las constancias de autos, tales como el 
testimonio agregado á foja 259 del expediente seguido ante el 
Juzgado de la Capital, cartas agregadas á foja 218 del mismo, 
carta de foja 280 del mismo firmada y reconocida por el señor 
Socas y finalmente testimonio agregado á foja 305 de los mis- 
mos autos, no habiendo producido la contraparte, ni siquiera 
intentado producir pru6ba alguna que desautorice aquella afir- 
mación y los comprobantes en que la apoya el demandante y 
que quedan enumerados, pues la diligencia de foja 69 del ex- 
pediente agregado constata únicamente el acto de la posesión 
judicial, á lo cual ni siquiera hace mención el convenio cele- 
brado ante la Suprema Corte entre Socas y Fernandez, que se 
limita á establecer que se ordenará telegráficamente la entre- 
ga del campo. 
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Fot lo demás, esta obligación aparece cumplida según resulta 
del telegrama agregado á foja 36 del mismo expediente, no ha- 
biéndose probado que la faltado cumplimiento á aquella orden 
judicial fuera imputable al doctor Fernandez, y no debiendo 
suponerse tal cosa, por tratarse de hechos que pasan entre ter- 
ceros. 

Por todo lo expuesto, resulta que la anualidad pagada por el 
señor Socas debe imputarse al año 1884, lo que por otra parte 
es lógico, pues no es verosímil suponer que el señor Socas hu- 
biera pagado voluntariamente con un año de anticipación una 
anualidad que según los términos de su convenio debía satisfa- 
cer recien dios seis meses de comenzar á correr el plazo de lo 
adeudado. 

Considerando en cuanto á la nulidad: que esta excepción no 
es de las enumeradas en el artículo 270 de la ley nacional de 
Procedimientos; pero qae aún equiparándola á la de inhabili- 
dad del título, no ha sid j comprobada; pues el demandado la 
funda simplemente en iniciarse la ejecución por mayor suma 
que la adeudada, la cual no es bastante causal para invalidar 
un título ejecutivo; y por otra, parte, de lo anteriormente ex- 
puesto resulta que este hecho no es exacto, y se agrega que la 
ejecución ha sido iniciada sin los recaudos necesarios, no men- 
ciona ai quiera qué recaudos faltan, por lo cual el Juzgado debe 
considerarlos como llenados todos. 

Por estos fundamentos el Juzgado declara: que Don Juan 
Coronado ha justificado la acción instaurada, no habiéndolo 
sido las excepciones opuestas por el demandado y en consecuen- 
cia ordena se lleve adelante la ejecución, debiendo pagar el se- 
ñor Socas al doctor Fernandez el importe de las anualidades 
correspondientes & los años 1885 á 1890 á razón de mil sete- 
cientos cincuenta pesos oro por año, lo que bace'un total de diez 
mil quinientos pesos oro 6 su equivalente en moneda legal á 
la época del pago, siendo á su cargo las costas del juicio, que- 
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dando á salvo las acciones que crea corresponderá al deman- 
dado para reclamar sobre la entrega del campo. Repóngase las 
fojas y notifíquese original. 

Andrés Ugarriza. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Octubre 6 de 1891. 

Vistos : Por los fundamentos aducidos por el Juez de Sección 
relativamente á la excepción de nulidad deducida, y conside- 
rando por lo que respecta á los arriendos devengados durante el 
ano mil ochocientos ochenta y cuatro, que ellos resultan haber 
sido voluntariamente pagados por el ejecutado, y que si alguna 
acción tiene para su repetición ella no puede hacerse valer sino 
en la vía ordinaria correspondiente: se confirma con costas la 
sentencia apelada de foja doscientos noventa y cuatro, y repues- 
tos los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
LUIS SAENZ PEÑA. 
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CACHA CCCIXX1 


Don Calixto González contra don Emilio Magaldi, por daños y 

perjuicios; sobre prueba de testigos. 


Sumario. — Vencido el término probatorio, no es admisible 
la presentación de testigos que no fueron examinados en tiempo, 
debido á negligencia de la parte. 


Caso. — Lá causa se recibió á prueba por diez días, teniendo 
lugar la última notificación del auto respectivo, el 12 de Fe- 
brero del año Í891. Posteriormente el término de pruebas se 
prorrogó por todo el de la ley. 

En 26 de Febrero, la parte de Magaldi presentó testigos, 
entre ellos, cuatro, que pidió fueran examinados en la misma 
casa á que se refiere el juicio, y cuyos nombres son Juan Gallo- 
way, Indalecio González, Miguel Rol l i y Luis Collini. 

£1 Juez proveyó de conformidad en cuanto al lugar en que 
debían ser examinados lostestigos, señalando el 9 de Marzo á laa 
cuatro de la tarde (foja 86 vuelta) y cometiendo la diligen- 
cia al Secretario si á él no le fuera posible asistir. 

El examen no tuvo lugar, y Magaldi pidió se señalara otro 
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día, que fué fijado para el 30 de Marzo, y luego para el 4 de 
Abril de 1891. 

González se opuso, por haber vencido 'el término; Magaldi 
insistió, alegando qué había concurrido con los testigos el día 
30 de Marzo, no siendo culpa de él si no habían sido exa- 
minados. . 


Fallo del Juez Federal 


Rosario, Agosto 11 de 1891. 

T vistos : El incidente sobre prueba promovido por la parte 
de don Calixto González, á foja 147, oponiéndose al examen de 
los testigos de don Emilio Magaldi, fundándose en la circuns- 
tancia de haber concluido el término de prueba cuando se soli- 
citó por Magaldi la designación de una nueva audiencia para 
que aquellos prestaran la declaración, y la misma que se dice 
haber sido recibida dentro del término de prueba si hubiera 
habido mayor diligencia de parte de dicho Magaldi. 

Con lo expuesto por el demandado á foja 160 y la prueba 
producida á fojas 163 y 165 á 168; y considerando : 

4 o Que los testigos de la referencia han sido presentados por 
la parte de Magaldi en tiempo oportuno, ey decir, durante el 
término probatorio. 

2 o Que los testigos pueden ser examinados fuera del término 
de prueba cuando por hecho no imputable á la parte que los 
presenta no hubiesen podido serlo dentro de aquel término 
(Fallos de la Suprema Corte, serie 2\ tomo 3°, página 76, y se- 
rie I a , tomo 6°, página 161 ). 

3 o Que de la prueba producida resulta haber la parte de Ma- 
galdi presentado los testigos Miguel Rolli y Luis Callini, quie- 
nes concurrieron en el último día designado por el Juzgado al 
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sitio especial (casa materia de la cuestión), donde esas decla- 
raciones debían tener lagar, no habiéndose evacuado esa dili- 
gencia, por haberse informado al Juzgado ( que debía consti- 
tuirse en el local indicado) ni encontrarse en la hora designa- 
da en el decreto respectivo, ni los testigos, ni la parte in- 
teresada. 

4 o Que no obstante lo anterior, de las declaraciones corrien- 
tes á fojas 165 vuelta y 166 y del informe del Secretario de 
foja 158, resulta, empero, que los dichos testigos habían con- 
currido al indicado sitio, momentos antes ó después de la hora 
designada por el Tribunal para la practicaje la diligencia ex- 
presada. 

5 o Que esa concurrencia demuestra la voluntad que se tuvo, 
tanto de parte de los testigos como departe del demandado, 
de dar cumplimionto al decreto de la referencia y hace impro- 
cedente la condenación que en un caso contrario pudiera recaer 
sobre Magaldi ; no pudiendo al presente siquiera aducirse la 
circunstancia de que la presentación hecha ha sido verificada 
fuera de la hora designada y de la de audiencia pues que 
fuera de estas horas es para la que se hizo el señalamiento de 
la referencia y los testigos se presentaron en el transcurso del 
mismo día que para el efecto se les designó. 

6° Que las circunstancias de que se ha hecho mérito no pu- 
dieron tenerse presente al dictarse el decreto condicional de 
foja 146, puesto que las mismas han venido recien á patenti- 
zarse con posterioridad y á mérito de la prueba producida, des- 
pués de aquel decreto y de los informes que se tenían recibidos 
y fundaban el mismo. 

7 o Que es del caso entonces aceptarla declaración de los tes- 
tigos que la parte de Magaldi presentó el día 30 de Marzo, 
dando cumplimiento al decreto de fecha 19 de ese mes, de 
acuerdo con la jurisprudencia recordada en el considerando 2 o 
de este fallo, no debiéndose, según esa misma jurisprudencia, 
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aceptar los demás testigos que como don Indalecio González, 
según su misma confesión de foja 165, no concurrieron á cum- 
plir lo ordenado, descuidando también y á su vez la parte de 
Magaldi la obligación que tenía de hacer en dicho día la pre- 
sentación de todos sus testigos. 

Por tanto: se declara que la parte de don Emilio Magaldi 
tiene Jerecho á presentar y presente al tercer día hábil poste- 
rior al de la última notificación délas partes, los testigos Mi- 
guel Rolli y Luis Collini para ser examinados al tenor del 
interrogatorio respectivo, no pudiendo hacer igual cosa con los 
demás: sin especial condenación en costas, por no haber mérito 
para ello. Notifíquese y repóngase. 

G. Escalera y Zuviria. 


rallo de Suprema Corte 


Buenos Aires, Octubre 6 de 1891. 

Vistos: Por los fundamentos del Juez de Sección en lo re- 
ferente á las declaraciones de los testigos Galloway y Gonzá- 
lez: se confirma el auto de foja ciento setenta y tres en la par- 
te apelada; y repuestos los sellos, devuélvanse, siendo las 
costas causadas de cargo del apelante. 

benjamín victor ic a. — Calix- 
to S. DE LA TORRE. '¿-LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
LUIS SAENZ PEÑA. 
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CAUSA CC CX XX II 


Don Pedro A. Espoz por si y por Espoz y Aguirre, contra don 
José Dulce, por cobro ejecutivo de pesos; sobre personería . 


Sumario, — I o El poder conferido por el administrador de ana 
sociedad para vender j cobrar judicialmente lo que se deba, es 
bastante para exigir en juicio el pago del precio de lo ven- 
dido. 

2 o Al comprador que ha aceptado, al comprar, la personería 
del apoderado, no es lícito desconocerla al exigirsele por éste 
el pago del precio. 

3 o £1 comparendo ordenado para procurar un arreglo y un 
traslado conferido para mejor proveer, no causa nulidad del 
procedimiento ejecutivo. 


Caso.— Lo indica el 


Ful l o del Juez Federal 


Catamarca, Junio 22 de 1891. 

Y vistos: los autos en el juicio ejecutivo iniciado por don Pe- 
dro Advíncala Espoz en representación déla sociedad de Espoz 
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y Aguirre, del comercio de Chile, contra don Jos^Dulee, y de 
los que resulta: Que el señor Espoz se presentó en Julio del 
año pasado cobrando ejecutivamente cantidad de pesos al de- 
mandado, exponiendo que el documento obligación había sido 
presentado por su demandado en los autos iniciados por éste 
sobre exhibición de documentos y pedía se agregara una copia 
de él como fundamento de su acción '.ejecutiva, á lo que no 
habiendo hecho lugar el Juzgado, se presentó nuevamente Es- 
poz acompañando el documento que corre en autos, el que se 
pasó en vista al Procurador Fiscal para con su dictamen pro- 
veer lo que fuera conducente. Que en este estado se paralizó 
el expediente así como los otros iniciados por Dulce, como 
consta del mismo y del acta de foja 32, moviéndose con fecha 
22 de Abril último por don Dermidio Ocampo á cuya solicitud 
él Juez proveyó, llamando á las partes á juicio verbal y en el 
comparendo habido se expresaran los motivos del auto. Que. 
habiendo en el comparendo siguiente, corriente á fojas 33 y 34, 
que tuvo lugar por convenio de partes, según consta del acta de 
fojas 32 y 33, manifest&dose dudas sobre la suficiencia del 
poder de don Pedro A. Espoz para exigir p1 cumplimiento de 
las obligaciones provenientes del contrato que corre en autos, 
se dio traslado á la parte de Dulce para mejor proveer. 

2 o Que este traslado no es contrario á la ley de Procedi- 
mientos nacionales, puesto que ella faculta al Juez para dictar 
esa clase de autos, le manda examinar cuidadosamente el 
instrumento con que se pide la ejucucion, que comprende im- 
plícitamente la de los documentos habilitantes y no contraría 
por lo tanto la naturaleza del juicio ejecutivo, desde que el Juez 
por si mismo podía aceptar ó no la acción ejecutiva, provi- 
dencia que por otra parte se tomaba para ilustrar más el cri- 
terio del Juez, lo que se justificaba hasta cierto punto por 
el ejecutante en el acta de 27 de Abril, al afirmar que el poder no 
le daba facultades para contestar la demanda entablada por la 
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parte del señor Dulce contra la sociedad de Espoz y Aguirro, no 
obstante tener por origen ambos juicios el mismo contrato. 
Que aunque así no fuera, esa providencia no podía causar nu- 
lidad al procedimiento, cuando ella tenía por objeto evitar 
gastos y tiempo á las partes y por lo tanto no se hace lugar á 
la revocatoria ó nulidad de las mismas. 

Y considerando: I o Que la representación para acreditar la 
personería del señor Pedro A. Espoz consta del poder otorgado 
en la ciudad de Copiapó, República de Chile, el 20 de Se- 
tiembre de 1889, cayo poder es otorgado por don Camilo Agui- 
rre como socio administrador de la sociedad Espoz y Aguirre 
en los términos que expresa el poder que corre de fojas 1 á 4. 

2 o Que en la cláusula que se transcribe en dicho poder y por 
el que consta la representación en virtud de la cual obraba 
Aguirre, dice textualmente: cque por escritura otorgada ante 
el [que suscribe con fecha diez y siete de Marzo de mil ocho- 
cientos setenta y siete, formaron una sociedad comercial colec- 
tiva para girar en esta y la República Argentina bajo la raz'on 
social de Espoz y Aguirre por el término de cinco años, que ven- 
cieron el 18 de Enero de 1882 y que habiendo continuado dicha 
sociedad de Espoz y Aguirre los mismos negocios de su giro 
hasta hoy por convenio tácito de los parecientes, después de la 
próroga de dos años dos meses de que da razón la escritura es- 
tendida sobre el particular y también ante mí en diez de Abril 
de mil ochocientos ochenta y tres, vienen por la presente don 
Camilo Aguirre y don José Milciades Espoz en declarar proro- 
gado el término de la expresada sociedad de Espoz y Aguirre, 
hasta el 31 de Diciembre del año entrante de 1890, es sin que 
se entienda variación alguna en los negocios de dicha sociedad 
y en las obligaciones de los asociados» (folio 1 ). 

3 o Que aunque el mandato conferido á don Pedro A. Espoz 
por don Camilo Aguirre sea amplio y general, él no podía ser 
conferido válidamente desde que, según la cláusula trascrita, 
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la sociedad entre don Camilo Aguirre y don José M. Espoz, 
es una sociedad comercial colectiva y no podrá don Camilo 
Aguirre, á nombre de la sociedad Espoz y Aguirre, conferir 
poder para exigir el cumplimiento de obligaciones enteramente 
civiles como es la compra y venta de tierras, siendo la socie- 
dad comercial colectiva (artículo 452 del Código de Comercio 
y sus concordantes artículos 8°, 223, 459 y 451 del mismo). 

4° Que constando del instrumento de poder que la sociedad 
de Espoz y Aguirre ejercía su giro en esta República y la de 
Chile, está sujeta dicha sociedad á las prescripciones del Código 
de Comercio, y por lo tanto el poder conferido á don Pedro A. 
Espoz á nombre de la sociedad Espoz y Aguirre, debió ser 
suscrito por el otro socio don José Milciades Espoz, para que 
tenga eficacia respecto á la ejecución de actos enteramente ci- 
viles y extraños por lo tanto al carácter de una sociedad comer- 
cial colectiva ( artículos 282, 285, 286, 301 , 308 y 309 del 
Código de Comercio ). 

V Que aún en el supuesto de que la ejecución de las obli- 
gaciones que se trata de gestionar ante este Juzgado fuesen 
comerciales, debió acompañarse no sólo el instrumento proba- 
torio de la sociedad, sino también el de su registro para que 
sean admitidas en juicio, de conformidad á las prescripciones de 
los artículos 285, 286, 287 y 296, lo que no se ha hecho. 

6 o Que proviniendo las facultades de don Pedro Advíncula 
Espoz del poder que corre en autos, no ha podido transmitir á 
las sustituidas Acuña y Ocampo, otras que las que él tenía, y 
como por los considerandos anteriores se ve que don Camilo Agui- 
rre no ha podido legal mente á nombre de la sociedad comercial 
de Espoz y Aguirre conferir poder para exigir en esta República 
la ejecución de obligaciones de carácter civil, pues en caso de 
ser vencidos en juicio los ejecutantes no podían responsabili- 
zar por ello al socio don José Milciades Espoz, porque el 
poderdante Aguirre obró sin facultades para ello (artículo 
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226 del Código de Comercio y 36, 37 y 39 del Código Civil). 
Por estas consideraciones, no se hace lugar á la ejecución 
entablada por falta de personería legal del actor ejecutante 
para exigir el cumplimiento délas obligaciones resultantes del 
contrato público acompañado. Notifíqnese con el original, de- 
biendo agregarse copia del poder que acredita la personería de 
la parte Barrionuevo, que corre en el expediente número 685, 
y repónganse los sellos. Y teniendo presente los términos del 
último escrito del señor Ocampo, se recomienda á éste y á su 
abogado, que en lo sucesivo guarden más respeto en sus es- 
critos. 

Francisco C, Figueroa. 


Fallo ile la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 8 de 1893. 

Vistos y considerando: Que el poder de foja primera con que 
el demandado funda su personería es bastante por sus términos 
para acreditar ésta. 

Que aceptada, además, por el demandado la facultad de don 
Pedro A. Espoz, para vender por sí y á nombre de la sociedad 
Espoz y Aguirre los terrenos cuyo precio se demanda, contra- 
tando y llevando á cabo con dicho Espoz la compra de dichos 
terrenos, no le es dado hoy lícitamente desconocer la persone- 
ría con que éste procede para exigir en juicio el cumplimiento 
de las obligaciones de dicho contrato, sin perjuicio de las ac- 
ciones ó excepciones que pueda oportunamente hacer valer sobre 
la eficacia de la ratificación que confiesa á foja treinta y nueve 
vuelta, haber presentado dicho Espoz del contrato de compra- 
venta de la referencia. 
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Que la naturaleza de la operación civil ó comercial llevada á 
cabo 7 ie que emana este juicio, en nada obsta absolutamente 
á la personería del demandante. 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja 
cuarenta y cinco 7 se declara que don Pedro A. Espoz tiene per- 
sonería bastante en el presente juicio 7 debe en consecuencia 
el Juez de sección proceder á resolver lo que corresponda en él 
con arreglo á lo dispuesto por el artículo doscientos cincuenta 
7 dos de la 107 nacional de Procedimientos, tío haciéndose lu- 
gar al recurso de nulidad interpuesto por no ser procedente. 
Kepónganse los sellos 7 devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — CALIXTO 
S. DE LA TORRE. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL RAZAN. — LUIS 
SAEZ PEÑA . 


CAUSA C CC XX A I II 


Don Máximo Lucero contra doña Dolores Fernandez de Calvo; 

sobre interdicto de adquirir 

Sumario. — i° No procede el interdicto de adquirir contra el 
demandado que alega dominio 7 usufructo en los bienes recla- 
mados. 

2 o En este casóla demanda debe substanciarse por la vía or- 
dinaria. 
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3° La posesión del demandado desde más de nn año, excluye 
el interdicto de recobrar. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo del Juez Iletrado 


Viedma, Febrero 20 de 1891. 

Y vistos: estos autos seguidos á instancia de don Máximo Lu- 
cero contra doña Dolores Fernandez de Calvo, sobre interdicto 
de adquirir la posesión de una fracción de terreno en el Dique. 

T considerando : l°Que el actor funda su acción en el derecbo 
de dominio que le acuerdan los títulos corrientes á fojas 1 y 2 
y fojas 16 y 22 inclusives, de los que resulta: I o que en 7 de 
de Junio de 1819 el comandante político y militar de la costa 
Patagónica, capitán de línea don Francisco Javier de Sancho, 
concedió la posesión y propiedad del terreno del Dique á don 
Agustin^Calvo, de cuyos herederos hubo comprado pequeñas 
fracciones don José M. Marino, fracciones que á la muerte de 
éste la obtuvo el actor Lucero por remate judicial, según acre- 
dita el documento de foja 22, expedido á su favor en 10 de 
Mayo de 1863 por el Juez de Paz, comisionado, don José At- 
kins; y 2 o que posteriormente en Noviembre de 1883, se pro- 
cedió á la repartición del terreno el Dique, adjudicándose al 
demandante Lucero, por las fracciones compradas, cuatroscien- 
tas ochenta varas de frente por treinta y dos cuadras de fondo 
y señalándole linderos segunapareca del documento de fojasl y 2. 
Que estando la parte adjudicada á Lucero ocupada por la 
coheredera doña Dolores F . de Calvo, y no queriendo ésta en- 


\ 


176 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

tregarla deducía el presente interdicto, que pedía se le hiciere 
lugar, con costas, daños y perjuicios. 

2 a Que la demandada en el juicio verbal de que instruye la 
diligencia de fojas 7 vuelta y siguientes, contesta que no tiene 
nada absolutamente del demandante Lucero y que el terreno 
que ella posee es por título expedido á su favor por el Gobierno 
Nacional, sin detentar el terreno á que^l actor se refería, al que 
no reconocía derecho alguno dentro de los límites de su pro- 
piedad y concluye pidiendo que sea rechazada .la demanda con 
costas, daños y perjuicios. 

3 o Que para que proceda el interdicto de adquirir se requiere 
no sólo título suficiente sino también que nadie posea los bie- 
nes á adquirirse, no pudiéndose en caso de estar poseídos por 
otra persona, privarse á ésta de la posesión sin ser oída y 
vencida en juicio (artículos 564 y 565 del Código de Proce- 
dimientos); en cuya virtud fué citado al juicio, y compareció y 
fué oída en la defensa que á sus derechos alegó como perti- 
nentes la demandada. 

4 o Que no obstante de fundar ésta la posesión del terreno li- 
tigado en títulos expedidos pnr el Gobierno Nacional, en el 
juicio verbal correspondiente no ha presentado dichos títulos 
ni documento alguno que acrediten su derecho de posesión, ni 
ha producido ni intentado producir prueba de otro género, re- 
sultando de aquí que es infundado el derecho alegado y que la 
posesión de la fracción de terreno que reclama el actor ; ha sido 
ilegítima ( artículo 2355 del Código Civil ), porque carecía de 
título para ella. Pues, si le favorecía el título invocado ha 
debido exhibirlo como obligación para acreditar su derecho en 
juicio, en contraposición al derecho reclamado por el actor 
( artículo 2363 del mismo Código). Desde que se demandaba la 
adquisición déla posesión del inmueble por ella poseído, era 
pues el caso de la obligación preceptuada por este artículo, ya 
sea para enervar la fuerza probatoria de los títulos presentados 
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de contrario, ya para constatar y afianzar su derecho invocado. 
5 o Que al absolver la 2 a y 3 a pregunta del interrogatorio de 
posiciones de foja 9 á foja i 1 , la demandadaconfiesa ser ciertala 
personería investida por el actor; esto es, que Marino compró 
á los herederos de Calvo la fracción de terreno relativa y que el 
demandante Lucero á su vez compró de Marino dicha fracción, 
la cual ella la tenía ocupada en virtud del título de que antes 
se hizo mérito; y al absolver la 6 a pregunta, confiesa que es 
cierto comisionó á un hijo suyo para que arreglara con los 
interesados en el Dique, según sus documentos, á fin de entre- 
garles la parte que les correspondía en el terreno que le había 
escriturado el Gobierno Nacional ¿ condición que le reembol- 
saran los gastos rotativos, resultando de esta confesión, que 
efectivamente fué cierto el convenio de herederos celebrado an- 
te el señor Juez de Paz y de que hace mérito el documento de 
fojas i j 2. Y por la absolución de la posición 10 a , esto es, por 
confesión propia, la demandada hace constar que ella sólo tiene 
derecho en el terreno del Dique á ,1a parte que correspondió al 
esposo por herencia del causante don Agustin Calvo, aunque 
agrega que compro las partes de otros herederos, pero no men- 
ciona en esta compra la fracción cuya posesión reclama Lucero. 
Se deduce fácilmente de dicha confesión y las constancias de 
autos, que la demandada doña Dolores Fernandez de Calvo te- 
nía conocimiento y sabía que la fracción del terreno que compró 
y poseyó muchos años pacíficamente el nombrado Marino, le 
pertenecía á don Máximo Lucero; que hubo el año 83 arreglo 
entre éste y los demás interesados y herederos, cuyo arreglo fué, 
según confiesa el actor á foja 30 al absolver posiciones, dár- 
sele á cada parte su documento ó título respectivo, después de 
haber mensurado, dividido y amojonado cada una de las frac- 
ciones de terreno, y dándose la posesión á todos los interesados 
de su respectivo lote, por el Juez de Faz que figura en el docu- 
mento de fojas i y 2 y el agrimensor municipal. 

T. xvi 32 
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6 o Que los jueces al pronunciar sentencia deben sujetarse á 
las acciones deducidas en el juicio (artículo 216 del Código de 
Procedimientos), según lo alegado y probado por las partes, y 
conforme á la demanda y contestación (leyes 2, título 16, li- 
bro H, Novísima Recopilación, y 16, título 22, partida 3 a ). 

Quede la contestación de la demandada, no resulta excepción 
alguna liberatoria que haya sido deducida en forma contra la 
procedencia de la acción intentada; pues sólo se ba opuesto el 
de'recho de posesión al inmueble en virtud del título expedido 
por el Gobierno Nacional, y ni este título se ha producido en 
juicio para corroborar tal aserto; y por consiguiente el Juzga- 
do tiene que pronunciarse con arreglo á sólo lo que actor y de- 
mandada han alegado en defensa desús derechos, sin que pueda 
extenderse á apreciar otros hechos que no han sido articulados; 
así es que, la prueba que podría resultaren favor de la deman- 
dada por la confesión que hace el actor al absolver á foja 29 
vuelta las preguntas de las posiciones de foja 28, 4 a y 5 a posi- 
ción, como no se refieren estas á excepción ó hechos articulados 
al contestar la demanda ni tampoco se las meritúa en el ale- 
gato de foja 31, es, pues, improcedente (artículo 108 del Código 
de Procedimientos); pues no se ha alegado como excepción la 
posesión antigua y continuada, ejercida por la demandada en el 
inmueble cuya posesión solicita Lucero, sino sólo el título de 
dominio expedido por el Gobierno Nacional, por lo cual no 
puede ser tal posesión objeto de pronunciamiento. 

7 o Que los títulos presentados por el actor arrojan suficiente 
prueba para presumir que la fracción de cuatrocientas ochen- 
ta varas de frente por treinta y dos cuadras de fondo, cuya po- 
sesión se solicita en la demanda, pertenece al demandante Lu- 
cero, según lo requiere el inciso I o del artículo 564 del Código 
de Procedimientos, sin que resulte de autos que la ocupante de 
dicha fracción la posea á título de dneño ó de usufructuaria, en 
cuyo caso procede el interdicto de adquirir deducido por Lucero, 
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como dicho artículo lo establecer pues, por sa título válido, 
tenía acción para demaudar la posesión que este título le da de- 
recho ( artículo 2470 del Código Civil). Y como no pueden con- 
currir en la misma cosa dos posesiones iguales y de la misma 
naturaleza (artículo2403 citado, Código Civil), habiendo el actor 
justificado su derecho á la posesión que intenta adquirir, y la 
demandada no ha probado que le asiste mejor derecho, resalta 
que ésta sólo tiene la posesión de hecho, ó sea la simple tenen- 
cia de la cosa, y que aquel con legítimo derecho reclama la po- 
sesión del inmueble, porque así lo ha demostrado con sus títulos, 
que no han sido argüidos ni rechazados de contrario. 

8° Que los daños y perjuicios reclamados no han sido proba- 
dos, ni se dispone por la sección primera., título XVII del Código 
de Procedimientos, que deba haber pronunciamiento al respecto, 
siendo por tanto atributivo de la parte, que á aquellos se crean 
con derecho, demandarlos como juzgare convenirle en otro 
juicio. 

Por estos fundamentos y las leyes citadas y de conformidad 
al artículo 572 del Código de Procedimientos, fallo : mandando 
que sin perjuicio de mejor derecho, se suministre al actor don 
Máximo Lucero la posesión del terreno que reclama en el Dique, 
de cuatrocientas ochenta varas de frente sobre el Río Negro 
por treinta y dos cuadras de fondo y dentro de los linderos de- 
terminados en el documento de fojas 4 y 2, con costas á la de- 
mandada; cometiéndose al oficial de Justicia de este Juzgado 
don Francisco Texidó (hijo), y ejecutoriado que sea y cumplido 
lo mandado, archívese. 

Abraham Arce. 
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Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Octubre 8 de 1891. 

Vistos : Fundando sus excepciones la demandada en el domi- 
nio del inmueble disputado, y considerando: Que los artículos 
quinientos sesenta y cuatro y quinientos sesenta y cinco de la 
ley que rige los procedimientos ante los jueces de los territorios 
nacionales, lo mismo que el trescientos treinti y seis de la ley 
de procedimientos de los Tribunales Federales, disponen que 
para que proceda el interdicto de adquirir es necesario que nadie 
posea á título de dueño ó de usufructuario los bienes cuya po- 
sesión se pide, y que en caso de que el demandado alegase domi- 
minioó usufructo délos bienes reclamados, debe substanciarse la 
causa por la vía ordinaria. 

Que si hubiera de prescindirse de la clasificación con que el 
demandante determina la acción deducida y tomarse ésta como 
interdicto de recobrar, que es el carácter que le corresponde, 
atentos los hechos en que se funda, tampoco sería ella proceden- 
te por no haberse acreditado los extremos legales y resultar 
además, délas propias afirmaciones del demandante, que la de- 
mandada se halla en posesión del terreno disputadodesde más de 
tres años antes de la interposición de la demanda. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada 
de foja treinta y tres vuelta y se declara no haber lugar á la 
demanda interpuesta. Repónganse los sellos y devuélvanse 
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CAUSA CCCXXX1V 


Don Cdstulo Aparicio, contra Don Pedro J. Cdnepi; sobre 

interdicto de recuperar. 


Sumario. — Reconocido el hecho de haber el actor estado años 
atrás ea posesión del uso en común del agua de una acequia, 
y resultando de presunciones graves y precisas el carácter de 
dicha posesión como tenida animo domini 9 la obstrucción de la 
acequia llevada á cabo por el demandado con el propósito de 
alzar el agua en su totalidad, autoriza el interdicto restitutorio. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo del Juez Federal 


Salta, Noviembre 13 de 1889. 

T vistos: estos autos sobre interdicto de obra nueva deducido 
por el Doctor Don Cástulo Aparicio, ciudadano argentino, 
contra Don Pedro J. Cánepa, extranjero, exponiendo que, 
según los títulos presentados, posee en propiedad una finca 
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con derecho al agua de la acequia que la atraviesa, arran- 
cando de la acequia de Tejada, y pasa á regar también la 
finca de San Miguel, de propiedad del segundo; qu3 no obstan- 
tela posesión no interrumpida de que goza desde sus anteceso- 
res, hace más de treinta anos, el señor Gánepa hace construir 
un nuevo acueducto en terrenos propios para desviar el agua del 
antiguo canal, de donde la levanta el exponente; propósito que 
ha manifestado Cánepa á la Municipalidad de Cerrillos en el 
documento cuya copia legalizada acompaña; que es evidente el 
menoscabo que tal desviación le causa en la posesión y ejerci- 
cio del derecho del agua: 

4° Porque desviándola de su propiedad se altera la manera en 
que usa de ella, obligándole á solicitar, se la deje pasar de tiempo 
en tiempo para regar sus tierras, según el turno establecido; 

2° Porque no corriendo con la continuidad que hoy, no podrá 
servirse del agua para usos domésticos; y 

3 o Porque destinándosela al riego de naevas tierras que antes 
no cultivaba el señor Cánepa, es consiguiente la disminución 
del agua deque usa el demandante. 

Por lo cual y fundado en las disposiciones de los artículos 
2499 y 2500 del Código Civil, entabla el expresado interdicto 
y pide que tramitado según ley, se ordene la suspensión defi- 
nitiva de la obra y se condene en costas al demandado. 

Admitiéndola demanda, el Juzgado ordenó la suspensión de 
la obra y mandó citar á las partes á juicio verbal, en el cual el 
demandado dijo: 

Que fundándose la demanda en el título de propiedad y en el 
uso inmemorial del agua, negaba esta afirmación y pedía se re- 
cibiese la prueba instrumental y testimonial que ofrecía. 

El demandante replicó que la posesión y uso del agua de que 
goza desde sus antecesores, esa título de propiedad , no siendo 
en consecuencia, precaria ni viciosa; que no habiéndose negado 
el extremo de la perturbación, por medio de la nueva acequia, 
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la cuestión se reducía á justificar el extremo de la posesión á 
título de propiedad, respecto alo cual, tampooose negaba el aso 
de que él y sus antecesores gozaban, ni el hecho reconocido de 
que el agua corriente atravesaba sus terrenos cuando se enta- 
bló la demanda, sino únicamente que tal uso y goce se halla 
ejercido por derecho al agua, pues el demandado sostiene ser 
el exclusivo dueño del agua de la acequia de Tejada y que el 
uso que hacían aquellos era precario, por préstamo. En fin. 
que negándose este derecho, pedía oportunamente se mandara 
citar de eviccion á los señores Reimundia hermanos, como 
enajenantes de tal dejecho. 

Resultando de la prueba producida: 

I o Que en la cláusula undécima del testamento aprobado por 
auto de Octubre 19 de 1858, Don Francisco Jlendivara declara 
haber adquirido el terreno del demandante por compra á Don 
Saturnino Tejada, antecesor en la propiedad del demandado, 
sin expresar que se hubiese incluido el derecho á usar del agua; 

2 o Que por escritura de Agosto de 1859 la viuda y sucesora 
de Mendivara vendió el terreno á Doña Petrona Arce, diciendo 
que lo transmitía con el derecho que tenía al aguade la acequia 
de Tejada, según escritura que conservaba en su poder; 

3 o Que los señores Reimundia hermanos, sucesores déla se-, 
ñora Arce, al vender la heredad al Doctor Aparicio lo hacen in- 
cluyendo el mismo derecho en escritura de 14 de Febrero último; 

4° Que en la posesión suministrada á dichos señores el 2 de 
Agosto de 1886 por acta en testimonio de foja 34, se les da sólo 
la del terreno, sin mencionarse el derecho á usar del agua que 
pasaba á la propiedad del señor Navea y sin citación de éste, 
antecesor del demandado; 

, 5 a Que según se comprobó en la inspección ocular, el demanda- 
do había terminado la obra y desviado por la nueva acequia to- 
da el agua que corría por la antigua, contrariando la orden de 
suspensión; 
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6 o Que cuatro de los testigos presentados por el demandante 
declaran que los antecesores de éste hasta hace poco tiempo, 
han osado el agua, regando con regularidad un alfalfar; uno 
dice quo también la ha usado el Doctor Aparicio; los demás 
se refieren al tiempo del señor Naveayde la señora Arce, 6 á 
una época de más de un año antes; 

7 o Que igual número de estos testigos aseguran haber presen* 
ciado que la señora Arce y los Reimundia sólo usaban el agua 
pidiéndola á Navea y después á Cánepa, quienes ñola negaban 
así como á otros ribereños que la solicitaban; agrega uno de los 
declarantes á foja 77 y otro á foja 74, que sin este requisito no 
les permitían regar, lo cual se confirma por la declaración 
conteste de nueve testigos presentados por el señor Cánepa, á 
quienes les consta como á actores, ó por haberlo presenciado á 
oido á los antecesores en la posesión del demandante, que no 
usaban el agua sino cuando se la concedía el propietario de la 
acequia de Tejada, quien no la daba á estos, como á otros ribe- 
reños, sino cuando él ñola necesitaba; 

8 o Que antes no existía la acequia de que se trata y que la 
hizo construir Don José B. Navea, sucesor del señor Tejada; 

9 o Que seis de los mismos testigos sin tacha declaran con- 
testes como á los anteriores, que el demandado y sus] anteceso- 
res en la finca «San Miguel» se han mantenido en el goce pleno 
de toda el agua de la acequia de Tejada, sin permitir que nadie 
usara de ella sino cuando la concedían; hecho que se constata 
además, sin tener en vista los títulos y sentencias presentadas 
en testimonio: I o en la nota de foja 143, dirigida á Cánepa por 
el Presidente del Sindicato de Cerrillos, en Junio de 1887; 2 o en 
la carta de foja 144, fechada el 17 de Julio siguiente, en la cual 
Don Juan Beimundia, antecesor del demandante, ratificando 
el contenido de aquella, reconoce que el demandado tenía el uso 
de toda el aguado la acequia de Tejada, por lo cual, dice, le 
correspondía pagar Integro el impuesto de 22 pesos, establecido 
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sobre cada boca-toma y distribuidos proporcionalmente entre 
los que usen el agua: 3 o en fin, por los recibos de foja 130 á 
foja 142, suscritos por Donjuán y Don Miguel Reimundia y 
reconocidos como aquella á fojas 146 vuelta y 152; 

10° Que los documentos citados demuestran claramente que 
la petición hecha por don Miguel Reimundia al demandado en 
la carta de foja 129 es la solicitud de un simple servicio y no 
del cumplimiento de la obligación en que se pretende estaba 
de permitirles usar el agua cuando la necesitasen 6' un aviso 
para ejercitar ese derecho. Demanera, pues, que los antecesores 
del demandante usaban el agua cuando se las concedía el de- 
mandado, reconociendo en él esplícitamente el dominio y goco 
integro de la que corría por la acequia en cuestión. 

Y considerando: I o Que no es admisible la tacha opuesta por 
el demandante á algunos de los testigos del demandado, porque 
el hecho de ser locatarios de terrenos de quien los presenta no 
constituyela dependencia á que se refiere la ley, desde que no 

» 

se ha probado que le sirvan habitualmente por retribución 
( Reus, Ley de enjuiciamiento civil, libro 2 o , título 2 o , artícu- 
lo 660), y aun siéndolo no invalidaría sus declaraciones por ser 
concordantes con lo que afirman varios testigos del actor y con 
los documentos referidos. 

2 o Que realizada por el demandado la amenaza de privar el 
agua al demandante, desviándola por la nueva acequia, el fallo 
debe contraerse á declarar si éste poseía tal uso á título de do- 
minio, sobre lo cual es de advertir que si bien se transmitió al 
demandante la propiedad del fundo con derecho á usar la referi- 
da agua, en las acciones posesorias no es admisible la prueba 
del título del derecho á poseer, cuando, como en el presente ca- 
so, no es dudosa la posesión actual ( artículo 2472 del Código 
Civil y Fallos de la Suprema Corte, serie 2 a , tomo 21 , página 
255); sin juzgar, pues, sobre la importancia de esa transmisión» 
por corresponder al juicio ordinario, tenemos: I o que siendo el 
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agua independiente del terreno qae se dice vendió el antecesor 
del demandado, puesto que pasa á regar tierras iaferiores de és- 
te, para juzgarse que lo enajenó con derecho á usar y gozar el 
agua, era necesario una declaración expresa del propietario 
estableciendo tal derecho, sin que por el contrario, fuese preci- 
so una reserva esplícita para que se entendiese que conservaba 
íntegro el dominio y usode otra cosa diferente de laque vendía, 
tal era el agua; máxime cuando se ha justificado, sin contra- 
dicción, que en ese entonces no existía la acequia que atravesa- 
ba el terreno vendido y que fué construida por Don José A. Na- 
vea, sucesor de Tejada en la propiedad de San Miguel; 2 o Que 
no existiendo convención alguna que impusiese al propie- 
tario de la acequia de Tejada la obligación de ceder el agua 
al propietario del terreno del demandante en cantidad determi- 
nada, ó en horasó días designados, ó, en fin, cuando la necesi- 
tase, es evidente que las repetidas concesiones hechas por el 
primero fueron puramente voluntarias, revocables, y precario el 
usode que en su virtud gozaba el segundo, porque para adquirir 
la posesión de una cosa que se halla unida ó comprendida con 
otras es indispensable que se la separe y designe distintamente, 
así tratándose del agua de un canal, es necesario que se demar- 
que la cantidad ó se fijen las horas ó días que debe usarse ( ar- 
tículo 2402 del Código Civil). 

3 o Que no basta que los antecesores del Doctor Aparicio se 
atribuyeran ante terceros la posesión de aquel derecho, desde 
que por un acto material no manifestasen su ánimo al deman- 
dado y por el contrario en éste el dominio y teso íntegro del agua 
de la acequia de Tejada, cuando la usaban lo hacían en la cali- 
dad de simples tenedores de la cosa representando la posesión 
del propietario (artículo 2352 y número 6 o del artículo 2462 <Jel 
Código Civil); en consecuencia no han podido transmitir al de- 
mandante la posesión de un tercero, sin el asentimiento de éste, 
porque la posesión de los inmuebles sólo se adquiere por la tra- 
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dicion de qnien la tiene, la cual no se ejecuta sino cuando el in- 
mueble está libre de toda otra posesión y sin contradictor que 
se oponga á que el adquirente la tome ( ártica los, 2379 y 2383 
del Código Civil). 

4 o Que comprobado el hecho deque el demandante no tuvo la 
posesión del agua, se sigue que tampoco tiene acción para enta- 
blar el interdicto de retener ó de recobrar una posesión de la 
cual no ha sido privado, porque nadie puede deducir estas ac- 
ciones sin probar que poseía la cosa á título de dominio, cuando 
tuvo lugar la perturbación ó el despojo ^artículos 2473 y 2480, 
Código Civil; Fallos de la Suprema Corte, [serie 2 a , tomo 13, 
página 20; serie 2 a , tomo 4°, página 365, y serie I a , tomo 8* v 
página 240). 

5 o Que negado el derecho al uso y goce del agua que los se- 
ñores Reimundia hermanos incluyeron en la venta hecha al 
demandante debe citarse deeviccion á los vendedores, confor- 
me á lo dispuesto en el artículo 2108 del Código Civil. 

Por estas razones y otras que se tuvieron presentes, fallo de- 
clarando: 

4 o Que Don Pedro Cánepa en ejercicio del dominio que tiene 
sobre el agua de la acequia de Tejada ha estado en su perfecto 
derecho para desviarla por donde le conviniese, y que el deman- 
dante no tiene acción para impedirlo, por medio del interdicto 
deducido; 

2 o Que habiendo el demandado terminado la obra y desviado 
el agua, contrariando la orden de suspensión no tiene acción á 
demandar daños y perjuicios que no puede haber sufrido. Sin 
costas, por haberse intentado de buena fé la acción en virtud 
del título referido. Cítese de eviccion á los señores Eeimun- 
dia hermanos. Notifíquese con el original; repónganse los 
sellos y devuélvanse las escrituras y documentos. 

David Zambrano. 
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Fallo de la Suprema Corte 


* Buenos Aires, Octubre 10 de 1891. 

Vistos: Considerando: que están evidenciados en autos y lo 
reconoce y demaestra la sentencia apelada de foja trescientos 
noventa y tres vuelta, tanto el hecho de haber el actor y sus 
causantes usado de años atrás el agua en cuestión, para el riego 
de su propiedad y formación del alfalfar y sementeras que en 
ella existen, cuanto la perturbación y obstrucción de dicho 
uso llevados á cabo por el demandado por trabajos ejecutados 
en su teñe no, con el propósito de alzar en su totalidad dicha 
agua. 

Qne el demandado mismo no ha desconocido la verdad de 
estos hechos y se ha .limitado á oponer en su defensa que la 
posesión del demandante ha sido precaria y sin ánimo de 
dueño. 

Que contra esta afirmación empero, aparte del hecho, existen 
las siguientes graves y precisas circunstancias que demuestran 
que tal alegación no es exacta, á saber: primera, la antigüedad 
de la acequia común, deque el demandante y demandado, como 
sus respectivos antecesores, han hecho uso, apareciendo que ella 
data de tiempo inmemorial y de una época en que las propieda- 
des de uno y otro de los interesados hacían parte de un solo todo 
y formaban un solo establecimiento, según se ha afirmado sin 
contradicción por el demandante y resulta además de los 
antecedentes examinados y pruebas producidas por uno de los 
causantes del demandado Don José Ramón Navea, en la causa 
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seguida con la Municipalidad del Rosario de Lerma, queso re- 
gistra en el tomo cuarto de los Fallos de esta Suprema Corte; 
y segunda, las enunciaciones d? los títulos de propiedad del 
demandante y sus antecesores, en los cuales se expresa que 
el terreno de su referencia se les vende con derecho al agua 
déla acequia de Don Saturnino Tejada, causante originario de 
los derechos de ambos litigantes.' 

~ Que estos documentos, que datan desde más de treinta años 
á esta parte, si no debieran ser consultados como prueba del 
derecho de posesión del actor, atenta la naturaleza de la acción 
deducida, debieran y deben serlo indispensablemente como ele- 
mentos que sirven á caracterizar la naturaleza de dicha posesión 
y el animo domini con que ella se ha tenido. 

Que el mérito de estos antecedentes resultan de documentos 
públicos que hacen prueba contra uno y otro de los interesados 
y obligan á ambos, no se desvirtúa por el contenido ds la carta 
y recibos de foja ciento veinte y nueve y siguientes de que hace 
mérito el Juez 'de Sección. 

Que aun cuando así no fuese, en la duda debería decidirse 
siempre en favor del demandante, con arreglo á la disposición 
del artículo dos mil cuatrocientos setenta y uno del Código Ci- 
vil, según el cual, siendo dudoso el último estado déla pose- 
sión entre el demandante y el demandado ó ignorándose cuál 
posesión sea más antigua, debe juzgarse que posee el que tiene 
derecho de poseer. 

Que con estos antecedentes, deben tenerse por acreditados los 
extremos legales de la acción deducida y por bien fundada en 
consecuencia ésta. 

Por estos fnndatnentos: se revoca la sentencia apelada de 
foja trescientos noventay tres vuelta y se declara que el actor 
debe ser restituido al goce del agua deque se le ha privado en 
los términos y extensión en que se ha hallado anteriormente, 
debiendo en consecuencia levantarse todo obstáculo que se 
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oponga á ello, oon indemnización de pérdidas é intereses y de 
las costas que se le han cansado en este juicio. Repónganse los 
sellos 7 devuélvanse. 

BENJAMÍN VJCTORICA.— C. S. 
DE LA TORRE.— LUIS Y. 
VÁRELA.— ABEL BAZAN.— 
LUIS SAENZ PEfiA. 


CAUSA ÍCCX.IXT 


Don Victoriano Zapata] contra don Guillermo Clemente, sobre 

interdicto de despojo 

Sumario. — La toma de posesión de an terreno poseído por 
otro y resistida por éste, es un acto atentatorio que nopuedeser 
justificado por órdenes de la autoridad administrativa, 7 da de- 
recho al interdicto restitutorio, aunque el despojado no pruebe 
la posesión animo domxni. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo del «lúeas Federal 

Paraná. Julio 25 de 1891. 


Y vistos, délos que resulta: Que don Manuel Garazú, en re- 
presentación de don Victoriano Zapata (argentino), demanda á 
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don Guillermo Clemente (extranjero) por despojo, para qne le 
restituya la posesión de ana fracción de terreno de su chacra 
situada en el paraje denominado Paracao, de este departamento, 
entre los linderos siguí 3ntes: por el Norte, Luis Martínez ; por 
el Este, Vicente Faohan y el demandado Clemente, y por el Sud 
y Este, Tomás Diaz. 

Fundando la acción dice: Que Zapata posee en propiedad 
desde el año 1869 un terreno de chacra de dos y media cuadras 
por cada costado en el lugar y bajo los límites relacionados ; 
que el día 18 de Mayo último, estando aquel ausente, el vecino 
j lindero don Guillermo Clemente penetró en el terreno de Za- 
pata con un agrimensor, el cual trazó una línea, tomándole tres 
cuartos de cuadras, más ó menos, de largo por sesenta y cinco 
metros de ancho, la que fué alambrada en el mismo acto. 

Que esta porción de terreno así arrebatada por Clemente es- 
taba sembrada de alfalfa que el usurpador corta y aprovecha 
diariamente ; que ha destruido también una arboleda que for- 
maba cerco al terreno mencionado, todo lo cual le ha irrogado 
ur» perjuicio que estima en quinientos ó seiscientos pesos. Por lo 
que demanda á Clemente, para que le restituya el terreno usur- 
pado y le indemnice los perjuicios con satisfacción de costas. 

En el juicio verbal, Clemente contesta la demanda diciendo: 
Que él había pedido á la municipalidad lo pusiese en posesión de 
los terrenos que le había escriturado en propiedad, uno de los 
cuales era parte del poseído por don Victoriano Zapata. 

Que la Municipalidad resolviendo al propio tiempo que este 
pedimento, otra solicitud de Zapata, declaró que este último no 
tenía derecho sóbrela porción de sus terrenos que le fué acordada 
en propiedad á él y mandó se le diera la posesión, resolución que 
quedó consentidapor Zapata; que posteriormente, viendo la re- 
sistencia que oponía Zapata, volvió él á solicitar de la Munici- 
palidad se le pusiese en posesión, á lo que se proveyó de confor- 
midad, en consecuencia de lo cual el Jefe de la Oficina de Obras 
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Públicas, comisionado por el presidente de la corporación, fué 
al terreno de Zapata y le dio posesión de él, sin oposición de 
Zapata ni de otra persona de so familia, en cuja virtud él pro- 
cedió á cercarlo. 

Que la resolución municipal era legítima y legítima la eje- 
cución dada por el empleado comisionado; que él se había limi- 
tado á recibir la posesión en que se le ponía y había solicitado en 
ejercicio de un derecho, sin que pudiera calificarse de despojo. 
Adujo c mo prueba el expediente seguido en la Municipalidad. 

Los testigos del actor, Demetrio Almada, Pedro Pastorrealy 
Gabino Figueroa, declaran que saben y les consta que Victo- 
riano Zapata poseía el terreno en cuestión desde el año 1869 
hasta el presente. Postorreal y Almada dicen que al día siguiente 
de construido por Clemente el alambrado del terreno disputado, 
ellos fueron y lo vieron que sólo tenía un hilo de alambre; no 
han presenciado la ejecución del alambrado, pero oyeron decir 
que lo mandó hacer Clemente, por la línea trazada por un agri- 
mensor que fué junto con él, y que al propio tiempo que se lle- 
naba la línea se plantaban los palos. 

Gabino Figueroa, afirma haber estado presente al acto y tío 
queá medida que el agrimensor trazaba su línea, Clemente ha- 
cía plantar los postes del alambrado. 

Los tres dicen qne el terreno interceptado por ese alambra- 
do estaba alfalfado y que Clemente dispuso de una cantidad de 
alfalfa que había cortado en él ; y vieron además que él mismo 
hizo derribar los árboles que servían de cerco al terreno. 

Del expediente seguido ante la Municipalidad y aducido 
como prueba por Clemente, resulta: que Clemente se presenta 
á la Municipalidad manifestando que no lees posible tomar po- 
sesión de todo el terreno comprado por él á la corporación en 
Marzo de 1890, por estar una parte poseída por don Victoriano 
Zapata y otra por don Víctor Caballa, y pide se le dé laposesion. 

El presidente de la Municipalidad entonces convocó á Caballa 
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y Clemente á una conferencia; y después de terminada ésta, 
resolvió aceptar el informe de la Oficina de Obras Públicas, dado 
en el expediente promovido por Zapata y la mensura de los 
terrenos de Clemente y Caballa. 

Con esta resolución Clemente se presenta nuevamente á la 
Municipalidad manifestando que don Victoriano Zapata se re- 
siste á que él tome posesión de la fracción de terreno que él 
posee y pídese le ponga en dicha posesión. El presidente de la 
corporación provee de conformidad y comisiona al Jefe de la 
Oficina de Obras Públicas, para que dé posesión á Clemente lo 
que verificó el día 18 de Mayo último. 

Y considerando: I o Que está probado por la declaración de 
los testigos Demetrio Almada, foja!5,Gabino Figueroa, foja 16, 
Pedro Pastorreal, foja 18, que el actor don Victoriano Zapata 
estuvo en la posesión del terreno disputado desde el año 1869 
hasta que fué ocupado por el demandado don Guillermo Cle- 
mente, hecho que, por otra parte ha sido establecido en la de- 
manda y no se ha contradicho en la contestación ; y |la posesión 
anterior de Zapata así como su resistencia á entregarla á Cle- 
mente se encuentra, además, confesada por éste en términos ex- 
presos en el expediente aducido por él como prueba. 

2 o Que está asimismo probado por confesión del demandado 
que el Jefe de la Oficina de Obras Públicas de la Municipalidad, 
fue el día 18 de Mayo y trazó la línea de mensura por el terreno 
poseído por Zapata, la cual fué inmediatamente alambrada por 
él, separando así un a fracción de aquel terreno que queda agre- 
gado por este medio al suyo. 

3 o Que se. ha probado también, que después del hecho del 
alambrado, Clemente siguió ejerciendo la posesión de esa frac- 
ción por otros actos que la caracterizan, como el corte de la al- 
falfa y délos árboles que servían de cerco. 

4 o Que reconociendo como el legítimo ejercicio de un dere- 
cho la solicitud dirigida por Clemente á la Municipalidad para 

T. XVI 13 
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que le diese la posesión del terreno que ella le vendió, el hecho 
de la misión en posesión á Clemente de una parte del terreno 
poseído por Zapata, resistida por éste como lo confiesa el mismo 
Clemente en su solicitud á la Municipalidad, es un acto atenta- 
torio del derecho del poseedor que la ley reprueba, y no puede 
justificarse invocando el ejercicio de la jurisdicción adminis- 
trativa que no alcanza á los casos en que por tratarse de la con- 
tradicción de intereses puramente privados, y aunque esa oposi- 
ción existiese entre el derecho privado y el público, su solución 
es de carácter contencioso y por lo tanto del exclusivo resorte 
délos tribunales ordinarios. 

5 o Que si bien el proceder del agente de la Municipalidad 
proyectando una línea de mensura sobre el terreno poseído por 
Zapata con ánimo de entregar la posesión á Clemente, es ile- 
gal por cuanto vulnera derechos garantidos por la ley, ese acto 
no puede calificarse de despojo por no haber mediado violen- 
cia ni otros hechos concurrentes que lo caracterizen; el des- 
pojo ha sido consumado por Clemente construyendo el alambrado 
que anexa la fracción del terreno antes poseido por Zapata al 
poseído por aquel, derribando los árboles que lo cercaban y 
disponiendo de la alfalfa existente en él; pues, si según la ley, 
artículo 2498 del Código Civil, cuando la simple turbación en 
la posesión se produce por una obra nueva que se comenzara á 
hacer en terreno del poseedor, la acción posesoria ha de juz- 
garse como acción de despojo, con mayor razón debe ser así 
juzgada cuando por una obra nueva se ha causado la completa 
desposesioncomo aquí sucede. 

Que de esto se deduce que aunque Zapata no haya justifica- 
do ser poseedor animus domini, tal prueba no es necesaria, por-* 
que tratándose de un despojo, el despojado puede accionar 
aunque su posesión haya sido viciosa, sin necesidad de exhibir 
título contra el despojante y sus cómplices, y aunque fuese el 
dueño del inmueble (artículo 2490 del Código citado). 
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Que por lo tanto la parte de Zapata, probando, como ha pro- 
bado, so posesión, el despojo y el tiempo en que el demandado 
lo cometió, ha justificado los fundamentos de su acción (artícu- 
lo 2494 del Código citado). 

Por estas consideraciones y en conformidad con lo que dis- 
pone el artículo 2494 últimamente citado, fallo: de clarandoque 
don Guillermo Clemente está obligado á levantar el alambrado 
construido en el terreno poseido por don Victoriano Zapata, 
á restituirle la fracción de dicho terreno á que se refiere la de- 
manda dejándolo en condiciones de ser ocupado nuevamente 
por él, á satisfacerle además el valor de la alfalfa correspon- 
diente al tiempo de su indebida posesión y el de los árboles 
destruidos, según resulte de liquidación que se hará en juicio 
separado, con costas al demandado. Notifíquese original y re- 
póngase el papel, etc. 

M. de T. Pinto. 


Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Octubre 13 de 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos, en cuanto se refiere á los he- 
chos de que es responsable directa y personalmente el deman- 
dado, se confirma, con costas, la sentencia apelada de foja 
veinte y seis; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.— CALIXTO 
S. DE LA TORRE.— ABEL BAZAN. 
— LUIS SAENZPEÑA. 
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CAUSA CCC.XXXVI 


Melara y Marti contra Don SamuelJames, capitán del buque 

c Elizabelh Child »; sobre averías 


Sumario. — El capitán no responde por las averías de la 
carga causadas por fuerza mayor. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Junio l 9 de 1887. 

Vistos estos autos promovidos por los señores Melara y Marti 
contra el capitán del buque « Elizabeth Child > don Samuel Ja- 
mes, por cobro de 1958 pesos con 20 centavos procedentes de 
averías. 

Resulta: I o Que el expresado buque trajo en el mes de Fe- 
brero de 1886 un completo cargamento compuesto de carbón de 
piedra, ladrillo y 2628 barricas cemento Portland, consignado á 
los señores Melara y Marti. 


DE JUSTICIA NACIONAL 197 

2 o Que al efectuarse la entrega, resultaron 868 barricas se- 
mentó marca Johnson y C a , más ó menos averiadas por agua 
de mar ó humedad, calculándose, por término medio, ennn cua- 
renta por ciento de su valor, estimado en 4 pesos 70 centavos 
moneda nacional legal cada una, según consta del reconocimien- 
to pericial practicado por mandato judicial. 

3 o Que fundados en estos antecedentes los señores Melara y 
Marti demandan al capitán James por la cantidad de 1958 pe- 
sos con 20 centavos, importe total del daño, en virtud de las 
responsabilidades que le impone el artículo 1067 del Código de 
Comercio. 

4 o Que aquel funda su defensa, en que el cElizabeth Child» 
en su viaje á este puerto experimentó fuertes temporales, en los 
cuales embarcó grandes cantidades de agua, que originaron la 
avería de la carga, como detalladamente se expresa en la pro- 
testa formulada ante el consulado Inglés, no obstante haberse 
tomado todas las precauciones del caso para evitarlo. 

T considerando: I o Que el artículo 1067 del Código de Co- 
mercio establece la responsabilidad del capitán por los daños que 
súfrala carga, exceptuando sin embargo los que provengan de 
fuerza mayor, cuya excepción está también expresamente pac- 
tada en los conocimientos bajo los cuales ha venido aquella. 

2 o Que es un principio dominante en materias comerciales 
y de muy especial aplicación en lo concerniente á la navegación 
y comercio marítimo, que las convenciones deben ejecutarse de 
buena fé obligando á todas las consecuencias que la equidad, 
el uso, ó la ley les atribuyen, como asimismo que ellas se re- 
suelven á verdad sabida y buena fé guardada, según la doctrina 
de las antiguas leyes comerciales (ordenanzas de Bilbao). 

3 o Que el reconocimiento pericial de la mercadería averiada, 
demuestra que el daño proviene de haberse introducido agua de 
mar en las bodegas ó depósitos de la carga, y el reconocimien- 
to del buque ordenado por el cónsul británico á cuya bandera 
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pertenece, revela que el agua de mar ha peaetrado por las co & " 
turas del buque largadas fuertemente por accidentes de mar <2«-* " 
rante el naje. 

4* Que la relación de tales accidentes ha sido detalladaroo *» " 
te hecha ante el mismo consulado por el capitán James y rat í £* 
cada por tres oficiales más del buque, según consta en la pr otes €>**■ 
corriente á foja. .. con su correspondiente versión al idioma r»* " 
cional, revelando no solamente la fuerza mayor, sino que j>o"* r 
parte del capitán y tripulación se ha hecho lo necesario pa*"** 
defender de la mejor manera posible los intereses confiados **■ 
su custodia y conservación; sobre cuyos hechos no hay lugar & 
recibir pruebas, pues no han sido contestadas, habiéndose lí — 
mitado los demandantes á impugnar el valor jurídico de ese do — 
comento por no haberse hecho ante las autoridades competen- 
tes del país, quedando por lo tanto compr ibada la excepción <J** 
fuerza mayor. 

5" Que no es posible penar á un buque extranjero con la nu- 
lidad de los actos labrados ante el cónsul de su bandera cuan- 
do nuestras propias leyes prescriben ese procedimiento páralos 
buques nacionales en puntos extranjeros (artículo 1100 del Có- 
digo de Comercio). 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo al capitán James de 
la demanda interpuesta á foja primera, debiendo pagarse las 
costas en el urden causado. Notifíquese original, 

Virgilio M. Iedin. 


La Suprema Corte abrió la causa á prueba sobre la causa de 
las averías. 

Se presentó como única prueba el reconocimiento hecho por 
los peritos cuando llegó el buque. 


DE JUSTICIA NACIONAL 199 


INFORME DE LOS PERITOS 


Buenos Aires, Abril 24 de 1886. 

Señor Juez de Sección: 

Federico Gándara y Jacobo de Boer, nombrados por Y. S. 
para periciar la avería de una partida de cemento venida á la 
consignación de los señores Melara y Marti, con la barca in- 
glesa c Elizabet Child»; con procedencia de Inglaterra, á Y. S. 
dicen : 

Que en cumplimiento de lo ordenado hemos procedido á la 
inspección de las mencionadas mercaderías depositadas en el 
galpón de los señores Melara y Marti, en Barracas, y hemos 
constatado que (868) ochocientos sesenta y ocho barricas ce- 
mento marca Johnson y O, estaban más 6 menos averiadas, 
por agua de mar ó por la humedad ocasionada por dicha agua, y 
después de haber hecho abrir varias barricas hemos encontra- 
do el cemento, más ó menos duro y de piedra. Calculamos el 

» 

daño sufrido á estas 868, en un (48) cuarenta y ocho por ciento 
de su valor en estado sano, que es ahora nyn ff 4.70: cuatro 
pesos nacionales setenta centavos curso legal. 

Otrosi digo : Que habiendo cumplido con nuestro cometido, 
estimamos nuestros honorarios y gastos en nyíx # 66, sesenta y 
seis pesos moneda nacional curso legal, cuya suma espero se 
sirva Y. S. ordenar el pago. 

Federico Gándara. — J. de Boer. 
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Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 13 de 1891. 

Vistos : Con el mérito de los documentos agregados en. esta 
segunda instancia, el de la protesta verificada ante el Escribano 
de Marina, cuyo hecho no se ha denegado por los demandantes, 
y el de los fundamentos de la sentencia apelada de foja treinta 
y una, se confirma estacón costas; y devuélvanse, previa repo- 
sición de sellos. 

BENJAMÍN VICTOR1CA. — C. S. 
DÉLA TORRE.— ABEL BA- 
ZAN. — LUIS SAENZ PEÑA. 
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*M 1 


CXXXVII 


El Dr. D. José M. Astigueta contra D. Dionisio Garavoglia, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre compensación 


Sumario. — Contra el cobro ejecutivo de importe de alqui- 
leres es admisible la excepción de compensación por una suma 
determinada, que se prueba haber sido invertida en obras de ur- 
gencia que eran de cargo del locador. 


Caso. — Lo indica el 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Mayo 16 de 1891. 

Vistos : Estos autos promovidos por don Manuel Barrenechea, 
en representación del Dr. José M. Astigueta contra D. Dio- 
nisio Garavoglia, por cobro de la suma de 885 pesos moneda na- 
cional con 33 centavos, procedentes de alquileres de una casa de 
propiedad del demandante, devengados desde el 4 de Mayo has- 
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9to, para resolver sobre las excepciones de inha- 
ensacion, opuestas en el escrito defoja 46. 
do: 1 D Que el demandado uo ha desconocido en 
ni en el que se promovió con el mismo objeto 

de Faz, sn carácter de inquilino del demandan- 
r el contrario reconocido explícitamente que 
leres vencidos, difiriendo únicamente en cuanto á 

desocupó la casa, de cuya circunstancia hace 
ibilidad del título. 

¡ircunstancia en la hipótesis de ser exacta ai 
ificar el quantum déla demanda, no tiene in- 

respecto de la naturaleza de la acción, que en 
de la ley, artículo 1578 del Código Civil, ni so- 
ae tiene su fundamento en el hecho de la ocn- 
ropiedad á título de locatario, perfectamente 

el juicio, y falta de pago de alquileres ven- 

nandado ha justificado por el informe de foja 63 
° de Julio de 1890, depositó en el Juzgado de 
on 5* las llaves de la casa, las que desde esa 
a á disposición del T)r. Astigueta, y aunque fue- 
te do las recogió de allí, sino el SO de Agosto, 
que la locación terminó en la primera de las fe- 
porque la justiciade Paz era competente para 
icto, imputándose á su propia falta de no habor 
oficina, la demora en recibirlas, 
que Moa admisible la excepción de compensación 
on ejecutiva, es necesario que sea de cantidad 
te igualmente de acto ó documento que traiga 
icion, conforme al artíonlo 270 de la ley nacio- 
lientos, requisito que no reúne el crédito qne 
raler Garavoglia, pues su exigibilidad está su- 
I amenté ala prueba de su existencia, sino ala 
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de legitimidad para cobrarlo al demandante, que deben decla- 
rarse enjuicio ordinario. 

Por estos fundamentos: fallo, no haciendo lugar á las excep- 
ciones opuestas y mandando llevar la ejecución adelante hasta el 
completo pago de los alquileres devengados hasta el I o de Julio, 
con sus intereses y las costas del juicio, dejando á salvo al de- 
mandado sus acciones para que las haga valer en la vía ordina- 
ria, respecto á la cuenta de foja... Notifíquese con el original y 
repónganse los sellos. 

Virgilio Sí. Tedin. 


Fallo d© la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 15 de 1891. 

Vistos : Considerando en cuanto á la excepción de compen- 
sación, única de las deducidas en primera instancia que viene á 
la decisión de esta Suprema Corte, que el documento en que 
ella se funda es de cantidad líquida y determinada y su verdad 
no ha sido objetada por el ejecutante ; que la procedencia de es- 
te crédito, como la de su compensación hasta su alcance con el 
que sirve de base á la demanda, resultan justificadas por las 
disposiciones de los artículos mil quinientos treinta y nueve, 
inciso tercero, y mil quinientos cuarenta y seis del Código 
Civil y por la prueba testimonial producida por el ejecutado, 
que acredita suficientemente en las circunstancias especiales 
del caso la urgencia de los trabajos de que tal crédito nace y 
la obligación de su abono por el locador. 

Por estos fundamentos, y sin hacer lugar al recurso de nu- 
lidad deducido contraía sentencia de foja ochenta, por resultar 
bien claro de los términos de la demanda y de los de dicha 
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sentencia el quantum de la suma mandada pagar: se revoca 
aquella en cuanto no hace lugar á la excepción de compensa- 
ción referida y se declara que debe llevarse adelante la ejecu- 
ción sólo por el alcance de los alquileres devengados desde el 
cuatro de Marzo de mil ochocientos noventa hasta la fecha indi- 
cada en dicha sentencia, á razón de ciento sesenta pesos mone- 
da nacional por mes, con deducción de la sumado doscientos 
veinte y cinco pesos áque se refiere el documento de foja trein- 
ta y una, debiendo abonarse las costas de una y otra instancia 
según hayan sido causadas, en razón de la plus petitio en que 
ha incurrido el ejecutante. Repónganse los sellos y devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN VICTORIGA.— C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. 
VÁRELA.— ABEL BAZAN. — 
LUIS SAENZ PEÑA. 
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CAUSA tXX'XXXVIII 


Don Luis F. Araoz, contra Don Julio Dubourg; sobre despojo 


Sumario. — Contra quien quita á otro de su propia autoridad 
la posesión de la oosa inmueble, procede el interdicto de despo- 
jo, cualquiera que sea la naturaleza de dicha posesión. 


Caso.— Lo explica el 


Fallo del Juez Federal 


Tucumán, Julio 11 de 1891. 

Y vistos: De los que resulta: Don Manuel García, en repre- 
sentación del Doctor Don Luis F. Araoz, se presenta en Agosto 
de 1889, foja 3, y expone: que su representado posee en pro- 
piedad desde el ochenta y uno, veintiuna cuadras de terreno, 
sitas al Norte de esta ciudad, que forman parte del Colmenar, 
vendido éste por Don Clementino Colombres álos señores Mata, 
Astoul y Dubourg; que dicha propiedad la compró el Dr. Araoz 
el año 81 A Don Clementino Colombres, y según deslinde, 
consta de tres cuadras de frente de Norte á Sur, por siete 
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ban, por más de un año, ha sido turbado en ella, mediante la 
remoción de uno de los alambrados y su avance hacia el Po- 
niente, cambiándose con ese hecho la faz y extensión de dicha 
posesión. 

Cualquiera que sea la naturaleza de la posesión, nadie puede 
turbarla arbitrariamente (artículo 2469, Código A vil), y si el se- 
ñor Dubourg, como lo afirma y sostiene, se creyó con derecho 
para remover el alambrado en cuestión, no ha podido hacerlo de 
propia autoridad, sin incurrir en la prohibioion del artíoulo ci- 
tado. 

Que el señor Dubourg sostiene en su alegato que, por cuanto 
el alambrado removido lo hizo él, y el título del Doctor Araoz 
no le da sino seis cuadras de Naciente á Poniente, la remoción 
de dicho alambrado era una facultad suya, desde que con ello 
no hería ningún derecho del Doctor Araoz y lo hacía dentro de 
su terreno; pero tratándose de un interdicto posesorio, en que, 
como queda demostrado, no es en manera alguna dudosa el úl- 
timo estado de la posesión sobre que descansa dicho interdicto 
ese alegato es improcedente, conforme á los artículos 2471 y 
2472 del Código Civil. 

Que, además, se sostiene por el señor Dubourg en el referi- 
do alegato de bien probado que la posesión del Doctor Araoz, 
sobre el terreno de que ha sido desposeído, no era á título de 
propietario, sino precaria, subordinada á su título de propie- 
dad, que no le atribuye sino seis cuadras de fondo de Naciente 
áPoniente, por tres y media de frente de Suda Norte, argu- 
mentación con la cual Dubourg pretende demostrar que el te- 
rreno tomado por él no pertenece al Doctor Araoz en propiedad; 
pero esta observación, del mismo modo que la anterior, nada 
tiene de común con la posesión que se discute, ó sea con el in- 
terdicto entablado, desde que tanto éste, como las demás ac- 
ciones posesorias que consagra el Código Civil, se dan al que 
manifiestamente no es dueño, al que no tenga derecho de poseer 


/ 
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contra el que tenga derecho á la posesión, y aun contra el ver- 
dadero propietario ( nota al artículo 2470 del citado Código). 
Por estos fundamentos, fallo: condenando al señor Dubnurg, 
á la restitución de la posesión del terreno tomado pir él hasta 
la línea del alambrado removido, y que formaba el límite na- 
ciente de la propiedad del Doctor Araoz, con las costas del jui- 
cio y los daños y perjuicios á que hubiere lugar. Hágase sa- 
ber con el original y repónganse los sellos. 

Del fin Oliva. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 17 de 1891. 



Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja setenta y cuatro vuelta, y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN V1CTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VARE- 
LA , —ABEL BAZAN . — LUIS 
SAENZPEÑA. 


T. XYI 14 
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CAUSA CCCXIXIX 


Contra Charles hermanos y otros, por defraudación de rentas, 
falsedad, cohecho, etc.; sobre reducción de embargo. 


Sumario. — El embargo trabado para garantir el resultado 
del juicio criminal iniciado por diversos cargos, de los cuales 
algunos han sido eliminados del proceso, debe reducirse en su 
quantum á los cargos no eliminados. 


Caso. — Lo explica la siguiente 


PETICIÓN 


Señor Juez Federal : 

Mariano Várela y Ramón González, defensores de don J. M. 
Charles, presentándonos en el expediente sobre embargo, á 
V. S. decimos : 

Que la sentencia de la Suprema Corte, de fecha 15 de Enero 


DE JUSTICIA NACIONAL 211 

confirmando el embargo de pesos 600.000 decretado por V. S. 
sobre mercaderías de la crsa Charles Hermanos y Compañía, 
declaró que ese embargo podía ser ampliado 6 restringido, se. 
gun fuera el resultado último de la causa, pudiendo asimismo 
ser objetado por Charles el quantum de dicho embargo. 

Ha llegado el momento, señor Juez, de que nuestro defendido 
haga uso del derecho que le acordó el Superior, pidiéndola dis- 
minución de un embargo que importa la ruina de la casa co- 
mercial del señor Charles, atendiendo la enorme suma de ese 
embargo, así como el descrédito de su firma en los diversos 
establecimientos de crédito de esta plaza y de Europa. 

En esta causa, se imputa á los procesados dos clases de con- 
trabandos, queremos decir, los que se suponen cometidos por 
donN. Picato, personaje ficticio, según la Aduana, y los que se 
dice haber cometido la misma casa de Charles Hermanos y 
Compañía, en diversos despachos efectuados desde que las fac- 
turas y demás papeles privados que se remitieron por la Adua- 
na al Juzgado, no guardaban relación alguna con lo manifestado 
en esos despachos. 

Respecto á lo primero, es decir, á lo que concierne á Picato, 
la casa de Charles acepta ser embargada ó rendirá fianza por la 
suma total que importan las mercaderías que se dice contra- 
bandeadas con ese nombre. 

Para esto, puede ordenar Y. S. se proceda al aforo de las / 
mercaderías designadas en las operaciones de reembarco hechas 
por el señor Pioato, de acuerdo con los documentos que á este 
respecto tiene presentados la Aduana y que deben figurar en 
el proceso. 

Por lo que respecta á contrabandos ó defraudaciones impu- 
tadas á Charles, teniéndose hasta hoy día, como único antece- 
dente ó prueba las facturas y papeles privados que el señor 
Baibiene remitió al Fiscal, diciendo que inesperadamente ha- 
bían venido á sus manos, no puede quedar subsistente el 
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embargo, de acuerdo con lo resuelto por la Suprema Corte. 

En efecto, resulta que hasta hoy día no existe más indicio de 
esas supuestas defraudaciones que el simple dicho del adminis- 
trador de la Aduana, asegurando que las facturas y papeles son 
auténticos de la casa de Charles Hermanos y Compañía. 

Contradiciendo esta afirmación, presentamos unos docu- 
mentos con los sellos de la misma Aduana, y que explican el 
contrato que celebró el señor Baibiene con tres empleados déla 
casa de nuestro defendido para la entrega, y por ende, fobo 
comprendido de papeles privados, pertenecientes á Charles 
Hermanos. y Compañía, garantizando á aquellos individuos la 
impunidad de su delito, Consta también de otro de esos docu- 
mentos que, dándose ejecución á ese contrato, recibió el señor 
Baibiene con fecha 10 de Noviembre de 1890, y en el concepto 
de pertenecer á Charles, las facturas que ha remitido al Juzga- 
do, y que son las mismas que posteriormente declaran falsifica- 
das los empleados mismos con quienes se entendía el señor 
Baibiene, según así consta de la confesión hecha por ellos ante 
el Escribano público don Fernando del Río, en 30 de Enero del 
corriente año. 

No queda, entonces, para presumir esas defraudaciones, que 
la opinión individual del señor Baibiene, engañado, según la 
propia declaración de sus cómplices, y en lo que concierne á la 
moralidad de este acto, ofrece á V. S. oportunidad, para que, 
apreciando el estado déla causa y de acuerdo con la sentencia 
de la Suprema Corte, mande levantar el embargo que se ha 
trabado, al efecto de garantir el contrabando que denunció la 
Aduana, en virtud de facturas y papeles, cuya fuerza probato- 
ria carece de valor alguno, atendiendo á la escritura pública y 
demás documentos auténticos que hemos presentado. Lo decla- 
rado en esa esc itura pública ha venido á corroborar las decla- 
raciones prestadas por los Vistas de la Aduana, que intervinieron 
en los despachos que se quieren relacionar con esas facturas y 
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resalta de todas esas declaraciones, que las mercaderías ma- 
nifestadas por la casa guardaban relación exacta con lo que se 
pedía á despacho. 

En mérito de lo expuesto y de acuerdo con lo que fué resuelto 
por la Suprema Corte en su sentencia de foja 13: 

A V. S. suplicamos se sirva ordenar se levante el embargo 
trabado sobre las mercaderías de la casa de comercio de los 
señores Charles Hermanos y Compañía, ofreciendo desde este 
momento rendir fianza, á satisfacción del Juzgado, por el im- 
porte total que resultare, según aforo de los contrabandos he- 
chos en los reembarcos que están bajo el nombre de N. Picato 
y que deben figurar en autos. 

Es justicia. 

Otrosí decimos: Que pedimos se mande agregar á este expe- 
diente sobre embargo, nuestro escrito presentando los docu- 
mentos suscritos por el señor Baibiene y la escritura pública 
otorgada por los señores Pathé y Murat. Ut supra. 

Ramón González. — Mariano Várela. 


VISTA FISCAL 


Buenos Aires. Abril 24 de 1891. 

Señor Juez : 

Las consideraciones- expuestas en el escrito que motiva esta 
vista carecen de fundamento para obtener lo que se solicita, y 
debe V. S., por lo tanto, proveer: No ha lugar. 

J. A. Viale. 


214 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Abril 27 de 1891. 

No siendo llegado el caso de juzgar, en el estado actual del 
juicio, de la fuerza probatoria de los documentos presentados 
por los señores Charles Hermanos, como antecedentes en el 
sumario que se instruye, su agregación en autos no importa, 
por ahora» modificación alguna, en las consideraciones que de- 
terminaron el quantum del embargo decretado ; en su conse- 
cuencia, y de acuerdo á lo dictaminado por el Procurador Fiscal, 
en su precedente vista, no ha lugar á la modificación solicitada, 
con respecto al embargo decretado á foja 1% debiendo, no obs- 
tante, agregarse á estos autos los [documentos presentados, pa- 
ra ser considerados por su mérito en la ocasión oportuna. 

Andrés Ugarriza 


VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Buenos Aires, Junio 3 de 1891. 
Suprema Corte: 

Por el escrito de foja 78, ios defensores de don J. M. Char- 
les, solicitaron del inferior la reducción del embargo trabado en 
mercaderías pertenecientes á la casa Charles Hermanos y Com- 
pañía, y el Juzgado, por su auto de foja 81 vuelta y fundado en 
que, en el estado actual del proceso, no se había producido mo- 
dificación alguna en las condiciones que determinaron el quan- 
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tum del embargo decretado, no hizo lugar á aquella solicitud. 

Esta providencia fué apelada en relación para ante Y. E. por 
el escrito de foja 110, y otorgado el recurso por la providencia 
de foja i 10 vuelta, siéndooste el recurso que Y. E. está llamado 
á resolver en este expediente. 

El artículo 41 2 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
libra á la decisiop del Juez la fijación de la cantidad por la 
cual debe trabarse el embargo, el cual, según el artículo ante- 
rior, debe ser de bienes suficientes para garantir la pena peca-' 
niaria y la efectividal de las responsabilidades civiles. 

Cuando el Jaez ha señalado el quantum de uu embargo, y 
cuando declara que en el juicio en que lo decretó no se han pro- 
ducido hechos ó circunstancias que tiendan á hacerle modificar 
ese quantum, creo que él debe mantenerse, mientras tanto ta- 
les hechos y circunstancias no ocurran ó no se fije por la sen- 
tencia el verdadero monto de las penas y responsabilidades pe- 
cuniarias. 

Por estas razones, pienso que la resolución apelada debe ser 
confirmada por V. E. 

Antonio E. Malavcr 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Octubre 17 de 1891. 

Vistos : Habiéndose mandado desglosar por el auto de esta 
Suprema Corte, de fecha cinco de Setiembre del corriente año, 
que corre á foja trescientos ochenta y cuatro del cuerpo princi- 
pal de esta causa, los documentos á que se refiere la resolución 
recurrida, de foja ochenta y una vuelta, declarándose, que no 
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puede fundarse acción alguna en ellos. Por esto, de confor- 
midad con lo expuesto por el señor Procurador General en lo 
que se refiere el embargo decretado y fundado en los predichos 
documentos, y sin perjuicio de loque pueda resultar y deba 
decretarse en adelante, según el mérito de las pruebas que se 
produzcan en enta causa y que determinen una mayor respon- 
sabilidad respecto de los procesados: se revoca el auto apelado 
de foja ochenta y una vuelta, y ¿e declara que debe levantarse 
el embargo trabado, en cuanto exceda del valor de los cargos, 
procedentes délas operaciones, que se dicen fraudulentamente 
llevadas á cabo por los procesados, bajo el nombre de N. Picato, 
cuya suma deberá ser determinada por el Juez de sección, se- 
gún los antecedentes que obren en autos y disposiciones aplica- 
bles al caso. Repóngase los sellos y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.— CALIXTO 
S. DE LA TORRE. — ABEL BA- 
ZAN. — IUIS SAENZ PEÑA. 
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CAUSA 


El Dr. D. Tomás Castellanos, como cesionario de los herederos 
del Dr. Don Amadeo Jacques, contra la Provincia de Santia- 
go del Estero, por concesión detierras ; sobre personería. 


Sumario. — La excepción fundada en la falta de comproba- 
ción del título hereditario de los causantes, cuyo derecho se ges- 
tiona, no autoriza, la excepción dilatoria de falta de perso- 
nería. 


Caso. — El Dr. D. Tomás Castellanos se presentó en 22 de 
Enero de 1891 ante la Suprema Corte, exponiendo que D. Ama- 
deo Jacques había hecho parte de la expedición esploradora del 
Salado, y se había por tal razón hecho acreedor á la donación de 
tierras que el P. E. de Santiago y su Legislatura sancionaron 
en 1857, sobre la costa del rio Salado. 

Que el Sr. Jacques en cambio del terreno que le correspon- 
día, pidió la concesión de dos leguas de frente con tres de fon- 
do, situadas al Norte de otro de su propiedad en el « Faso de 
Navicho >; y el P. E. accedió, cometiendo al capitán D. Segun- 
dino Frías la operación de deslinde, que fué aprobada en 30 de 
Julio de 1857. 
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Que en 1881 D. Francisco Jacques, por si y por sus hermanos 
José y Nicolás, hizo presente que esa suerte de tierra había si- 
do vendida por el Gobierno aun tenor Palacios y que si la venta 
era válida, se les acordara un nuevo lote de tierra equivalente. 

El P. E. les reconoció el derecho de denunciar un terreno de 
propiedad fiscal, equivalente en precio al antes concedido. 

Que habiendo el demandante comprado los derechos de don 
Francisco, don José y don Nicolás Jacques, denunció un terre- 
no para que se le ubicara la donación, y el P. E. se negó á acor- 
dar la reintegración acordada en 1881. 

Y que reputando injusta, por las razones que expresa, la 
denegación mencionada, venía á demandar ala provincia de 
Santiago del Estero para que se la declare obligada á darle nna 
suerte de tierra igualen valor ala que se concedió á don Ama- 
deo Jacques en el punto que el Gobierno designe, ó su valor 
equivalente en dinero. 

La Suprema Corte mandó se justificara la jurisdicción nacio- 
nal, por razón de los cedentes y del cesionario de los derechos 
del señor Jacques. 

El demandante justificó que él había sido vecino de Córdoba 
y desde dos años lo era de Buenos Aires, y que Don José y Don 
Nicolás Jacques eran vecinos de la Capital federal, diciendo 
que modificaba la demanda limitándola á los derechos que le 
corresponden como sucesor singular de Don José y Don Nico- 
lás Jacques, quienes los tenían para gestionarlos ante la Su- 
prema Corte. 

Dijo: Que estos no se encontraban comprendidos en la dispo- 
sición del artículo 10 de la ley de jurisdicción de los Tribuna- 
les Federales, pues su acción y la obligación de la Provincia de 
Santiago no es solidaria ; 

Que el inciso 2 o artículo 2 de dicha ley se refiere á la compe- 
tencia de los Jueces de Sección y no de la Suprema Corte que 
está legislada por el artículo I o ; 
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Que los términos de los artículos 701, 712, 3450, 3486, 3488 
y siguientes del Código Civil, demuestran que no hay solidaridad 
en la acción, ni en la obligación, y que los cedentes Dou José y 
Don Nicolás Jacques como herederos de Don Amadeo Jucques, 
podían gestionar del derecho de éste por la parte que les cor- 
respondía, por ser personal y divisible la obligación de la 
provincia de Santiago, y simplemente mancomunado su cré- 
dito, por lo que, según ios artículos 690 y 691 del Código 
Civil, debían considerarse como que eran otros tantos créditos 
distintos los unos de los otros. 

La Suprema Corte confirió traslado de la demanda, y el Doc- 
tor Don Justino Obligado, con poder de la provincia demandada, 
pidió, formando artículo, que se declarara que no estaba obli- 
gado á contestar mientras no se comprobara el título heredita- 
rio de los cedentes, señores Jacques. 

Dijo: Que el Dr. Castellanos ejercitaba los derechos de los que 
se decían herederos de Don Amadeo Jacques, sin acompañar la 
prueba de que aquellos eran tales herederos, ni la de haber fa- 
llecido Don Amadeo Jacques; 

Que el Gobierno de Santiago, no había reconocido ese carác- 
ter de herederos, y la escritura de compra de derechos la había 
hecho el Dr. Castellanos manifestando que le constaba ese ca- 
rácter, sin otra prueba ; 

Que si no se probara previamente la calidad de herederos en 
los cedentes, el señor Castellanos, se expondría á un juicio 
nulo. 

Conferido traslado, el Dr. Castellanos pidió el rechazo con 
costas de la excepción. 

Dijo: Que eldemandadoconfundíala falta de personalidad con 
la falta de derecho que puede tener ó no el que litiga; 

Que la falta de derecho atañe al fondo del asunto, y puede 
ser motivo para que se dicte sentencia adversa al que carece de 
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derecho. La falta de personalidad sólo puede ser objetada al 
que no tiene capacidad para presentarse en juicio, ó poder 
bastante cuando invoca la representación de otro; 

Que esta es la que autorízala excepción dilatoria de falta de 
personería y no aquella, y que el demandado no objeta la capa- 
cidad para presentarse en juicio, ni puede alegar insuficiencia 
de poder, desdeque se presenta en cuenta propia; 

Si los Jacques no fueran herederos de Don Amadeo Jacques 
resultaría la falta de derecho para accionar; y las nulidades que 
se temen no pueden tener lugar nunca, cuando se litiga con el 
que se presenta en nombré ó interés propio; 

Que la partida de defunción de I). Amadeo Jacques sería ne- 
cesaria si se tratase del juicio testamentario de él, y que el 
Gobierno de Santiago lejos do desconocer en sus cedentes la ca- 
lidad de hijos y herederos de Jacques, la reconoció accediendo & 
la solicitud de D. Francisco Jacques, habiéndose limitado á or- 
denar que justificara la representación de sus hermanos; 

Que nunca ha creído se pusiera en duda la muerte del señor 

« 

Jacques, por la notoriedad del hecho, y porque esto no ha sido 
desconocido por el Gobierno de Santiago. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Octubre 17 de 1891. 

Vistos: En el incidente sobre defecto de personería promovi- 
do y fundado por el representante de la provincia de Santiago en 
el hecho de no acompañar el demandante el título hereditario 
de sus causantes. 

Con lo expuesto en contestación por aquel y considerando : 
Que la excepción referida atañe no á la personería del de- 
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mandante, que no es desconocida, sino al derecho ó acción con 
qne gestiona, la cual se refiere al fondo del negocio en litigio. 

Que por consiguiente dicha excepción no se halla comprendida 
en la disposición del artículo setenta y tres, inciso segundo de la 
ley de Procedimientos, que se refiere sólo al caso de defecto ó 
insuficiencia de poder en el Procurador, ó de incapacidad del de- 
mandante para estar en juicio. 

Por estos fundamentos se declara no haber lugar á la excep- 
ción deducida y en obligación al demandado de contestar dere- 
chamente la demanda en el término de ley, siendo á su cargo 
las costas causadas en este incidente. Repóngase el pa- 
pel. 

BENJAMÍN VICTO RICA.— C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
LUIS SAENZPEÑA. 
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CAUSA CCtALI 


Don Ángel Giordanoy Don Roque Pecori, contra la Municipa- 
lidad de la Capital; sobre cumplimiento de contrato. 


Sumario. — Carece de fundamento la acción deducida por 
cumplimiento do un contrato, que resulta haber sido dejado sin 
efecto por voluntad de las partes. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Marzo 24 de 1890. 

Y vistos: Pastos autos iniciados por Don Ángel Giordano con- 
tra la extinguida Municipalidad deBelgrano, representada por 
la de la Capital, y seguidos posteriormente por el mismo y Don 
Boque Pecori, según resulta del auto de foja i 28, sobre cum- 
plimiento de un contrato de compra-venta, de los cuales resulta 
lo siguiente: 
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A foja 12 se presentó Don José A. Barbera* en representa- 
ción de Giordano ante el Juzgado de Sección de La Plata, de- 
mandando á la Municipalidad de Belgrano para que le escritu- 
rara diversos lotes de terreno por él comprados á dicha Munici- 
palidad en remate público e.i sociedad con Don Antonio J. Ca- 
nessa; entre ellos, la manzana letra H, situada en el pueblo bajo 
de Belgrano, y manifestando al mismo tiempo que si bien no 
había pagado el precio de dichos terrenos, estaba ampliamente 
compensado con la suma de dinero que aquella corporación le 
adeudaba por trabajos hechos y cuyo valor liquidadoya y acep- 
tado por la misma, compensaba de pleno derecho con la suma 
adeudada por Giordano como precio de los terrenos, cuya es- 
crituración pedía, en vista de la resistencia opuesta por la Mu- 
nicipalidad para ejecutarla. 

En este estado y producida la incorporación del municipio 
de Belgrano á la Capital Federal, pasó el expediente á'este Juz- 
gado, habiendo presentado entonces el demandante el escrito 
de foja 47, en el cual manifiesta que limita los términos de su 
primitiva demanda, pidiendo solamente que se condene á la 
Municipalidad déla Capital, como suoesora de los derechos y 
obligaciones de la de Belgrano, á la escrituración de la man- 
zana letra H, ó en su defecto al pago de pérdidas é intereses. 

La Municipalidad contestó en los términos contenidos en 
descrito corriente á fojas 71 á 72 vuelta, manifestando que la 
manzana letra H, cuya escrituración exigía Giordano, no podía 
serle escriturada, porque no pertenecía ala Municipalidad sino 
á Donjuán Magendie y que sólo por equivocación había sido 
puesta en remate público y adjudicada á Giordano, habiendo 
figurado siempre en todos los planos de ese pueblo como de pro- 
piedad particular que era. 

Agrega la contestación á la demanda que por escases de datos 
en el archivo municipal no podía saber si la venta fué hecha 
cumpliendo ó no las formalidades legales exigidas para la válida 
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enajenación de los bienes municipales, debiendo por consi- 
guiente el demandante demostrar que esos requisitos han sido 
cumplidos; que aún en el supuesto de que lo hubieran sido, ha- 
bría simplemente un error por ambas partes, por tratarse de 
la venta de una cosa ajena, y por lo tanto ésta no podría pro- 
ducir efecto ninguno. 

Que además, la ley de cesión del municipio de Belgrano, ha- 
bía puesto á cargo déla Nación las deudas que tuvieran los 
municipios cedidos, no debiendo pesar sobre la Municipalidad 
la obligación de escriturar, y finalmente que, e.i último caso, el 
comprador no tendría sino una acción personal contra los indi- 
viduos que ejercían el cargo de municipales y no contra la Mu- 
nicipalidad por daños y perjuicios. 

Y considerando: I o Que si bien la extinguida Municipalidad 
de Belgrano mandó sacar á remate público como propia y adju- 
dicó á Giordano y Canessa la manzana letra H, según se com- 
prueba por el diario agregado á foja 49, certificado de foja 77 y 
el boleto de foja 6, del certificado de foja... expedido por el es- 
cribano Don Tulio Méndez, resulta que dicha manzana no per- 
tenecía entonces ni ha pertenecido después á la Municipalidad, 
sino que era propiedad de Don Juan Magendie, A quien le fué 
transmitida por donación de ia anterior propietaria; resultando 
que en el presente caso se trata déla venta de una cosa ajena, 
cuyo contrato, dado que las cosas ajenas no pueden venderse, se 
resuelve en la obligación impuesta al vendedor, aunque fuera 
de buena fé, de pagar al comprador las pérdidas é intereses que 
le produjera la anulación del contrato, siempre que éste hubie- 
ra ignorado que la cosa era ajena (artículo 1329, Código Civil). 

La Municipalidad ha alegado que los compradores sabían que 
la manzana letra H, era de propiedad particular, pues esto era 
de público y notorio, pero no ha comprobado la notoriedad del 
hecho, ni con la exhibición de planos, informes de oficinas téc- 
nicas, ni aun simples declaraciones de testigos, no apareciendo 


DE JUSTICIA NACIONAL 225 

por otra parte racional que quiera sustraerse á su responsabili- 
dad legal, alegando la pública notoriedad de un hecho que ella 
misma érala primera en ignorar como lo comprueba la circuns- 
tanciado haber sacado á remate la manzana en cuestión. 

Sobre el punto de si se han cumplido ó no las formalidades 
legales exigidas parala válida enajenación de los bienes muni- 
cipales, el Juzgado debe pronunciarse afirmativamente. 

En efecto, el demandado no especifica las formalidades ó re- 
quisitos que se hubieran omitido, limitándose á decir que igno- 
ra sise han cumplido ó no todos, correspondiendo al que ataca 
la validez del acto jurídico la especificación y prueba de los vi- 
cios deque adolece, aún tratándose de una nulidad manifiesta, 
pues el boleto de venta de foja 6 aparece firmado por el Presi- 
dente y Secretario de la Corporación Municipal, representantes 
de su personalidad jurídica ( artículo 35 del Código Civil), au- 
torizados por la Corporación (certificrdo de foja 77 ). El deman- 
dado alega que la ley de cesión de los municipios de Flores y 
Belgrano, ha puesto á cargo de la Nación el pago de las deu- 
das existentes contra ellos, y que por lo tanto la Municipalidad 
déla Capital no está obligada á la escrituración. Pero esa 
cláusula, establecida para reglar la posición respectiva de los 
Poderes públicos, no puede afectar las obligaciones privadas 
resultantes de un contrato contraído por la municipalidad de 
Belgrano, como persona del derecho civil, cuyo sucesor y re- 
presentante es la Municipalidad de la Capital, habiendo con- 
tratado aquella por intermedio de sus representantes legales, 
y dentro de sus funciones propias, lo que excluyela hipótesis 
de que los compradores tuvieran simplemente una acción per- 
sonal contra los individuos que ejercían el cargo de municipa- 
les, como lo pretende el demandado, dados los términos del ar- 
tículo 36 del Código Civil, según el cual se reputan actos délas 
personas jurídicas los de sus representantes legales, cuando no 
exceden de los límites de su ministerio, debiendo cargar con la 
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consecuencia de los errores en que incurren aquellos, desde el 
momento que la ley si bien los ha declarado incapaces de delitos 
no los ha declarado incapaces de error, cuyas consecuencias ju- 
rídicas deben refluir sobre los mismos. 

Considerando, finalmente, que si bien en el instrumento pú- 
blico corriente á foja 72, otorgado sin objeción por Giordano, 
consta que al escriturarse ios demás terrenos por él comprados 
en el remate en que adquirió la manzanaH, el Intendente muni- 
cipal manifestó que la enajenación 4 de dicha manzana había 
quedado sin efecto por motivo de haberse sacado á remate equi- 
vocadamente, no siendo de propiedad municipal, este hecho no 
puede interpretarse como una renuncia tácita á los derechos que 
aquel pudiera pretender como consecuencia de la enajenación 
efectuada. En efecto, la escritura pública mencionada tiene por 
principal objeto la transferencia á favor de Giordano de los de- 
más lotes de terreno, no siendo sino una frase incidental la re- 
ferente á la manzana letra H, frase cuyo alcance no es otro que 
el de una notificación ai comprador de la imposibilidad de es- 
criturar en aquel acto la manzana en cuestión, como lo com- 
prueba la protesta formulada por él al día siguiente y ante 
el mismo escribano, por los dañosy perjuicios quedel hecho pu- 
diera resultarle, no pudiendo, por otra parte, presumirse la in- 
tención de renunciar y debiendo ser restrictiva la interpreta- 
ción de las cláusulas que induzcan á probarla (artículo 874 del 
Código Civil). 

Por estos fundamentos, se declara que los demandantes Don 
Ángel Giordano y Roque Pécori, han justificado plenamente su 
acción contra la extinguida Municipalidad de B^elgrano, repre- 
sentada hoy por la de la Capital, no habiéndolo hecho esta úl- 
timarespecto á sus excepciones. En consecuencia y de acuer- 
do al artículo 1329 del Código Civil y artículo 15 de la ley so- 
bre procedimientos, se declara que la Municipalidad de la Capi- 
tal debe satisfacer á los señores Giordano y Roque Péoori, los 
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dañóse intereses que les resulten de haberles vendido la man- 
zana letra H, de ajena propiedad, cuyo monto será estimado en 
el juicio respectivo, de acuerdo á las pruebas que los justifi- 
quen. Repónganse los sellos, ynotifíquese con el original. 

Andrés [Jg arriza. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos^Aires, Octubre 17 de 189J . 

Vistos y considerando: Que según el tenor literal de la escri- 
tura corriente á foja ciento setenta y dos, la compra-venta de 
la manzana H, cuya escrituración se demanda, quedó sin efec- 
to por mutuo acnerdo de las partes, en razón de haber aparecido 
que aquel terreno no era de propiedad municipal, y que equivo- 
cadamente había sido sacado á remate. 

Que este mutuo acuerdo resulta tanto de la exposición del 
Intendente municipal en la escritura referida, cuanto de las 
cláusulas de aceptación de parte del demandante Don Ángel 
Giordano contenidas en la misma. 

Que es conforme con estos hechos la manifestación del In- 
tendente municipal contenida al pié de la protesta de foja cua- 
renta y cinco, documento presentado por el propio demandante, 
y cuyas aserciones, por lo mismo, no puede aceptaren parte y 
rechazar en la otra. 

Que dejada sin efecto por voluntad de las partes, la compra- 
venta anunciada, falta el fundameuto de la acción de daños y 
perjuicios deducida, cualquiera que sea por otra parte la solu- 
ción que corresponda á la cuestión promovida por la Muni- 
cipalidad respecto al alcance de las disposiciones de la ley de 
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incorporación del municipio de Belgrano al de la Capital, rela- 
tivamente á su responsabilidad, por las obligaciones de la 
extinguida corporación municipal de aquel distrito. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja doscientas tres y se declara no haber lugar á la demanda 
interpuesta. Repónganse los seilos y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTO RICA. — CALIXTO 
S. DE LA TORRE. — LUIS V. TÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN. 


CAUSA CCCX1.II 


Criminal contra Adolfo Winkelmann , por quiebra fraudulenta 
y uso fraudulento de firmas ; sobre extradición. 


Sumario. — Llenados los requisitos exigidos por el artículo 
651 del Código de Procedimientos en lo criminal, procede la 
extradición del procesado por quiebra fraudulenta y uso 
fraudulento de firmas, aunque no exista tratado con la Nación 
requirente . 
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Caso. —Lo explica el 


Fallo del Juez federal 


Buenos Aires, Agosto de 1891. 

Vista nuevamente la solicitud de extradición presentada por 
el señor Ministro Plenipotenciario del Imperio Alemán, contra 
el detenido Adolfo Winkelmann, acusado de quiebra fraudulen- 
ta y uso fraudulento de firmas, en documentos entregados al 
comercio, como miembro de la Junta Directiva de la sociedad, 
por acciones denominada cLeipziger Discontegesellschaft*. 

Vistos los documentos presentados y demás antecedentes de la 
causa, así como la declaración del detenido, corriente á foja...., 

Y considerando: I o Que el pedido anterior de extradición 
presentado por el señor Ministro plenipotenciario de Alemania, 
con fecha 17 de Marzo de 1890, por intermedio del Departa- 
mento de Relaciones Exteriores, fué desestimado por deficiencia 
de los documentos exigidos por el artículo 651 del Código de 
Procedimientos en lo criminal con que se acompañaba la soli- 
citud, notándose la falta de un testimonio literal del auto que 
decrete la solicitud de extradición expedido por la autoridad ju- 
dicial competente del país requirente. 

2 o Que esa omisión ó deficiencia ha sido salvada con la pre- 
sentación del documento de foja 69, el cual es copia literal de 
la resolución expedida y firmada por el Juez de Instrucción del 
Tribunal Real de Sajonia, contra cuya competencia no se ha 
hecho observación alguna, para tratar de conseguir de quien 
corresponde el otorgamiento de la extradición del acusado 
Adolfo Winkelmann, y solicitar, como por ella se solicita, del 
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Juez Federal de la República Argentina el otorgamiento de la 
extradición del mencionado Winkelmann. 

3 o Que no estando obligados los tribunales de Alemania á 
ajustaría forma de sus procedimientos y resoluciones á las 
que rigen en la Nación, deben considerarse llenadas las exi- 
gencias del artículo 651 del Código de Procedimientos antes 
citado, con el testimonio presentado, desde que la resolución del 
Tribunal requirente substancialmente contiene lo que dicho ar- 
tículo exige, esto es, que haya un mandato judicial, ordenando 
el pedida de extradición. 

4 o Que se halla plenamente justificada la identidad del deteni- 
do con la persona reclamada por el Tribunal Real de Sajonia, 
habiéndolo reconocido el mismo Winkelmann, en su declaración 
prestada ante este Tribual Federal, resultando igualmente de 
los documentos y antecedentes referidos. 

5 o Que si bien no existe tratado de extradición entre la Re- 
pública Argentina y el Imperio Alemán, el inciso 2 o del artí- 
culo 646 del Código de Procedimientos establece que, á falta de 
él, la extradición procede, en los casos en que es admisible, 
según el principio de reciprocidad ó la práctica uniforme de las 
naciones, estando comprendido en ellos el delito ó delitos que 
imputan al delito, de. acuerdo al artículo 2 o de la ley de 22 de 
Agosto de 1885, pues, se trata de un delito común que, por las 
leyes argentinas (artículo 198 del Código Penal) es castigado 
con pena corporal, no menor de un año de prisión. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo expuesto por el Pro- 
curador Fiscal, fallo accediendo al pedido de extradición hecho 
por el Tribunal Real de Sajonia, del individuo Adolfo Winkel- 
mann, bajo el concepto de que las autoridades alemanas ob- 
servarán la reciprocidad en casos análogos, y bajo las precisas 
condiciones de que e! expresado Winkelmann no podrá ser juz- 
gado por ningún delito anterior al hecho de la extradición y no 
se le podrá aplicar pena mayor que la que prescribe el Código 
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Penal Argentino para los delitos porque sea juzgado por los 
tribunales del Imperio Alemán. 

En consecuencia, póngase al detenido Winkelmann á disposi- 
ción del señor Ministro Plenipotenciario de Alemania, y pásese 
el proceso original al Ministro de Relaciones Exteriores, de- 
jando la debida constancia en la Secretariado este Juzgado. 

Virgilio M. Tedin. 


VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 7 de 1891. 

Suprema Corte : 

Por los fundamentos de la sesolucion apelada de foja 136 y lo 
expuesto en mis informes anteriores, soy de opinión que dicha 
resolución debe ser confirmada por Y. E. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Carie 

« 

Buenos Aires, Octubre 20 de 1891. 

Vistos: por sus fundamentos y de conformidad con lo ex- 
puesto por el señor Procurador General, se confirma con costas 
la sentencia de foja ciento seis; y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.- CALIXTO 
S. DE LA TORRE. — ABEL BA- 
ZAN. - LUIS SAENZ PEÑA. 
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CAUSA CCX *I,III 


Don José Cóppola, contra Don Nicolás Mihanovich, por daños y 
perjuicios procedentes de abordaje; sobre constitución del 
tribunal arbitral. 


Sumario. — Entablada la acción por daños procedentes de 
abordaje, y consentido el auto por el cual se llama á las partes 
á comparendo álos efectos del artículo 1269del Código de Comer- 
cio, queda consentida la oportunidad de someter el caso al juicio 
de peritos arbitradores y la obligación de hacer valer ante 
éstos todas las defensas que el demandado quiera hacer valer 
en contra de la acción propuesta. 


Caso. — Don José Cóppola se presentó ante el [Juzgado expo- 
niendo: Que el 22 de Marzo del corriente año contrató el vapor 
cKoel» de propiedad de Mihanovich, para que remolcara el buque 
de su propiedad llamado « Joven Bayonesa», ¡desde la Boca á 
Barracas; 

Que navegando el remolcador con rumbo á su destino, se en- 
contró con una chata del gobierno que se ponía en movimiento 
para atracar á una draga que estaba en el oostado Sud; 

Que en vista de esto el vapor cEoel» debía virar al norte para 
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pasar por la popa de la chata, pero en vez de hacer esto, dio 
fuerza á la máquina, pretendiendo salvar la distancia de una 
cuadra, más ó menos, que lo separaba de la chata. Apercibido á 
pocas varas que no podía hacer esto, sin un abordaje, viró para 
la izquierda, pretendiendo pasar por la popa de la chata, siempre 
con igual velocidad, consiguiendo pasar por entre la chata y un 
patacho que estaba varado á pocas varas déla proa de aquella. 
Que la velocidad que le imprimió al buque remolcado la marcha 
del cEoel» ocasionó su choque con el patacho varado, rompiéndo- 
sele el bauprés y produciéndose otras averías, lo que representa 
más de 400 pesos; 

Que ha pedido al señor llihanovich, propietario del remolca- 
dor, que lo indemnice, sin haberlo conseguido; por lo que fun- 
dado en la disposición de los artículos 878 y 1269, Código de Co- 
mercio, lo demanda por los dichos 400 pesos ó por loque fijen 
los arbitros. Pidió que se ordenara la constitución del Tribunal 
arbitral y se condenara al demandado al pago de la suma que 
e3e tribunal fije, con costas. 

El Juez, de conformidad alo dispuesto por el artículo 1269, 
Código de Comercio, convocó ajuicio verbal para constituir el 
tribunal arbitral. 

Notificado don Nicolás Mihanovich, se presentó exponiendo : 
que no había tenido relación alguna comercial con el demandan- 
te, que la demanda no era dirigida contra él, sino contra Meba- 
nobich; que no es propietario de ningún vapor llamado Koel; que 
si la demanda fuera originada contra él, diría que es defectuosa, 
por oscura é incomprensible; pues no se ha acompañado la pro- 
testa que la ley manda formalizar dentro de 24 horas. Pidió que 
se dejara sin efecto el juicio verbal decretado y se rechazara 
con costas la demanda. 

Corrido traslado, lo contestó el demandante exponiendo que 
la demanda era contra Don Nicolás Mihanovich, dueño del va- 
por Koeln, y presentó un certificado firmado cC. Williams» sin 
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indicación d ; la oficina de que emane, en el cual se inserta una 
exposición de los hechos á que se refiere la demanda, hecha por 
el actor en 4 de Abril del corriente año. 
El Juez dictó el siguiente auto : 


Buenos Aires, Mayo 20 de 1891. 

Vistos: Por loque resulta délas rectificaciones hechas en el 
precedente escrito, y estando ya claramente establecido que se 
se demanda ádon Nicolás Mihanovich, en su calidad de propie- 
tario ó armador del vapor remolcador cKoeln», por averías infe- 
ridas al pailebot c Joven Bayonesa», que aquel remolcaba; com- 
parezcan á juicio verbal á los efectos del artículo 1269 del Có- 
digo de Comercio, en la audiencia del dia 26 del corriente, á las 
dos de la tarde. 

Tedtn. 


Por diversos motivos, el juicio verbal se realizó recien el I o 
de Setiembre. En él, reiteró el autor su demanda y nombró 
como perito áDon Ángel Ghigliazza. El demandado expuso: que 
no era el caso de nombrar arbitros, porque no se había presen- 
tado con la demanda la protesta que requiere la ley, notificada 
á Mihanovich, pues el documento presentado no es sino una 
simple relación hecha ante la subprefectura del Riachuelo, por 
lo cual correspondía rechazar la demanda. El demandante ex- 
puso: que el apoderado de Mihanovich, para asistir al jnicio, só- 
lo había presentado una carta poder que sólo lo autorizaba para 
el acto, pero no para contestar la demanda ni para oponerse á 
autos consentidos que han determinado el alcance del nombra- 
miento de peritos ; queMa exposición hecha ante la subprefec- 
tura marítima, demuestra que el demandante cumplió con su 


DE JUSTICIA NACIONAL 235 

obligación de dar cuenta de las averías sufridas. Pidió que se 
tuviera por nombrado su perito y se ordenara á la otra parte 
nombrara el suyo bajo apercibimiento de ser nombrado de ofi- 
cio. 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Setiembre 9 de 1891 . 

Autos y vistos: Estando consentido el auto de foja 10 y sien- 
do el Tribunal Arbitral quien debe tomar en consieraciou todas 
las circunstancias que establezcan 6 eximan de responsabilidad á 
las partes, háse por nombrado como perito arbitrador por parte 
de Don José Cóppola á Don Ángel Ghigliazza, y notifíquese á 
Mihanovich nombre otro por la suya, bajo apercibimiento de 
nombrarlo de oficio. Repóngase la foja. 

Virgilio M. Tedin. 


Auto del Juei Federal 


Buenos Aires, Setiembre 25 de 1893. 

T vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito y considerando además: 

1° Que por el autode foja 10 se mandó comparecer á las par- 
tes á juicio verbal á los efectos del artículo 1269 del Código de 
Comercio, el cual establece que todos los daños causados por 
choques ó abordajes serán avaluados por peritos arbitradores, 
quienes determinarán con la menor dilación posible cuál de los 
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buques ha sido causante del daño, sujetándose á las disposicio- 
nes de los Reglamentos de Puerto y á los usos y prácticas del 
lugar. 

2 o Que por consiguiente, además de ser el caso forzosamente 
de jurisdicción arbitral, al consentir el referido auto ha consen- 
tido las consecuencias implicadas en la referencia del artículo 
citado en él, esto es, que era la oportunidad de someter el caso 
al juicio de peritos arbitradores, quienes deben tomar en consi- 
deración todas las defensas que la parte considere pertinentes á 
su derecho para eximirle de responsabilidad, — no ha lugar á la 
revocatoria solicitada y se concede en relación la apelación sub- 
sidiariamente interpuesta para ante la Exma. Suprema Corte á 
donde se elevarán los autos en la forma de estilo. Repóngase la 
foja. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 20 de 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja veinte y dos; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN V1CTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VARE- 
LA . —ABEL BAZAN . — LUIS 
SAENZPEÑA. 
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CAUSA €€€ XlilT 


La Empresa del Ferrocarril Oesle Sanlafecino contra la Em- 
presa del Ferrocarril Central Argentino ; sobre empalme de 
vías. 


Sumario. — La Empresa de Ferrocarril cuya línea no es de 
empalme ó prolongación con la de otra Empresa de Ferrocarril, 
no puede obligar á ésta á concedérselo, no probando la exis- 
tencia de convenio expreso entre ellas sobre su concesión. 


Caso.— Lo explica el 


Fallo del Jnex Federal 


Rosario, Setiembre 23 de 1889. 

Y vistos: estos autos seguidos por las Empresas de los ferro- 
carriles Oeste Santafecino y Central Argentino, exigiendo el 
primero el empalme de su vía con la vía del segundo, á objeto de 
utilizar ésta y poder asimismo hacer uso de sus estaciones, etc., 
en todo el trayecto de la línea del Central; fundándose la Em- 
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presa demandante del Oeste Santafecino para esta exigencia en 
el texto del artículo 56 de la ley nacional de ferrocarriles de 
1872, como también en las obligaciones asumidas ex-contrato 
por la Empresa demandada del Central Argentino y á que se 
refiere la carta de fecha 8 de Enero de 1883, dirigida por el 
Administrador provisorio del Central Argentino al Ingeniero 
Director del Oeste Santafecino, corriente á foja 136; derechos y 
hechos contestados por parte de la Empresa demandada, opo- 
niéndose á ellos, fundándose, en cuanto á lo primero, en la 
circunstancia de que la ley de Ferrocarriles indicada, como 
sancionada por el Congreso Nacional, sólo rige para las empre- 
sas férreas de carácter nacional y no para las que como la del 
Oeste Santafecino toman un carácter meramente provincial; y 
negando el segundo la razón de que la carta aludida de foja 146 
no se refiere al empalme de la vía principal sino únicamente al 
cruce de los rieles del Oeste Santafecino con el Central Argen- 
tino, para que aquel pudiera llevar su línea hasta el edificio de 
los graneros y muelles del Rosario, cuya ubicación se encuentra 
vecina á la del Central Argentino, y respecto á lo cual esta Em- 
presa (la del Central) no había tenido inconveniente en acceder 
á las exigencias del Oeste Santafecino permitiendo dicho cruce 
( escritos de demanda y contestación corrientes respectivamente 
á fojas 32 y 90 de estos autos). 

Por el auto que se registra á foja 116 vuelta, la causa se 
abre á prueba, exclusivamente sobre el convenio de empalmo y 
uso de la vía del Central, alegado en la demanda. 

T en su mérito, la parte del Ferrocarril Oeste Santafecino 
produce la que corre á fojas 143, 146, 147, 149, 151, 153 y 
154. 

Dos son, pues, las cuestiones á resolver, siendo la primera si 
la ley nacional de Ferrocarriles del año 1872, rige sólo para 
las líneas férreas de carácter nacional, ó también para las de 
carácter provincial, en cuyo último caso se encuentra la Empre- 
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saactora, para deducir de esta premisa si diobo Ferrocarril Oes- 
te Santafecino puede 6 no acogerse á las disposiciones de la re- 
ferida ley, y entre las cuales se encuentra la de poder exigir el 
empalme que boy demanda; siendo la segunda, si existe ó no 
convención entre ambas empresas, mediante la cual la del Cen- 
tral Argentino se encuentre comprometida á permitir el empal- 
me que se le exige. 

Considerando respecto de la primera cuestión, se impone la ne- 
cesidad de interpretar el espíritu y alcance de la ley invocada 
en apoyo do la demanda y pudiendo en tal concepto optar por 
cualquiera de las tres clases de interpretación que la legislación 
y jurisprudencia general admite, estudiémosla bajo el punto de 
vista de la auténtica, que por su naturaleza y fuentes que con- 
sulta, es la que reviste una mayor autoridad. 

De ella resulta, entre tanto, de un modo claro y evidente que 
la mente del Honorable Congreso de la Nación al dictar la ley 
del 72, fué limitada exclusivamente, en su aplicación, á los de- 
rechos de los ferrocarriles nacionales. En efecto, en las se- 
siones de la Cámara de Diputados de fecbas 22 y 24 de Julio de 
del citado año 72, en las cuales se trató en general y particular 
la ley de Ferrocarriles que se in\oca, y la cual fué promulgada 
por el Poder Ejecutivo en 18 de Setiembre del mismo año, el 
diputado por Corrientes, señor Guastavino, manifestó á la Cá- 
mara que con extrañeza veía que la ley en discusión, sólo se re- 
fería á los ferrocarriles nacionales, haciendo caso omiso de los 
provinciales y que estos, en su concepto, debían asimismo ser 
incluidos en la ley en discusión. El diputado por Tucuman 
doctor Gallo, mfembro informante de la comisión, contestó en- 
tonces que de una manera estudiada y consciente se había eli- 
minado del proyecto en debate á los ferrocarriles provinciales, 
estatuyendo en él, sola y exclusivamente sobre los nacionales, 
en razón de que no le era lícito al Congreso legislar sobre los 
ferrocarriles provinciales, sin usurpar á los Estados federales 
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una de las facultades á ellas acordadas por el artículo 107 de la 
Constitución Nacional, que dejaba á las Provincias el derecho de 
celebrar tratados parciales para fines de administración de jus- 
ticia, de intereses económicos y trabajos de utilidad pública.. . 
de promover su industria, la inmigración, la construcción de 
ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras 
de propiedad provincial, la introducción y establecimiento de 
nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros y la 
exploración de sus ríos, por leyes protectoras de estos fines y 
con sus recursos propios; agregando, además, que las líneas que 
no fueran meramente provinciales, extendiéndose á otros Esta- 
dos vecinos, serían los únicos que podrían también reglamentar- 
se por el Congreso, pero circunscribiéndose esa reglamentación 
provincial, con arreglo á lo dispuesto en el inciso 12 del artí- 
culo 67 de la Constitución Nacional, á sólo aquello que pudiera 
afectar los intereses dfl comercio terrestre inter provincial, por 
cuanto por dicha disposición « corresponde al Congreso reglar 
el comercio marítimo y terrestre con las naciones ¡extranjeras 
y de las provincias entre si». 

Estas teorías del miembro informante fueron las que preva- 
lecieron en el Congreso al sancionarse la ley del 72; y como 
una corroboración de ello consta asimismo en el acta de las úl- 
timas sesiones citadas, que al discutirse el artículo 53 de dicha 
ley, que fué observado y que se refiere á la exoneración de im- 
puestos de los bienes inmuebles que forman parte integrante 
dolos ferrocarriles, se dejó constatado en esa sesión que ello se 
referíaúnicamente á los inmuebles de propiedad de los nacionales 
y que en este concepto no se atacaba en manera alguna los dere- 
chos de las provincias ( Diario de sesiones de la Cámara de 
Diputados, año de 1872, páginas 315, 317, 318, 319, 324 y 336). 

La ley, pues, del año 72 que el Ferrocarril Oeste Santafecino 
invoca en su favor no legisla, como se ha visto, para los ferroca- 
rriles que tengan un carácter provincial, como lo es él mismo en 
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este caso, sino que sólo y exclusivamente regla ¡os ferrocarri- 
les nacionales; y siendo así, es indudable de que no puede áeste 
título exigir del Central Argentino la prerrogativa que pretende. 

Queda de este modo resuelta la primera cuestión en un senti- 
do negativo á las exigencias del actor., 

Respecto ala segunda y á mérito del certificado corriente á 
foja 153 deestos autos, encuentra ya el Tribunal, el hecho dis- 
cutido con la autoridad de la cosa juzgada. Suscitada, en efecto, 
una cuestión anterior, seguida por don Carlos Casado contra 
la Empresa del Ferrocarril Central Argentino sobre presenta- 
ción de cuentas, representando el señor Casado al Oeste Santa- 
fecino, se discutía este mismo punto, es decir, de la convención 
á que se refiere la carta del Administrador interinó del Cen- 
tral, Don Malcon Galeano, dirigida al Ingeniero Director del 
Oeste Santafecino, Don Ignacio Firmat, importaba un convenio 
existente, autorizando al Oeste Santafecino para empalmar su 
vía con la del Central Argentino, ó si dicho convenio tenía sólo 
atingencia al cruce de la línea, para que el primero pudiera lle- 
gar hasta los graneros y muelles del Rosario, y se decidió la 
cuestión, declarándose que el convenio de la referencia no tenía 
otro alcance que autorizar el cruce de la línea en los graneros y 
no el empalme de la vía de ambos ferrocarriles. Así resulta 
en efecto, de la conclusión sentada en el considerando tercero 
de la sentencia pronunciada por el Juez que decidió la causa, y 
cuyo tenor es el siguiente: 

€ 3 o Que estos antecedentes demuestran todos, sin lugará du- 
das, que el convenio celebrado entre las empresas citadas, no 
comprendió ni pudo comprender la construcción de este ramal, 
que estaba ya construido de antemano y que las obras estipula- 
das no fueron otras que las demarcadas en la carta de foja 2 (que 
esla misma de foja 146 de los presentes autos) ó sea simple- 
mente las de cruce ó empalme de la línea del Oeste, con el ra- 
mal de los graneros. » 

T. XVI 1(5 
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Ante esta declaración pronunciada en una sentencia ejecu- 
toriada, no podría ni debería volverse á poner en tela de juicio 
el alcance del convenio invocado por la Empresa demandante, 
por cuanto tal cosa importaría renovar una cuestión terminada 
con el sello de la cosa juzgada. 

Y aunque lo anterior sería suficiente para dejar bastante- 
mente fundada esta sentencia, es del caso, empero, agregar dos 
consideraciones más que corroboran su parte dispositiva, 
siendo una de ellas, la de que los privilegios, como serían el 
hecho del empalme que se pretende, deben interpretarsejrestric- 
tivamente, y la segunda, la de que teniendo por límite de su 
concesión el Oeste Santafeciho, el punto denominado Graneros y 
muellesdeTRosario, mal podría una sentencia judicial extender 
dicha concesión, del resorte exclusivo del Poder Legislativo, á 
un trayecto mayor, como resultaría prolongándose su vía hasta 
más allá del límite que le marca su concesión, pues no á otro 
resultado se llegaría facultándola para continuar su trayectoria 
hasta la ciudad de Córdoba ó á otro cualquiera de los puntos á 
que alcanza la línea del Central Argentino. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo : no 
haciendo lugar á la demanda, con costas. Hágase saber con el 
original y repóngase. 

(i. Escalera y Zuvirla. 


Vallo fie la Suprema Corte 


Buenos Aires. Octubre 20 de 1891. 


Vistos: Considerando: Que según la concesión y tratados res- 
pectivos de los Ferrocarriles Central Argentino y Oeste Santa- 
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fecino, sus líneas no tienen punto alguno desunión entre sí, y 
no pueden decirse en consecuencia de empalme ó prolongación. 

Que no les da este carácter el cruzamiento que se ha verificado 
últimamente en ellas al llegar á la ciudad del Rosario, por con- 
venio especial délas Empresas respectivas, al objeto preciso y 
determinado de dar acceso á la última al establecimiento de 
muelles y graneros de dicha ciudad . 

Que en consecuencia, aún suponiendo que la Empresa del 
Oeste Santafecino, pudiese acogerse á los beneficios de la ley 
de Ferrocarriles nacionales, no obstante no ser esa línea de las 
enumeradas en esta ley, no sería el caso de aplicación de las 
disposiciones de los artículos cincuenta y seis y siguientes de 
dicha ley. 

Que otro tanto debe decirse de la disposición del artículo oc- 
tavo del contrato de concesión de la Empresa del Ferrocarril 
Central Argentino, que también se invoca por el demandante, 
pues tal disposición no puede entenderse de aplicación en otros 
términos, que los de la ley de mil ochocientos setenta y dos, en 
cuanto se refiere á empalmes y uso de las líneas de unas em- 
presas por otras. 

Por estos y los fundamentos de la sentencia apelada de foja 
ciento noventa y tres, en cuanto se refieren al hecho de no ha- 
berse justificado por la empresa demandante, el convenio que 
se alegó en la demanda como uno de los fundamentos de la ac- 
ción deducida: se confirma con costas dicha sentencia, y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE.— LUIS V. VARÓLA. — LUIS 
SAENZ PEÑA. 
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CAUSA C'CCXLV 


Portáis, Calvet y compañía contra Don Nicanor Godoy % por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre apelación y nulidad 

Sumario. — I o Debe rechazarse el recurso de nulidad uo exis- 
tiendo en el procedimiento defectos que anulen las actuaciones. 

2 o No procede el recurso de apelación contra un auto que de- 
niega la revocatoria, cuando es deducido fuera del término y no 
se ha interpuesto conjuntamente con esta. 


Caso. — Los señores Portáis, Calvet y C a siguieron contra Don 
Nicanor Godoy un juicio ejecutivo por cobro de un pagaré de 
1743 pesos, hasta quedar adjudicado en pago por las dos ter- 
ceras partes un terreno tasado en 1000 pesos, que se puso en 
remate y quedó invendido por falta de postores. 

Ordenada por el Juez la escrituración de la adjudicación, el 
ejecutado pidió revocatoria, diciendo que se acogía á la ley de 
moratorias. 


Fallo del Jueas Federal 


Corrientes, Agosto 26 de 1891. 

Vistos y considerando: Que la ley de moratorias, á que pre- 
tende acogerse el ejecutado, es sólo aplicable á las obligaciones 
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vencidas 6 á vencerse qne no hubieran sido satisfechas, pero de 
ninguna manera á aquellas que hubieran sido cumplidas. 

Lo contrario sería un contrasentido. En el presente caso, si v 
bien no se ha pagado toda la deuda, por insuficiencia del bien 
embargado, ella se ha extinguido en parte por la adjudicación 
en pago del bien raiz embargado, por el auto de foja 37 vuelta, 
consentido por el ejecutado. Quiere decir entonces que el acto, 
la compra-venta, quedó consumada (artículo 781, Código Civil) 
y la deuda primitiva reducida en una cantidad igual al precio del 
inmueble adjudicado, ó sea á las dos terceras partes de la ta- 
sación, no se puede diferir ó demorar los hechos consumados. 
Que la falta de escrituración pública, que alega el ejecutado 
para decir que el pago quedó suspenso, no le favorece, porque 
el acto de la venta en remate de bienes raices, á la que se 
equipara la adjudicación por falta de postores, es en sí mismo 
un contrato perfecto de compra-venta, la escritura sólo importa 
la autenticaron ex post fado del acto del remate y no un con- 
trato (serie 2 a , tomo 8 o , página 325 de los Fallos de la Suprema 
Corte). 

Por esto, no se hace lugar á la revocatoria del auto de foja 38 
vuelta, solicitada por el ejecutado, y en consecuencia, estése á 
lo en él ordenado, debiendo presentar el representante del eje- 
cutado, los títulos dentro del término de 48 horas en la Secre- 
taría de este Juzgado para que pueda otorgarse la escritura. 

Hágase saber y repónganse. 

E. A, Lujambio. 


Godoy interpuso los recursos de apelación y nulidad. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 20 de 1891. 

Vistos : No existiendo en el procedimiento defecto alguno 
que anule estas actuaciones con arreglo á la ley nacional de 
Procedimientos: no ha lugar á la nulidad deducida. 

T considerando en cuanto á la apelación: que ella no procede 
del auto en quo se deniega la revocatoria, cuando no se inter- 
pone conjuntamente con esta, y es deducida como lo ha sido en 
este caso fuera del término de la ley para apelar del auto de 
que se ha pedido revocatoria: no ha lugar tampoco á dicho re- 
curso, y repnestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE. —LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN.— LUIS SAENZPEÑA. 


CAUSA CXX&LVI 


El Ferrocarril ile Buenos Aires al Pacífico, contra los here- 
deros de Don JuanDufour, por expropiación; sobre liquida- 
ción y embargo. 

Sumario. — 1 Q La liquidación consentida debe ser guardada. 
2 o No procede el embargo que no es eficaz á los propósitos 
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legales del acreedor; como el de una estación de Ferrocarril, 
que no puede ser vendida con separación de la línea férrea. 


Caso. — La Suprema Corte falló el juicio de expropiación 
mencionado, por la siguiente sentencia ( serie 3\ tomo 14, 
página 220) : 


Buenos Aires, Junio 4 de 1891. 

Vistos: atenta la ubicación del terreno á expropiarse, el mé- 
rito de expropiaciones hechas anteriormente de terrenos en 
condiciones semejantes á las de aquel, y demás antecedentes, 
constantes de autos., se resuelve fijar en un peso moneda nacio- 
nal el metro cuadrado, el preció de dicho terreno, con declara- 
ción de que la Empresa expropiante debe además abonar el in- 
terés correspondiente á estilo de Banco sobre el valor del refe- 
rido precio, en cuanto exceda de la cantidad consignada á foja 5, 
á contar desde el día de la ocupación délos terrenos de la refe- 
rencia hasta el de su efectivo pago, y el valor de los honorarios 
de peritos y costas de actuación, con arreglo al artículo 18 de la 
ley de la materia, quedando en estos términos modificada la 
sentencia de foja 115. Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DÉLA 
TORRE.— LUiSV. VÁRELA.— ABEL 
BAZAN. — LUIS SAENZ PEÑA. 


Devueltos los autos al Juzgado de Sección, se ordenó, á pedido 
de la parte expropiada, que se practicara la liquidación, y para 
ello, que el Banco Nacional informara cuál era el interés que ha- 
bía cobrado á sus deudores. 
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Producido el informe del Banco Nacional, se practicó la si- 
guiente liquidación, excluyendo de ella el precio ofrecido y no 
aceptado que el expropiante había depositado ya . 


Liquidación que practica el actuario 

Capital adeudado, una vez deducido el im- 
porte del depósito de foja 5 # m^ 4587.65 

Intereses sobre los 4587.65 centavos, con 
arreglo al informe del Banco Nacional co- 
rriente á foja. . . desde el 6 de Octubre de 
1886 hasta el 31 de Enero de 1890, al 7 % 
al año 1065.09 

Intereses sobre los 4587,65 centavos, desde 
el I o de Febrero de 1890, hasta el 31 de 
Marzo del mismo año, al 9 % anual 68 . 80 

Intereses sobre los 4587.65 centavos, desde 
ell° de Abril de 1890, hasta el 30 del mis- 
mo mes y año, al 8 % al año 30.58 

Intereses sobre los 4087.65 centavos, desde 
el I o de Marzo de 1890, hasta el 31 de Julio 
de 1891 al 7% al año 374.61 

Total.... tim/n 6126.76 

Importa la precedente liquidación, la suma de 6126 pesos con 
76 centavos moneda nacional. 

Buenos Aires, Julio 31 de 1891 . 

D. S. Tedin. 
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Esta operación se hizo saber á la parte expropiante, en 5 de 
Agosto del corriente año. 

En 11 del mismo mes de Agosto, pidió la parte exprupiada 
que se intimase al expropiante, bajo apercibimiento, que depo- 
sitase en término de tres días en el Banco de Londres y Rio de 
la Plata, el importe de la liquidación, á la orden del Juzgado, y 
que propusiera escribano para extender la escritura. Así lo dis- 
puso el Juez, siendo notificado por cédula el 14 de Agosto, el 
apoderado del expropiante. 

En 24 de Agosto, se presentó éste exponiendo: que antes de 
hacer la oblación ordenada, era necesario rectificar la liquida- 
ción, pues había notado que se había hecho con arreglo á los 
antecedentes suministrados por el Banco Nacional, mientras que 
debió serlo por los del Banco de la Provincia, por tratarse de un 
asunto iniciado en La Plata y en cuyo Banco fué depositado el 
precio ofrecido. (El juicio, en efecto, se inició ante el Juzgado 
de la sección de Buenos Aires, y por haber quedado comprendido 
el terreno materia de la expropiación, dentro de los límites de la 
Capital, fué pasado al Juez Federal en ésta). Agregó el expro- 
piante, que si antes no había observado la liquidación, fué por- 
que la encontró exacta en cuanto á los cálculos; que antes de 
hacerse el pago, los propietarios deben acreditar que actualmen- 
te son propietarios del terreno y que sus títulos no son defec- 
tuosos. Pidió que se dejara sin efecto la orden de hacer el de- 
pósito hasta que se cumpliera lo que deja indicado. 

Corrido traslado, la parte expropiada observó que la liquida- 
ción estaba consentida, como también el auto que para practi- 
carla ordenó que se pidieran al Banco Nacional antecedentes 
respecto de los intereses; y pidió que no se hiciera lugar, con cos- 
tas, alo solicitado por el expropiante, y se librara mandamien- 
to de embargo. En cnanto á los títulos de propiedad, los pre- 
sentó. 
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A tilo del Juez Federal 


Buenos Aires, Setiembre 3 de 1891. 


Estando consentida la liquidación á que se refiere el anterior 
escrito, no ha lagar á lo pedido por el apoderado de la Empresa 
expropiante, y líbrese mandamiento en forma como se pide, 
siendo á cargo del expropiante las costas de este incidente. 

llgarriza. 

El mandamiento de embargo ordenado se libró, y se entendió 
con Don Juan E. Clark, quien manifestó que no tenía dinero pa" 
ra hacer el pago en el acto, ni bienes de la Sociedad en esta ca- 
pital quedar á embargo. 

En consecuencia, y con fecha 21 de Setiembre, la parte ex- 
propiada pidió que se embargara la estación Palermo del Ferro- 
carril al Pacífico. 


Fallo dtel JueiE Federal 

Buenos Aires, Setiembre 22 de 1891. 

No siendo eficaz á los propósitos legales del acreedor el em- 
bargo de una estación desde que ésta no podría ser puesta en re- 
mate y vendida con separación de la línea férrea, con la que for- 
ma un todo indivisible, siendo únicamente el resultado del em- 
bargo que se pide la suspensión del servicio del Ferrocarril con 
detrimentro de la Empresa y del público, y sin provecho aprecia- 
ble á favor del acreedor, no ha lugar al embargo pedido y pida lo 
que corresponda. 

ligar riza. 
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Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Octubre 22 de 1891 . 


Vistos: Por sus fundamentos, se confirman con costas los 
autos apelados de fojas ciento sesenta y seis vuelta y ciento 
setenta y ocho vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 


benjamín victorica— c. s. de la 
torbe.—luisv. várela.- abel 
bazan— luis saenz pe pía. 


CAUSA € € C \L\I1 


Fl Doctor Don José Nicolás Matienzo contra la Compañía 
Nacional de Transportes; sobre cobro de pesos 


Sumario.— La deuda del propietario de un establecimiento 
comercial transferido á otro con todas sus acciones, derechos y 
obligaciones, debe ser pagada por éste. 
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Caso. —Lo explica el 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Mayo 19 de 1890. 

Y vistos: estos autos promovidos por el doctor José Nicolás 
Matienzo, contra la Compañía Nacional de Transportes cEx- 
preso Villalonga» , por cobro de la cantidad de 5000 pesos moneda 
nacional, por servicios profesionales prestados en la confección 
de los Estatutos do la expresada Compañía. 

Y considerando: I o Que la Compañía demandada no se reco- 
noce obligada para con el doctor Matienzo por la confección de 
sus estatutos, alegando que estos fueron hechos por cuenta y or- 
den del antiguo Expreso Villalonga, cuyos derechos se proponía 
adquirir, como efectivamente adquirió la nueva Compañía. 

2 o Que ni délos términos de la demanda, ni de ningún otro 
antecedente resulta que los servicios profesionales del actor ha- 
yan sido solicitados por dicha Compañía, ó á nombre de ella, 
apareciendo, por el contrario, de los documentos presentados por 
el doctor Matienzo en apoyo de su acción, que quien le encargó 
la confección délos Estatutos de la futura Compañía fué don 
José A. Villalonga, dueño ó gerente de la que se extinguía, .re- 
conociendo en términos explícitos en el de foja 5 que los ex-so- 
cios de esta última pagarían sus honorarios. 

3 o Que los mismos documentos demuestran que el doctor Ma- 
tienzo prestó esos servicios profesionales antes de que la Com- 
pañía nuevamente formada tuviese existencia legal, puesto que 
tenían por objeto establecer las bases de su fundación, bastan- 
do esta sola circunstancia para demostrar que ella no puede ser 
sujeto pasivo de acciones procedentes de obligaciones anterio- 
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res á su existencia sino en el caso de haberlas tomado expresa- 
mente á su cargo, lo que debía constar en los Estatutos. 

4 o Que tampoco puede decirse que Yillalonga contrató ó so- 
licitó los servicios del demandante como representante de la 
Compañía demandada, pues según consta de la exposición he- 
cha por este señor á foja 42 vuelta, fué nombrado Gerente de 
esta en Diciembre de 1887, y entró á ejercer las funciones del 
cargo recien en Mayo de 1888, mientras que las relaciones jurí- 
dicas generadoras del derecho que reclama el actor son de fecha 
anterior, siendo un precepto legal que solóse reputan actos dé 
las personas jurídicas los de sus representantes legales, siem- 
pre que no excedan los límites de su ministerio (artículo 36 del 
Código Civil). 

5° Que para disipar toda duda acerca de la falta de acción 
contra la Compañía Expreso Yillalonga, por la causa que moti- 
va la demanda, basta presentar la hipótesis de que dicha com- 
pañía no hubiera llegado á tener existencia real y legal; en cuyo 
caso ¿qué acción habría tenido el demandante contra los presun- 
tos socios ó fundadores ? Seguramente ninguna, sino contra 
aquel ó aquellos que le encargaron el trabajo, y en su carácter 
individual. 

Pero el hecho de haber tomado existencia no modifica el 
principio, mientras no se demuestre que la nueva personalidad 
surgida á la vida legal ha tomado á su cargo la obligación con- 
traída por un tercero. 

6° Que en los estatutos de la compañía presentados por el 
actor están claramente individualizados los derechos á adquirir 
de la razón social José A. Yillalonga y C a y si bien puede decirse 
respecto de tales derechos, una vez adquiridos, que la Compañía 
Nacional es sucesora de la referida razón social, en el sentido 
del artículo 3262 del Código Civil, no es exacto que sea de to- 
dos los derechos activos y pasivosen general, es decir, acciones 
y obligaciones, como pretende el actor, pues estas palabras em- 
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pleadas en el artículo 3 o se refieren á las que nacen, acuerda é 
impone la ley citada en dicho artículo y no al conjunto de bienes, 
derechos y acciones de la razón social antes mencionada, sobre 
lo cual no hay nada en los Estatutos ni prueba en autos. 

7 o Que el hecho de resultar beneficiada la Compañía Nacio- 
nal con el trabajo del doctor Matienzo, no es bastante por si 
mismo para constituirla deudora de obligaciones nacidas antes 
de su existencia, cuando por otra parte es posible y aún muy 
verosimilque mayor interés tuvieran los señores J. A. Villa- 
longa y O que se lo encomendaran, pues se proponían crear un 
n ue yo sujeto del derecho con quien debían realizar una impor- 
tante negociación. 

Por estos fundamentos y concordantes de fojas..., fallo ab. 
solviendo á la Compañía Nacional de Transportes de la de- 
manda de foja... é dejando al actor sus acciones á salvo contra 
quien corresponda. Repóngase las fojas. 

Virgilio M. Tedin. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 24 de 1891. 

Vistos y considerando: Que el artículo tercero de los estatu- 
tos de la Compañía demandada dispone literalmente que: « Los 
quinientos mil pesos emitidos en acciones diferidas son desti- 
nados apagará los señores J. A. Villalonga y Compañía, el 
precio convenido por la Agencia Expreso y por la concesión 
contenida en la ley número tres mil, con todos sus derechos, 
acciones y obligaciones, precio que asciende á dicha suma >. 

Que el sentido natural y la construcción gramatical de este 
artículo es, que pasan ala Compañía Nacional de Transportes 
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los derechos acciones y obligaciones de la Agencia c Expreso 
Villalonga» como los que derivan de la ley de concesión de su 
referencia. 

Que, por consiguiente, no puede fundadamente ponerse en du- 
da la responsabilidad de la Compañía demandada, por las obli- 
gaciones de la extinguida sociedad Villalonga y Compañía^ 

Que el crédito demandado está reconocido, sino en su quan- 
tum, en su existencia misma, por don J. A. Villalonga y los 
documentos que, emanados de él, corren en autos, como un cré- 
dito á cargo de la razón Villalonga y Compañía, y no ha sido 
por otra parte, desconocido tampoco, por la Compañía deman- 
dada. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja ochenta, y se declara que la Compañía Nacional de Trans- 
portes está obligada á abonar al demandante el valor de los ho- 
norarios reclamados á justa tasación, con arreglo á la ley. Re- 
póngase los sellos y devuélvanse. 

BENJAMÍN V1CTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE. — ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ PEÑA. 
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CAUSA C4CXL.VIII 


Arning, Braus y C a , contra Don Vicente M. Ortega, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre ley de moratorias y nulidad. 


Sumario. — Es nulo lo actuado en la ejecución de una obli- 
gación comercial, desde la fecha en que el deudor manifestó 
que se acogía á la ley de moratorias de 21 de Junio de 1891. 


Caso. — Por escritura pública de Abril 21 de 1890, los seño- 
res Vicente M. Ortega y Arning, Braus y C a , convinieron en 
garantir, con prenda é hipoteca un pagaré que Ortega debía 
abonar el 26 de Marzo del 91, por la cantidad de 135,000 pesos 
oro sellado é intereses de 12 °/ los dos primeros trimestres y 
15 % los dos últimos, á favor de los señores Arning, Braus y C a . 

La prenda quedó constituida sobre 420,000 pesos en cédulas 
serie K, del Banco Hipotecario de Buenos Aires, entregadas á 
los acreedores; y la hipoteca sobre un campo sito en el partido 
del 25 de Mayo, de propiedad de Ortega, gravado ya á favor del 
Banco Hipotecario por valor de 250,000 pesos, en cédulas se- 
rie K. 

Por dicha escritura se convino en que el acreedor pudiera pro- 
ceder en caso de falta de pago, contra el inmueble antes, des- 
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pues, ó al mismo tiempo, que contra las cédulas dadas en prenda. 

En 15de Abril de 1891, los señores Arning, Brausy C 8 , ale- 
gando que Ortega les debía el capital de 125,000 pesos oro y 
los intereses estipulados desde el I o de Octubre de 1890, á 
cuenta de los cuales tenían recibida la suma de 3189 pesos 45 
centavos oro, entablaron acción ejecutiva por el pago de dicho 
capital, intereses; costas. 

Acreditada la competencia federal por la distinta 'nacionali- 
dad de las partes, el Juez federal dictó auto de solvendo. 

Don Avelino Kolon, con poder de Don Vicente M. Ortega, 
invocando el artículo 10 de la ley de competencia de los Tri- 
bunales Federales y sosteniendo que Don Guillermo Arning, 
socio de la sociedad acreedora, que era ciudadano argentino 
por naturalización y que su hijo, miembro también de la socie- 
dad acreedora, lo era ciudadado argentino por nacimiento, de- 
clinó de la jurisdicción federal. 

Esta excepción fué recibida á prueba. Durante el término 
probatorio se dieron posiciones á Ortega, quien manifestó que el 
juicio había quedado suspendido en virtud de la ley de mora- 
torias de 21 de Junio de 1891, y que en tal concepto no concu- 
rría á absolverlas. 

Vencido el término, y ordenándose por el Juez un certificado, 
Ortega reclamó, invocando la citada ley, en virtud de la cual 
había quedado suspendido el juicio. 

El Juez no hizo lugar al reclamo, y se dictó el 


Vallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Setiembre 12 de 1891. 

T vistos: No habiendo la parte demandada producido prueba 
alguna para justificar los hechos en que funda la excepción de 

T. XVI 17 
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incompetencia délos Tribunales Federales deducida en el es- 
crito de foja 17 y destruir la que resalta de los testimonios de 
foja 9 vuelta, en virtud de los cuales se acreditó dicha juris- 
dicción, declárase improcedente, con costas, la referida excep- 
ción y corran los autos según su estado. Repóngase la foja. 

Virgilio M. Tedin. 


VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Buenos Aires, Octubre 15 de 1891. 

Suprema Corte : 

El auto de foja 54 debe ser confirmado por Y. E., por sus fun- 
damentos. La excepción de incompetencia opuesta por el eje- 
cutado, se fundó en hechos cuya prueba estaba & su cargo, y 
no habiéndola rendido, dicha excepción resulta insubsistente. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Octubre 27 de 1891. 

Vistos: Tratándose en estos autos de una obligación comer- 
cial regida por las disposiciones de la ley de veinte de Junio 
último, por la cual se declararon prorrogadas todas las obliga- 
ciones comerciales pendientes, de dar sumas de dinero á la 
vista ó á plazo, vencidas ó por vencerse. 

Y considerando : que bajo el imperio de esta ley^, el crédito 
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reclamado ha 1 debido considerarse como de plazo no vencido, y 
suspenderse en consecuencia la ejecución que en él se fundaba, 
y todo procedimiento tendente á ella : 

Se declara sin efecto el auto recurrido de foja cincuenta y 

> 

cuatro, y todo lo actuado en esta causa, desde la foja cuarenta y 
cinco adelante, en que el ejecutado compareció, manifestando 
acogerse á los beneficios de la ley citada. Repónganse los se- 
llos y devuélvanse. 

BENJAMÍN victokica.— c. s. déla 

TOIIRE. -LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN. — I UIS SAENZ PEfiA. 


CAUSACI(\U\ 


Don Juan M. liossi, por tercería de mejor derecho, en la ejecu- 
ción de Don Santiago fíalgarini, contra Don Enrique Fabra, 
por cobro de pesos; sobre deserción de recurso. 


Sumario. — La deserción del recurso de apelación por no ha- 
berlo mejorado en tiempo, es fundada en la ley y en la juris- 
prudencia invariable de la Suprema Corte. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 29 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: Fundándose el auto de foja ochenta y 
seis, por el que se declara desierto el recurso, en la terminante 
disposición del artículo doscientos diez y siete de la ley de Pro- 
cedimientos y en la jurisprudencia invariable establecida sobre 
este punto, desde la instalación de la Corte, no ba lugar á la 
reposición que se solicita, y devuélvanse los autos como está 
mandado. 

BENJAMÍN V1CTOR1CA.— C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN. — LUIS SAENZ PEÑA. 


*4*M* 


Don Juan B. Cerdeira contra Don Antonio Decoud y Don Tomás 
Garrido y después contra la sucesión de Don Félix Seitor, 
por posesión de unos terrenos; sobre nulidad. 

Sumario. — Citada deeviccionla sucesión del causante de los 
demandados, en la que hay menores interesados, y admitida su 
participación al juicio, es nulo todo lo que se actúe en él sin la 
intervención del ministerio de menores. 
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Caso. — Lo explican los fallos siguientes: 


Falto del Juez Iletrado 


Resistencia, Febrero 18 de 1891. 

Vistos estos autos del juicio ordinario instaurado por don 
Juan B. Cerdeiras, para obtener la posesión de las quintas nú- 
meros 65 y 66 de esta Colonia, concedidas en venta á él por la 
oficina de Tierras y Colonias y detentadas actualmente por los 
señores Tomás Garrido y Francisco Decoud, en virtud de Venta 
á ellos hecha por don Félix Seitor, concedidas á éste, años an- 
tes por la misma oficina. Resulta : Que se instauré deman- 
da exhibiendo boleto provisorio. 

Manifestó el actor que el anterior concesionario no había 
cumplido los requisitos de población y cerco que la ley de Co- 
lonización de Octubre 19 de 1876 establece en su artículo 92 y 
que por consiguiente el boleto provisorio acordado á Seitor ha- 
bía quedado anulado y el terreno había vuelto al dominio de la 
Nación, en conformidad á la última parte del artículo 93. 

Citados de eviccion los herederos del vendedor, contestan : 
Que la acción reivindicatoría no procede, pues el demandante 
jamás tuvo la propiedad de lo que reivindica '(artículo 2758, 
Código Civil); 

Que ha cumplido con las obligaciones de la ley; y que en 
caso contrario, sólo sería la Oficina de Tierras laque podría de- 
ducir la acción . 

En el término de prueba se ha constatado plenamente que la 
quinta número 66 jamás fué cercada ni poblada, siendo esto 
costoso aún hoy, por ser terreno bajo. 

Que la 65 está actualmente cercada y poblada, pero que no 
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lo ha estado en la época que fué concedida por la oficina áCer- 
deiras; habiendo hasta entonces, transcurrido mucho más del 
año acordado por el artículo 92. 

La abundante prueba producida por el demandado confirma 
aquello; y lo demás no es pertinente. 

Considerando: Que los boletos provisorios son títulos que le- 
gitiman la posesión, la acción al terreno, siempre que no haya 
pasado el año. 

Una vez pasado éste, preciso es haber cumplido la condición 
contenida en ese boleto para que tal título sea válido. 

* 

De lo contrario, el boleto queda anulado, ningún derecho 
constata, él es un papel inútil y la tierra vuelve al dominio de 
la Nación (artículo 93). 

En tal situación, ésta puede concederlo nuevamente en la mis- 
ma forma de antes. 

El tenedor del boleto se convierte entonces en un mero de- 
tentador de la tierra, por efecto de la ley y de su contrato. 

Su omisión, dilatoria de lo convenido, hizo nulo su título. 

En tal situación, concedido nuevamente el terreno, con de- 
rechos caducados, el nuevo adquirente tiene la facultad de ob- 
tener la posesión. 

No es lo que pretende el actor al presentarse al Juzgado: 
pide la posesión en virtnd de la ley especial fue rige el caso. 

No se trata de una acción reivindicatoría. 

No; se trata de obtener la posesión de un terreno, legalmen- 
te baldío; nuevamente detentado. En su consecuencia, declaro : 
que habiendo, por su omisión, perdido todo título á las quintas 
número 65 y 66 de esta Colonia, queda el demandado en el ca- 
rácter de mero detentador de un terreno legalmante baldío; y 
que su posesión corresponde al actor en virtud del título que 
le ha otorgado la oficina de Tierras y Colonias. 

Por lo cual mando: que una vez ejecutoriada ó confirmada la 
presente sentencia, le sea judicialmente dada la posesión; co- 
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municándose entonces este fallo en copia testimoniada, así co- 
mo el acta de la misión en posesión, á la Municipalidad del lu- 
gar, legalmente constituida, en virtud de la nueva ley de Octu- 
bre 6 de 1890, en su artículo 24, inciso 9 o , á efecto de que anote 
la época desde la cual comienzan á correr las obligaciones á 
cargo del comprador. 

No encontrando mérito para eximirlo de las costas: declaro 
éstas á cargo del vencido. Regulo el honorario del Procurador 
Barañao en 100 pesos. 

Alfredo Parodié. 


Fallo de la Suprema Car te 


Buenos Aires, Octubre 29 de 1891. 

Vistos: Habiéndose omitido dar intervención en esta causa al 
Ministerio de Menores, y estando ella prescrita bajo pena de 
nulidad por los artículos cincuenta y nueve y cuatrocientos no- 
venta y cuatro del Código Civil, se declara sin efecto la senten- 
cia recurrida de foja ciento treinta y una, conforme á lo solici- 
tado por el Defensor de Incapaces en esta segunda iustancia, y 
nulo todo lo actuado en el juicio con posterioridad á la inter- 
vención y contestación de la demanda por Doña Celedonia Ra- 
mírez de Séitor. Repónganse los sellos y devuélvanse á objeto 
de que tramitándose de nuevo esta causa por el Juez que co- 
rresponda por la ley, resuelva en ella lo queseado derecho. 

BENJAMÍN VICTORICA.— C. S. DE LA 
TORRE. — LU1SV. VÁRELA.— ABEL 
BAZAN.— LUIS SAENZ PEÑA. 
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CAUSA CX(LI 


Contra A. Delaye y C", sobre exceso de peso en artículos 

importados 


Sumario. — En ningún caso los excesos en artículos de peso, se 
computan sobre la parte pedida á despacho, sino sobre cada bul- 
to distintamente, ó sobre el total de la partida introducida, se- 
gún se haya expresado en la copia de la factura para depósito. 


Caso. —Lo explica el siguiente 


PARTE 


Buenos Aires, Febrero 27 de 1888. 

Al señor Jefe de Vistas, U. Luis M. fírizuela. 

Los señores A. Delaye y a presentaron á despacho el mani- 
fiesto número 12618 del vapor « Kepler > paquete número 71 , 
entrado al puerto en Enero 12 de 1888, procedente de Amberes. 
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Pidieron entre otros bultos los siguientes : marca UTy núme- 

ros 44, 45, 47, 48 (4) Cuatro cajones con (427) cuatrocientos 
veinte y siete kilos género de lana, algodón y seda para vestidos 
y los siguientes números con los pesos siguientes de cada uno: 

Número 50 con (60) sesenta kilos. 

» 53 con (63) sesenta y tres kilos. 

> 54 con (92) noventa y dos kilos. 
* 58 con (75) setenta y cinco kilos. 

» 63 con (97) noventa y siete kilos. 
» 76 cod (120) ciento veinte kilos. 

> 80 con (80) ochenta kilos. 

» 85 con (91) noventa y un kilos. 

» 87 con (160) ciento sesenta kilos. 

» 70 con (176) ciento setenta y seis kilos. 

» 71 con (113) ciento trece kilos. 

» 72 con (110) ciento diez kilos. 

Todo es género de lana para vestidos. Verificado el conteni- 
do de dichos cajones, resultaron en los primeros cuatro cajones 
un exceso de (32) treinta y dos kilos de género de lana y algodón 
y seda para vestidos, y en los demás cajones un exceso de (116) 
ciento diez y seis kilos género de lana para vestidos, por lo que 
detuve el despacho, con arreglo á los artículos 128 y 930 de 
las Ordenanzas de Aduana. 

Dios guarde á V. 

Lorenzo Barrera. 
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RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 


Bueno» Aires. Mayo 27 de 1888. 

Visto lo informado por el señor Jefe de Vistas, de lo que 
resalta comprobado el exceso de (32) treinta y dos kilos génerode 
lana algodón y seda y (1 16) ciento diez y seis kilos género de la- 
na para vestidos, y no siendo atendible la excepción opuesta por 
el interesado, por cuanto el peso debe computarse, en el caso de 
que se trata, sobre cada bulto, conforme alo establecido por el 
artículo 354 de las Ordenanzas y con arreglo al artículo 930, 
declaro caído en comiso dicho exceso. Hágase saber á sus efec- 
tos, pase á la Contaduría y repónganse los sellos. 

J. Granel. 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Agosto 6 de 1888. 

Y vista esta apelación entablada por los señores A. Delaye y 
Compañía de la resolución del Administrador de la Aduana de 
la Capital corriente & foja..., la cual declara caídos en comiso 
elexeesode treinta y dos kilogramos género de lana algodón y 
seda y ciento diez y seis kilogramos género de lana para vesti- 
dos; y 

Considerando : Que estando especificados en cada uno de los 
despachos parciales el peso del bulto ó bultos á que se refieren, 
el cómputo del exceso para saber si están ó no dentro de la tol- 
erancia permitida debe verificarse sobre el peso del cajón ó 
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cajones importados, que es precisamente lo que ha hecho la 
aduana, resultando de dicho cómputo el exceso denunciado en el 
parte de foja i . . 

Por estos fundamentos y concordantes de la resolución recu- 
xriday no obstante lo dictaminado por el Procurador Fiscal, se 
confirma esta, y en consecuencia, previa reposición de sellos, 
líbrese oficio al Administrador de Aduana, remitiéndosele el 
expediente para su cumplimiento. 

Andrés llgarriza. 


VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 22 de 1891. 

Suprema Corte : 

Las razones expuestas en el escrito de foja 27 me parecen 
bien fundadas en las dispocisiones de los artículos 354 y 932 de 
las Ordenanzas de Aduana. 

Croo, en consecuencia, que la sentencia de foja 18 debe ser re- 
vocada, y disponerse vuelva este expediente á la Administración 
de Rentas para que proceda de acuerdo con lo que en dichos 
artículos se previene. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Octubre 29 de 1891. 


Vistos y considerando: Que el sentido legal y propio del artí- 
culo trescientos cincuenta y cuatro de las Ordenanzas de Adua- 
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na, no es ni puede ser otro que el de que en ningún caso los ex- 
cesos en los artículos de pesos se computen sobre la parte 
pedida á despacho, sino sobre cada bulto distintamente ó sobre 
el total de la partida introducida en aduana, según que en la 
copia de factura para un depósito se haya ó no expresado el 
peso de cada bulto separadamente. 

Que á no ser así y á deber entenderse que la ley toma como ex- 
tremos únicamente el total de la partida del buque 6 el total 
de lo pedido á despacho y nunca cada bulto distintamente, no se 
vería por qué ella adoptaba con preferencia uno de dichos ex- 
tremos sobre el otro, por razón de que se hubiese hecho 6 no es- 
pecificación en la copia de factura del peso de los bultos 
separadamente, y la disposición resultarla arbitraria y sin pro- 
pósito. 

Que los términos, finalmente, del artículo nuevecientos trein- 
ta y dos concurren á sostener la interpretación dada al artículo 
trescientos cincuenta y cuatro en el considerando primero. 

Por estos fudamentos y los de la sentencia apelada de foja 
diez y ocho se confirma, con costas, dicha sentencia; y repuestos 
los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN V1CTOKICA. — G. S. DE LA 
TORRE.—LU1S V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN.— LUIS SAENZ PEÑA. 
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CAUSA CCCI.1I 


Tita y Marquardt contra Don Felipe Correa; sobre daños 
% y perjuicios 


Sumario. — Los empresarios de la construcción de un puen- 
te á hacerse sobre un camino público, autorizado por el Gobier- 
no bajo la base de la expropiación de los terrenos necesarios, 
no tienen derecho, no habiéndose cumplido el requisito de la 
expropiación, de reclamar contra el propietario que se ha opues- 
to á dicha construcción en su terreno. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo del Juez Federal 


Rosario, Julio 30 de 1889. 

T vistos: los iniciados por los señores Tita y Marquardt con- 
tra Don Felipe Correa^ por daños y perjuicios. 

Resulta: I o Que habiendo convenido varios vecinos de las 
colonias c Correa», < Marnll » y « Santa Teresa » abrir un ca- 
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mino que fuera más recto que el existente entre la primera y 
última colonia nombradas, solicitaron del Gobierno de esta 
Provincia autorización para trazar cquel (foja 38). 

2 o Que en dicha solicitud los peticionantes expresan que la 
concesión que solicitan no ocasionaría gasto alguno al erario, 
pues todo los que se produjeran por la apertura del camino, etc., 
serían costeados por los mismos vecinos firmantes. 

3 o Que dándose tramitación á esa solicitud, el Departamento 
Topográfico informó en un sentido favorable á lo solicitado, 
agregando que en el caso de que fuera necesaria la expropiación 
de terrenos parala apertura del camino, ella debería Cambien ser 
á costa de los peticionantes (foja 40); expidiéndose el Fiscal de 
Estado en el sentido de que debería adoptarse por al Gobierno, 
como resolución, el informe del Departamento Topográfico 
(foja 40 vuelta), y resolviendo el Poder Ejecutivo, éste dicta el 
siguiente decreto aprobatorio: 

cSanta Fé, Marzo 26 de 1885. Visto : con lo dictaminado por 
el Fiscal del Estado, téngase por resolución el informe del 
Departamento Topográfico y pase al agrimensor Bayona para 
que practique los estudios correspondientes; y repóngase la 
foja. Zavalla. — Pedro C. fíeyna. (Documento, foja 41). 

4 o Que en el trayecto del camino mencionado (y el cual pasaba 
por el mojón esquinero Noreste del campo de Don Pedro Correa 
(fallecido), ósea de su hijo Don Felipe Correa (párrafo 3 o de fo- 
ja 43), existía también un arroyo, sobre el cual había necesi- 
dad de construir un puente, para cuya obra fueron vistos los 
contratistas Tita y Marquardt, los que al comenzar dicho 
puente, fueron interrumpidos en su obra por Don Felipe Co- 
rrea, quien en diversas ocasiones mandó suspender la construc- 
ción y destruyó una parte de ella. 

5 o Que á mérito de estos actos llevados á cabo por parte de 
Correa, los actores Tita y Marquardt, deducen este litigio, por 
los daños y perjuicios, que dicen solé han irrogado; solicitando 
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á su vez el demandado Correa el rechazo de la demanda con da- 
ños y perjuicios por haber sido invadido en su propiedad con 
la obra del puente y traza del camino á que éste iba á servir; 
fundándose los actores en el derecho que les daba el decreto 
del Poder Ejecutivo aprobándola traza del camino mencionado 
y el cual era en terrenos adquiridos por Correa de la Empresa de 
Tierras del Ferrocarril Central Argentino, cedidos por el Go- 
bierno de la Nación á dicha Empresa y que, al ser vendidos, 
lo fueron con el compromiso de respet-ir los caminos estableci- 
dos por la ley de Colonización dada en esa fecha; excepcio- 
nándose á su vez el demandado Correa, en que, ni la ley de 
23 de Mayo do 1863, que aprobó el contrato para la construc- 
ción del Ferrocarril Central Argentino, ni el contrato aprobado 
para esa obra, contienen en ninguna de sus cláusulas la dispo- 
sición á que los actores se refieren, ni tampoco la ley provin- 
cial, que autorizóla cesión de tierras fiscales de la Provincia 
para llenar la concesión al Ferrocarril, impone condiciones so- 
bre caminos (fojas 2, 12 y 102). 

6 o La prueba producida corre á fojas 34 y 35, de 38 á51, de 
57á63,de 75 á 77y de 79 á 84. 

Y considerando: 1° Que de autos resulta probado, tanto por 
la declaración de los testigos Tristan Zamora y Chiesa, como 
por las operaciones técnicas de que instruyen las mediciones de 
fojas 42 y 47 y hasta por las mismas solicitudes de fojas 38 y 45, 
el hecho de que el camino á abrirse era sobre una nueva 
traza que afectaba los terrenos del demandado Correa y que no 
estaba, como era natural, calcado en los mismos perfiles de los 
caminos existentes hasta la fecha; resultando, igualmente, esto 
así de la absoluta carencia de prueba de lo contrario, que en todo 
caso correspondía á la parte de los actores justificar, si es que 
estos hubieran tenido certeza ó siquiera probabilidad de cons- 
tatar mediante las diligencias probatorias respectivas. 

2 o Que al efectuar el Agrimensor nombrado para trazar el ca- 
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mino la operación respectiva, y al llegar á los terrenos de pro- 
piedad del demandado Don Felipe Correa, quien no había fir- 
mado la solicitad hecha al Gobierno para la apertura del nuevo 
camino, dicho Correa protestó contra el acto de la invasión á 
los terrenos de su propiedad, como consta á fojas 43 vuelta y 49 
de estos autos. 

3 o Que esa invasión á los terrenos de Correa, está probada 
por la escritura de foja 79, por las operaciones de medición co- 
rrientes á fojas 42 y 47 y por la contestación dada á la pregunta 
décima del interrogatorio de foja 57, por los testigos José Chie- 
sa, JuanSívori y Tristan Zamora; expresando el primero á foja 
59, que el terreno perteneció á Correa; el segundo, á foja 61 
que la propiedad donde estaban hechas las obras, cree el decla- 
rante era del señor Correa; y el último, á foja 62, que bajo los 
alambrados del señor Correa, estaba la obra destruida, agregan- 
do el primero, al contestar la séptima pregunta del interroga- 
torio de foja 57, que el arroyo cruzaba el campo de Correa (fo- 
ja 59). 

4 o Que auque los terrenos cedidos por el Gobierno á la Em- 
presa de Tierras del Central Argentino, lo hubieran sido bajo la 
condición de respetar los caminos establecidos por la ley á que 
los actores se refieren, condición que no consta en la escritura 
otorgada por dicha Empresa á favor del señor Correa y que co- 
rre á foja 79 de estos autos; que aun en este caso, esa condi- 
ción no podía tener otro alcance que el de dejar existentes y res- 
petados los caminos que existieran, construidos en la fecha de 
esa disposición y aun en la hipótesis de que dicha cláusula se 
refiriera asimismo á los que en alelante pudieran trazarse; esa 
condición tendría siempre que estar subordinada alas leyes ge- 
nerales que marcan los derechos de los particulares y reglan los 
casos de expropiación por causa de utilidad pública. 

5 o Que las circunstancias legales que limitan los derechos de 
propiedad no se han probado existen en el caso sub -judice* 
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para hacer obligatorio á Correala cesión del área necesaria pa- 
ra la traza del nuevo camino solicitado por los vecinos de las 
colonias enumeradas de «Correa», «Maurell» y «Santa Te- 
resa». 

6 o Que, por el contrario, como se comprueba por el decreto del 
Gobierno de la Provincia, corriente á foja 41, dicho camino fué 
aprobado bajo la condición explícita á que hace referencia el in- 
forme del Departamento Topográfico y dictamen del Fiscal de 
Estado, de fojas 40y 40 vuelta, es decir, sobre la base deque 
todos los gastos que se produjesen serían de cuenta de los 
peticionantes, y qae en el caso de que fuera necesario la expro- 
piacion para la apertura del camino ésta también sería á eos- 
la de los peticionantes. 

7 o Que el artículo 17 de la Constitución Nacional prescribe 
que la propiedad es inviolable y que ningún habitante de la Na- 
ción Argentina puede ser privado de ella, sino en virtud de 
sentencia fundada en ley, y que la expropiación por causa de 
utilidad pública, debe ser calificada por ley y previamente in- 
demnizada; estableciéndose, en consecuencia de este principio en 
el artículo 2511 del Código Civil, que nadie puede ser privado de 
su propiedad sino por causa de utilidad pública, previa la des- 
posesion y una justa indemnización; entendiéndose por una justa 
indemnización en este caso, no sólo el pago del valor real de la 
cosa, sino también del perjuicio directo que le venga de la pri- 
vación de su propiedad. 

8 o Que si bien es verdad está en las atribuciones del Poder 
Ejecutivo decretar la apertura de caminos públicos, esas dis- 
posiciones deben amoldarse á los principios que se dejan recor- 
dados en los considerandos anteriores, y hasta tanto esos requi- 
sitos no se llenen, no es ni puede ser obligatorio á los particu- 
lares, dueños y poseedores de los terrenos que afecte el camino 
á hacerse, la cesión de su propiedad ó parte de el'a, tomada por 
la obra pública á realizarse. 

T. XVI 18 
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9 o Que esto sentado, al llevará cabo los demandantes la obra 
queda origen á este litigio, en terrenos de propiedad exclusiva 
del demandado, han procedido indebidamente, pues aun en el 
casode que aquellos hubierau tenido un título válido (lo que 
se ha visto no tenían), él no les daba sino un derecho á la pose- 
sión de la cosa y no la posesión misma, como lo establece el ar- 
tículo 2469, que cualquiera que sea la naturaleza de la posesión 
nadie puede turbarla arbitrariamente; y determinando por últi- 
mo, el artículo 2470, que el hecho de la posesión da el derecho 
de protegerse en la posesión propia y de repulsar la fuerza con 
el empleo de una fuerza suficiente, en los casos en que los auxi- 
lios de la justicia llegarían demasiado tarde; y el que fuese des- 
poseído podrá recobrarla de propia autoridad sin intervalo de 
tiempo, con tal que no exceda los límites de la propia de- 
fensa. 

10° Que la única extralimitaron á los derechos que anterior- 
mente se establecen y que podría inculparse á Correa, sería el 
de haberse apropiado los materiales para la construcción del 
puente, como se enuncia en la demanda; pero esto mismo no 
ha sido probado por el actor y es entonces del caso la aplicación 
del principio que dice : Onnus probandi incumbit ei qui decit 
non ei qui negat. 

11° Que asimismo nuestra legislación civil establece: que 
habrá daño siempre que se causare á otro algún perjuicio sus- 
ceptible de apreciación pecuniaria en las cosas de su dominio ó 
posesión ó á sus derechos ó facultades (artículo 1068, Código 
Civil), siendo responsable de esos perjuicios el autor del daño 
(artículos 1074 y 1077 de igual Código). 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando: 

Fallo no haciendo lugar á la acción deducida, y absolviendo 
de ella en consecuencia á Don Felipe Correa; dejando á salvo 
los derechos que pudiera tener por los daños y perjuicios que 
se le pudieran haber irrogado á mérito de los actos de que trae 
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origen el presente litigio, con costas á los demandantes. 
Notifíquese con el original y repónganselos sellos. 

G. Escalera y Zuviría. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Octubre 31 de 1891. 

Vistos: Resultando de las constancias del expediente agrega- 
do, que la autorización de los Poderes Públicos de la provincia 
de Santa-Fé para la traza y construcción del camino, cuyas 
obras dan lugar á la presente cuestión, fué otorgada bajo la 
base de la expropiación délos terrenos de propiedad particular 
que fuesen necesarios para la construcción de dicha obra, y que 
tal requisito no se ha cumplido; por estos y los tres primeros 
fundamentos déla sentencia apelada de foja ciento diez y nue- 
ve, se confirma ésta con costas. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. -C. S. DE LA 
TORKE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN— LUIS SAENZPEÑA. 
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CAUSA < C< I.III 


Luders y Compañía, contra Quintana, Lesea y Compañía, por 

nulidad de un laudo; sobre apelación. 

Sumario. — El auto recusando al Juez para resolver unos 
incidentes, por estar separado del conocimiento de la causa por 
hechos anteriores, no cae bajo la disposición del artículo 32 de 
la ley de Procedimientos, y es apelable. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 31 de 1891. 

Vistos en el acuerdo : Siendo apelable por su naturaleza el 
auto recurrido y no hallándose el caso en la disposición del ar- 
tículo treinta y dos de la ley de Procedimientos, por no tratarse 
inmediatamente de la legalidad de una causal de la recusación, 
sino déla jurisdicción con que ha procedido el Juez á resolver los 
incidentes pendientes, estando ya separado por hechos anterio- 
res del conocimiento de la causa: se declara mal denegados los 
recursos interpuestos y se conceden en relación, debiendo en 
consecuencia traerse los autos con noticiado las partes, para 
lo cual se librari oficio al Juez de sección, y repóngase el papel. 

BENJAMÍN V1CTORICA. — CALIXTO 
S. DE LA TORRE. — ABEL RA- 
ZAN. — LUISSAENZ PEÑA. 
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CAUSA CCCJLIV 


El Doctor Don Narciso Sosa, contra la Empresa del Ferrocarril 
de la provincia de Buenos Aires; sobre cobro de honorarios 


Sumario. — Parala regulación de honorarios de un perito de- 
be tenerse en cuenta sobre qué versa el trabajo de dicho perito. 


Caso. — En la causa seguida entre Don Gervasio Paez y la 
Empresa del Ferrocarril de la provincia de,Buenos Aires, á que 
se refiere el fallo de la Suprema Corte de 5 de Febrero de 4891 
el Doctor Don Narciso Sosa pidió se regularan los honorarios 
devengados por él como perito, que estimaba en 40,000 pesos 
moneda nacional. 

Se nombró regulador al Doctor Don CáilosDelcasse. 


IIEGULACION 

La Plata, Mayo 4 de 1891. 
Señor Juez : 

He estudiado detenidamente los autos seguidos por la Empre- 
sa del Ferrocarril del Oeste contra Don Gervasio Paez, sobre 
expropiación. 
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Resulta que se trata de una cuestión que asciende próxima- 
mente á un millón de pesos nacionales. Dada, pues, su impor- 
tancia pecuniaria, la naturaleza excepcional y el mérito del 
trabajo efectuado por el Doctor Don Narciso Sosa, estimo sus 
honorarios en la suma do cuarenta mil pesos nacionales. 

Carlos Delcasse. 


Fallo del «lúe» Federal 


Vistos: los seguidos por el Doctor Narciso Sosa, sobre hono- 
rarios, contra la Empresa del Ferrocarril del Oeste de Buenos 
Aires (limitada) en el juicio seguido por ésta contra Don Ger- 
vasio J. Paez, sobre expropiación, y resultando: 

I o Que en 19 de Marzo de 1890 (véase foja 77, expediente I o ) 
fué nombrado por la parte del señor Paez, perito arbitro, Sosa; 
como por parte de la Empresa se nombró al ingeniero Pascalli, 
de acuerdo con lo prescrito ( véase foja 82 ) por el artículo 12 
de la ley de expropiación de la provincia; estos jueces llenan- 
do su cometido dictaron las providencias corrientes de fojas 84 
y 89, estando para vencerse el plazo acordado para laudar, pre- 
senta el señor Pascalli su renuncia ( véase foja 91 ), y se pro- 
pone al Doctor JoséN. Maticnzo para reemplazarle. 

Estos nuevos jueces de hecho, piden prorrogación del plazo 
dentro del cual debían presentar su veredicto, el que les fué 
acordado. 

2 o Que aceptado el cargo como se ha dicho, constituyeron 
Tribunal y produjo su veredicto el Doctor Sosa en disidencia, 
corriente de fojas 97 á 124, condenando á la Empresa expropian- 
te; dicho de nulidad, una vez corridos los traslados de estilo, 
falló el Juzgado por sentencia de foja 177, fué apelada y con- 
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firmada en la parte principal y modificado el veredicto en una 
porción sobre los daños. 

3 o Que una vez vuelto el principal al Juzgado, He hizo la li- 
quidación general y resultó de la parte principal la suma de 
seiscientos sesenta y dos mil pesos, con catorce centavos mone- 
da nacional, sin entrar en este monto aún la porción anulada, 
que será materia de otro juicio. 

4 o Que en tal estado y en 18 de Febrero del año corriente, se 
presentó el Doctor N . Sosa solicitando del Juzgado, le fueran 
justipreciados en su tiempo sus trabajos en su calidad de Juez 
arbitro; los que estimó en la suma de cuarenta mil pesos mone~ 
da nacional. 

5 o Que teniendo presente el Juzgado, la naturalezadel juicio, 
su importancia, como el carácter que investía el actor, procedió 
á nombrar ,al Doctor Carlos Delcasse, según su turno, de regula- 
dor; ordenando que aceptado el cargo pasara el principal á su 
poder para que llenara su cometido. 

6°Queental estado, se presentó la Empresa expropiante 
oponiéndose á ello; sosteniendo que: la providencia dictada no 
era arreglada á derecho, en cuyo apoyo citaba la ley de 26 de 
Agosto de 1863, artículos 5 y 13; los Fallos de la Suprema Cor- 
te, serie 2 o , tomo 12, páginas 407 y 521 y por ésto pidió revoca- 
toria por contrario imperio y en caso denegado, interponía ape- 
lación en subsidio. 

7 o Que substanciado el caso, dictó el Juzgado la sentencia de 
foja 8, no haciendo lugar ni á la revocatoria ni á la apelación 
y ordenando se guardara lo mandado, pasando los autos al re- 
gulador Doctor Delcasse. 

8 o Que interpuesto recurso de hecho, para ante la Suprema 
Corte, ésta dictó su resolución de foja 26, no haciendo lugar al 
recurso deducido, por no causarla providencia del Juzgado gra- 
vamen irreparable. 

9 o Que devuelto el expediente porel superior, se pasó al regu- 
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lador, el que se expidió á foja 30 estimando los trabajos practi- 
cados por el Doctor Sosa según las razones que apunta, en la su- 
ma de cuarenta milpesos moneda nacional. 

10° Que una vez hecha saber alas partes esta regulación se 
presenta la Empresa con su escrito de foja 31, sosteniendo que 
su regulación era violatoria de la ley y deduciendo en conse- 
cuencia los recursos de apelación y nulidad de tal justiprecio. 

11° Que corrido traslado de \& nulidad y substanciado el pun- 
to, se llaman nuevamente autos y dictó el Juzgado su resolu- 
ción de foja 45, no haciendo lugar á los recursos deducidos y 
mandando comparecieran las partes i juicio verbal, una vez que 
había sido observada de excesiva la dicha regulación. 

12° Que nuevamente recurre el demandado de hecho ante la 
Suprema Corte y recae la resolución de foja 66, declarando no 
ser apelable el auto recurrido, por cnanto no importa una fija- 
ción definitiva de honorarios y no afectando él tampoco la vali- 
dez de los procedimientos; por ésto no hace lugar á los recursos 
interpuestos. 

13° Que señalado nuevo día para el juicio verbal, éste tuvo 
efecto el 14 del corriente y las partes expusieron: la Empresa 
manteniendo la doctrina entrañada en sus escritos de fojas 2 y 
21 , de que el procedimiento seguido en estos autos era irregular 
y que por consiguiente era nulo, desde que no lo autorizaba la 
ley y que pedía al Juzgado se resolviera el caso con arreglo á 
derecho. 

14° Que contestando el actor, expone: se mantenga la regula- 
ción del Doctor Deicasse, confirmándose y en cuanto á la argu 
mentación apuntada por la contraparte, era improcedente y tan- 
to más cuando ello había sido ya resuelto por la Suprema Corte 
y el procedimiento del Juzgado declarado válido. 

Y considerando: I o Que los honorarios de los jueces arbitros 
como los de letrado, no se encuentran sujetos á arancel, como 
lopretende la parte demandada, ni puede ello sujetarse á un 
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criterio material y estrecho, de tal naturaleza ya que deba con- 
siderársele en calidad de simples peritos tasadores ó maestros 
mayores, que no juzgan ni fallan con otro criterio que el del 
recto juicio, y el otro según los precios corrientes en plaza ó en 
el lugar donde actúa. 

2 o Que en el caso sub-judice el Juez de hecho arbitrador no 
tiene más allá otro Tribunal que juzgue de -sus actos y procedi- 
mientos, una vez que ha encuadrado su fallo en el criterio recto 
y ajustándose al precepto déla ley y á la escritura compromiso- 
ria ó álos límites que la ley de expropiación le demarca, como 
ha sucedido en el presente caso, cuando en el principal declaró la 
Excma. Corte: que acuerda á su fallo el carácter de irrevocable 
y definitivo (véase foja 21 5 vuelta). 

3 o Que el Doctor N. Sosa ha procedido y obrado, en el caso se- 
ñalado, en su carácter de Juez único al fundar su disidencia en 
el veredicto dictado, y lo hizo justamente encuadrándole en los 
límites de su mandato, pues esa sentencia fué declarada firme 
en los capítulos que ella abrazaba, sobre el fondo de los cuales, 
ningún litigio, ni reclamación puede admitirse, cualquiera que 
sea la justicia ó injusticia que envuelvan ellos (véase Fallo de 
la Suprema Corte, foja 216). 

4 o Que sentadas estas consideraciones, no es dado al Juez 
justipreciar los trabajos del doctor N. Sosa, al dictar su vere- 
dicto de fojas 97 á 124, como los de un perito ordinario y se pre- 
tende por el demandado á cuatro pesos fuertes por cada día de 
trabajo; aquí existe primeramente la competencia, la ciencia é 
ilustración del juez, la investigación de los hechos materiales y 
profesionales, la aplicación de una ley especial y además doc- 
trinas jurídicas sobre la materia, la responsabilidad moral y 
material, Juez en una palabra, que sentencia en la contienda sin 
otra apelación á no ser aquellas que la ley misma apunta y se 
han ejercitado, aunque negativamente contra ese fallo. 

5 o Que teniendo en vista el Juzgado lo apuntado, como así- 
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mismo la naturaleza del juicio resuelto, la importancia en cuan- 
to á su monto, que liquidado hasta hoy excede ¿.[seiscientos se- 
senta y dos mil pesos moneda nacional; como también su im- 
portancia jurídica, aplicación de daños, perjuicios^ despojo, 
intereses, anulación de laudos y otros hechos en que las partes 
estaban empeñadas desde varios años atrás en su contienda; 
más, aceptando en justicia las observaciones del regulador Dr. 
Don Carlos Delcasse, que hace presente al fundar su opinión de 
foja 30, tiene necesariamente el Juzgado que ajustar su crite- 
rio á todo ello y no al estrecho y limitado á que le quiere suje- 
tar las pretensiones del demandado. 

6 o Que debe pesar en favor de los Jueces que han interveni- 
do en este juicio arbitral, igualmente la atención que han de- 
bido prestarle, por causa de los antecedentes, que habían sen- 
tado de antemano, en las varias anulaciones de los fallos dicta- 
dos, en las recusaciones deducidas que contra sus opiniones y 
rectitud, se habían dejado sentir contra sus antecesores. 

7 o Que ésto, como asimismo el estudio especial y dedicación 
que á es>ta causa han tenido que prestarle, inducen al Juzgado 
á tomarlas enseria consideración, en pro de sus trabajos y res- 
ponsabilidades como lo ha sentado en las consideraciones de su 
referencia. 

8 o Que además de los dichos antecedentes, teniéndose en 
cuenta, que no hace mucho, nuestro Honorable Congreso Nacio- 
nal, con motivo de la facultad acordada por la ley comercial ásus 
Jueces, se preocupó de fijarles un límite dentro del cual debe- 
rían sujetar su criterio á los efectos de la regulación, cuando se 
tratase de estimar los trabajos profesionales; no pasando de un 
seis por ciento sobre el monto de la suma litigada. 

9 o Que creyendo que aún ese límite debe encontrarse compren- 
dido dentro de los apuntados por las mismas leyes, que insos- 
pechables de parcialidad, se han dictado, aunque á objetos dis- 
tintos como cuando se señala al martiliero público un dos por 
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ciento de comisión sobre el monto de la subasta y el dicho en el 
considerando anterior. 

10° Que asimismo, nuestra ley civil, cuando trata de la Ad- 
ministración de la tutela, señala al tutor por sus cuidados y 
trabajos, la décima parte del fruto de los bienes, y sólo aquí 
se trata de hechos alejados de toda competencia científica y si 
sólo de honradez y bnen criterio: es también una base departi- 
da que puede servir de norma para la justipreciación en el pre- 
sente caso. 

\\° Que promediando entre los tres extremos que se señalan 
en los precedentes considerandos, como base de justo criterio y 
eqaidad, dentro de cuyos límites deben estimarse los trabajes 
practicados, en el juicio de expropiación mencionado, por el 
Doctor Narciso Sosa, dentro del límite como máximun de un 
cuatro por ciento sobre la suma substanciada y demás é impor- 
tancia jurídica do los trabajos á justipreciar. 

Por estos fundamentos, los de foja 30 y los aducidos por el 
actor, falL: fijando en definitiva los honorarios del Juez perito 
arbitro Doctor Narciso Sosa, en el juicio de expropiación segui- 
do por la Empresa del Ferro carril del Oeste de Buenos Aires, 
( limitada ) con Don Gervasio J. Paez, en la suma de veinte y 
seis mil cuatrocientos pesos moneda nacional de curso legal, 
que deberá abonarle la dicha Empresa Ferrocarrilera, según lo 
mandado .por sentencia firme. Notifíquese con el original, re- 
gístrese en el libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la Sala del Juzgado en la ciudad de La 
Plata á los diez y nueve días del mes de Setiembre de 1891. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 3 de 1891. 

Vistos: Considerando que cualquiera que sea la extensión 
con que el perito Doctor Don Narciso Sosa, haya creído deber 
fundar su opinión y veredicto en esta causa, su trabajo versa 
empero, sobre la mera avaluación de un terreno para la cual no 
ha sido necesario operación científica que requiera conocimien- 
tos técnicos; teniendo en consideración, sin embargo, el carácter 
de jurado ó perito juez que ha desempeñado el solicitante y 
las responsabilidades inherentes á que da lugar tal función: se 
resuelve fijar en mil pesos moneda nacional el honorario que le 
corresponde, quedando en estos términos modificado el auto 
apelado de foja ochenta y una, sin hacerse lugar al recurso de 
nulidad interpuesto, por no haber mérito para ello. Repónganse 
los sellos, y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DÉ LA 
TORRE.— LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN. — LU1SSAENZ PEÑA. 
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ÍCtLV 


El doctor don José Nicolás Matienzo contra la Empresa del Ferro- 
carril del Oeste de Rueños Aires; sobre cobro de honorarios 


Sumario. — Para la regulación de honorarios de un perito, 
debe tenerse en cuenta sobre qué versa el trabajo de dicho pe- 
rito. 


Caso. — En la causa seguida entre Paez y el Ferrocarril de la 
Provincia de Buenos Aires, resuelta por fallo de la Suprema 
Corte de 5 de Febrero de 1891 , el Doctor Don José Nicolás Ma- 
tienzo pidió se regularan los honorarios devengados por él como 
perito, que estimaba en 40.000 pesos. 


REGULACIÓN 


La Plata, Mayo 4 de 1891. 

He estudiado detenidamente los autos seguidos por la Empresa 
del Ferrocarril del Oeste contradon Gérvacio Paez, sobre expro- 
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piacion. Resulta que s* trata de una cuestión que asciende pró- 
ximamente á un millón de pesos nacionales. Dada, pues, su im- 
portancia pecuniaria, la naturaleza excepcional y el mérito del 
trabajo efectuado por el doctor don José Nicolás Matienzo, es- 
timo sus honorarios en la misma suma que los del doctor Nar- 
ciso Sosa, esto es, en cuarenta mil pesos moneda nacional. 

Carlos üe leas se. 


Fallo del Juez Federal 


Vistos: los seguidos por el doctor don José Nicolás Matienzo 
sobre cobro de honorarios contra el Ferrrocarril del Oeste de 
Buenos Aires (limitada) en el juicio seguido por esta Empresa 
contra Don Gervasio Paez, sobre expropiación. 

Y resultando : I o Que en 20.de Mayo de 1890 fué nombrado 
perito arbitro (véase foja 91) en reemplazo del Ingeniero Car- 
calli, que renunció (véase foja 90), y todo de acuerdo con lo pre- 
dispuesto por el artículo 12 de la ley de expropiación de la pro- 
vincia y convenio del acta de foja 77, según consta del expediente 
originario seguido entre la Empresa ferrocarrilera y el señor 
Gervasio J. Paez. 

2 o Que aceptado el cargo y producida la próroga de plazo que 
solicitó, el perito arbitro (véase foja 93) produjo, en disidencia 
con el arbitro don Narciso Sosa, su veredicto de fojas 124 á 128 
vuelta condenando á la Empresa expropiante; dicho de nulidad, 
una vez corridos los trámites de estilo, falló el Juzgado por 
sentencia de foja 77, la que apelada. fué confirmada en la parte 
principal y modificado el veredicto en una porción sobre los da- 
ños. 
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3 o Que una vez vuelto el principal al Juzgado se hizo la li- 
quidación general y resultó de la parte principal la suma de 
seiscientos sesenta y dos mil trescientos treinta pesos con ca- 
torce centavos moneda nacional, sin entrar en este monto aún, 
la porción anulada que será materia de otro juicio. 

4 o Que en tal estado y en 18 de Febrero del año corriente se 
presentó el doctor Matienzo solicitando del Juzgado, le fueran 
justipreciados en su tiempo sus trabajos, en su calidad de juez 
arbitro, los que estimó en la suma de 40.000 pesos moneda na- 
cional. 

5 o Que teniendo presente el Juzgado, la naturaleza del jui- 
cio, su importancia como el carácter que investía el actor, pro- 
cedió á nombrar al doctor Carlos Delcasse, según su turno, re- 
gulador, y ordenando que aceptado el cargo pasase el principal á 
su poder para que llenara su cometido. 

6 o Que en tal estado se presentó la Empresa expropiante, 
oponiéndose á ello, sosteniendo que la próvideticia dictada no 
era arreglada á derecho, en cuyo apoyo citaba la ley de 26 de 
Agosto de 1863, artículos 5 o y 13; los Fallos de la Suprema 
Corte, serie 2 a , tomo 12, página 407 y 521, y por esto pidió 
revocatoria por contrario imperio y en caso denegado interpo- 
nía apelación en subsidio . 

7 o Que substanciado el caso, dictó el Juzgado la sentencia de 
foja 8, no haciendo lugar ni á la revocatoria ni d la apelación 
y ordenando aguárdaselo mandado, pasando los autos al re- 
gulador docto: Delcasse. 

8 o Que interpuesto recurso de hecho para ante la Suprema 
Corte ésta dictó su resolución de foja 25 no haciendo lugar al 
recurso deducido, por no causar la providencia del Juzgado 
gravamen irreparable. 

9° Que devuelto el expediente por el Superior, se pasó al re- 
gulador, el que se expidió á foja 29, estimando los trabajos 
practicados por el doctor Matienzo, según las razones que 
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apunta, en la suma de cuarenta mil pesos moueda nacional. 
10° Que una vez hecho saber á á las partes esta regulación, 
se presenta la Empresa con su escrito de ío]a 30 } sosteniendo que 
esa regulación era violatoria de la ley y deduciendo en conse- 
cuencia los recursos de apelación y nulidad de tal justipre- 
cio. 

11° Que corrido traslado de la nulidad y substanciado el 
punto, se llamó nuevamente autos y dictó el Juzgado su reso- 
lución de foja 46 no haciendo lugar á los recursos deducidos 
y mandando comparecieran las partes ajuicio verbal, una vez 
que había sido observada de excesiva la dicha regulación. 

42° Que nuevamente recurre el demandado de hecho míe la 
Suprema Corte y recáela resolución de foja 60 vuelta declaran- 
do, no ser apela b le el auto recurrido por cuanto no ..importa 
una fijación definitiva de honorarios y no afectando él tampoco 
la validez de los procedimientos, por esto, no hace lugar á los 
recursos interpuestos. 

13° Que señalando nuevo día para el juicio verbal este tuvo 
efecto el catorce del corriente y las partes expusioron : la Em- 
presa manteniendo las doctrinas entrañadas en sus escritos de 
foja 2 y foja 30 de que el procedimiento seguido en estos autos 
era irregular y que por consiguiente era nulo desde que no lo 
autorizaba la ley y que pedía al Juzgado se resolviera el caso 
con arreglo á derecho. 

14° Que contestando el actor expone: se mantenga la regu- 
lación del doctor Delcasse, confirmándose, y en cuanto á la ar- 
gumentación apuntada por la contraparte era improcedente 
y tanto más, cuando ello había sido ya resuelto por la Su- 
prema Corte y el procedimiento del Juzgado declarándolo 
válido. 

Considerando: I o Que los honorarios de los Jueces arbitros 
como los de Letrado no se encuentran sujetos á arancel, como lo 
pretende la parte demandada, ni puede ello sujetarse á un cri- 
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terio material y estrecho, de tal naturaleza que deba 
considerárseles en calidad de simples peritos tasadores 
ó Maestros Mayores, que no juzgan ni fallan con otro 
criterio que el del recto juicio, y el otro según los pre- 
cios corrientes en plaza ó en el lugar donde actúan. 

2 o . Que en el caso sub-judice el Juez de hecho arbi- 
trador, no tiene más allá otro tribunal que juzgue de 
sus actos y procedimientos una vez que ha encuadrado 
su fallo dentro del criterio recto y ajustádose al pre- 
cepto de la ley y á la escritura compromisoria ó á los lí- 
mites que la Ley de expropiación le demarca, como ha 
sucedido en el presente caso, cuando en el principal 
declaró la Excelentísima Corte que acuerda á su fallo 
el carácter de irrevocable y definitivo (esp. princ. f. 215 ). 

3 o . Que el doctor J. N. Matienzo ha procedido y obra- 
do en el caso señalado en su carácter de Juez único, 
al fundar su disidencia, en el veredicto dictado, y lo hizo 
justamente encuadrándolo en los límites de su mandato, 
pues esa sentencia, fué declarada firme en los capítulos 
que ella abraza, sobre el fondo de los cuales, ningún 
litigio ni reclamación puede admitirse, cualquira que sea 
la justicia ó injusticia que envuelvan ellos ( v. fallo, de 
la S. C, f. 218 esp. principal ). 

4 o . Que sentadas estas consideraciones, no es dado al 
Juez justipreciar los trabajos del doctor J. N. Matien- 
zo, al dictar su veredicto de fojas 124, como los de un pe- 
rito ordinario y se pretende por el demandado á cuatro 
pesos fuertes por cada día de trabajo: aquí existe prime- 
ramente la competencia, la ciencia é ilustración del Juez, 
la investigación de los hechos materiales y profesiona- 
les, la aplicación de una ley especial y demás doctrinas 
jurídicas sobre la materia, la responsabilidad moral y 

T. XVI 1«> 
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i material; Juez, en una palabra, que sentencia en la con- 

tienda sin otra apelación — á no ser aquellas que la ley 
misma faculta y se han ejercitado negativamente contra 
ese fallo. 

5 o . Que teniendo en vista el Juzgado lo apuntado, como 
asimismo la naturaleza del juicio resuelto, la importan- 
cia, en cuanto á su monto, que liquidado hasta hoy ex- 
cede ú seiscientos sesenta y dos mil pesos moneda na- 
cional ; como asimismo, su importancia jurídica, apli- 
cación de daños, perjuicios, despojo, intereses, anulación 
de laudos y otros hechos, en que las partes estaban 
empeñadas, desde varios años atrás, en su contienda; 
mas, aceptando en justicia las observaciones del Regu- 
lador doctor C. Delcasse que hace presente al fundar su 
opinión de fojas 29, tiene necesariamente elJuzgado que 
ajustar su criterio á todo ello y no al estrecho y limi- 
tado á que lo quieren sujetarlas pretensiones del deman- 
dado. 

6 o . Que debe pesar en favor de Jueces que han 
intervenido anestesíelo arbitral igualmente la atención 
que han debido prestarle, por causa de los antecedentes 
que se había sentado de antemano en las varias anula- 
ciones de los fallos dictados, en las publicaciones de 
cargo y de dudas que contra sus opiniones y rectitud se 
habían dejado sentir, contra sus antecesores. 

7 o . Que esto, como asimismo el estudio especial y de- 
dicación que á esta causa han tenido que prestarle, in- 
ducen al Juzgado á tomarlas en seria consideración, en 
pro de sus trabajos y responsabilidades, como lo ha sen- 
tado en los considerandos de su referencia. 

8 o . Que además de los dichos antecedentes, teniéndose 
en cuenta que no hace mucho nuestro Honorable Con 
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greso Nacional, con motivo de la facultad acordada por 
la ley comercial á sus jueces, se preocupó de fijarles un 
limite, dentro del cual debieran sujetar su criterio á los 
efectos de la regulación, cuando se tratase de estimar 
los trabajos profesionales, no pasando de un seis por 
ciento, sobre el monto de la suma litigada. 

9 o . Que creyendo que aun ese límite debe encontrarse 
comprendido dentro de los apuntados por las mismas 
Ityes, que insospechables de parcialidad, se han dictado 
aunque á objotos distintos, como cuando se señala al 
Martiliero Público un dos por ciento de comisión sobre 
el monto de subasta y el dicho en el considerando an- 
terior. 

10. Que asimismo nuestra ley civil, cuando trata ue 
la administración de la tutela, señala al tutor por sus 
cuidados y trabajos la décima parte de los frutos de los 
bienes y solo aquí se trata de hechos alejados de toda 
competencia científica y sí solo de honradez y buen cri- 
terio, es también una base de partida que puede servir 
de norma para ¡a justipreciación en el presente caso. 

11. Que promediando entre los tres extremos que se seña- 
lan en los precedentes considerandos como base de justo 
criterio y equidad, dentro de cuyos límites deben estimarse 
los trabajos practicados en el juicio de expropiación men- 
cionado por el doctor J. N. Matienzo dentro del límite 
como máximum de un tres por ciento sobre la suma sen- 
tenciada y demás é importancia jurídica y científica de 
los trabajos á justipreciar. 

Por estos fundamentos, los de fojas 29 y los aducidos 
por el actor, fallo: fijando en definitiva los honorarios del 
Juez Perito Arbitro doctor José Nicolás Matienzo, en el 
juicio de expropiación seguido por la la Empresa del 


> 


/ 
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Ferrocarril del Oeste de Buenos Aires ( limitada) con 
don G. J. Paez, — en la suma de diez y ocho mil y qui- 
nientos pesos moneda nacional curso legal, que deberá 
abonarle la dicha Empresa según lo mandado. 

Notifíquese con el orignal; regístrese en el Libro de 
Sentencias y repónganse las fojas. 

Dada y Armada en la sala del Juzgado, en la ciudad 
de La Plata, á los diez y nueve días del mes de Septiem- 
bre de mil ochocientos noventa y uno. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 

Fallo de la Suprema Corte 

\. Buenos Aires, Noviembre 3 de 1891. 

Vistos: Considerando que cualquiera que sea la ex- 
tensión con que el Perito doctor don José Nicolás Ma- 
tienzo haya creído deber fundar su opinión y veredicto 
en esta causa, su trabajo versa empero sobre la mera ava- 
luación de un terreno, para la cual no ha sido necesa- 
ria operación científica que requiera conocimientos 
técnicos ; teniendo en consideración, sin embargo, el ca- 
rácter de jurado ó perito juez que ha desempeñado 
el solicitante y las responsabilidades inherentes á que 
dá lugar tal función : se resuelve fijar en mil pesos 
moneda nacional el honorario que le corresponde, que- 
dando en estos términos modificado el auto apelado 
de fojas sesenta y siete, sin hacerse lugar al recurso 
de nulidad interpuesto por no haber mérito para ello. 
Repónganse los sellos y devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
LuisSaenz Peña. 
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CAUSA CCCLVI 


Contienda de competencia entre el Juez de /» Instancia de 
Mercedes (Provincia de Buenos Aires) y el de igual 
clase de la Capital Dr. D. Ángel Garay, en un juicio 
promovido ante el primero por D. Bautista Etche- 
verry contra D. Simón Cucullo, sobre daños y per- 
juicios. 


Sumario. — La Suprema Corte no es competente para 
dirimir las contiendas entre un Juez de Provincia v 
un Juez de la Capital, en juicios que no sean de con- 
curso ó sucesión. 


Caso. — Lo indica el 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 3 de 1891. 

Vistos: No estando el presente caso comprendido en 
las disposiciones de la ley de tres de Setiembre de mil 
ochocientos setenta y ocho, por no tratarse de un juicio 
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de concurso ni de sucesión, únicos á que se refieren los 
artículos segundo y tercero de dicha ley; y no siendo 
tampoco de aplicación la disposición del articulo cuatro- 
cientos diecinueve del Código de Procedimientos de la 
Capital, que no se refiere á la Suprema Corte de Justi- 
cia Nacional y que no puede por otra parte reputarse 
vigente, atenta la disposición de los artículos ciento uno 
y trescientos dieciocho de la ley orgánica de los Tri- 
bunales de la Capital ; se declara que esta Suprema Corte 
carece de jurisdicción para la decisión de la presente 
contienda de competencia, y en su consecuencia devuél- 
vanse respectivamente los autos remitidos á los Juzga- 
dos de su procedencia, á los efectos que hubiere lugar; 
y repóngase el papel. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCLVII 


/)*. María Villerme de Valier contra D. Federico Lacroze, 
por cobro de pesos ; sobre defecto en el modo de pro- 
poner la demanda. 


Sumario. — I o . Estando la demanda claramente expre- 
sada en su objeto, no puede admitirse la excepción de 
defecto legal por razón de no designarse la cosa deman- 
dada. 

2 o . Tampoco puede admitirse por no haberse acompa- 
ñado los documentos que la instruyan. 


Caso. — Don Pedro Patino y Espin por la señora Va- 
lier, se presentó ante el Juzgado exponiendo: que su 
principal es dueño de un terreno situado en el Partido 
del Pilar, el cual es atravesado por la linea del Tram- 
way Rural de don Federico Lacroze. — Que éste tomó 
del terreno como 1.536 metros de largo, más ó menos, 
con un ancho que varía entre 10 y 18 metros en partes, 
teniendo una superficie de 17.550 metros cuadrados apro- 
ximadamente, que ha convertido á su uso; que por causa 
de las mismas obras de Lacroze, una superficie consi- 
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derable de terreno ha quedado completamente separa- 
da de lo principal, é inservible á los fines para los cuales 
destinaba su campo la propietaria. — Que sin siquiera 
advertir á ésta de los trabajos que iba á practicar, ni 
requerirle respecto del precio que pedia, dio comienzo 
á sus trabajos mediante los cuales la propietaria tiene 
su terreno divididoen. dos fracciones desiguales. — Que 
el terreno de su mandante tiene la forma de un cua- 
drado y lo divide la vía del tramway diaguiialmente en 
dos porciones desiguales, viéndose la propietaria obli- 
gada á hacer dos poblaciones á ambos costados de la 
via cada una, ó en sii defecto á aumentar el número de 
peones para pasar los animales de una á otra fracción. 
— Que los perjuicios que se ocasionan á la propietaria 
los estima en 37.200$, inclusive el precio del terreno to- 
mado para la via y las zanjas en él abiertas, por los 
cuales entabla demanda. 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser la de- 
mandante vecina de la provincia de Buenos Aires y el 
demandado de la Capital, se corrió traslado de la de- 
manda. Don Jorge A. Kern por el demandado, sin con- 
testarla, expuso: que la escasez de datos de que adolece 
la demanda, le impide contestarla inmediatamente. — - 
Que no se designa la cosa demandada como lo manda 
el inciso 4 o del artículo 57 de la Lev de Procedimientos, 
ni se exponen los hechos. — Que no ha cumplido tam- 
poco con presentar las escrituras como lo manda el ar- 
tículo 13 de la misma ley ó irrdiear el lugar donde se 
encuentren, lo que impedirá conocer cómo adquirió la 
demandante el terreno ni si le pertenece exclusivamente. 
Pidió que se admitiera con costes,. la excepción dilatoria 
por defecto legal en el modo de proponer la demanda. 
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Fallo del Juez Federal 


* Buenos Aires, Junio 27 de 1891. 

Y vistos estos autos, en lo relativo al incidente promo- 
vido por el demandado señor Lacroze, sobre excepción 
de defecto legal en el modo de proponer la demanda que 
contra él ha iniciado la señora María Villerme de Va- 
lier; y considerando: que dicha demanda está claramente 
expresada en su objeto, que es el cobro de la cantidad 
de treinta y siete mil doscientos pesos, como indemniza- 
ción de los perjuicios causados por el paso del tram- 
way en un terreno, incluso en esta cantidad el valor 
mismo del terreno ocupado por la via; que la falta de 
presentación de los títulos de propie lad no puede fun- 
dar la excepción alegada; pues si bien el artículo 10 
de la Ley Nacional de Procedimientos impone al actor 
la obligación de producir con su demanda las escritu- 
ras y documentos justificativos, esta obligación no tiene 
otra sanción que la establecida en el final de dicho ar- 
tículo. 

Por estos fundamentos, declarándose que la acción 
deducida por don Pedro Patino y Espin como apode- 
rado de la señora Villerme de Valier está clara v de- 
finida en su objeto, se resuelve no hacer lugar á la 
excepción de defecto legal en el modo de proponer la 
demanda deducida por aquella, siendo á cargo del de- 
mandado, don Federico Lacroze, las costas de este in- 
cidente; y en consecuencia intímesele conteste derecha- 
mente la demanda en el término legal. 

Andrés Ug arriza. 


298 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Noviembre 5 de 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas 
el auto apelado de fojas 18 vuelta; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCL.VIII 


Don Juan N. Pujol Vedoya contra D. Guillermo Weber, 
por falta de cumplimiento de contrato; sobre absolu- 
ción de posiciones. ' 


Sumario. — I o . La citación para absolver posiciones no 
puede hacerse por edictos, sino por cédula. 

2 o . Oponiéndose la parte que las defiere, las posiciones 
no pueden ser absueltas por el apoderado del citado, 
aunque tenga facultad para absolverlas. 


Caso. — Contestada la demanda por don Fernando Al- 
sina, con poder especial del demandado, que contiene 
facultar de absolver posiciones, se recibió la causa á 
prueba. 

El actor pidió que Weber absolviera posiciones, para 
lo cual debería librarse oficio al Juez de Paz de Monte 
Caseros, lugar del domicilio de aquel. El Juez proveyó 
de conformidad. 

Librado el oficio al mencionado Juez de Paz, contestó 
que Weber se había fugado de la localidad por denun- 
cia hecha por el socio don Arnaldo Krais. 
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En presencia de esto, la parte de Vedoya pidió que 
de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 65 de la Ley 
Ce Procedimientos se citara á Weber por edictos empla- 
zándole para que compareciera á contestar las posicio- 
nes. 


Fallo del Juez Federal 


Corrientes, Setiembre 22 de 1891. 

Constando del informe del Juez de Paz de Monte 
Caseros la ausencia del demandado don Guillermo We- 
ber y habiendo éste constituido apoderado con facultad 
de absolver posiciones, absuélvanse por éste las presen- 
tadas en pliego cerrado, señalándose al efecto el día 
sábado de esta semana á las diez, bajo apercibimiento 
de tenerse por confesas, si no compareciere. 

Lujambio. 


Auto del Juez Federal 


Corrientes, Setiembre 29 de 1891. 

Vistos: En el incidente sobre posiciones promovido 
por el demandante en estos autos; y considerando: Que 
las disposiciones de la ley de procedimientos aplicables 
al caso sub-judice son las consignadas en el título XIII ; 
Que en este título no se encuentra ninguna disposición 
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clara y terminante que obligue precisamente á la parte 
directa en el juicio á absolver las posiciones que le di- 
rige su contrario, aun cuando hubiese constituido apo- 
derado en forma con facultad especial para absolverla, 
y se hubiese ausentado en seguida de la jurisdicción 
del Juzgado, ignorándose el punto donde se ha dirigido; 
Que en consideración á la posible ausencia de un liti- 
gante, es que la ley ha permitido que las posiciones 
sean absueltas por su apoderado, cuyas declaraciones 
deben ser tenidas como hechas ó dadas por el mismo 
dueño del pleito, según la doctrina del artículo 1946 del 
Código Civil; Que si esto no fuese así, sería monstruoso 
obligar á los litigantes á no abandonar el lugar del 
juicio porque su presencia sería siempre necesaria para 
el caso de que á una de las partes se le ocurriese pe- 
dir que su contraria absolviese posiciones personalmente, 
aunque hubiese constituido apoderado en forma; Que 
teniendo en cuenta esta circunstancia especial y lo dis- 
puesto por la ley I a , título 13, Partida 3 a , y 2% título 9, 
libro II, Novísima Recopilación, que faculta al procu- 
rador para absolverlas cuando tiene poder especial, el 
Juzgado mandó por el auto recurrido, que el apoderado 
d« la parte ausente, absolviese las posiciones propues- 
tas, cuya resolución á su juicio concilia los intereses 
de ambos sin causar perjuicio á ninguno de los litigan- 
tes; por estos fundamentos y de acuerdo con lo expuesto 
y pedido por el apoderado del demandado, se confirma 
el auto recurrido, número 1073; y surgiendo de los con- 
siderandos precedentes, la improcedencia de la conde- 
nación pedida en el otro sí, no ha lugar y se declara 
que las costas de este incidente son á cargo del recu- 
rrente. Y en virtud de la apelación interpuesta subsi- 
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diariamente, se concede en relación dicho recurso, de- 
biendo en consecuencia elevarse los autos al Superior 
en la forma de estilo y á costa del apelante, previa re- 
posición de sellos. 

E. A. Lujambio. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 5 de 1891. 

Vistos: Resultando que don Guillermo Weber después 
de constituir apoderado para esta causa, se ha ausentado 
del lugar de su residencia, sin que se sepa su paradero; 
y estando prescripto por la ley que la citación para ab- 
solución de posiciones debe ser hecha por cédula al 
citado, se confirma el auto apelado de fojas cuarenta y 
una vuelta, en cuanto por él no se hace lugar á la ci- 
tación del expresado Weber en la forma solicitada á 
fojas cuarenta y una, revocándose en lo demás por ser 
de opción del demandante solicitar las posiciones del 
contrario personalmente ó de su apoderado, y oponerse 
aquel en el presente caso á que se absuelvan por el 
último. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Luis V. Várela. 
— Abel Bazan. — Luis Saenz 
Peña . 
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CAUSA CCCJLIX 


Los herederos de don Cecilio Granel y doña Dolores Bene- 
gas, contra doña Magdalena S. de Moranges, por reivin- 
dicación ; sobre personería. 


Sumario. — I o . La falta de declaratoria que acredita en los 
actores la calidad de herederos que invocan en la de- 
manda, no justifica la excepción dilatoria de falta de 
personería. 

2 o . Tratándose de una acción reivindicatoría, basta el 
poder general para pleitos conferido por alguno de los 
actores, para que el apoderado se halle autorizado á ges- 
tionarla. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo del juez Federal (ad hoc) 

Rosario, Julio 14 de 1891. 

Vistos los presentes autos para resolver las excepciones 
dilatorias que se han opuesto, resulta lo siguiente: á 
nombre de los herederos de don Cecilio Granel y de doña 
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Dolores Benegas, se deduce acción reivindicatoría de un 
inmueble, contra la señora. Magdalena S. de Moranges, 
quien sin evacuar el traslado, deduce las excepciones de 
falta de personería en los actores y su procurador. 

Funda la primera en que aquellos no acompañan la 
declaratoria respectiva que los acredite en carácter de ta- 
les herederos que invocan; declaratoria que en la demanda 
prometieron presentar, como efectivamente se presentó 
después de surgir el incidente, según se ve á fojas trein- 
ta y seis v treinta v siete. 

Funda la segunda en que el poder que se confiriera 
por don Juan José Benegas á don Ezequiel Hurtado, es 
especial para que intervenga en el juicio de ^vindica- 
ción de una manzana de terreno con frente á la plaza 
General López, y que por tanto, no basta para que se 
puedan demandar inmuebles ubicados fuera de las man- 
zanas adyacentes á dicha plaza, en las que no está el 
terreno de la demandada. 

La parte actora y el Ministerio de Menores piden el 
rechazo de dichas excepciones, siendo de notar que todos 
los interesados estuvieron conformes en que no se desig- 
nase término de prueba, por considerar suficientes los 
elementos que existen en autos para resolver los puntos 
controvertidos. 

La primera excepción, es decir, la de falta de persone- 
ría en los actores, no ha podido evidentemente deducir- 
se como artículo de previo y especial pronunciamiento* 
pues ella, si bien se observa, se reíiere en rigor, como 
lo dijo la Suprema Corte Nacional en un caso análogo 
« más que á la personería de los demandantes, al título 
« con que proceden al deducir su acción, y á la existencia 
« ó inexistencia, por tanto, de su derecho en el fondo »; 
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por cuyo motivo esa excepción no puede ni debe admi- 
tirse como dilatoria, desde que no está comprendida en 
las disposiciones del artículo 73 de la Ley Nacional de 
Procedimientos (Serie 2 a , tomo 21, página 268 \. 

Respecto á la segunda excepción, hay que observar 
lo siguiente: don Pedro Granel y los herederos de su 
hermano don Benito; confirieron á don Juan José Be- 
negas un poder amplio y general para pleitos; y á su vez 
el doctor don Joaquin Granel confirió al doctor Sánchez 
un poder especial á objeto de reivindicar una manzana 
de terreno con frente á la plaza General López, hacien- 
do Sánchez sustitución en el nombrado Benegas (fojas 
19á21). 

Este último demanda á la señora Moranges diciendo 
que ocupa parte de una manzana de terreno de perte- 
nencia de sus representados; pero en vez de asigiíar á 
toda el área la ubicación que se indica en el poder del 
doctor Granel, se la coloca algo al Oeste de la calle de 
Comercio, siendo de notar que tal calle corre de Norte 
á Sud, y sirve de límite occidental á dicha plaza. 

Así resulta del croquis de fojas treinta y cuatro que 
acompañan los actores, quienes además, á fojas treinta 
y nueve vuelta, dicen ser « el detalle inapreciable que se 
« menciona en el poder del doctor Granel, una mera 
« indicación de los terrenos de la sucesión, por el he- 
« cho de principiar éstos en una manzana que da su 
« frente á la plaza referida»; lo que demuestra que al 
área total no se le asigna en la demanda la precisa ubi- 
cación que menciona ese poder. 

Debe además observarse, que al sustituir Benegas sus 
dos poderes en el Procurador Hurtado y otros, lo hace 
especial y determinadamente para que prosigan ó inter- 
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vengan en el juicio reivindicatorío de una manzana de 
terreno con frente á la nombrada plaza. 

Sentados estos antecedentes veamos si procede ó no 
la excepfion sobre falta de personería en el procurador. 
El Código Civil en su artículo 1884, establece que «el 
« mandato especial para ciertos actos de una naturaleza 
« determinada, debe limitarse á los actos para los cuales 
« ha sido dado, y no puede extenderse á otros actos 
« análogos, aunque éstos pudieran considerarse como 
« consecuencia natural de los que el mandante ha en- 
« cargado hacer». —Es, pues, obvio que si el doctor Gra- 
nel confirió poder, en su calidad de condómino, para 
reivindicar un inmueble, cuyo frente, según él, daba á 
una plaza, no está en las facultades de su mandatario 
alterar ese límite y colocar su frente más al Oeste. 

No sucede lo mismo, sin embargo, en lo que respecta 
á la demanda entablaba á nombre de don Pedro Granel 
y herederos de don Benito, pues tanto aquel como éstos 
confirieron poder amplio y general para pleitos, no pu- 
diendo por tanto decirse que el apoderado proceda fuera 
de la órbita de sus facultades en lo relativo á tales po- 
derdantes. 

Verdad es que Benegas, al sustituir los dos poderes, 
expresa hacerlo para que se prosiga el juicio reivindi- 
catorío de una manzana de terreno con frente á la plaza 
de López; pero hay en ello error desde que la demanda 
estaba ya entablada por él dando al área total un frente 
diverso; mas á pesar de esa circunstancia, solo puede 
objetarse que carecen de facultades, tanto Benegas como 
los sustitutos, para demandar y para proseguir el juicio á 
nombre del doctor Granel que indicó otro frente al 
inmueble; pero en manera alguna puedeu negarse esas 
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facultades para seguir el litis á nombre de las otras 
partes que se limitaron á conferir un poder general para 
pleitos. 

Por tales consideraciones, fallo: I o Que no es proceden- 
te la excepción de falta de personería en los actores. 

2 o . Que el Procurador Hurtado tiene personería para 
entender en el juicio á nombre de don Pedro Granel y 

« 

herederos de don Benito, careciendo de facultades para 
hacerlo á nombre del doctor Joaquín Granel. Repón- 
ganse los sellos. 

Calixto Las saga. 

La parte demandada pidió aclaración respecto de si 
debía entenderse que estaba obligada á contestar la de- 
manda, aun antes de eliminarse el nombre del doctor 
Granel ó de subsanarse la deficiencia de su representación; 
y respecto de las costas que sostenía eran á cargo del 
actor, atento la resuelto con relación á la mencionada re- 
presentación. Pidió además por otrosí, que se declarara 
suspendido el término para recurrir de la sentencia. 


A ato del tlut»z Federal (adhoc) 


Rosario, Julio 29 de 1891. 

Visto lo expuesto en el escrito que precede, declaro: 
1°. -Que la señora Moranges está en el deber de contestar 
la demanda promovida en su contra. Ello fluye de la 
sentencia de fojas cincuenta y ocho de que se pide acla- 
ratoria, pues si bien por ella se determina que el procu^ 
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rador Hartado carece de facultades para proseguir el 
juicio á nombre del doctor Granel, se expresa al mismo 
tiempo que las tiene para hacerlo á nombre de don Pedro 
y herederos de don Benito Granel : se trata de una acción 
reivindicatoría, y sabido es que cada uno de los condómi- 
nos puede reivindicar la cosa en que tenga su parte in- 
divisa ( Código Civil, artículo 2679). 

2 o . Que no procede la ampliación que se pide de la 
sentencia por no declarar ella á cargo de quien sean las 
costas originadas con motivo de las articulaciones so- 
bre que versa. No se trata de oscuridad ó ambigüedad 
de las cláusulas de esa sentencia, ni de error material 
ó de cálculo, resultando por tanto que tal solicitud no 
está ajustada á los términos del articulo doscientos 
treinta y dos ( 232) de la Ley Nacional de Procedimien- 
tos de 1863, que es el que debe regir el caso, y no el 
367 del Código de Procedimientos de la Provincia, que 
se invoca, pues dicho Código rige desde 1888, siendo en 
consecuencia posterior y no preexistente á la ley del 63 
(véase artículo 374 de ésta, y fallo déla Suprema Corte 
Nacional que se registra en la serie I a , tomo 7 o , pág. 192). 
Y proveyendo al otrosí del escrito de foja 63, declárase 
que el término para recurrir de la sentencia empezará 
á correr recien desde la notificación del presente auto. 
Repónganse los sellos. 

Calixto Ijxssaga. 


La demandada interpuso los recursos de apelación y 
nulidad. 
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Auto del Juez Federal ( ad hoc ) 


Rosario, Agosto K* de 1891. 

Respecto al recurso de nulidad: no ha lugar á él 
por tratarse de sentencia interlocutoria y no definitiva 
(Ley Nacional de Procedimientos, art. 234, y fallo de la 
Corte, serie 2%. tomo 3 o , pág. 224). En cuanto al de 
apelación, concédese en relación, y previa reposición de 
sellos, remítanse los autos al Superior, con noticia de 
partes (artículos 84 y 225). 

Lassaga. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1891. 

Vistos: Por'sus fundamentos, se confirma con costas 
el auto de foja cincuenta y ocho en la parte apelada; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCL.X 


Don Germán Nagel, contra don José D. Gómez, por reivin- 
dicación, sobre disercion del recurso de apelación. 


Sumario. — No expresándose agravios dentro del tér- 
mino legal, se declara diserto el recurso de apelación. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1891. 

Por lo que resulta del precedente certificado, y atento 
lo dispuesto por el artículo doscientos diez y siete de la 
ley de procedimientos: declárase diserto el recurso de 
apelación interpuesto por la parte de don Germán Nagel; 
y habiendo éste contestado ya la expresión de agravios pre- 
sentada por la parte de don José D. Gómez, pasen los autos 
al Relator. 

Benjamín Victorica.™ C. S. de 
la Tokke. — -Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña 
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CAUSA CCCL.XI 


Don Elias García Rosado, contra la Provincia ele Corrien- 
tes. 


Sumario. — La Justicia Nacional solo ejerce jurisdic- 
ción en los casos contenciosos. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1891. 

Vistos en el acuerdo : no constituyendo el presente un 
caso contencioso, por no deducirse demanda en forma ni 
solicitarse la notificación á que se refiere el escrito de 
foja cinco, como preparatoria de ella; y estando dispues- 
to por el artículo segundo de la ley de diez y seis de 
Octubre de mil ochocientos sesenta y dos, que la Justicia 
Nacional solo ejerce jurisdicción en los casos conten- 
ciosos en que es requerida á instancia de parte: se de- 
clara no haber lugar á lo pedido en el precitado escrito 
de foja cinco; y repóngase el papel. 

Bkn.tamin Victorica. — C. S. DE 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCLXII 


Don Reynaldo Labarthe contra la provincia de Buenos Ai 
res, sobre cumplimiento de un contrato de venta. 


Sumario. — I o . Deben tenerse por cumplidas las condi- 
ciones de la ley relativas á la determinación de la cosa 
vendida, cuando ésta es un terreno, y se ha especificado 
su extensión y límites, y la mayor porción de laque debe 
ser tomada. 

2 o . La ubicación del mismo debe hacerse dentro del 
perímetro en que puede encuadrarse, según los términos 
de la escritura de venta. 

3 o . El vendedor que no ha entregado la cosa y ha reci- 
bido el precio, debe los intereses de éste desde la notifi- 
cación de la demanda hasta el día de la entrega. 


Caso. — Lo explica el 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1891. 

Vistos: Resultando de estos autos y de sus agregados: 

Que en diecinueve de Mayo de mil ochocientos ochenta 
y uno, el gobierno déla provincia de Buenos Aires, ena- 
genó á favor de D. Adolfo Bonorino, una extensión de 
campo en el partido de Tres Arroyos de dicha provincia, 
compuesta de ocho mil metros de frente por diez mil de 
fondo, término medio, ó sea una superficie de ocho mil 
hectáreas, lindando al N. E. conD. Sulpicio y D. José C. 
Gómez y al S. E., S. O. y N. O. con terreno de propiedad 
pública, arrendado á D. Claudio Stegman (documento de 
fojas primera del expediente caratulado «Bonorino D. 
Adolfo, sobre mensura»). 

Que con este título y , como cesionario de los derechos 
de D. Adolfo Bonorino, D. Reynaldo Labarthe, ha com- 
parecido demandando ala provincia de Buenos Aires, por 
la entrega y misión en posesión del terreno mencionado 
que el gobierno de dicha provincia, dice, se niega á ubi- 
carle en las condiciones y términos de la escritura ci- 
tada, y reclamando ademas los daños y perjuicios proce- 
dentes de la mora de dicha entrega. 

Que corrido traslado, el representante de la provincia 
demandada, haciendo mérito deque el título acompañado 
ala demanda, no determina con precisión la ubicación 
del terreno vendido, y debe tomarse en consecuencia como 
nulo, ha manifestado sin embargo que el gobierno de di- 
cha provincia esta dispuesto á la entrega de una porción 
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equivalente á la reclamada, si el demandante asiente á la 
ubicación trazada por el Departamento de Ingenieros en 
el plañó de fojas cuarenta y siete y determinada por las 
líneas A. H. G. F. X é Y de dicho plano, agregando que 
esa ubicación ha sido ya aceptada por el demandante y no 
puede volver contra ella. 

Y considerando: Que, aunque sin una ubicación fija, el 
terreno á que se refiere el tituló acompañado por el de- 
mandante, se halla perfectamente determinado en su es- 
tension y límites, lo mismo que en la porción mayor de 
que él debe ser tomado, y en consecuencia, las condicio- 
nes de la ley en lo que se refiere á la determinación- de la 
cosa vendida, deben tenerse por cumplidas. 

Que siendo así, la cuestión á decidir queda reducida á 
la designación del punto preciso de la ubicación del te- 
rreno de la referencia, que el representante de la provin- 
cia demandada pretende fijar dentro de las líneas áque se 
ha hecho referencia en el resultando tercero, y el deman- 
dante dentro délas determinadas por las letras V. P. T. 
B., marcadas con tinta roja del plano déla referencia, de- 
terminadas por mensura practicada judicialmente á su 
solicitud ante los tribunales de la provincia de Buenos 
Aires, inmediatamente después del otorgamiento de la es- 
critura de venta á su favor. 

Que sobre este punto, debe observarseque la ubicación 
pretendida por el gobierno de la provincia demandada, no 
corresponde absolutamente á los términos déla escritura 
de venta, pues diciéndose en ésta que el terreno vendido 
debe lindar por el N.E. con terrenos de D. Sulpicio y D. 
José C. Gómez y por sus demás costados con terreno fis- 
cal, de la ubicación pretendida resulta que el terreno ven- 
dido solo por su costado S. E. lindaría con terreno fis- 
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cal, quedando limitado por el N. O. y S. O. por tierras de 
propiedad particular. 

Que la ubicación pretendida á su vez por el deman- 
dante, aunque pueda reputarse que corresponda á los tér- 
minos de la escritura de venta, no siendo ella la única 
posible oon arreglo á éstos y no habiendo sido aceptada 
por el Gobierno, no puede entenderse compulsoria ni obli- 
gatoria para éste. 

Que asignándose por la escritura referida al terreno 
vendido un frente uniforme de ocho mil metros por diez 
mil de fondo, y una superficie equivalente de ocho mil 
hectáreas, su figura corresponde á un paralelógramo que 
según las indicaciones del plano citado, de fojas 47, solo 
puede encuadrarse dentro del perímetro demarcado por 
la intersección de las líneas G. S. y J. N. rojas prolon- 
gadas, hasta la que sirve de frente á dicho terreno, ó sea 
la determinada por los límites de la propiedad de D. Sui- 
picio yD. José C. Gómez. 

Por estos fundamentos, y teniendo además en consi- 
deración que no se ha justificado en manera alguna que 
el demandante haya aceptado por hecho ó acto alguno de 
su parte, la ubicación proyectada y pretendida por el 
demandado, se declara que el campo á que se refiere la 
demanda debe ser ubicado por la provincia de Buenos 
Aires dentro del perímetro antes determinado de las lí- 
neas G.S. yJ.N. (letras rojas) y la intersección de sus 
prolongaciones con laque separa el campo fiscal de la 
propiedad de D. Sulpicio y D. José C Gómez, y que en 
esos términos la provincia mencionada está obligada á 
hacer entrega á D. Reynaldo Labarthe del terreno de la 
referencia, si no prefiere hacerlo con arreglo al trazado de 
la mensura practicada á solicitud del demandante por el 
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agrimensor D. Cornelio Baca, con más los daños y perjui- 
cios reclamados que se determinarán por el valor de los 
intereses á estilo de banco del precio de compra, acontar 
desde el dia de la notificación de la demanda hasta el de 
la efectiva misión en posesión á favor del demandante, 
siendo las costas de este juicio á cargo de la provincia de- 
mandada. — Repónganse los sellos y archívese.— Notífi- 
quese con el original. 

Benjamín Victorica. — C . S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCLXIII 


Don Bernardo Mary contra la Compañía Marítima « Char- 
geurs Reunís » por daños y perjuicios; sobre personería. 


Sumario. — El Agente de una compañía de vapores 
con poder para estar en pleito, tiene personería para 
contestar la demanda promovida contra dicha compañía, 
sobre infracciones relativas á un contrato de transporte 
de pasajeros. 


Caso. — Dictado el fallo de la Suprema Corte de 9 de 
Mayo de 1891 (Sórie 3.% tomo 14, pág. 70), D. Pedro 
Christophersen reprodujo la excepción de falta de per- 
sonería alegando que no tenía poder del Capitán ni de 
los armadores para representarlos en el juicio promo- 
vido por Mary. 

Conferido traslado, Mary acompañó varios documentos, 
unos referentes á la excepción de arraigo, en las que 
no se hace relación, por no ser dicha excepción materia 
de la apelación pendiente, y otros relativos á la excep- 
ción de falta de personería. 
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Estas consisten en la nota pasada por Christophersen 
á Mary en 13 de Diciembre de 1889, que dice así: 

Buenos Aires, Diciembre 13 de 1889. 

El Agente General de la Compañía « Chargeurs Reu- 
nís» presenta sus saludos al Sr. Mary Bernard, y le 
informa que en la cantidad de bultos existentes en la 
Aduana, no le ha sido posible encontrar los de Vd. — 
Creo que no hay nada que temer respecto á la segu- 
ridad de sus equipajes, si han sido bien embarcados 
á bordo del paquete (Steamer) en el cual vino. Lo ex- 
horta á que vaya al depósito tan pronto como le sea 
posible. 

Al Señor Mary Bernard. 

Primera sala. — Hospital de Crónicos. — Buenos Aires. 


Y dijo respecto de la excepción de falta de personería, 
que Christophersen no niega que le corresponda la calidad 
de Agente General de la Compañía « Chargeurs Reunís»; 
que olvida que le escribió la carta anteriormente 
referida; que afirmar que el Agente General de la Com- 
pañía carece de personería por no tener poder especial 
del Capitán, es intentar producir confusión en la cues- 
tión de responsabilidad, y con la apariencia de una 
excepción dilatoria, hacer admitir una excepción de sine 
actione agis; que en efecto, pretende sentar en principio 
que el único responsable es el Capitán, y no se puede 
accionar contra la Compañía, lo que es contrario á las 
disposiciones de los artículos 1122 Código Civil, 1878 y 
879 Código de Comercio. 


DE JUSTICIA NACIONAL 319 

Que por otra parte, suponer que el Agente de una 
compañía de trasportes marítimos, que reglamenta todos 
sus asuntos, y administra todos sus intereses, necesita 
poder especial para representarla en este juicio, sería 
pretender que el mandante puede otorgar un mandato 
á jet successif, válido ó sin efecto, según las convenien- 
cias del otorgante; y que esta teoría trae á la memoria 
el proceder de aquel comerciante, cuyas cajas estaban 
abiertas de día y hasta de noche para recibir, y para 
pagar se abrian solo de 11,55 y se cerraban á las 12 
menos 5 de la noche. 


Fallo del Jaez Federal 


Rueños Aires, Julio 2 de 1891. 

Vistos: para resolver sobre las excepciones opuestas 
en el escrito de foja 38, reproducidas en el de fo- 
ja 66. 

Y considerando : I o . Que D. Pedro Chistophersen ha 
sido demandado en su calidad de Agente en este puerto 
de la Compañía «Chargeurs Reunís» ala cual pertenece 
el vapor «Entre Rios» en el que se desarrollaron los 
hechos generadores de la acción instaurada, no siendo 
el mismo parte contratante directa ni indirectamente, 
s egun se desprende de la misma demanda. — 2 o . Que 
en el escrito de foja 21 reproducido en lo pertinente 
á este punto en el escrito de foja 38, Christophersen 
ha declarado no tener personería para representar al 
capitán del vapor « Entre Rios», ni en general á la Com- 
pañía «Chargeurs Reunís », en esta clase de reclamado- 
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nes, declaración que no ha sido observada por el deman- 
dante, lo que quiere decir que su agencia solo se refiere 
á los actos extrajudiciales y á las operaciones de en- 
trada y salida de Aduana de los buques pertenecientes 
á dicha Compañia en base de los papeles de éstos. — 
3 o . Que siendo el Capitán el único que representa por 
ministerio de la Ley á los dueños ó armadores de un 
buque, la manifestación hecha por Christophersen debe 
estimarse bastante al efecto para excluir su intervención 
en el juicio á nombre de la Compañia «Chargeurs Réunis» 
ó del Capitán del « Entre Rios », puesto que para tenerla 
legalmente se necesita poder general ó especial, hecho 
en escritura pública, conforme al inciso 7 o del artículo 
1184 del Código Civil. — 4 o . Que siendo esto así, claro 
es que los actos ejecutados por el demandado, eludiendo 
en juicio una representación que declara no tener, no 
podrían obligar al Capitán del buque ni á la Compañia 
á que éste pertenece, resultando por lo tanto inoficioso 
el procedimiento, á menos que se pretendiera responsa- 
bilizarle personalmente por hechos ú omisiones de ter- 
ceros á los cuales es completamente extraño, lo que 
tampoco sería justo. — 5 o . Que por consiguiente y aun 
cuando la excepción de falta de personería en el de- 
mandado no figura entre las que permite la Ley oponer, 
como dilatorias, estando el punto discutido por las partes 
sin observación, el Juzgado debe pronunciarse, para 
evitarles un nuevo juicio sobre el mismo punto por 
causa de una ritualidad de forma. 

Por estos fundamentos, fallo declarando que D. Pedro 
Christophersen no tiene personería para contestar la 
demanda de foja . . . Notifíquese con el original. 

Virgilio M. Tedin. 
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Mary apeló y se le concedió el recurso en relación. 

Elevados los autos, V. E. los pasó al relator. 

Con posterioridad al auto relativo, Mary hizo presente 
que Christophersen había cesado en su cargo de Agente 
General de la Compañía, y que el que lo había reem- 
plazado era don Agustín Chancerel; 

Que él no había demandado á D. Pedro Christopher- 
sen personalmente, sino en su carácter de Agente General, 
y por consiguiente que los autos debían entenderse con 
su sucesor Sr. Chancerel, quien le consta tenía poder 
suficiente para estar en juicio por haberlo visto inscrito 
en el Registro Público de Comercio bajo el número 
356, folio 110, libro 16, fecha 26 de Agosto de 1891; 
y pidió se le intimara que tomase la intervención que 
le corresponda, con cuya presentación cesará el objeto 
del incidente promovido. 

Ordenada la notificación solicitada, el Sr. D. Agustín 
Luis Chancerel, diciendo que se adhería á las razones 
producidas por Christophersen, presentó un poder otor- 
gado en París en 16 de Junio de 1891 por D. Guillermo 
José Duprat como director de la sociedad «Chargeurs 
Reunís» con la facultad de representar á la Sociedad 
ante las autoridades, otorgar contratos de fletes y pro- 
veedurías, firmar y reconocer conocimientos, cobrar fletes, 
giros, cheques, mandatos, cobrar y percibir, sacar todos 
los valores, hacer reconocer todas las cuentas, llenar 
los trámites de aduana, presentarse en donde fuera ne- 
cesario en justicia y sustituir los poderes en todo ó^eíT 
parte. 


T. XVI ál 
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fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Noviembre 10 de 1889. 

Vistos: con el mérito de la petición deducida á foja 
205 y el del documento de poder presentado por don 
Agustín Luis Chancerel, que lo acredita como Agente 
General de la Compañia demandada en. esta ciudad y 
le da facultad para estar en juicio á su nombre; se 
declara que con dicho D. Agustín Chance reí deben 
entenderse las autoridades de esta causa y devolverse 
á sus efectos los autos al Juez de Sección, dándose con 
esto por terminado el incidente relativo á la personería %__ 
de D. Pedro Christophersen, que aparece haber cesado 
en sus funciones de Agente de la Compañia demandada; 
y repóngase el papel 

" Benjamín Victorica. — C. S. 
de la Torre. — Abel Bazan. 
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CAUSA CCCtXIV 


Don Francisco A. Bellizia contra D. Miguel Forcella, sobre 

rescisión de un contrato ' de sub- locación y daños y per- 
juicios. 


Sumario R El locatario que no paga dos períodos 
consecutivos de alquileres y no prueba las excepciones 
que opone para beneficiar la falta del pago, debe ser conde- 
nado á la rescisión del contrato de arriendo, y á la indem- 
nización de pérdidas é intereses. 

2°. La cláusula penal de deber abonar cinco pesos dia- 
rios por cada dia de demora en el pago de los alqui- 
leres, se sustituye á la indemnización. 


Caso. — Lo explica el 

Fallo del Jaez Federal 

Buenos Aires, Abril 30 de 1891 . 

Vistos: Estos autos iniciados por demanda de D. Fran- 
cisco A. Bellizia contra Ü.Miguel Forcelia, por rescisión 
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é indemnización de daños y perjuicios del contrato de 
sub-arrendamiento al que se refieren las cláusulas de la 
escritura pública agregada á fojas 224 del expediente ini- 
ciado por Forcella; resultando: — I o . Que la demanda se 
funda en el hecho de que el sub-arrendatario había de- 
jado sin pagar más de dos mensualidades, por lo que 
de acuerdo al artículo 1579 del Código Civil estaba 
autorizado á pedir, como lo bacín, la rescisión del con- 
trato é indemnización de daños y perjuicios; — 2 o . Que la 
defensa de Forcella, sin negar el hecho fundamental de 
la demanda, á saber: la falta de pago del sub-arrenda- 
miento por mas de dos períodos consecutivos, se excep- 
ciona sosteniendo que estaba en su derecho al no efectuar 
los pagos, por cuanto el demandante, usando de artifi- 
cios tendentes á hacerle creer que la casa sub-arrendada 
estaba en perfecto estado y que estaba toda ella alquilada 
por un precio mucho mayor que el verdadero, lo había 
inducido dolosamente á consentir y firmar la escritura 
de sub-arrendamiento, yendo en ella, por su engaño, hasta 
confesar que la recibía en perfectísimo estado, habién- 
dose podido muy pronto convencer de su engaño, pues 
la casa se encontraba en un estado tal de destrucción 
que la hacía completamente inadecuada á los objetos 
del arrendamiento, razón por la cual se le ordenó su clau- 
sura como casa de inquilinato, por la autoridad muni- 
cipal;— 3 o . Que suponiendo que tales hechos no fuesen 
probados el demandante no podía, en ningún caso, pedir 
la rescisión del contrato por aplicación del artículo 1579 
del Código Civil, por cuanto en el mismo contrato 
se había previsto la garantía del sub-locador, esta- 
bleciéndose que por la tardanza en el pago se pagaría 
5 pesos diarios — y 4 o . Que recibida la causa á prueba 
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por el auto de foja 97 vuelta, se ha producido por las par- 
tes la que expresa el certificado del actuario de fojas 147 
vuelta ; y considerando: I o . Que de la prueba producida por 
Forcella no aparece justificado que la casa estuviese en 
mal estado, al recibirse de ella, pues la única prueba pro- 
ducida por el mismo, que son los informes de fojas 130 
vuelta y 153, demuestran que la clausura ordenada por la 
autoridad municipal no respondía al mal estado, en sí, 
de la casa, pues en tal caso no hubiera sido esta clausura 
temporal, sino al estado sanitario de la. población, el que 
habiendo desaparecido volvió á ser ocupada por los inqui- 
linos, y del otro informe aparece que estaba vencida una 
pared, cuyo inconveniente ha podido salvarse fácilmente; 
2 o . Que estableciendo el artículo 1579 del Código Civil 
que á más de la rescisión, el locador puede pedir la in- 
demnización de daños y perjuicios, la cláusula penal re- 
ferente al pago de 5 pesos diarios por cada dia de demora 
se sustituye únicamente á la indemnización, según lo ex- 
presa la disposición del artículo 655 del Código Civil 
estando por consiguiente el locador en actitud de pedir, 
á más, la recision sancionada por el artículo 1579. 

Por estos fundamentos, fallo: resolviendo que el deman- 
dante D. Francisco A. Bellizia, ha justificado su acción 
contra D. Miguel Forcella, no habiéndolo hecho^éste con 
sus excepciones: en su consecuencia, y de acuerdo á los 
artículos 1579 y 655 del Código Civil, se declara res- 
cindido el contrato de sub-arrendamiento á que se re- 
fiere la demanda y á cargo del demandado por toda indem- 
nización la suma de 5 pesos diarios, por cada dia de mora 
en el pago de arrendamiento y los cuales deberán contarse 
desde el dia en que se dejó de hacer el pago, hasta la fecha 
de la demanda, quedando á salvo los derechos de Beüi 
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zia, para reclamar los arrendamientos en la forma que es- 
time conveniente y siendo á cargo del demandado las 
costas del juicio. — Hágase saber, notifíquese con el origi- 
nal y repónganse los sellos. — Andrés Ugarriza 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 12 de 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas la 
sentencia de fojas 245 en la parte apelada, y repuestos los 
sellos; devuélvase. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCLXV 


José Goytía y compañía contra D. Antonio Barbich, sobre 
nulidad de un laudo. 


Sumario. — I o . Habiendo los arbitros tramitado y resuel- 
to la causa todos en uno, y no apareciendo en el laudo nin- 
guna violación de ley, no es procedente la nulidad fun- 
dada en lo alegado en contrario. 

2 o . Tampoco es procedente la nulidad fundada en la 
extrali nutación del compromiso á mérito de una obliga- 
ción impuesta á una de las partes, que no es extraña por 
su naturaleza á los puntos determinados en el arbi- 
traje. 

3 o . Es infundada la condenación impuesta á un arbitro 
por nulidades que se declaran improcedentes, sin audien- 
cia de éste y sin petición dé parte. 


Caso. — Lo indica el 


Laudo arbitral 


Vistos estos autos seguidos entre los señores José Goy- 
tía y compañia y D. Antonio Barbich, sobre falta de 
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cumplimiento á un contrato de compra-venta de maiz é 
indemnización de daños y perjuicios provenientes de 
aquella. 

Resultando: I o . Que á foja 5 se presentó D. Emilio 
Veley, en representación de los señores José Goytía y- 
compañía, ante el señor Juez Federal de la Provincia de 
Buenos Aires, y manifiesta que habiendo faltado don 
Antonio Barbich, al cumplimiento del contrato de que ins- 
truye el instrumento privado que acompaña (agregado á 
foja 4 pide se intime á éste comparezca á reconocer la 
firma que lo suscribe, á fin de proceder á constituir en 
forma el tribunal que, de acuerdo con lo estipulado en el 
mismo contrato, ha de resolver la diferencia susci- 
tada. 

2 o . Que á foja 10 se presenta don Antonio Barbich 
manifestando que no tiene inconveniente en dar por 
r ¿conocido el contrato referido, siempre que corresponda 
al tenor del que acompaña (agregado foja 9) pidiendo 
en consecuencia la convocatoria de ambas partes, ajui- 
cio verbal, á objeto de proceder al nombramiento de ar- 
bitros. 

3 o . Que con fecha nueve de Octubre del corriente se 
celebró el comparendo, constante en el acta de fojas 12 
vuelta á 14— y en el cual las partes, una vez nombrados 
sus respectivos arbitros, acordada la forma en que ha de 
designarse el tercero para el caso de discordia y conve- 
nidas las demás formalidades pertinentes, establecen las 
cuestiones que someten á la solución arbitral, cuales 
son: á quién es imputable la falta de cumplimiento al 
contrato, á cuánto ascienden los daños y perjuicios ori- 
ginados por éstos, y á quién corresponde el pago de las 
costas causídicas. 
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4 o . Que constituido el tribunal arbitral (foja 20 y vuel- 
ta) y de común acuerdo declarada la litis contestación 
sobre los puntos determinados en el acta compromiso- 
ria (foja 150) quedó la cosa en estado de que las partes 
litigantes produjesen sus pruebas y alegatos. 

5°. Que por ambas partes se ha rendido la especificada 
en el certificado de foja 294, habiéndose alegado por 
la de Barbich á foja 251. 

Y considerando respecto á la primera cuestión, «á 
quien es imputable la falta de cumplimiento al contra- 
to » — I o . Que según consta de los instrumentos privados 
corrientes á fojas 4 y 19, don Antonio Barbich vendió 
á los señores José Goytía y compañía, diez mil fanegas 
de maiz morocho y amarillo, desgranado, embolsado, con 
bolsa muerta, limpio, seco y sano á estilo de exporta- 
ción, al precio de cincuenta y dos pesos moneda corrien- 
te pagadero al contado; habiendo de efectuarse la primera 
entrega de dos rail cuatrocientas fanegas del amarillo 
desde el dia ocho hasta el veinte del mismo mes de 
Junio del corriente año, obligándose los compradores á 
recibirlo dentro de ese término á cuyo efecto deberían 
tener las embarcaciones necesarias en el puerto del 
Baradero— comprometiéndose además á anunciar al com- 
prador con cinco dias de anticipación, aquel en que, 
dentro del término convenido, empezaran á recibir el 
grano . 

2 o . Que según de los instrumentos de la referencia 
resulta se trata de un contrato único celebrado entre los 
señores Goytía y compañía y D. Antonio Barbich, 
debiendo en consecuencia establecerse la imputabilidad 
de la falta en su cumplimiento, con arreglo á las cons- 
tancias que los autos arrojan sobre la ejecución ó ineje- 
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cucion de las prestaciones que las partes respectiva- 
mente se impusieron. 

3 o . Que las cláusulas del contrato en lo que á estas 
prestaciones se refieren no han sida modificadas por el 
mutuo acuerdo de los contratantes, por lo que han de 
subordinarse estrictamente á ellas los actos de éstos 
relativos al contrato celebrado. 

4 o . Que es un hecho reconocido por ambas partes, que 
los señores Goytía y compañía, no recibieron hasta el 
dia veinte de Junio establecido, la primera partida de 
las diez mil fanegas compradas á D. Antonio Bar- 
bich. 

5 o . Que después de haber afirmado los señores Goytía 
y compañía en la protesta de fecha cuatro de Setiembre 
pasado (foja 25 y foja 279) que la primera partida no 
se recibió á causa de haber sido rechazada por don Car- 
los Eckell, recibidor de los señores Bemberg, por no estar 
el maiz en las condiciones del contrato, — confiesan al 
absolver la segunda posición del pliego de fojas 129, que 
ese recibo no se efectuó por la falta de embarcación para 
cargarlo. 

6 o . Que esta confesión corrobóralas esplícitas enuncia- 
ciones déla carta corriente á fojas 49, reconocida como 
auténtica por los señores Goytía y compañía á foja 
135 vuelta, — y en la que con fecha veinte de Junio, es 
decir, el último de los dias establecidos para recibir la 
primera partidí, manifiestan que no pudiendo hacerlo por 
falta de buque trasmiten ordena su encargado para que 
dé principio á pesar el maiz y verificar su calidad, soli- 
citando al mismo tiempo del señor Barbich lo conserve 
en depósito hasta tanto llegue la embarcación. 

7 o . Que establecido en el considerando 3 o la no existen- 
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cia de un acuerdo entre ambas partes contratantes, que 
hubiera modificado las cláusulas del contrato, puesto que 
de autos él no resulta — corresponde para mayor abun- 
damiento y á fin de determinar con toda precisión quién 
ha faltado á su cumplimiento, investigar si el grano se 
encontraba ó no en las condiciones estipuladas, no obs- 
tante que tal circunstancia fué alegada por los señores 
Goytía y compañia fuera del término convenido, según 
resulta déla fecha de la carta de foja 49. 

8 o . Que de los testigos presentados por los señores Goy- 
tía y compañia, solo don Carlos Eckell afirma (fojas 
135) que el maiz que tenía el señor Barbich no se encon- 
traba en condiciones de exportación, pues los dos restan- 
tes don Jacinto Andreu v don Julio Solánet. declaran 
(fojas 114 y 122) que había maiz malo y bueno, sin 
poder especificar la cantidad de uno y otro, ni si la de 
este último alcanzaba á cubrir la estipulada para la 
primera entrega, — circunstancia esencial que permane- 
ce no verificada. 

Sobre la deposición del testigo Eckell, á más de ser 
singular, debe observarse sus manifestaciones al contes- 
tar (fojas 126 vuelta) alas preguntas I a y 2 a del inte- 
rrogatorio inserto á fojas 100 — así como las deposi- 
ciones de los testigos Luis Sambugnac y Pedro Meridurry 
cuando contestaron á fojas 197 y 200 vuelta, á la 
pregunta novena del interrogatorio de fojas 211— cir- 
cunstancias todas que hacen quede comprendido en las 
generales de la ley. 

9 o . Que de los testigos presentados por la parte de 
Barbich, don Juan Bozzo á fojas 143, don Eitiilio 
Samyn (foja 144 vuelta) y don Luciano Nuñez (foja 
146 vuelta) contestando al tenor de la segunda pregunta 
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del interrogatorio de foja 139, declaran, por conoci 
miento personal, que ese maiz es de buena calidad y 
se encentraba en condiciones de exportación del diez al 
veinte de Junio — agregando estos mismos y el testigo 
don José Fernandez Soaure (foja 141) al contestar á 
la 3 a pregunta que saben y les consta por habérsele 
oído decir al mismo señor Arsenio Pérez (de la razón 
social José Goytía y compañía) ó á su encargado, don 
Juan Saporito, con posterioridad á esa fecha, que esta- 
ban plenamente satisfechos de las condiciones del maiz. 
El testigo don Manuel Pérez declara á foja 149, que 
el 15 de Agosto vio el maiz con el objeto de comprarlo 
y que encontrándolo en condiciones de exportación, 
ofreció por él cincuenta y seis pesos moneda corriente 
finega. Igual afirmación sobre calidad y fecha hace el 
testigo Luciano Nuñez á foja 147; don Francisco 
Albarracin á foja 171 declara que el maiz de dos de 
los depósitos, único que él ha visto, era de buena cali- 
dad; don Carlos Diehl, á foja 171 vuelta, que el de 
uno de los depósitos era muy bueno y el de otro malo 
y bueno; don Luis Claverie al contestar la 5 a pregunta 
del interrogatorio de fojas 165, dice que sabe y le 
consta por haber estado presenteque don Carlos Diehl 
y otros, después de haber examinado el maiz, declara- 
ron que era de recibo; don Luis Sambrignac y don 
Pedro Mindurry declarando á fojas 196 vuelta y 
fojas 200 al tenor de las preguntas 2 a y 3 a del interro- 
gatorio de fojas 211, declaran que hasta el 20 de 
Junio el maiz era de buena calidad v en condiciones de 
exportación, y que después de esa fecha don Asencio 
Pérez se manifestó plenamente satisfecho de las condi- 
ciones de aquel, lo que saben y les consta por haber 
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revisado el grano y lo último por haberlo oído al mismo 
señor Pérez ó á su encargado Saporito. 

10 a . Que no obstante conceptuar el arbitro 3 o que las 

» 

constancias examinadas, referentes todas ellas á los he- 
chos iniciales de la ejecución del contrato bastan para 
establecer á quien le "es imputable la falta de cumpli- 
miento, las circunstancias que median respecto de los 
subsiguientes, resulta fortalecida la conclusión que 
aquellas imponen. En efecto, venciendo el término esti- 
pulado para el recibo de la segunda partida, el diez de 
Agosto, la carta de fojas 221, firmada por el señor 
Barbich y presentada por los señores Goytía y compañía 
sin objeción alguna, comprueba que recien el dia seis 
del mismo se le anunció por éstos á aquel que estaban 
dispuestos á recibir el grano correspondiente á esa 
segunda partida, cuando debían con arreglo al contrato 
haberlo anunciado con cinco dias de anticipación y 
cuando aun no habían recibido la totalidad de la prime- 
ra partida. 

Por lo que á la tercera respecta se confiesa su falta 
de recibo dentro del término establecido al absolver 
á foja 134 la 8 a posición, del pliego de fojas 129, 
invocándose en descargo un convenio cuya existencia ni 
se ha probado ni siquiera se ha intentado probar. Re- 
sulta asimismo de los términos de la carta de foja 
54) fechada en 26 de Agosto, reconocida á foja 135 
vuelta, donde se insinúa modificaciones en el contra- 
to respecto al recibo de las partidas segunda y tercera 

11 a . Que desde el momento en que vendedor y compra- 
dor convienen en la cosa y en el precio quedó perfecto 
el contrato ( Art. 514 Código Comercial) y que en esas 
condiciones una vez puesta la cosa á disposición del 
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i 


comprador, son de su cuenta los daños y menoscabos 
| que sobrevinieron, salvo que éstos hubiesen ocurrido 

por fraude ó negligencia culpable del vendedor, ó por 
vicio intrínseco de la cosa vendida (Art. 541 Código 
I cit.). 

| 12 a . Que en el caso sub-judice el maiz ha estado á dis* 

posición de los señores Goytía y compañia á la expira- 
ción de los tres respectivos plazos, sin que se haya 
imputado á don Antonio Barbich que los menoscabos 
por aquel sufridos hayan reconocido por causa su fraude 
ó negligencia culpable. 

13 a . Que aun concediendo á priori la admisibilidad de 
la prueba agregada de foja 278 á 294, entre la cual se 
encuentran los informes de la Cámara de Comercio 
(foja] 292 y fojas 293) no puede lógicamente atribuir- 
\ se á vicio intrínseco del grano, el deterioro que ha expe- 

j rimentado,— y esto en primer término porque las decla- 

j raciones contestes relacionadas en el considerando 

j noveno, comprueban que el maiz que don Antonio Bar- 

\ bich puso á disposición de los señores Goytía y compa- 

ñia, era sano, seco y limpio, á estilo de exportación de 
] acuerdo con lo estipulado. 

Segundo, porque la Cámara de Comercio informa que 
el maiz que puede resistir sin deteriorarse, es el que 
reúne esas condiciones y se encuentra bien acondicionado 
y (juardado de la manera que es debida* lo que no ha 
sucedido con éste, porque el vendedor no estaba obligado 
aprestarle esos cuidados desde que había de entregarlo 
en plazas de diez á veinte días ; que en su brevedad no 
requerían para el grano acondicionamientos ni depósito 
especial. Tercero, porque de las declaraciones de foja 
142, foja 144, foja 145 vuelta y fojas 147 vuelta 
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prestadas % al tenor de la 13 a pregunta del interrogato- 
rio de foja 139, resulta que el maíz desgranado y 
guardado en depósitos reducidos está sujeto á deterio- 
rarse y tomar mal olor, lo que sucedió con el del Sr. 
Barbicb. Cuarto, porque si las operaciones de ventila- 
ción, aereacion, etc., no son indispensables para la conser- 
vación del maiz sano, seco, limpio y bien acondicionado , 
ellas se practicaron por el señor Barbich de acuerdo con 
el señor Pérez, quien después de ellos manifestó que el gra- 
no le satisfacía plenamente (declaraciones délos testi- 
gos Fernandez Soane (fojas 141 vuelta), Juan Bozzo 
(foja 148), Emilio Samyn (foja 145), Luciano Nuñez 
(foja 146 vuelta), Luis Sambignac (fojas 19G vuelta) y 
Pedro Mirdurry (fojas 200). Todo lo que comprueba 
que si menoscabo ha habido, ha sido ocasionado por la 
omisión de los señores Goytía y compañía de recibir el 
grano en el término estipulado. 

14 a . Que la falta en la cantidad, en el caso que resultara 
al computar comparativamente la totalidad del maiz reci- 
bido, y el vendido de común acuerdo con la del contrato, 
no puede constituir una falta de cumplimiento á éste por 
parte del vendedor, puesto que aquella falta debió resul- 
tar de cada recibo sucesivo y habría estado aquel habili 
tado para completarla. 

Considerando en cuanto á la segunda cuestión: «á 
cuánto ascienden los daños y perjuicios originados por la 
falta de cumplimiento al contrato» primero: Que como 
efecto inmediato de ésta, aparece el no recibo por don 
Antonio Barbich del saldo correspondiente al valor de 
las diez mil fanegas de maiz vendidas á los señores 
Goytía y compañía. Segundo: Que el importe de estos 
al precio en que se estipuló, de cincuenta y dos pesos 
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moneda corriente, asciende á quinientos veinte mil pesos 
moneda corriente equivalente á veinte y un mil cuatro- 
cientos noventa y tres pesos con treinta y tres centavos 
moneda nacional. Tercero: Que según confesión de don 
Antonio Barbich á foja.... tiene recibido de los señores 
Goytía y compañia siete mil setecientos treinta y cinco 
pesos con treinta y seis centavos moneda nacional, mil 
de los cuales se le entregaron al celebrar el contrato, dos 
mil quinientos en los primeros dias de Julio y mil nove- 
cientos en los últimos de Agosto (posiciones 11 y 12 
foja 112). Cuarto: Que no constando de autos la época 
precisa de las diversas entregas, hasta completar la suma 
de siete mil setecientos treinta y cinco p.esos con treinta 
y seis centavos moneda nacional confesados, es equita- 
tivo imputar esto hasta su montante al pago del total 
del maíz. Quinto: Que según resulta délas posiciones 
28 a y 30 a del pliego de fojas 129, el maíz recibido por 
los señores Goytía y compañia asciende á la cantidad 
de dos mil ochocientos ochenta y ocho bolsas, equiva- 
lente á mil novecientos veinte y cinco fanegas, que* fue- 
ron recibidas hasta el dia veinte y seis de Agosto. Sexta: 
Que imputada á los señores Goytía y compañia la falta 
de cumplimiento del contrato, les corresponde abonar el 
depósito de la parte que dejaron de recibir, es decir, 
de ocho mil setenta y cinco fanegas, equivalente á doce 
mil ciento doce bolsas á razón de un centesimo moneda 
nacional mensual la bolsa según informe pericial de 
foja 192, y hasta el 29 de Octubre en que se verificó 
la venta (foja 251) . Séptima: Que agregado alas mil 
novecientas veinte y cinco fanegas que recibieron por 
los señores Goytía y compañia, las seis mil setecientas 
noventa y siete que aparecen vendidas por acuerdo jnútuo 
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(10.196 bolsas) resultan un total de ocho mil setecientas 
veinte y dos fanegas, lo que da una diferencia hasta las 
diez mil vendidas por el contrato, de mil doscientas 
setenta y ocho fanegas. Octavo: Que rebajando de esta 
diferencia, la disminución que el maíz experimentó en 
su peso, establecida para el caso, por informe pericial 
(foja 192) del seis al doce por ciento, por lo que es 
equitativo fijar el término medio, nueve por ciento de 
diferencia entre la cantidad recibida, vendida y dismi- 
nuida y la objeto del contrato, queda reducida á tres- 
cientas setenta y ocho fanegas. Noveno: Que incum- 
biendo asimismo á quien no cumplió el contrato, el 
pago de los intereses del dinero no recibido por don 
Antonio Barbich y no constando, como queda estable- 
cido, en qué época se efectuó la última entrega de ese 
dinero, debe establecerse como fecha para los réditos que 
devenguen, la de la espiración del último plazo para la 
entrega del maíz cuyo pago debía efectuarse al contado, 
y eso respecto solo del saldo total pendiente en esa 
época. 

Considerando en cuanto á la tercera cuestión, «á 
quien incumbe el pago de las costas causídicas ». Pri- 
mero : Que declarado á quien se imputa la falta de cum- 
plimiento al contrato, que ha originado el presente juicio* 
corresponde de derecho se le imponga el pago de las 
costas á que su omisión ha dado lugar. Segundo: Que 
las costas en el presente caso, deben conceptuarse implí- 
citamente comprendidas en la indemnización de daños y 
perjuicios impuestos á la parte de Goytía y compañía. 

Por estos fundamentos debo declarar como declaro: — 
Que los señores José Goytía y compañía han faltado al 
cumplimiento del contrato de compra-venta de maíz, 

T xvi 22 
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celebrado con don Antonio Barbich con fecha cuatro de 
Junio del corriente año. Que en consecuencia los seño- 
ñores José Goytía y compañía deben abonar á don Anto- 
nio Barbich el importe de las diez mil fanegas de maíz 
al precio estipulado, haciendo deducción de la suma que 
tienen abonada. Que deben asimismo abonar, á don 
Antonio Barbich por depósito de doce mil ciento doce 
bolsas de maíz, un centesimo moneda nacional mensual 
desde el veinte y seis de Agosto hasta el veinte y nueve 
de Octubre próximo pasado. Que deben también abonar 
á don Antonio Barbich, el interés bancario por el saldo 
del importe de las diez mil fanegas de maíz, adeudado en 
treinta de Agosto. Que don Antonio Barbich debe entre- 
gar á los señores José Goytía y compañia trescientas 
setenta y ocho fanegas de maíz en las condiciones del 
contrato dentro del término de quince dias. Que el actua- 
rio practicará la liquidación de las sumas que resulta 
adeudando los señores José Goytía y compañia á don 
Antonio Barbich, cuyo importe deberá oblarse dentro del 
mismo término de quince dias. Definitivamente lau- 
dando y con imposición de costas á la parte de los seño- 
res José Goytía y compañia, asi lo pronuncio, mando y 
firmo en la ciudad de La Plata, á los trece dias del mes 
de Noviembre de mil ochocientos ochenta y cinco. — Noti- 
fíquese con el original y repónganse los sellos. 

Ricardo C . A Idao. — Adolfo 
E. Lascano. — Alberto Palo- 
meque. 


i 
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Fallo del Juez Federal 


La Plata, Agosto 6 de 1889. 

Vistos estos autos seguidos entre don José Goytía y com- 
pañía con don Antonio Barbich sobre cumplimiento de un 
contrato y cobro de daños y perjuicios, sometido á arbitros 
de derecho, traído áeste Juzgado Federal deduciendo nuli- 
dad y apelación del laudo de Tojas 319 á331, previo pago 
de la pena impuesta al recurrente, según el compromiso 
de foja 12 vuelta. 

Siendo el caso de que se trata un arbitraje juris, hay 
que considerar todas las formas establecidas por las leyes 
vigentes en el procedimiento observado por los señores 
jueces arbitros (ley 23, tít. 4, P. 3); no así si se tra- 
tare de un arbitraje amigable componedor. — (Esteves 
Saguí, número 184, tratado sobre Procedimiento Judicial.) 
El compromiso de foja 12 vuelta fija claramente los 
puntos comprometidos — 1°, cuál de las partes faltó al 
contrato de foja 9; 2 o , cuántos pesos abonará la que faltó 
á la- que no faltó á título de resarcimiento; y 3 o , quién 
paga las costas ocasionabas. 

Esta es, pues, la pauta á que hay que ajustarse y el 
principio de donde hay que arrancar, para que los arbi- 
tros de derecho sentencien y fallen ó lauden con sujeción 
estricta á las leyes de procedimiento, como si los arbitros 
fueran jueces ordinarios de derecho, siendo esto lo único 
v honesto, según las palabras del tratadista citado señor 
Esteves Saguí, número 175.— Esto es tan elemental, que 
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solo hay restricción paralo ilícito, ó que la ley reprueba — 
(leyes 23 y 26, tít. 7, P. 3 a .) 

El juzgado cree no deber entrar á la primera cláusula 
del compromiso, por no ser de su resorte un punto atri- 
buido á los arbitros según la voluntad de las partes, que 
es ley en estas cosas (Art. 1197 Código Civil). 

Respecto á la segunda cláusula del.compromiso, cual 
es, fijar el quantum de la indemnización de la una á la 
otra de las partes, el juzgado se reduce á examinar si el 
fallo ó laudo arbitral está dentro del acta ó escritura de 
compromiso, la cual es terminante y netamente fija la 
obligación de los jueces arbitros de determinar la suma 
indemnizadora, suma que los arbitros la han determinado, 
agregando además la obligación de entregar un número 
de fanegas de maíz, dentro de quince dias, por la parte 
del absuelto al culpable. En extralimitaciones arbitra- 
les con relación al compromiso entregado á su fallo, sólo 
la ley y tratadistas prácticos, autorizan á extenderse á 
consecuencias forzosas é inevitables respecto del punto á 
solucionarse, como por ejemplo, tratándose de los frutos, 
de la cosa. Pero en el caso actual nada hav de esto, 
pudiéndose, por el contrario, ser más esplícitoy claro con 
la simple fijación de una suma indemnizadora si se tiene 
en cuenta, como debe tenerse, de que el contrato de foja 9 
ya está rescindido desde hacen años, por el trascurso de 
los cuales el precio de los cereales tanto se ha alterado 
y que toda obligación ó prestación de esta naturaleza se 
reduce á una estimación en dinero. Así, pues, los seño- 
res arbitros no obstante de ser esplícita la segunda parte 
del compromiso, ni por lata interpretación, han podido 
separarse de lo pactado en cuanto á la fijación de la 
indemnización, para después de haberla fijado agregar 
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otra contra- indemnización á que no hace referencia ni 
mención el compromiso, en una cantidad de maíz, arbi- 
trio que ni es una solución, puesto que tratándose de 
acabar una cuestión lo más brevemente posible por medio 
de arbitros, no entregando esos cereales la parte conde- 
nada, vendría nuevo y dispendioso pleito, para reducir 
á dinero y obligarle á pagar. En resumen, ambos han 
sido condenados, la una parte á una suma de dinero, la 
otra á una cantidad de fanegas de maíz, resultando un 
litigante acreedor y deudor á la vez, sin que ni la com- 
pensación pueda aclarar ó simplificar la situación de 
ambos, por ser recíprocamente acreedores y deudores, 
pero de diferentes especies. 

Ahora en cuanto á la forma de proceder usado por los 
arbitros, hay varios ¡untos que examinar y resolver, 
dando á los dos jueces arbitros y al tercero sus roles 
verdaderos en el cumplimiento de su cometido. 

La parte Goytía y compañía presentó dentro del tér- 
mino al escribano actuario pruebas relativas á su defensa 
en el territorio de la Capital Nacional, la ciudad de 
Buenos Aires, como consta á foja.... fuera por cierto de la 
jurisdicción territorial de esta sección de la Provincia 
de Buenos Aires. Sus arbitros resolvieron por mayoría 
con el tercero en discordia que no era válida esa presen- 
tación por no haber sido hecha en territorio de esta sec- 
ción federal, no siendo razón ó excusa suficiente que el 
funcionario encargado por la ley de recibir estas piezas 
de la causa, estuviera ausente de la ciudad de La Plata, 
por cuanto la Corte nacional ha resuelto que en esos 
casos se pueda presentar válidamente á cualquier escri- 
bano de Provincia. Esto último sin duda puede presen- 
tarse^ válidamente, pero hay que afrontar la dificultad tal 
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cual es, es decir: es válido el escrito presentado al escri- 
bano actuario, en tiempo, pero fuera del territorio juris- 
diccional en la sección federal? 

Este es el hecho á resolver directamente con motivos 
que directamente hieran la dificultad, y no con refugios, 
como el de que pudo haberse hecho válidamente de otra 
manera, pues un acto puede ser válido ó nulo por modos 
diversos, en muchos casos. 

El escribano secretario es un funcionario revestido de 
todo su carácter en lo relativo á sus atribuciones 
propias y locales donde quiera que se encuentre transi- 
toriamente en el territorio de la nación;, y es hábil para 
el ejercicio de las funciones inherentes á su oficio y rela- 
tivas á su sección, aunque transitoriamente se halle fuera 
del territorio, tratándose de asuntos que tramitan, al 
poner un cargo á un escrito afuera de los autos, que no 
es otra cosa de lo que se trata; solo ejerce su empleo, 
amparando el primordial derecho de la defensa, pues con 
esto está muy lejos de ejercer acto de jurisdicción terri- 
torial; no se inmiscuye ni estorba en nada á los funcio- 
narios de otra localidad, si no más propiamente solo y 
exclusivamente hace acto de jurisdicción en el expediente 
ó autos que están bajo su mano y amparo por el minis- 
terio de la ley, y cuando se declara válida la presenta- 
ción de pruebas en causa del fuero federal, que es excepcio- 
nal por nuestras instituciones ante cualquiera escribano 
del fuero ordinario ó provincial con mayor fundamento 
debe valer la presentación ante el propio actuario fede- 
ral, sin que la circunstancia efímera de encontrarse 
en la Capital Nacional, pueda influir de una manera 
tan trascendental, que altere tan profundamente los 
derechos de las partes— si un Juez, un Diputado de 
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Provincia, mantiene íntegramente sus fueros y privile- 
gios aunque esté fuera de su territorio ó provincia, pero 
dentro del territorio de la República — si hasta un jefe 
de repartición provincial, dentro de la nación goza de 
ciertos privilegios según las leyes nacionales como por 
ejemplo tratándose de movilización de la Guardia Na- 
cional, un secretario de autoridad nacional tiene con igual 
y mayor razón, facultades de recibir papeles de sus autos 
en cualquier parte de la divisiones interiores del terri- 
torio en que se halle, divisiones exclusivamente de inven- 
ción para el mejor orden y arreglo en la secuela de 
los juicios contenciosos con los progresos de los cami- 
nos en que las personas se trasladen de un puesto á otro 
de la nación en breves horas pisando jurisdicciones inter- 
nas diversas, no se ha de despojar á los funcionarios 
públicos por este mero hecho, cada dia más frecuente en 
la vida civilizada, porque traería un semillero de difi- 
cultades en las funciones públicas como si la ciudad 
argentina de Buenos Aires, La Plata ó Salta, fuesen 
Estados extranjeros y como si las tendencias no deberían 
ser siempre en el sentido de obviar dificultades — también 
debe tenerse presente en este caso de que en la duda si 
la hubiere, debe estarse por la validez de los actos, máxi- 
me cuando ésta ampara el derecho sagrado de la defensa 
y de ser oído en un juicio, el condenado es parte perjudi- 
cada por la invalidez del acto, sin que se le pueda impu- 
tar á su proceder ni negligencia, puesto que obró dentro 
del término, ni culpabilidad, puesto que no viola ley 
alguna, siendo, por otra parte, permitido lo que la ley no 
prohibe, pues es notorio que no hay ley alguna que rige el 
caso de que se trata. 
Los señores jueces arbitros de derecho han debido, 
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pues, dejar correr en los autos las piezas presentadas por 
Goytía y compañía en la ciudad de Buenos Aires dentro 
del término, al secretario del juzgado por ser esto válido, 
y tenerlos presentes para fallar ó laudar según allegata 
et probata. Art. 1066 del Código Civil. 

El laudo no está arreglado á derecho, á causa de que 
el arbitro doctor Lascano no ha hecho uso déla juris- 
dicción que la parte le confiriera en uso de su facultad, al 
emitir su voto en el laudo de foja 319 y siguientes, pues 
según consta del certificado del actuario á foja 320 el voto 
del tercero doctor Aldao ha hecho las veces del juez nom- 
brado doctor Lascano, por cuanto consta á foja citada 
que este arbitro retiró su voto adhiriéndose al del tercero 
en discordia; firmando en disidencia el otro juez doctor 
Palomeque, así es que en los autos no aparece el voto de 
uno de los jueces y sí solo del otro y el del tercero, lau- 
dando este otro por separado y en disconformidad. Basta 
lijar los puntos capitales respecto délos dos jueces arbi- 
tros y el tercero, para evidenciar los vicios de nulidades 
que entraña el laudo por causa de irregular procedimiento 
observado por el arbitro doctor Lascano. La jurisdicción 
de hecho es otorgada á los jueces, y el tercero en discordia 
es un juez de naturaleza distinta, pues están some- 
tidos á la condición sine qua non del desacuerdo de los 
dos jueces. No puede laudar el tercero sin que lo hagan 
los dos jueces verdaderos, cuyos funcionarios no están so- 
metidos á formalidad alguna. Adherirse uno de los jueces 
al laudo del tercero como sucedió, no es laudar, sino 
entregar sus funciones al tercero que no es más que un 
juez condicional; es el tercero el único que puede laudar 
sea votando por separado como lo hizo el doctor Aldao, 
sea arrimándose al sentir de uno de los arbitros incondi- 
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cionales. (Escriche, pal. Tercero en discordia, ley 31, 
tít. 4 o , part. 3 a .) 

De manera que el proceder del juez doctor Lascano es el 
que origina la nulidad, siendo correcto el del otro juez 
doctor Palomeque y del tercero doctor Aldao, en este 
punto esencial de validez y nulidad. La parte de Goytía 
y compañía ha abonado la multa estipulada á la contraria 
por disconformidades en el laudo, según lo prescribe la 
ley 4 a , tít. 21, libro 4, R. C, justa indemnización por un 
tiempo perdido inútilmente por el litigante que se con- 
formó con el laudo ; y siendo una consecuencia forzosa 
de la nulidad, el pago de las costas y costos por el que es 
causante de la nulidad, dejando de hacer ó no sujetándose 
á lo que la ley prescribe, es el arbitro doctor Lascano el 
que debe abonarlos. ( Curia filípica, libro 2, capítulo 14 
número 26.) 

En cuanto á la apelación deducida, el juzgado no halla 
mérito suficiente para ella. 

Por estos fundamentos y los pertinentes del escrito de 
foja 338 á foja 394, fallo declarando nulo el laudo de 
foja 319 á 331 ( art. 1050 y 1051 del Código Civil) ; debiendo 
comparecer las partes ajuicio verbal el dia viernes veinte 
y tres del corriente mes de Agosto á las 2 de la tarde, 
para nombrar el nuevo tribunal arbitral, que solucione la 
cuestión pendiente, debiendo pagar las costas y los cinco 
mil pesos de la multa abonada por Goytía y compañía al 
señor Barbich, el arbitro doctor don Adolfo E. Lascano — 
Repónganse los sellos. — Notifíquese con el original. 

Federico Espeche. 
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Fallo de la Corte Suprema 


Buenos Aires, Noviembre 14 de 1891. 

Vistos: considerando: Que la nulidad fundada en la cir- 
cunstancia de haber los arbitros laudado sin formar tribu- 
nal es improcedente, pues de estos autos resulta haberse 
llenado aquella formalidad, apareciendo que los arbitros 
han tramitado y resuelto la causa todos en uno, según 
las disposiciones de la ley y del convenio de las 
partes ; 

Que es igualmente improcedente la nulidad relativa á 
haber aquellos laudado contra derecho, pues de su examen 
no aparece violación de ley alguna, siendo de notar que 
el rechazo del escrito de bien probado de la parte de Goytía 
y compañía, resuelto por la providencia de foja 313 de 
que hace mérito el juez de sección, fué consentido por el 
interesado y quedó ejecutoriada con anterioridad al pro- 
nunciamiento del laudo final; 

Que es del mismo modo improcedente la nulidad fun- 
dada en el hechade haber los arbitros laudado excediendo 
los límites del compromiso, pues no es extraña por su 
naturaleza á los puntos determinados en el arbitraje, la 
obligación que por el laudo se impone á la parte de 
Barbich de hacer entrega de las trescientas setenta y 
ocho fanegas de maíz de su referencia. 

Que la condenación finalmente impuesta por el juez de 
sección al arbitro doctor don Adolfo E. Lascano es infun- 
dada no solo en mérito de las consideraciones anteriores, 
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sino por haber sido pronunciada sin citación ni audien- 
cia de éste y sin petición de parte. 

Por estos fundamentos, y teniendo además en consi- 
deración que los interesados no han objetado la senten- 
cia de primera instancia en la parte en que por ella se 
declara el juez de sección sin facultad para revocar el 
fallo arbitral en lo relativo al contenido de la primera 
cláusula del compromiso de foja 12 vuelta: se revoca la 
sentencia apelada de foja 580 y se declara firme en todas 
sus partes el laudo recurrido de foja 319. — Repónganse 
los sellos y devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. --Abel bazan. — 
Luís Saenz Peña. 
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CAUSA CCCL.XVI 


Don Deolindo Muñoz, por recurso del art. 14 de la ley 
de Jurisdicción Federal; sobre recurso de habeas 

CORPUS. 


Sumario. — I o . La resolución del Superior Tribunal de 
Justicia de Provincia, declarando inapelable un auto dic- 
tado por los Tribunales Superiores de dicha provincia, 
no es materia de revisión por la Suprema Corte Na- 
cional. • 

2 o . El auto de un Tribunal de Provincia no haciendo 
lugar al recurso de habeas corpus, que no ha sido re- 
currido en tiempo hábil, no es susceptible de recurso 
ulterior. 

Caso. — Lo explica la 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Excmo. Señor: 

El señor D. Deolindo Muñoz recurre de hecho ante V. E. 
de una resolución del Superior Tribunal de la Provincia 
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de Santa Fé, que le negó la apelación que interpuso 
para ante V. E., fundándose en que el casojno se halla 
comprendido en los enumerados en el art. 14 de la Ley 
de 14 de Setiembre de 1863; y pide que, ordenando 
V. E. la remisión de los autos, declare legal el recurso 
y revoque oportunamente la resolución del Superior Tri- 
bunal de Santa Fé, declarando nulo el auto inconstitu- 
cional de prisión que pesa sobre él. 

Uno de los señores Jueces de la expresada provincia, 
dictó auto de prisión preventiva contra el señor Muñoz 
por el delito de desacato, consistente éste, en haber in- 
juriado el señor Muñoz, por medio de la prensa, á dicho 
señor Juez. El señor Muñoz ocurrió ante la Cámara de 
Apelaciones de la ciudad del Rosario, interponiendo re- 
curso de /tabeas corpus; y éste, no ha sido favorable- 
mente .resuelto, por lo que ocurrió en apelación al Supe- 
rior Tribunal de la referida Provincia, ante el que 
tampoco pudo obtener fuese declarado nulo el auto de 
prisión antes referido. 

Tales son los hechos ocurridos según puede deducirse 
del escrito que precede, no obstante las diversas partes 
de él que han sido testadas por orden de V. E., y que son 
por ello ilegibles. Esos hechos, y las disposiciones y ju- 
risprudencia que invocaré, bastan en mi concepto, para 
fundar debidamente la petición que más adelante deduciré. 

Se trata de una prisión preventiva de la que se halla 
libre el recurrente, mediante excarcelación bajo fianza, 
aun cuando él mismo afirma no haberla solicitado. 

Pero el delito de desacato, que se dio como funda- 
mento á dicho auto de prisión, no ha sido aun juzgado 
ni sentenciado, según resulta de la misma exposición 
que precede. 
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Tratándose de causas de que conocen los Tribunales 
de Provincia, V. E. solo puede entender en las apela- 
ciones de las sentencias definitivas, pronunciadas por 
los Tribunales Superiores de Provincia en los casos que 
expresa el art. 14 de la Ley de 14 de Setiembre de 
1863. Si no se ha pronunciado sentencia definitiva en la 
causa iniciada contra el señor Muñoz con el auto de 
prisión preventiva, V. E. carece de competencia para 
conocer del recurso interpuesto. 

En dicha causa solo será competente la jurisdicción 
provincial; porque la que ejercen los Tribunales Federa- 
les no puede ejercitarse, desde que solo puede proceder 
aplicando la Constitución Nacional y Leyes del Congre- 
so, que éste no puede dictar restringiendo la libertad 
de la prensa, ni establecer sobre ella la Jurisdicción 
Federal según lo dispone el art. 22 de la Constitución 
Nacional. (Fallos, tomo 17, pág. 110.) 

Los Tribunales Federales tampoco son competentes 
para conocer de toda violación de los derechos que la 
Constitución Nacional asegura á los habitantes del país. 
Cuando el caso en que se dice violada una garantía 
constitucional cae bajo la jurisdicción reservada por la 
misma Constitución á los Gobiernos de Provincia, debe 
buscarse la reparación al mal sufrido en los recursos y 
medios que ofrezcan las leyes de la misma Provincia, 
De otra suerte los Jueces Nacionales serían superiores 
en relación con los Jueces Provinciales, lo que vendría 
á ser contrario á la Constitución Nacional. Y refirién- 
dome especialmente al caso que motiva la queja del 
señor Muñoz, esto es, á la prisión preventiva decretada 
contra él, no estando comprendida en los casos á que 
se refiere el artículo 20 de la citada Ley de 14 de Se- 


DE JUSTICIA NACIONAL 351 

tiembre de 1863, que solo se refiere á detenciones ó 
prisiones ordenadas por una autoridad nacional, ó á 
disposición de una autoridad nacional, ó so color de 
una orden emitida por autoridad nacional, V. E. no 
puede investigar sobre el origen de tal prisión ni resol- 
ver en consecuencia acerca de ella. 

Así lo declaró V. E. en la sentencia que se lee en el 
tomo 21 de sus fallos, página 76, recaída también en 
un recurso de habeas corpus. 

Soy por tanto de opinión, que V. E. no puede hacer 
lugar al recurso interpuesto por el señor Muñoz. 

Buenos Aires, Octubre 26 de 1891. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Noviembre 14 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: 

Considerando : 

Que la resolución del Superior Tribunal de Justicia 
de la Provincia de Santa Fé de que se trae el presente 
recurso, declarando inapelable la de la Cámara de Ape- 
laciones de la ciudad del Rosario, y resolviendo un 
punto de competencia de jurisdicción meramente local, 
no entraña cuestión alguna de las determinadas por el 
artículo 14 de la ley sobre jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Federales, y no es por lo tanto, sus- 
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ceptible de revisión por esta Corte con arreglo al mismo 
artículo ; 

Que por lo que respecta á la pronunciada por la cita- 
da Cámara de Apelaciones de la ciudad del Rosario no 
haciendo lugar al recurso de /tabeas corpus interpuesto 
por el solicitante, resolución que del informe precedente 
resulta haber sido definitiva y de última instancia, si 
por acaso envuelve alguna cuestión de carácter nacional, 
ó compromete garantías reconocidas y consagradas por 
la Constitución y Leyes Nacionales, lo que no corres- 
ponde por el momento juzgar, no ha sido recurrida 
en tiempo hábil para ante esta Suprema Corte, y debe 
tenerse en consecuencia como ejecutoriada y no suscep- 
tible de ulterior recurso. 

Por estos fundamentos, y oído el señor Procurador 
General: se declara no haber lugar al recurso interpues- 
to y remítanse estas actuaciones para su agregación al 
expediente de la materia, al Superior Tribunal de Jus- 
ticia de la Provincia de Santa Fé, debiendo reponerse 
previamente el papel. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCLXVM 


La Empresa del Ferrocarril Gran Oeste Argentino contra 
Clark y Cia., por cobro de pesos; sobre incompetencia 
y personería. 


Sumario. — I o . La demanda que versa sobre un contra- 
to de transporte corresponde al conocimiento del Tri- 
bunal del lugar donde dicho contrato debía cumplirse. 

2 o . La personería del apoderado del actor queda justi- 
ficada con el poder que le autoriza. á comparecer como 
actor en las demandas de la clase de la deducida en 
juicio. 

3 o . El representante del demandado que ha hecho com- 
peler á la contraparte á entablar demanda, no puede 
excusar su representación para contestarla. 


Caso. — Don Germán Kohn, por don Guillermo Roberts, 
Administrador General del Ferrocarril Gran Oeste Ar- 
gentino, se presentó ante el Juzgado en los autos sobre 
embargo preventivo practicado en bienes de los señores 

T. XTI 23 
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Clark y Cia exponiendo: que forma parte de la canti- 
dad que adeudan dichos señores al Gran Oeste Argen- 
tino y para garantía de cuyo pago pidió el embargo 
preventivo, la suma de $ 171 . 196,86 %. Que esta can- 
tidad proviene de fletes y estadías según lo especifica 
en las cuentas que presenta. Que la. carga se encuentra 
en la estación del Gran Oeste Argentino, en la ciudad 
de Mendoza, y lascarías de porte en poder de los car- 
gadores Clark y Cia., ó su representante. 

Que en virtud de lo dispuesto en los artículos 200 á 202 
del Código de Comercio y 37 á 42 del reglamento de car- 
gas del Gran Oeste Argentino, aprobado por decreto del 
Gobierno Nacional de 25 de Junio de 1890, demanda á 
Clark y Cia. por la suma antes mencionada, intereses 
y almacenaje hasta el dia del efectivo pago y costas. 
Expresó que el fuero se hallaba acreditado en las dili- 
gencias sobre embargo preventivo. 
El poder con que se dedujo esta demanda dice así: 
En Mendoza, á veinte de Febrero de mil ochocientos 
noventa, ante mí el Secretario Nacional y testigos, com- 
pareció don Guillermo Roberts, inglés, casado, ingeniero, 
mayor de cuarenta años y vecino de ésta, á quien doy 
fe, conozco, y dijo: Que en virtud de las facultades que 
le confiere el poder general, que en seguida se trascribe: 
Número quince. « En la ciudad de Buenos Aires, á cinco 
de Febrero de mil ochocientos noventa, comparecieron 
ante mí, Escribano público y testigos al final firmados, 
don Nicolás Bouver y el doctor don José Miguel Ol- 
medo, ambos de estado casado, de este vecindario, ma- 
yores de edad, de mi conocimiento de que doy fé y 
dijeron : Que son representantes legales del Directorio del 
Ferrocarril Gran Oeste Argentino residente en Londres 
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como lo tienen debidamente justificado ante mí al folio 
setecientos trece de mi protocolo, correspondiente al año 
mil ochocientos ochenta y siete; Que en tal carácter y 
ejercitando las facultades que les confirió el citado Di- 
rectorio en el mandato que éste les otorgó el diecisiete 
de Junio de mil ochocientos ochenta y siete otorgan: *] 

que confieren poder general á don Guillermo Roberts, 
Administrador del citado Ferrocarril, para que represente 
al Comité (Directivo) local de la Compañía ante los 
tribunales competentes de San Luis, Mendoza y San 
Juan, provincias argentinas, en los asuntos que pueden 
promovérsele originados de la Administración del Fe- 
rrocarril ó de las espropiaciones autorizadas con destino 
á la via y estaciones. Para que gire de las sucursales 
del Banco Nacional los fondos depositados en éstas á 
nombre de la compañía, cuyos giros deberán ir firma- 
dos con el conforme del Contador de la compañía. Al 
efecto lo facultan para que intervenga en los recursos 
legales, que las leyes le permitan en defensa de los 
derechos de la Compañía, presente y tache testigos, 
ponga y absuelva posiciones, defiera juramentos, proro- 
gue jurisdicciones, pudiendo sustituir el presente en las 
personas que juzgase convenientes. En su testimonio, 
leída que les fué, ratificaron su contenido, firmando con 
los testigos don Manuel Buente y don Teodomiro Siñé, 
vecinos hábiles de mi conocimiento de que doy fé.— 
Nicolás Boower. — J. M. Olmedo. — Testigo, Manuel 
Buente. — Testigo, Teodomiro Siñé. — Hay un sello. — 
Ante mí: Hilario Orlandini.— Concuerda con su matriz 
número quince que pasó ante mí y queda en mi 
registro número veinte y seis á mi cargo, al que me re- 
mito. Para el apoderado expido el presente que sello 
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y firmo en Buenos Aires fecha de su otorgamiento. — 
Hay un sello. — Hilario Orlandini. — Certifico que don 
Hilario Orlandini es Escribano Público de la Capital de 
la República, y que el sello y rúbrica que anteceden son 
los que usa en todos sus actos. — Buenos Aires, siete 
de Febrero de mil ochocientos noventa. — Secretario, 
Pedro R. Otero. — Hay un sello en lacre. — El que sus- 
cribe, Presidente de la Excelentísima Cámara de Ape- 
laciones en lo Civil de la Capital de la República, 
certifica: Que el doctor don Pedro R. Otero, es Secretario 
de esta Cámara y que la atestación hecha por él está 
en debida forma. — Buenos Aires, siete de Febrero de 
mil ochocientos noventa. — Hay una firma incomprensi- 
ble. — Declara que lo sostituye en favor de don Germán 
Kohn para que represente á su poderdante en relación 
solamente á los juicios que tiene pendientes y en ade 
lante tuviera que sostener la empresa, ya como actora 
ó demandada, ante el Juzgado Federal de esta sección 
de Mendoza y que versen sobre cobro de pesos, proce- 
dentes de mercaderías recibidas y no entregadas, sobre 
pérdida é intereses originados por razón de transporte 
de cargas, equipajes ó encomiendas, ó por otras respon- 
sabilidades legales que se le atribuyan con ocasión del 
servicio del Ferrocarril Gran Oeste Argentino, y siempre 
que la naturaleza de la causa haga surgir el fuero fe- 
deral y la competencia de este Juzgado. En su conse- 
cuencia faculta al mandatario para que en lo principal 
é incidencias, use de todas las facultades pertinentes y 
necesarias al ejercicio de este mandato contenido en el 
preinserto poder, reservándose el compareciente las de- 
más que no ha delegado expresamente. Así lo dijo y 
previa lectura y ratificación firmó, siendo testigos los 
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señores Leónidas González y Luis Zeballos, ambos ve- 
cinos, mayores de edad, y hábiles para el acto, á quienes 
doy fé conocer. Sigue á otro poder que da don Jaime 
Capraany á favor del doctor don Raimundo Wilmart. 
Antes de firmar dijo el señor Roberts, que apodera 
también al señor Kohn, para que represente á la em- 
presa en todo juicio ante la Justicia de Paz en que la 
Administración sea parte como actora ó demandada y 
firmó previa ratificación con los testigos ya nombrados. 
— William Roberts. — Luis Zeballos. — L. González. — 
Ante mí: Juan N. Godoy, Secretario Nacional. — Es copia 
fiel del original fecha ut supra. — Hay un sello. — Juan 
N. Godoy, Secretario Nacional, — Es copia conforme con 
la mandada 'desglosar. — Mendoza, Abril digo Febrero 
cinco de mil ochocientos noventa y uno. — Juan N. 
Godoy. 

El Juez hubo por acreditada su competencia y corrió 
traslado de la demanda á don Emilio M. Rozas como 
representante en Mendoza y Administrador del Ferroca- 
rril Trasandino. 

El mencionado Rosas se presentó exponiendo : Que él 
no tiene poder de Clark y Cia. para representarlos en 
juicio, ni instrucciones de ellos con relación á pleitos. 
Que aunque la Ley de Procedimientos no enumera entre 
las excepciones la falta de personería del demandado, 
lo cierto es que el demandante que se empeña en se- 
guir un juicio con quien no tiene poder para represen- 
tar al demandado, incurre en nulidad y debe ser con- 
denado en costas, daños y perjuicios. Que aunque 
tuviera poder de Clark y Cia., para el juicio, no podría 
ser obligado á aceptar y seguir el que se promueve y 
bastaría su resolución negativa para que un actor razo- 
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nable le entendiera con las que supone sos mandantes. 
Que si en algún caso ha representado en juicio á Clark 
y Cia. ha sido porque ha querido asumir tal responsa- 
bilidad sin que ello confiera derecho alguno al deman- 
dante. Que es empleado de Clark y Cia. para funciones 
puramente de administración y contabilidad, y el de- 
mandante no tiene derecho de obligarlo á sufrir las 
molestias de un pleito ajeno. Que el hecho de haber 
pedido que se emplazara al Gran Oeste Argentino para 
que dedujera su demanda cuando se trabó el embargo 
preventivo, nada prueba porque con esa petición no 
invocó poder de Claik y Cia. sino en funciones admi- 
nistrativas y porque se pretendió trabar el embargo con 
su intervención y sobre bienes confiados á su guarda. 
Que por otra parte, el poder de don Germán Kohn no 
autorizó á éstos para iniciar juicios, sino para defender 
al Gran Oeste Argentino en sus pleitos. Que así Kohn 
no tiene personería para iniciar el juicio. Que si contra 
sus previsiones el Juzgado lo obligara á intervenir en 
el juicio, opone la excepción de incompetencia de ju- 
risdicción. Que tratándose, como se trata, de una obli- 
gación personal, debe hacerse efectivo en el domicilio 
del acredor, cuando, como en este caso, no se ha desig- 
nado un domicilio especial (arts. 619, 747, 1205 C. C. ) 
Que Clark y Cia. tienen su domicilio en Buenes Aires; 
la oficina que tienen en Mendoza no constituye un 
domicilio, porque nadie puede tener á la vez dos domi- 
cilios. Que Clark y Cia. tienen, fuera de la oficina de 
Mendoza, dos en Chile y una en Corrientes, dependien- 
tes de la casa de Buenos Aires y á nadie podrá ocurrír- 
sele elegir una de esas oficinas indistintamente para 
entablar las demandas suponiéndolas otros tantos domi- 
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cilios de Clark y Cia. Que así es el Juez de la ciudad 
de Buenos Aires el que debe conocer de la demanda. 
Pidió se le admitieran las excepciones apuntadas con 
costas. 


Fallo del Juez Federal 


Mendoza. Abril 15 de 1891. 

Vistos y considerando: 

I o . Que las excepciones expuestas por don Emilio M. 
Rosas á la demanda interpuesta por don Germán Kohn, 
como representante del Ferrocarril Gran Oeste Argenti- 
no, contra la empresa de los señores Clark y Cia., con- 
cjsionarios del Trasandino, se fundan: I o . En la falta 
de personería de aquél, sea por carecer de poder de la 
empresa demandada, ó porque su carácter de Adminis- 
trador de la misma no le confiere facultades para re- 
presentarla enjuicio; 2 o . En la falta de personería del 
expresado señor Kohn, para representar á la empresa 
demandante, en este juicio; 3 o . En la incompetencia del 
Juzgado, por ser el domicilio de los señores Clark y Cia. 
la ciudad de Buenos Aires y no la de Mendoza. 

2 o . Que en cuanto á la primera ella no se encuentra 
autorizada por la Ley de Procedimientos, en la forma de 
artículo previo, que es el carácter en que se ha deducido, 
lo cual, por otra parte, reconoce también el demandado; 
y debe entonces declararse improcedente en conformi- 
dad también á la doctrina sentada por diversas resolu- 
ciones de la Suprema Corte. 
>3°. Que respecto á la segunda, se ha comprobado con la 
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escritura del mandato de fojas. . . que don Germán Kohn 
se halla investido de poder en forma para representar á la 
empresa demandante en el presente juicio, pues además 
de las cláusulas generales que en aquella se contienen, 
se encuentra expresamente consignada, la facultad de 
comparecer como actor ó demandado en todo asunto que 
se relacione con intereses originados por razón de trans- 
porte de carga, y la presente causa versa precisamente 
sobre cobro de cantidades procedentes de transporte de 
carga para el Ferrocarril Trasandino. 

4 o . Que por lo que hace á la tercera, ó sea sobre la 
incompetencia de jurisdicción, tampoco es ella proce- 
dente, desde que la demanda versa sobre un contrato 
de transporte, cuyo cumplimiento debía efectuarse en 
esta ciudad, circunstancia que por sí sola establece la 
jurisdicción de este Juzgado, aunque se trate de una 
obligación meramente personal, como se alega. 

5 o . Que es un principio de derecho que el lugar ele- 
gido para la ejecución de un contrato causa domicilio 
especial para todo lo relativo áél y á las obligaciones que 
causare; doctrina que además se halla también sancio- 
nada por diversos fallos de la Suprema Corte; y en el 
caso, tratándose de un contrato de la naturaleza del 
expresado, es evidente que el lugar en que debe efec- 
tuarse su cumplimiento causa domicilio especial en lo 
relativo á las obligaciones de él resultantes. 

6 o . Que, por otra parte, los señores Clark y Cia. como 
concesionarios y constructores del Ferrocarril Trasan- 
dino, tienen su Administración en esta ciudad, según 
es público y notorio; y su Administrador, el señor Ro- 
sas, se halla también domiciliado en ella; en cuyo caso 
el domicilio de la empresa demandada es, á los efectos 


DE JUSTICIA NACIONAL 361 

de las obligaciones contraídas por la misma, con la 
empresa demandante, la ciudad de Mendoza, aunque el 
domicilio real de los señores Clark y Cia. sea la de 
Buenos Aires (art. 90, inc. 4 o Código Civil). 

Por lo tanto y en mérito de las consideraciones ex- 
puestas en el escrito de contestación que el Juzgado 
adopta como fundamento de esta resolución: no se hace 
lugar, con costas, á las excepciones deducidas, debiendo 
contestarse derechamente la demanda. 

Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 


VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Suprema Corte: 

Por los fundamentos de la sentencia de foja 22 que 
se refiere á la excepción de incompetencia deducida, 
creo que aquella debe ser confirmada por V. E. 

Buenos Aires, Junio 4 de 1891. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1891. 

Vistos : 

Por los fundamentos del auto apelado de foja veinti- 
dós en lo relativo á las excepciones de falta de perso- 
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nería del apoderado del demandante é incompetencia; y 
considerando en lo que respecta á la falta de persone- 
ría del apoderado de los demandados: Que de autos 
resulta haber éste comparecido, solicitando en juicio se 
compeliera á los demandantes á formalizar la presente 
demanda y asumiendo virtualmente por tanto la perso- 
nería de los demandados, en cuyo caso es estemporá- 
nea la excepción deducida: Se confirma con costas el 
auto citado de foja veintidós y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazas. — 
Luis Saenz Pena. 
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CAUSA CCCL.XVIII 


La Empresa del Ferrocarril Gran Oeste Arg entino ', contra 
Clark y compañía, por cobro de pesos; sobre incom- 
petencia y personería. 


Sumario. — I o . El conocimiento de la demanda que versa 
sobre un contrato de transporte corresponde al Tribunal 
del lugar donde dicho contrato debió cumplirse. 

2 o . La personería del apoderado del actor queda justifi- 
cada con el poder que le autoriza á comparecer como actor, 
en las demandas de la clase de la deducida en juicio. 

3 o . El apoderado de los demandados, tiene personería 
para representarlos en juicio sobre actos emanados de la 
administración que se halla á su cargo. 


Caso. — D. Germán Kohn, por el administrador del 
Ferrocarril Gran Oeste Argentino, don Guillermo Ro- 
berto, se presentó ante el Juzgado exponiendo: que ha- 
biendo sido emplazado para deducir demanda, con mo- 
tivo de haber pedido contra los señores Clark y compañía 
un embargo preventivo, demandaba á dichos señores 


364 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

por la cantidad de $ 55.777 con 85 centavos, procedente 
de fletes por mercaderías trasportadas y sueldos, de- 
biendo entenderse su demanda con el representante de 
los señores Clark y compañía. 

Corrido traslado y notificado de la demanda como 
representante de aquellos señores, don Emilio Rosas, se 
presentó éste exponiendo: que él no tiene poder para 
representar á Clark y compañía en juicio, ni instruccio- 
nes de ellos con relación á pleitos. Que aunque la 
ley de procedimientos no autoriza la excepción de falta 
de personería en el demandado, la verdad es que el 
demandante que se empeña en seguir un juicio con 
quien no tiene poder, sigue á sabiendas un juicio nulo 
y es responsable de las costas y de los daños y perjuicios. 
Que aunque tuviera poder, bastaría su manifestación 
de no querer usar de él, para que el actor estuviera 
obligado á entenderse con los poderdantes. Que no ha 
invocado en juicio poder alguno de Clark y compañía, 
ni menos lo ha exhibido; que si en algún caso, ha sido 
demandado como representante de aquellos, y se ha 
presentado en su defensa, es porque ha querido hacerlo; 
pero esto no da derecho alguno al demandante, pues 
sus funciones son puramente de administración y con- 
tabilidad. Que él no ha iniciado ningún pleito en re- 
presentación de Clark y compañía, y si pidió que se em- 
plazase al Gran Oeste para deducir demanda, fué por- 
que en el embargo preventivo que pidió se le dio inter- 
vención y se pretendió hacerlo recaer sobre bienes 
confiados á su guarda, y por lo demás, solo pidió que 
se emplazase al Gran Oeste para que dedujera demanda 
no contra él, sino contra quien correspondiese. Que 
en los traslados que se le han pasado, no está acredi- 
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tada la personería de don Germán Kohn para representar 
al Gran Oeste Argentino, quien no lo ha autorizado 
para iniciar juicios sino para que los defienda en los que 
se inicien contra él. Que, si contra lo que se sostiene, 
se le obligara á intervertir en el juicio, opone la excep- 
ción de incompetencia de jurisdicción, porque se trata 
de una obligación personal, que hay que hacerla efec- 
tiva en el domicilio del deudor, puesto que no se ha 
designado uno especial. Que Clark y compañía, tienen 
su domicilio en Buenos Aires, y la oficina que tienen 
en Mendoza no lo constituye porque nadie puede tener 
dos domicilios. Que los mismos señores tienen dos ofi- 
cinas en Chile y una en Corrientes, dependientes de la 
casa de Buenos Aires, y no puede pretenderse que cual- 
quiera de estas oficinas puede elegir como domicilio de 
ellos. 

Corrido traslado, lo contestó don Germán Kohn. 
Dijo: que Rosas sostiene muchos pleitos en representa- 
ción de Clark y compañía, con las instrucciones nece- 
sarias. Que, como el mismo Rosas lo reconoce, la falta 
de personería en el demandado no puede ser materia de 
artículo previo. Que no es exacto que dependa de la 
voluntad de Rosas el ejercitar ó no el poder de Clark 
y compañía, pues desde que lo tienen, está obligado á 
ejercitarlo. (Artículos 1869, 1872, 1886, 1904, 1905, 1930, 
1933 y 1934 del Código Civil.) Que las mismas obliga- 
ciones de que se trata, han sido reconocidas por Rosas, 
á nombre de Clark, y es inadmisible por tanto que 
diga no tener poder de ellos, cuando se le cobra, sien- 
do de notar que ha pagado ya cuentas de la misma 
naturaleza. Que el solo hecho de haber pedido Rosas 
que se demande á Clark y compañía, demuestra que es 
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y sobre sueldos impagos por servicios prestados en 
Mendoza; circunstancia que por si sola establece la 
jurisdicción del Juzgado, aunque se trate de una obli- 
gación meramente personal, como se alega. 

5 o . Que es un principio de derecho, que el lugar elegi- 
do para la ejecución de un contrato, causa domicilio 
especial para todo lo relativo á él y á las obligaciones 
que causare; doctrina que además se halla también, 
sancionada por diversos fallos de la Suprema Corte ; y 
en el caso tratándose de un contrato de la naturaleza 
del expresa lo, es evidente que el lugar en que debe efec- 
tuarse su cumplimiento, causa domicilio especial en lo 
relativo á las obligaciones de él resultantes. 

6 o . Que por otra parte, los señores Clark y compañía 
como concesionarios y constructores del Ferrocarril Tras- 
andino, tienen su administración en esta ciudad, según 
es público y notorio; y su administrador el señor Rosas 
por quienes aparecen suscritos algunos de los docu- 
mentos que motivan este juicio, se halla también domi- 
ciliado en ella, en cuyo caso, el domicilio de la Empresa 
demandada es á los efectos de las obligaciones contrai- 
das por la misma, con la empresa demandante, la 
Ciudad de Mendoza, aunque el domicilio real de los 
señores Clark y compañía, sea la de Buenos Aires. 
(Artículo 90, inciso 4 o del Código Civil.) 

Por tanto y en mérito de las consideraciones expues- 
tas en el escrito de contestación, que el Juzgado adopta 
como fundamentos de esta resolución : no se hace lugar 
con costas, á las excepciones deducidas, debiendo con- 
testarse directamente la demanda. Hágase saber origi- 
nal y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Suprema Corte: 

Por los fundamentos de la sentencia de fojas 45 vuel- 
ta, en cuanto se reñere á la excepción de incompetencia, 
creo que aquella debe ser confirmada por V. E. 

Buenos Aires, Junio 4 de 1891. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1891. 

Vistos: Por los fundamentos del auto recurrido de 
fojas cuarenta y cinco, en lo relativo á las excepciones de 
falta de personería del apoderado del demandante é 
incompetencia; y considerando por lo que respecta ala 
falta de personería del apoderado del demandado: que 
se trata en esta causa de obligaciones que se dicen re- 
conocidas por la administración de los demandados Clark 
y compañía, en la ciudad de Mendoza, á cargo del de- 
mandado y de actos directos emanados de dicha admi- 
nistración que la obligan á contestar con arreglo á lo 
dispuesto por el artículo noventa, inciso cuarto del 
Código Civil, se confirma con costas el auto apelado 
antes citado; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. —Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 

t. xvi 24 
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CAUSA CCCLXIX 


Don Víctor C. Lucero, contra Don Carlos Cossano, por daños 
y perjuiciék; sobre multa por infracción de la ley de 
sellos. 


Sumario. — I o . La multa por la infracción de la ley de se- 
llos, es una pena que debe ó no imponerse según sea la 
ley más benigna dictada entre la fecha de la infracción 
y la de su aplicación. 

2 o . Un documento que en la fecha del otorgamiento de- 
bió ser extendido, y que no lo fué, en papel sellado na- 
cional, bajo multa del décuplo, no está sujeto á esta pena 
si se presenta en juicio, cuando por ley posterior quedó 
suprimida esa obligación. 


Fallo de la Suprema Corto 


Buenos Aires, Noviembre 17 de 1891. 

Con arreglo á lo decidido por esta Suprema Corte en 
el caso que se registra en el tomo 34 (*), página 167 de sus 


(1 ) Serie 3», tomo 4. 


.-- «ATa 
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fallos, que es de aplicación al presente y de lo cual se 
agregará copia legalizada á estos autos: se declara que 
los documentos de fojas 80 y 82, están sujetos solamente 
á reposición con el sello correspondiente á las obligacio- 
nes que en ellos se contienen, y repóngase el papel. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luís Saenz Peña 
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CAUSA CCCLXX 


El Doctor Don José O. Machado, contra la empresa del 
ferrocarril Oeste Santa fecino ; sobre reindivicacion de 
un terreno. 


Sumario. — I o . La Suprema Corte en el ejercicio de su 
jurisdicción de apelación, no puede resolver sino sobre los 
puntos decididos en I a Instancia. Para los no decididos 
deben volverse los autos al inferior á ñn de que se pro- 
nuncie sobre ellos. 

2 o . El cesionario de acciones y derechos puede ejerci- 
tar la acción reivindicatoría que corresponde á los cedentes, 
prescindiendo de si ha sido poseedor personalmente de la 
cosa reivindicada antes de la demanda. 

3 o . Debe considerarse determinada la cosa que se rei- 
vindica, si ésta es un terreno del cual se expresan los 
linderos. 


Caso. Lo explica el 
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Fallo del Juez Federal 


Rosario, Noviembre 28 de 1889. 

Y vistos: Estos autos iniciados por el Doctor Don Ole- 
gario Machado contra la empresa del ferrocarril Oeste 
Santafecino, sobre reivindicación de terrenos sitos en 
esta ciudad, sobre la barranca del río Paraná, lindando 
por el Sud con la calle 3 de Febrero y por el frente con 
los herederos de Cufré, y los cuales ha ocupado la Em- 
presa demandada abusando del permiso que le fuera con- 
cedido para expropiar el terreno necesario con destino á 
la estación central, por cuanto esa autorización se cir- 
cunscribía al área comprendida entre la calle 3 de Fe- 
brero v la de Montevideo, llevándose entre tanto la ocu- 
pación hasta más al Norte de la referida calle, é inva- 
diendo de ese modo los citados terrenos, cuva ubicación 
ni extensión precisa designa y pretende son de su pro- 
piedad á título de la venta que á su favor hicieron Doña 
Juana Cisneros de Machado y Doña Fernanda Machado 
de Maldonado, de los derechos y acciones que á los mis- 
mos correspondía á los sobrantes de la lonja de Diaz, 
una vez integradas las diversas enajenaciones verificadas 
en esta. 

Por el escrito de fojas 4, promueve el demandado cues- 
tión de competencia, la que es concluida por el fallo de 
la Suprema Corte, corriente á foja 46, y vueltos en ape- 
lación ala misma con motivo del auto de este tribunal 
corriente á foja 60, se obliga al demandado á contestar 
directamente la demanda. A ese fin responde el escrito 


374 FALLOS DE LA. SUPREMA CORTE 

de foja 88, por el cual se excepciona manifestando no 
tener el demandante posesión en el terreno que quiere 
reivindicar y que por tanto no puede deducir la acción in- 
tentada; que á la Empresa demandada corresponde los 
terrenos materia de la reivindicación, siendo ellos aun 
insuficientes para completar el área vendida ala misma, 
á título de expropiación, de lo cual se deduce carecer en 
absoluto el demandante de los derechos que pretende te- 
ner sobre los inmuebles en cuestión. 

Se abre la causa á prueba y en su mérito se produce 
la deposiciones de foja 117 y la de peritos de foja 123, 
quedando con ella en estado de alegar de bien probado, á 
cuyo objeto responden los escritos de foja 127 y 138. 

Las cuestiones que surgen del debate son pues: 1.° Si 
la venta de derechos y acciones, como lo es el contrato 
del cual trae su origen el derecho que ejercita el de- 
mandante, da por sí solo ó no la facultad de deducir la 
acción reivindicatoría; 2.° Si para el ejercicio de esa ac- 
ción es ó no necesaria la posesión material del inmueble 
al cual se refiere; 3.° Si en su caso, ese elemento ha concur- 
rido ó no á favor del demandante; y 4.° Por último, si 
existen ó no los sobrantes cuya propiedad se pretende 
por el Dr. Machado. 

Y considerando: l. c Respecto de la primera cuestión: 
que ella está regida por la disposición del artículo 1444 
del Código Civil que dice: «Todo objeto incorporal, todo 
derecho y toda acción sobre una cosa que se encuentra 
en el comercio puede ser cedida, á menos que la causa no 
sea contraria á alguna prohibición expresa ó implícita de 
la ley, ó al título mismo del crédito, «y cuyo alcance está 
determinado en la nota del codificador, correspondiente al 
mismo artículo, la que en el párrafo pertinente ai caso 
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sub judice dice: «En cuanto á los derechos reales, diremos 
que la reivindicación fundada sobre el derecho de pro- 
piedad es cesible, que también lo es la acción negatoria, 
aunque es imposible ceder la parte principal y esencial, es 
decir, la comprobación de la propiedad libre; pero el pro- 
pietario puede constituirse en procuvator in rem suam, i 
efecto de recibir el importe de los daños é intereses á que 
taparte contraria puede ser condenada. Im acción negato- 
ria es también cesible, no en su elemento principal, el re- 
conocimiento del derecho, sino en la parte pecuniaria de la 
condenación que se refiere á los daños é intereses, á los fru- 
tos que han podido ser percibidos, etc., etc. 

2.° Que de lo anterior se desprende que el cesionario 
del derecho real de dominio no puede ejercitar dicho da- 
recho de la manera directa que correspondería á aquel que 
por la ley se encuentra en aptitud de ejercerlo en toda su 
plenitud, sino que antes por el contrario, su título no ha 
logrado trasmitirle el elemento principal, la parte esen- 
cial del derecho, el reconocimiento de éste, sino simple- 
mente la facultad de obtener la indemnización á que la 
otra parte podría ser condenada en el juicio correspon- 
diente, y en el cual, no le seria posible á aquel desem- 
peñar otro rol que el de procurator in rem suam, y que 
por consecuencia dicho contrato no es suficiente 'para 
justificar en favor del cesionario, el ejercicio del derecho 
de reivindicación que supone la tenencia del dominio de 
un modo perfecto, precisamente en esa parte esencial que 
aquel contrato no es capaz de trasmitir. 

3.° Que el artículo 2758 del Código Civil preceptúa que 
la acción reivindicatoría nace del dominio que cada uno 
tiene de cosas particulares, lo que no sucede en el caso 
presente, por cuanto la demanda se dirige á reivindicar 
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bienes no determinados, como que su existencia se hace 
depender de la hipótesis de que resultarían sobrantes 
en la lonja de Diaz, una vez integradas las fracciones 
enajenadas de la misma (escrito de demanda, párrafo I o , 
foja 2); circunstancia esta, que sin duda contraria el ci- 
tado precepto consagrado en nuestro Código en concor- 
dancia con el Derecho Romano, según el cual, la fórmula 
de la acción era formula certa y que por lo tanto era in- 
dispensable determinar el objeto preciso de la reivindica- 
ción. Libro 6 o , Digesto. De reivindicatione (nota del Doc- 
tor Velez al artículo 2762 del Código Civil). 

3.° Y considerando con respecto á la segunda cuestión: 
Que de la misma disposición citada del Código Civil (ar- 
tículo 2758) resulta ser indispensable haber teñido la po- 
sesión de la cosa que se trata de reivindicar, pues la se- 
gunda parte de aquel artículo estatuye que por ella (la 
acción reivindicatoria) «el propietario que ha perdido la 
posesión de la cosa, la reclama y la reivindica contra aquel 
que se encuentra en posesión de ella», y en concordancia 
con este principio y tratando de explicar el mismo codifi- 
cador en la nota correspondiente al artículo 2773,1a dis- 
tinción legal que existe entr.e las acciones personales y la 
acción de reivindicación, tija de un modo más explícito 
y concluyente el carácter esencial de la última cuando dice: 
«Al contrario la acción de reivindicación no nace de nin- 
guna obligación que el poseedor hubiera contraído con 
el propietario de la cosa, sino solamente de la posesión que 
tiene de esta cosa; por consiguiente su heredero, no es res- 
ponsable de esta acción sino en cuanto él mismo sea po- 
seedor de la cosa que se reivindica y solo por la parte de 
que lo sea.)> 

4.° Que en corroboración de la misma doctrina, núes- 
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tro Código ha establecido en su artículo 3265 que todos los 
derechos que una persona trasmite por contrato á otra, 
sólo pasa al adquirente por la tradición. 

5.° Y considerando: con respecto á la tercera cuestión, 
que el hecho de la posesión no ha existido en el caso ac- 
tual, de parte del reivindicante, puesto que no son de- 
terminados las cosas materia del contrato, debiendo sur- 
gir su existencia recien mediante la operación de deslinde 
requerido para fijar la ubicación y área de las propieda- 
des reclamadas. 

6.° Que esa indeterminación resulta no solamente por 
confesión propia del demandante expresada en su escrito 
de demanda, sino también de la cláusula del contrato ori- 
ginario de sus derechos, trascrito á fojas 5, no observada 
por el mismo y cuyo texto es así: «y dijeron que por la 
cantidad de dos mil pesos moneda nacional que han ya 
recibido del Doctor Don José Olegario Machado y por lo 
que le otorgan carta de pago, venden, ceden y trasfieren al 
mismo, todas las acciones y derechos que tienen y les cor- 
responden en la sucesión de Doña Casimira Machado, 
como viuda ó hija legítima respectivamente del mismo, 
á los sobrantes de terreno que correspondan, ó puedan cor- 
responder á dicha sucesión», — no existiendo finalmente en 
autos prueba alguna que acuse la realidad de esa pose- 
sión. 

7.° Que la declaración contenida en el fallo de la Su- 
prema Corte, corriente á foja 46, estableciendo la efecti- 
vidad de la referida posesión á favor del demandante, no 
es aplicable al caso sub-judice, en que se trata de resolver 
definitivamente este asunto, no solo sobre la base de la 
demanda, sino también sobre la de la contestación y prue- 
ba producida á su respecto, á diferencia del primer caso en 
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que solo se ventilaba la cuestión de competencia, sin tra- 
tarse del fondo del asunto, razón por la cual no sería po- 
sible aplicar en el actual aquel procedimiento, dando por 
establecido el hecho de la posesión, desde que en la con- 
testación á la demanda, estación oportuna para aceptar ó 
rechazar los hechos en ella contenidos, ha sido aquel des- 
conocido, quedando además el mismo en descubierto por 
la falta de prueba de parte del actor, y si lo primero bas- 
taba para producir la declaración del fuero es insuficiente 
para basar la reivindicación que se pretende, en virtud de 
las consideraciones expuestas anteriormente. 

8.° Y con respecto á la última cuestión, que el estudio 
hecho de las anteriores hace innecesario el de ésta por 
cuanto desconocida como queda la eficacia de los títulos 
en que el actor funda su demanda, la averiguación de la 
existencia del objeto á que ellas se refieren, pierde 
toda importancia y carece de razón de ser en los funda 
mentos destinados á justificarla solución de este litigio. 

Por tanto y definitivamente juzgando, fallo: no haciendo 
lugar ala demanda, sin especial en costas, por tratarse 
de una cuestión poco ventilada ante los tribunales, como 
es laque se refiere á ios derechos y obligaciones que sur- 
gen de la venta de derechos y acciones otorgadas sobre 
bienes inmuebles. Hágase saber con el original y repón- 
ganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviría. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires», Noviembre 17 de 1891. 

w 

Vistos: Habiéndose limitado el Juez de Secccion en esta 
causa, á juzgar de la procedencia de la acción interpuesta 
del punto de vista solo déla calidad de cesionario del de- 
mandante y de la indeterminación de la cosa demandada, 
omitiendo resolver en lo relativo ala propiedad délos cau- 
santes de aquel en el terreno en cuestión, y á la existen- 
cia misma de éstejcorao sobrante en la mayor fracción de 
que se hace derivar. 

Y considerando: Que es solo sobre los puntos deci- 
didos en primera instancia, que debe recaer el pronuncia- 
miento de esta Suprema Corte, en el ejercicio de su ju- 
risdicción de apelación, no habiendo sido tachado por 
las partes, como no lo ha sido, el procedimiento del Juez 
de Sección sobre este punto; 

Que respecto de las primeras excepciones decidi- 
das, el título de adquisición del demandante, que no ha 
sido desconocido por el demandado y que sirve de punto 
de partida al fallo de primera instancia, expresa textual- 
mente: «que por la cantidad de dos .mil pesos moneda 
nacional que han ya recibido del Doctor Don José Olega- 
rio Machado, y por loque le otorgan carta de pago, ven- 
den, ceden y transfieren al mismo, todas las acciones y de- 
rechos que tienen y le corresponden en la sucesión de 
Doña Casimira Machado, como viuda ó hija legítima res- 
pectivamente del mismo, á los sobrantes de terrenos que 
correspondan ó puedan corresponder á dicha sucesión». 


N 
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Que en virtud de esta cláusula, el demandante debe en- 
tenderse plenamente investido de todos los derechos asi 
reales como personales de los otorgantes, y consiguien- 
temente délas acciones reivindicatorías que á los mismos 
puedan competir, pues no hay texto ni principio alguno 
de derecho que exima á estas últimas de ser cedidas, y 
el contrato en su generalidad evidentemente los com- 
prende; 

Que siendo así, el demandante no puede en manera al- 
guna entenderse impedido de ejercitarla, prescindiendo de 
si se le ha hecho ó no tradición material de las cosas 
sobre que recaen, y de si ha sido ó no poseedor perso- 
nalmente de ellas antes de la demanda; 

Que si la tradición en efecto es necesaria, para la ad- 
quisición de la propiedad de las cosas en general, no lo 
es para el ejercicio de la acción reivindicatoría, respecto 
de la cual basta la cesión sola, sin necesidad de otro acto 
material de entrega, por cuanto el cesionario no obra en 
su caso rigorosamente como propietario de la cosa rei- 
vindicada, sino como procurator in rem suam, es decir, 
en virtud del poder presentado que resulta del título 
mismo de su adquisición; 

Que respecto de la excepción que se hace derivar de 
la indeterminación de la cosa demandada, es ella impro- 
cedente, por resultar aquella perfectamente determinada 
en los autos con referencia al perímetro comprendido 
dentro de las letras a, b, c, del plano de foja 125, lin- 
dando por el Sud con la calle 3 de Febrero, por el Este 
con la barranca del río Paraná, por el Norte con herederos 
de Cufré y por el Oeste con el Colegio Nacional; 

Por estos fundamentos: se revócala sentencia apelada 
de foja 284, y se declara que la acccion interpuesta es 
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procedente legalmente contra el demandado del punto de 
vista de las dos excepciones á que se refiere esta resolu- 
ción, debiendo en consecuencia devolverse estos autos al 
Juez de Sección, áfin de que procediendo á considerar 
las demás defensas del demandado, resuelva á su res- 
pecto lo que sea de justicia. Notifiquese con el original 
y repóngase el papel. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre.— Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCLXXI 


Don Francisco A. Bellizia, contra don Miguel Forcella, por 
rescisión de contrato de arrendamiento ; sobre recurso 
de revisión. 


Sumario. — El recurso de revisión no procede en las 
causas que no son de jurisdicción originaria de la Supre- 
ma Corte. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1891. 

Vistos: Considerando que no se ha enunciado por la 
parte ni aparece de autos vicio alguno de nulidad, que 
por derecho pueda ser causa de nulidad de las actuacio- 
nes de 1* instancia, con arreglo á lo dispuesto por el 
art. 233 déla Ley de Procedimientos; — Que la revisión 
interpuesta contra la sentencia de esta Suprema Corte 
no es procedente, por no tratarse de causa de jurisdic- 
ción originaria, con arreglo á lo dispuesto por los arts. 
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7 de la Ley de 16 de Octubre de 1862, [y 241 de la de 14 
de Setiembre de 1863; — Por estos fundamentos se declara 
sin más trámite no haber lugar al recurso interpuesto; 
y no siendo pertinente á esta causa ni susceptible de 
ser agregado á ella, por sus términos, el impreso acom- 
pañado al precedente escrito, desglósese y devuélvase á 
la parte, debiendo testarse los conceptos ofensivos al 
apelado, que se encuentran subrayados con lápiz en el 
mismo escrito, y repóngase el papel. 

Benjamín Victorica. — C. S. 1>e 
la Toríie. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCLXXII 


Don José María Fonseca contra D. Benito L. Ramayon, 
por daños y perjuicios*; sobre competencia 


Sumario. — El domicilio de la persona que tiene su 
familia en un lugar y sus negocios en otro, es para los 
efectos del fuero, donde tiene la familia. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Julio 21 de 1891. 


Vistos: Para resolver la excepción de incompetencia 
promovida por don Benito L. Ramayon en el escrito de 
foja 11 ; 

Y considerando: Primero: Que el demandado funda 
dicha excepción en la circunstancia de tener fijado su 
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domicilio, desde larga época atrás, en la Provincia de 
Santa Fé, donde tenía el principal establecimiento de sus 
negocios y permanencia, aun cuando su familia residía 
con frecuencia en esta Capital, parroquia de San José 
«de Flores; 

Segundo: Que el actor ha probado por el testimonio de 
los vecinos de la mencionada parroquia, don Manuel 
Sanabria y don Andrés Supeña, contra quienes no se 
ha deducido tacha alguna, que Ramayon tenía su domici- 
lio en la ciudad de Buenos Aires, viviendo su familia en 
-el teatro de Flores, del cual era propietario aquel, y que 
hacia cortos viajes á Santa Fé, donde poseía un estable- 
cimiento; 

Tercero: Que según el art. 92 del Código Civil, para 
-<que la habitación cause domicilio, la residencia debe 
ser habitual, aunque no se tenga intención de quedar para 
siempre; y según el art. 94, si una persona tiene esta- 
blecida su familia en un lugar y sus negocios en otro, el 
primero es el lugar de su domicilio; de donde se des- 
prende, que para los efectos del fuero, el domicilio de 
Ramayon es la ciudad de Buenos Air'es, aunque sea 
cierto que posea uno ó muchos establecimientos en Santa 
Fé y permanezca en éstos por temporadas más ó menos 
largas ; 

Cuarto: Que la referencia contenida en el poder exhi- 
bido por el representante de Ramayon determinando que 
éste es, vecino déla ciudad de Santa Fé, no es bastante 
para destruir aquella conclusión, pues el escribano auto- 
rizante no dá fé de que también sea el domicilio de la 
familia, además de que está en contradicción con lo afir- 
mado por el mismo Ramayon, de que su permanencia 

T. xvi 25 
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es en su establecimiento de campo y no en la ciudad da 
Santa Fé. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de 
foja 24, fallo no haciendo lugar con costas á la excepción 
opuesta á foja 19 y contéstese derechamente el traslado de 
la demanda. — Notifíquese con el original. 

Virgilio M. Tedin. 


VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Suprema Corte \ 

Soy de opinión que el auto de foja 75, por sus funda- 
mentos debe ser confirmado por V. E. 

Buenos Aires, Octubre 17 de 1891. 

Antonio E. Malaver. 


- < 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 19 de. 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad con la 
expuesto y pedido por el señor Procurador General, se 
confirma con costas el auto de foja 75 ; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
LuisSaenz Peña. 
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CAUSA CCCLXXIII 


Don José Luis Cabrat contra D. Pedro Scorza, por cobro 
de pesos; sobre embargo preventivo 


Sumario. — La sentencia condenatoria de I a instancia hace 
procedente el embargo preventivo, bajo la responsabili- 
dad del solicitante, por la suma que arbitralmente se 
fija, cuando no son líquidas las cantidades mandadas 
pagar. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Noviembre 19 de 1891. 

Con el mérito del fallo de I a instancia, y bajo la res- 
ponsabilidad del solicitante, practíquese el embargo soli- 
citado hasta la suma de dos rail pesos, que arbitralmente 
se fijan á tal efecto, atento ano ser líquidas las cantida- 
des mandadas pagar por dicho fallo; debiendo el embargo 


388 FALLOS DE LA. SUPREMA CORTE 

trabarse en los remanentes que se indican por el peti- 
cionante en la cantidad que baste á cubrir la suma expre- 
sada; y á sus efectos, líbrese oficio alJuez <le Sección. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan.— 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCLXXIV 


El doctor don Luis F. Araoz, contra la Municipalidad de 
Tucuman, por interdicto de despojo ; sobre competencia. 


Sumario. — I o . La Justicia Federal es competente para 
conocer en la demanda civil entre una Municipalidad de 
Provincia y un vecino de la Capital. 

2 o . No obsta ai ejercicio de esta jurisdicción, el carácter 
de contencioso-administrativa que se atribuya á la de- 
manda, ni la disposición de la Constitución y leyes lo- 
cales que crean para esa clase de demandas un fuero 
especial. 

Caso. — Lo explica el 

Fallo del Juez Federal 

Tucuman, Julio 10 de' 1891. 

Y vistos : Sobre la articulación deducida por el repre- 
sentante de la Municipalidad de esta ciudad, á fin de 
que el Juzgado se declare incompetente por razón de la 
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materia, para conocer y entender en la demanda sobre 
interdicto de recuperar la posesión, entablada á foja 7 
por don Guillermo Wilde, en representación del doctor 
don Luis Araoz, contra la expresada Municipalidad. 

Y considerando : Que la demanda se funda: I o . En que 
el Intendente Municipal ha hecho abrir en el terreno per- 
teneciente al doctor Araoz, sito á inmediaciones de la 
Plaza Belgrano, varios callejones con una anchura de 
veinte metros en los rumbos Naciente, Norte y Poniente, 
habiéndolo cruzado con otro callejón de igual anchura 
por su centro de Naciente á Poniente; 

2 o . En que los expresados callejones abiertos sin con- 
sentimiento ni conocimiento del doctor Araoz, han ve- 
nido á variar la traza antigua con arreglo á la cual se 
constituyó esa propiedad y se dio la posesión al doctor 
Araoz, según resulta de los títulos que en fojas. . . útiles 
se acompaña; 

3 o . En que el Intendente Municipal ha variado, con los 
callejones ahora abiertos, los antiguos que determinaban 
la ubicación de los terrenos por todos sus rumbos, to- 
mando además parte del terreno, sin expropiarlo ni pa- 
garlo previamente, como lo prescriben la Constitución y 
la Ley de Expropiación; y 

4 o . En que los antecedentes citados autorizan al deman- 
dante para entablar contra el Intendente Municipal el in- 
terdicto de despojo y pedir que se reponga al doctor Araoz 
en la posesión que ha tenido del terreno que se le ha 
tomado, con las condenaciones del caso ; 

Que, partiendo de la exposición que precede, resulta que 
la demanda es dirigida contra la Municipalidad de esta 
ciudad, en su carácter de poder público, encargado de la 
administración y cuidado de los intereses morales y ma- 
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teriales del Municipio con arreglo á su ley orgánica y á 
las ordenanzas que en su virtud dictara; 

Que solo así, se explica que hubiera podido ordenar la 
apertura de calles en los términos expuestos en la de- 
manda, ya que como persona jurídica, capaz de adquirir 
derechos y contraer obligaciones, no hubiera podido ha- 
cerlo ; 

Que, entre las facultades que la Ley Orgánica de Mu- 
nicipalidades de la Provincia de 15 de Abril de 1883, está 
expresamente consignada la de que dichas Municipalida- 
des pueden ordenar el ensanche y apertura de las calles 
dentro de sus respectivos Municipios (Art. 22); 

Que, de acuerdo con esta facultad, la Municipalidad de 
esta ciudad ha dictado varias ordenanzas autorizando al 
Intendente Municipal, ó sea, al Departamento Ejecutivo, 
para proceder al ensanche de las calles existentes y aper- 
tura de nuevas en los términos y dentro de los límites 
señalados en ellas, encontrándose la propiedad del doc- 
tor Arao?, bajo el imperio de dichas ordenanzas; 

Que la Suprema Corte ha establecido como jurispru- 
dencia que, « todo lo concerniente á la apertura, delinea- 
cion y conservación de calles y caminos provinciales y 
vecinales, corresponde exclusivamente al régimen interno 
de las Provincias, constituye su derecho municipal, y es, 
por tanto, de su competencia exclusiva, sin que sus de- 
cisiones A este respecto, sean convenientes ó inconvenien- 
tes, puedan caer, en ningún caso, bajo la jurisdicción 
del Poder Judicial de la Nación » . — ( Fallo LXXXII, To- 
mo 9, Serie I a , pág- 277 ). 

Que esta jurisprudencia tiene su fundamento en la 
Constitución misma de la Nación Argentina, que deter- 
mina expresamente las facultades conferidas al Gobierno 
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Federal en sus tres manifestaciones ó departamentos. 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial; y el art. 104 de la 
misma declara: «las Provincias conservan todo el poder 
no delegado por esta Constitución al Gobierno Federal y 
el que expresamente se hayan reservado por pactos espe- 
ciales al tiempo de su incorporación ». En consecuencia, 
el Gobierno pertenece por regla general á las Provincias,. 
y como excepción á la Nación. Corresponde á las Pro- 
vincias ejercer todas las atribuciones que sean precisas 
para asegurar su régimen, su progreso y bienestar inter- 
nos, siempre que ese ejercicio no afecte las facultades 
reservadas exclusivamente para la Nación, ni haga iluso- 
rias las limitaciones impuestas á las Provincias por e) 
art. 108 de la Constitución Nacional. Es evidente que 
al hacer la apertura de una calle, no se invade atribu- 
ciones reservadas á la Nación, sino que se ejercitan fa- 
cultades de un orden completamente interno y iocal r 
que surgen mediata y naturalmente de la autonomía de 
las Provincias. Esta autonomía quedaría burlada si el 
Gobierno de la Nación, por medio del Poder Judicial, 
pudiera intervenir en cuestiones de esta clase, que como 
se ha dicho antes, son del fuero interno de las Pro- 
vincias. 

Por estos fundamentos fallo : declarando que este Juz- 
gado es incompetente para conocer de la presente de- 
manda. Hágase saber con el original y repónganse los 
sellos. 

Delfín Oliva. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 


Suprema Corte : 

La Constitución de la Provincia de Tucuman en su 
art. 148, dispone que el Superior Tribunal de Justicia de 
la misma Provincia « decide en única instancia en las cau- 
sas contencioso-administrativas, previa denegación de la 
autoridad administrativa competente al reconocimiento 
de los derechos que se gestionan por parte interesada ». 

Según esta disposición/ el demandante ha debido ocu- 
rrir, no ante el Juez Federal, como lo ha hecho, sino ante 
la misma Municipalidad de Tucuman; y si esta Corpo- 
ración no hubiera hecho lugar á lo que creía ser de su 
derecho, haber llevado su demanda ante el Superior Tri- 
bunal de la Provincia, único competente para conocer de 
ella. 

Lo contencioso-administrative, esto es, el conjunto de 
cuestiones á que dan lugar los actos de las autoridades 
públicas ó administrativas que lesionan derechos de los 
particulares, tienen, por la Constitución de Tucuman, un 
Juez exclusivo y único en el Superior Tribunal de la 
misma Provincia; y no es posible ocurrir á otro alguno 
que sería siempre incompetente, como lo demuestra con 
razón la resolución apelada. 

V. E. ha declarado en otro caso, que la facultad reser- 
vada á las Provincias por el art. 105 de la Constitución 
Nacional, de dictar sus propias instituciones y regirse 
por ellas, quedaría de hecho anulada si todos los actos 
de la administración pública provincial, pudieran ser traí- 
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dos en la forma de un caso judicial al conocimiento y 
decisión de V. E. (á que podría agregarse: ó de uno de 
los Jueces Federales); que de tal modo resultaría fal- 
seada la base fundamental de las que el pueblo argen- 
tino ha adoptado para su gobierno, según las que, per- 
tenece á las Provincias decidir, con entera independencia 
de los Poderes de I9, Nación, sobre todo lo que se refiere 
á su régimen, su progreso y bienestar internos; y por fin, 
que todo lo concerniente á la apertura, delineacion y con- 
servación de calles y caminos provinciales y vecinales, 
corresponde esencialmente al régimen interno de las 
Provincias, constituye su derecho municipal, y es,por tanto, 
de su competencia exclusiva; sin que sus decisiones á ese 
respecto, sean convenientes ó inconvenientes, pued;ui 
caer, en ningún caso, bajóla jurisdicción del Poder Ju- 
dicial de la Nación, que debiendo ser coextensivo con el 
Poder Legislativo, no puede juzgar sino sóbrelas mate- 
rias sobre que puede legislar el Congreso, á menos que 
una disposición expresa de la Constitución autorice su 
juicio en esos casos, sometiéndolos á su jurisdicción.— 
(Fallos, tomo 9 o , pág. 278). 

Si, pues, V. E. ha declarado que todo lo concerniente 
á la apertura, delineacion y conservación de calles, co- 
rresponde esencialmente al régimen interno de las Pro- 
vincias, sin que pueda caer, en ningún caso, bajo la ju- 
risdicción del Poder Judicial de la Nación, y si la misma 
Constitución de la Provincia de Tucuman en su artículo 
148 antes citado, ha establecido el Tribunal que debe 
juzgar en los casos contencioso-administrativos, es indu- 
dable que el Juez Federal de aquella Provincia es incom- 
petente, como él mismo lo ha declarado, para entender 
en la acción interpuesta por el doctor don Luis Araoz. 
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Pido en consecuencia se sirva V. E. confirmar la reso- 
lución apelada. 

Buenos Aires, Noviembre 2 de 1891. 

Antonio E. Malaver. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Noviembre 19 de 1891. 

Vistos: Considerando que la acción deducida se funda 
en derechos de dominio y posesión exclusiva que dice 
el actor tener en el terreno en cuestión desde más de 
treinta años á esta parte, y en actos de despojo llevados 
á cabo abusivamente por el demandado con violación é 
infracción de ellos; 

Que acreditada como se halla la distinta vecindad del 
demandante, dicha acción debe entenderse regida por la 
disposición de los artículos 2 o , inc. 2 o y 9 o de la ley so- 
bre Jurisdicción y Competencia de los Tribunales Fede- 
rales, según los cuales son de la competencia de los Jue- 
ces de Sección las causas civiles en que sean partes un 
vecino de la Provincia en que se suscite el pleito, como 
lo es de la Provincia de Tucuman la Municipalidad de 
dicha ciudad, y un vecino de otra; 

Que no obsta al ejercicio de esta jurisdicción ni al 
carácter de contencioso-administrativo que se atribuye 
á la demanda interpuesta, ni la disposición de la Cons- 
titución y leyes locales de la Provincia nombrada que 
crean un fuero especial para las causas de tal género, 


i_ 
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pues ni existen en el orden federal tribunales especiales 
para dichas causas, ni las disposiciones de las leyes lo- 
cales pueden alterar la jurisdicción de los Tribunales 
Federales, regida exclusivamente por la Constitución y 
leves de la Nación. 

Que así lo tiene resuelto uniformemente esta Suprema 
Corte haciendo jurisprudencia entre otros, en los casos 
que se registran en los tomos 14 ( x ), pág. 169; 31 ( 2 ), pág. 
270; y en los resueltos en 25 de Octubre de 1890 ( 3 ) y 
14 de Febrero del corriente año ( 4 ). 

Y finalmente, que no es de aplicación al caso, ni guarda 
analogía con él, la resolución que se invoca por el Juez 
de Sección de fecha 21 de Julio de 1870. 
. Por estos fundamentos : se revoca el auto apelado de 
fojas 37 vuelta, y se declara que el conocimiento de esta 
causa corresponde á la justicia nacional, y que en con- 
secuencia,- el Juez de Sección debe reasumir la jurisdic- 
ción de que se ha desprendido y proceder á conocer y re- 
solver en ella lo que corresponda. Repónganse los sellos, 
v devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — Luis 
Saenz Peña. 


( ] ) Serie 2, tomo 4. 

(2) Serio 3, tomo primero. 

(3) Serie 3, tomo 11, pág. 113. 
4) Serie 3. tomo 12. pág. 222. 
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CAUSA CCCLXXV 


Trebino y compañía, contra don Esteban Anselmo, arma- 
dor del buque «Dogali Savona», por rescisión de un 
contrato de fletamento; sobre embargo preventivo. 


Sumario. — Sin prueba .fehaciente de la deuda no pro- 
cede el embargo preventivo. 


Caso. — Los señores Trebino y compañía, se presenta- 
ron en 7 de Agosto de 1891, ante el Juzgado, exponiendo : 
que rehusando el capitán del buque argentino «Dogali 
Savona» firmar los conocimientos de la carga tras- 
bordada del buque «Gobernador Basavilbaso», la cual 
según recibos del capitán y nota de trasbordo, es de 
895 bolsas de huano con 66.738 kilos y de 25 toneladas 
de fosfato procedente de la costa Sud, pedían se orde- 
nara á dicho capitán diese recibo en forma firmando los 
conocimientos que acompañan y que serían canjeados 
por los recibos parciales otorgados por el capitán, bajo 
apercibimiento de perjuicios, costas, multas, etc. 
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EIJuez llamó ajuicio verbal. En 8 del mismo Agos- 
to se presentó don Esteban Anselmo ante elJuzgado, di- 
ciendo: que acompañaba copia de un contrato celebrado 
con los señores Trebino y compañía, sobre un carga- 
mento de huano y fosfato, para ser trasportado por el 
buque «Dogali Savona» á Cádiz. Que este buque se 
encontraba desde el 3 de Agosto, cargado y listo para 
emprender viaje, sin que haya podido conseguirse de 
Trebino y compañía, los conocimientos y letras á la 
orden sobre la casa de Amberes á que están obligados 
por la cláusula 6* del contrato, no obstante que por su 
parte habían cumplido con todas sus obligaciones. Que 
la conducta de Trebino y compañía, le causa perjuicio, 
pues mantiene al buque sin poder zarpar. Que por 
esto, sin perjuicio de los derechos que le corresponden 
por estadías y perjuicios ocasionados al cargamento, 
demanda á los señores mencionados, por la entrega del 
conocimiento y las letras. 

El contrato á que alude esta demanda, es del tenor 
siguiente : 

Entre los señores L. Trebino y compañía y don Ste- 
fano Anselmo, de esta plaza, se ha convenido lo si- 
guiente: 

I o . Los señores L. Trebino y compañía, dan á flete 
con destino á Cádiz más ó menos (100 T. ) cien tone- 
ladas, lo que resulte, de huano y más (20) veinte to- 
neladas de fosfato embolsado y bien acondicionado, al 
precio de diez chelines por cada tonelada de huano y gra- 
tis las (20) veinte toneladas de fosfato. 

2 o . El señor Anselmo se compromete a recibir la 
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carga inmediatamente de efectuado el permiso de tras- 
bordo, etc. 

3 o . Si el señor Anselmo desea embarcar más fosfato 
ó arcilla, está autorizado previa conformidad del capitán 
del buque « Basavilbaso». 

4 o . El señor Anselmo se compromete á entregar á los 
señores Trebino y compañía, la suma de 5 £ por cada 
tonelada de huano embarcada á bordo del buque irgen- 
tino « Dogal i Sovana » con destino á Cádiz, á título de 
adelanto, de cuyo adelanto le serán entregados al señor 
J. De Andreis cuatrocientas libras esterlinas, como de- 
pósito para poder retirar y chancelar todas las garan- 
tías que los señores L. Trebino y compañía, han sido 
responsables, como estipula el contrato de fletamento de 
fecha de Marzo 10 de 1891, entre éstos y el señor San- 
tiago Massalin y José Maglio, responsabilizándose éstos 
por los déficits que hubiera. 

5°. De los (700) setecientos pesos % que declara el 
señor Maglio haber recibido como adelanto de flete, se- 
r.ín chanceladas contra la entrega al señor Andreis de 
un pagaré de 500 $ á favor de Maranga y Cichero, ven- 
cido con fecha 27 de Junio y á más 204 $ al capitán 
Maglio por menudencias del «Basavilbaso». 

6 o . Las 5 £ por cada tonelada que entregará el señor 
Anselmo á los señores L. Trebino y compañía, goza- 
rán de una comisión de 3 % sobre el importe ade- 
lantado. Los señores L. Trebino y compañía, entregarán 
contra la casa de Amberes á sesenta dias de la fecha 
de los conocimientos, una letra cuya letra le será en- 
tregada con los conocimientos gravados con las condi- 
ciones firmadas de ambas partes. 
7 o . La carga estará asegurada por el señor Anselmo 
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y el premio será por cuenta de L. Trebiuo y com- 
pañía. 
De conformidad firmaron: 

Stefano Anselmo— L. Trebino 
y compañía— José Maglio. 

En Buenos Aires, Julio 24 de 1891. 

7. De Andreis. 

No habiendo resultado la partida indicada del huano, 
se ha convenido pagar como flete único por fosfato y 
huano entregado á bordo del buque « Dogali » la canti- 
dad de libras esterlinas cincuenta, según conocimientos. 

Buenos Aires, Agosto 4 de 1891 . 

Stefano Anselmo.— L. Trebino 
y compañía. 

El Juez mandó que comparecieran á juicio verbal como 
estaba ordenado, y realizado el acto no arribaron las 
partes á arreglo alguno. 

Después de esto, el Juez mandó acumular las actua- 
ciones iniciadas por Anselmo á los iniciados por Trebino 
y compañía, y corrió traslado de la demanda. 

Por auto de fecha 13 de Agosto se inhibió la salida 
del «Dogali Savona», á pedido de Trebino y com- 
pañía. 

Anselmo se presentó exponiendo: que la detención 
del buque le causaba grandes perjuicios, por lo que 
pedía que se levantara la prohibición, descargándose el 
huano y el fosfoto para ser depositado en tierra y en un 
pontón donde permanecería embargado preventivamente 
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á las resultas del juicio. Que esta medida era autori- 
zada por el artículo 446 del Código de Procedimientos 
de la Capital, vigente en ese parte en lo federal, pues 
como lo habían confesado Trebino y compañía, ante el 
Juzgado, él (Anselmo) le había facilitado: 700$ y ade- 
más: 1000 $ para pagar al capitán Maguo; 1450 para 
pagar á los señores Maranga y Cichero ; 1050 $ oro para 
pagar á don Esteban Badaracco; 450 $ oro para pagar 
á don Eduardo Risso, todo conforme . á lo estipulado 
en el contrato y á los conocimientos depositados por 
Trebino y compañía, en los señores de Andreis Richini 
y compañía, como garantía. Que las cantidades desem- 
bolsados por orden y cuenta de Trebino y compañía* 
superan en mucho al valor del huano y el fosfato, á lo 
cual debe agregarse 23 estadías* del «Dogali Savona». 

Fundado el Juez en que Trebino y compañía, habían 
entablado demanda sobre rescisión del contrato de fle- 
tamento, levantó la inhibición de salida del buque y 
mandó que se descargara la carga, debiendo ésta reci- 
birse por los señores José y Bernardo Garay, quienes 
deberían depositarla como embargada á las resultas del 
juicio. 

No habiendo aceptado el cargo los señores Garay, y 
habiéndose opuesto Anselmo á que la carga fuera tras- 
bordada á un buque de la compañía Lamport y Holt, 
como lo habían pretendido Trebino y compañía, resolvió 
el Juez, fuera ella depositada en poder de don Nicolás 
Mihanovich. 

Trebino y compañía, presentaron una constancia de 
haber depositado en el Banco de Londres y Río de la 
Plata £ 50, valor penal del flete según el contrato, y 

T. XVI 26 
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pidieron que se dejara sin efecto el depósito ordenado 
y se les entregara la carga, debiendo las £ 50 quedar 
embargadas hasta que se sentencie el juicio. Pidieron 
también por otrosí que se nombrara al pesador ofi- 
cial don A. Denegrí, para que verifique la mercadería; 
que se les diera testimonio de un escrito anterior de 
Anselmo en que dicen haber sido injuriados, para de- 
ducir las acciones que les correspondan ; y, finalmente, 
que se dejara sin efecto la exhibición del contrato de 
Trebino y compañía, que anteriormente se había orde- 
nado á petición de Anselmo, por cuanto era un contrato 
particular y se hallaba en Europa. 


del Juez Federal 


Buenos Aires, Setiembre 24 de 1891. 

De conformidad á lo solicitado en el precedente es- 
crito, déjase sin efecto lo ordenado en el auto de foja. . . 
debiéndosele entregar la carga al señor L. Trebino, que- 
dando el depósito de las 50 £ embargadas á la orden de 
este Juzgado. Al otrosí nómbrase verificador de la 
carga á don A. Denegrí, pudiendo la parte contraria nom- - 

brar por su parte otro. Al 2 o otrosí como se pide. Ai ,| 

3 o otrosí á mérito de lo aducido déjase sin efecto lo 
ordenado en el auto de foja... 

Tedín. 
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Auto del Juez Federal 


Buenos Aires, Octubre 5 de 1891 . 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el pre- 
cedente escrito, y considerando: I o . Que el presente 
juicio fué iniciado por Trebino y compañía, para que 
se obligue al capitán del buque «Dogali Savona» á 
firmar y entregar al cargador los conocimientos de la 
carga recibida á bordo, y por parte del armador del 
referido buque para que se intime á Trebino y com- 
pañía, la entrega de los mismos conocimientos y de 
las letras conforme á lo estipulado en el contrato de 
fletamento; 

2 o . Que tratándose de dos acciones idénticas y entre 
las mismas partes, por auto de foja 13 se mandó formar 
un solo expediente corriéndose traslado del escrito de 
Trebino y compañía, por tener prioridad de presen- 
tación ; 

3 o . Que en este estado del juicio el armador del bu- 
que solicitó autorización para descargar y depositar la 
carga á fin de evitar las consecuencias de la detención 
ordenada por auto de foja 15 vuelta, y al mismo tiempo 
inició Trebino y compañía, por cuerda separada, un 
nuevo juicio por rescisión del contrato de fletamento; 

4 o . Que si bien es cierto que por el auto de foja 24 
que levantó la inhibición de salida del buque « Dogali 
Savona » y autorizó al capitán para efectuar la descar- 
ga, se decretó también el embargo del cargamento como 
dicho auto lo dice, fué solo á las resultas del juicio 
promovido en los recordados escritos; 
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5 o . Que tampoco puede decretarse para responder á 
los créditos que Anselmo dice tener contra Trebino y 
compañía, porque además de no haberse deducido acción 
alguna al respecto, no existe en autos justificativo al- 
guno fehaciente de su existencia; de modo que la res- 
ponsabilidad de Trebino y compañía está limitada por 
ahora á la pena convencional estipulada para el caso 
de rescisión del contrato de fletamento; 

6 o . Que en el presente caso no se trata propiamente 
de revocatoria de un auto, sino de la sustitución de una 
responsabilidad por otra, concillando el derecho de las 
partes con la conveniencia para las mismas, de evitar 
perjuicios irreparables como resultaría del depósito in- 
definido de un cargamento susceptible por su naturaleza 
de rápido deterioro; 

Por estos fundamentos: no ha lugar á la revocatoria 
solicitada y se concede en relación el recurso de apela- 
ción para ante la Suprema Corte, adonde se elevarán 
los autos en la forma de estilo con oficio. 

Virgilio M. Tedin. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Noviembre 21 de 1801. 

Vistos : No apoyándose en prueba fehaciente con arre- 
glo al artículo cincuenta y cinco, inciso tercero de la 
Ley Nacional de Procedimientos, la petición de embargo 
deducida por don Esteban Anselmo, y no procediendo 
tampoco la condenación en costas solicitada por L. Tre- 
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bino y compañía, en atención á que ellos no observa- 
ron oportunamente el decreto que anteriormente ordenó 
el embargo pedido por Anselmo: se conñrma el auto 
apelado de fojas treinta y cuatro vuelta, sin especial 
condenación en costas por haber mediado apelación de 
ambas partes, no haciéndose lugar á la presentación del 
contrato social solicitado á foja treinta, por no ser ella 
procedente. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

Benjamín Victoric a. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCLXXVI 


Don Agustín Albornoz^ contra don Pedro P. Leal, por res- 
cisión de un contrato; sobre deserción de recurso. 


Sumario. — No mejorándose el recurso en tiempo, debe 
declararse desierto á la primera rebeldía que acuse el 
apelado. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 21 de 1891. 

Por lo que resulta del precedente certificado, atenta 
la rebeldía acusada y de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo doscientos catorce de la Ley de Proce- 
dimientos, declárase desierto el recurso de apelación 
interpuesto. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña. 
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CAUSA CCCLXXVII 


Don Manuel Gómez contra las compañías de seguros La 
Nacional y la Nueva Alianza, sobre cobro de pesos. 


Sumario. — No es admisible la acción por pago de se- 
guro, cuando no se ha hecho la reclamación en las con- 
diciones y dentro de los términos, cuya inobservancia 
se establece en la póliza como caducidad de todo derecho 
á indemnización. 


Caso. — Lo explica el 


Fallo d*l Juez Federal 


Buenos Aires, Marzo 17 de 1890. 

Vistos: estos autos promovidos por don Manuel Gómez 
contra las compañías de seguros denominadas « Nueva 
Alianza» y «La Nacional» por cobro de la cantidad de 
dos mil pesos moneda nacional legal á cada una, im- 
porte del seguro constituido á prorrata, por ambas com- 
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pañias, á que se refieren las pólizas acompañadas. Re- 
sulta: 

Primero: Que con fecha seis de Abril de mil ochocien- 
tos ochenta y siete., el demandante aseguró en las dos 
compañías antes mencionadas un almacén por menor de 
comestibles y bebidas y demás artículos del ramo situado 
en la calle de Catamarca esquina á la de Comercio, por 
la suma de dos mil pesos moneda nacional en cada una 
de ellas, bajo las cláusulas y condiciones de las póli- 
zas suscritas por sus respectivos gerentes, debiendo durar 
el seguro el término de un año; 

Segundo: Que casi exactamente dos meses después se 
incendió el negocio asegurado con el edificio que ocu- 
paba, siendo constituido en prisión el demandante desde 
los primeros momentos por la autoridad policial, que 
creyó encontrar en ciertos hechos y observaciones del tea- 
tro del suceso, indicios de una intención criminal, y pro- 
cesado por la justicia competente hasta que ésta mandó 
sobr.eseer en la causa [y ponerle en libertad á los tres 
meses veintidós dias déla fecha del incendio; 

Tercero: Que dentro de las veinticuatro horas siguien- 
tes á su salida de la prisión, el asegurado dio aviso es- 
crito á las compañías aseguradoras, de esta circunstancia, 
como de que había^sido declarado libre de culpa y cargo, 
y según lo afirma en su demanda á mediados de Octubre 
se presentó reclamándoles privadamente el pago de la 
indemnización convenida, la que no había podido obte- 
ner, viéndose en la necesidad de hacerlo judicialmente, 
á cuyo efecto presentóse á este Juzgado, con fecha dieci- 
nueve de Enero de mil ochocientos ochenta y ocho (fo- 

í ja 10); 

1 Cuarto : Que las compañías demandadas alegan en su 

« 

I 

* 
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defensa, para negarse á pagar la indemnización estipu- 
lada: primero: Que el demandado no ha cumplido nin- 
guna de las condiciones establecidas en el artículo 6 o 
de la póliza de fojas 3 y 8 déla de foja 4, dejando por 
el contrario mucho que desear su conducta pasiva du- 
rante el siniestro. Segundo: Que el asegurado no se ha- 
bía dignado pasar un aviso por medio de una carta para 
que la compañía se hubiese preocupado de tomar las 
medidas y hacer las investigaciones que esclareciesen los 
hechos, no siendo la prisión un hecho que imposibilite 
á una persona á defender sus derechos ; y tercero : Que 
la acción del asegurado está prescripta con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo 15 de la póliza, por no haber 
dirigido su reclamo en debida forma durante los no- 
venta días después del incendio; 

Quinto: Que recibida la causa á prueba para que el 
actor justifique haber cumplido las obligaciones que le 
imponían las pólizas presentadas, así como la imposi- 
bilidad de salvarlos libros de la casa ;y las compañías 
demandadas todos los hechos tendentes á demostrar que 
el incendio fué intencional, se ha producido por ambas 
partes la que expresa el certificado de fojas... 

Y considerando: 

Primero : Que de acuerdo con las estipulaciones esta- 
blecidas en las pólizas acompañadas á la demanda, que 
es la ley especial del contrato de seguro, Gómez estaba 
en el deber, una vez producido el incendio, de salvar 
los objetos como buen padre de familia, es decir, con el 
empeño y actividad que emplearía para salvar sus pro- 
pias cosas si no estuviesen aseguradas; á salvar los li- 
bros del negocio, de cuya obligación sólo puede exi- 
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mirse probando la imposibilidad que ha existido para 
efectuarlo; á dar aviso del suceso al agente ó la compa- 
ñía dentro de las veinticuatro horas de ocurrido v á 
declarar dentro de tres dias ante la autoridad competente 
las circunstancias generales y particulares en cuanto á 
los objetos movibles, como también la pérdida aproxi- 
mada, pasando á la compañía dentro de los quince aias 
siguientes copia debidamente legalizada de esa declara- 
ción ; 

Segundo: Que las constancias de autos demuestran que 
no solamente no ha cumplido el asegurado ninguno de 
los requisitos antes enunciados dentro de los plazos co- 
rrespondientes, sino que tampoco ha probado ni inten- 
tado probar imposibilidad de salvar los libros de la casa 
destinados á tener un rol ó importancia excepcional para 
la apreciación del perjuicio sufrido; 

Tercero: Que si bien es cierto que el actor pretende 
haberse encontrado en el caso previsto en la póliza, de 
imposibilidad física para cumplir aquellos requisitos, 
por haber sido constituido en prisión la misma noche 
del incendio, permaneciendo detenido hasta el veinti- 
nueve de Setiembre, debe observarse que dicha imposi- 
bilidad sólo puede admitirse mientras permaneció en 
incomunicación, la cual según su propia manifestación 
sólo duró hasta el 15 de Junio, porque el hecho de ser 
procesado por un delito no inhabilita para el ejercicio 
de todos los derechos de la vida civil, ni tampoco es 
indispensable que esos requisitos se cumplan personal- 
mente por el asegurado. Una acción criminal instaurada 
contra el asegurado, sospechado de incendio voluntario, 
dice Lalande «Traite du contrats d'assurance» número 107, 
no basta para liberar al asegurador; pero tampoco es 
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necesario que intervenga una condenación, y hay en su 
notable obra «The Law of Inssurance» pág. 463, hablando 
de por quien y á quien debe darse noticia del siniestro, 
dice: «El asegurado, no habiendo otro interesado, es la 
persona que debe dar aviso; pero el aviso dado por un 
tercero á pedido de aquel, es suficiente para considerar 
debidamente cumplido este requisito. » Sigúese de lo ex- 
puesto, que Gómez debió para conservar su derecho en 
toda su plenitud á ser indemnizado por las compañías, 
proceder como si no existiese semejante proceso, má- 
xime si tenía la conciencia de su inocencia sobre el hecho 
imputado ; 

Cuarto: Que las constancias de autos y las del expe- 
diente agregado, demuestran que Gómez fué arrestado des- 
pués que toda la casa ardía, á consecuencia de haberle 
encontrado el oficial de policía que acudió primero al 
lugar del siniestro, junto al cerco de la casa en actitud 
pasiva, sin tomar medida alguna para salvar algo de[ 
negocio, como evidentemente pudo hacerlo, desde que ese 
empleado pudo salvar un baúl y otros objetos; y de no 
haber solicitado auxilio de los vecinos, siendo éstos y 
no él quienes dieron las primeras voces de auxilio, según 
el parte policial de foja 12 (expediente agregado), que- 
dando así demostrado que no cumplió las obligaciones 
que le imponen las pólizas á este respecto, como buen 
padre de familia, no siendo bastante á justificarlo la razón 
alegada de la emoción causada por el incendio; 

Quinto: Que las circunstancias enunciadas traen apa- 
rejada por cláusula expresa de la póliza de « La Nacional » 
la pérdida del derecho á ser indemnizado (artículo 
11 ), y aunque la póliza de « La Nueva Alianza » no tiene 
la misma sanción, obedeciendo ambas á idénticos prin- 
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cipios y propósitos, claro es que debe comprenderle 
igualmente, pues la omisión de esos requisitos despoja 
al asegurador de los medios directos de verificar la ver- 
dad é importancia de los daños sufridos y de la opor- 
tunidad de defender eficazmente los intereses asegurados, 
creando al mismo tiempo, contra el asegurado, una pre- 
sunción de dolo ó culpa grave, que á éste incumbe des- 
truir, con la prueba acabada de la casualidad del sinies- 
tro y asi como de la importancia de las pérdidas sufridas; 

Sexto: Que el actor sin embargo no ha probado debi- 
damente estos extremos, y muy especialmente el que se 
refiere á la imposibilidad de salvar los libros y papeles 
de la casa, limitándose á decir, en sus diversas decla- 
raciones, que ignora cómo se produjo el incendio, pues 
lo sorprendió dormido; siendo de notar además, que su 
primera comunicación á las compañías aseguradoras se 
reduce á comunicarles que ha sido absuelto de toda culpa 
en la causa criminal seguida de oficio, y puesto en li- 
bertad, lo que está muy lejos de satisfacer las exigen- 
cias de las pólizas, pues no contiene ningún dato que 
habilite á las compañías á pagar por sí mismas de la 
validez del reclamo; 

Séptimo: Que entretanto existen presunciones bastan- 
tes acumuladas en autos que autorizan á creer que el 
incendio no fué casual, á saber: primera: — Que Gómez 
se encontraba solo en el edificio, pues no tenía empleado 
ni dependiente alguno (según su propia confesión) á 
quien se pueda atribuir descuido ó imprudencia. — 
Segunda: — Que producido el incendio se retiró junto 
al cerco de la casa sin procurar salvar nada, ni pedir 
auxilio de los vecinos ni de la autoridad. — Tercera: — 
Que las puertas y ventanas de dos habitaciones, total- 
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mente desocupadas, es decir, que no contenían elementos 
de combustión, estaban completamente carbonizadas según 
el parte policial de foja 12 (expediente agregado) circuns- 
tancia que por sí sola basta para indicar la presencia de 
una mano intencionada. — Cuarta : — Gómez hizo alqui- 
lar el edificio donde estableció su negocio, por medio 
de un tercero, á quien hizo tomar su nombre, haciéndose 
pasar él mismo por dependiente. — Quinta : — La desapa- 
rición de ese individuo, poco antes del incendio, igno- 
rando Gómez donde se mudó, desde el primer momento, 
no obstante tener tanta confianza, que tanto él como su 
esposa administraban el negocio como dueños. — Sexta: 
— Que se extrajeron efectos antes de aclarar el dia por 
una puerta que no era la del almacén (declaración de 
Luis Laforte folio 8) pues aunque Gómez pretende que 
esos efectos eran los muebles de la familia antes men- 
cionada, dos observaciones bastan para destruir su afir- 
mación; es la primera, que esa familia se mudó de la 
casa según Gómez, el veinte y dos de Mayo, mientras que 
Laforte vio cargar los catres tres ó cuatro dias antes del 
incendio, ó sea, el 3 ó 4 de Junio, habiendo el mismo tes- 
tigo oído decir antes del siniestro que de dia entraban 
mercaderías á la casa y de noche salían por otra puerta; 
y la segunda es que ninguna familia por humilde que sea 
muda de domicilio antes de aclarar el dia, en pleno 
invierno, á no mediar circunstancias excepcionalísimas, 
de que no se ha hecho mención ; 

Octavo: — Que siendo el seguro un contrato esencial- 
mente de buena fé, y humanitario en sus fines, en cuanto 
tiene por objeto asegurar el capital y el trabajo contra 
los riesgos y accidentes imprevistos, el asegurador debe 
gozar de los beneficios de la prueba privilegiada, para 
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impedir que los actos dolosos ó criminales se conviertan 
en fuente de lucro, pues lo contrario conduciría en poco 
tiempo á la destrucción de tan benéfica institución. 

Noveno: — Que según el artículo 15 de la póliza de la 
« Nueva Alianza » el asegurado debe dirigir su reclamo 
en debida forma dentro de los noventa dias siguientes 
al siniestro, bajo pena de perder todo derecho á resarci- 
miento, cuyo plazo ha transcurrido con exceso, no sola- 
mente desde que el incendio se produjo, sino también 
desde el dia en que fué puesto en libertad. — Y en cuanto 
á « La Nacional >/ han transcurrido también las dos sema- 
nas á que se refiere el artículo... inciso 2 o , sin haber 
citado á dicha compañía ante autoridad competente; 

Por estos fundamentos fallo: absolviendo á las com- 
pañías mencionadas de la demanda de foja... impo- 
niendo silencio al actor con costas. Notífiquese con el 
original. 

Virgilio M. Tedín. 


Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 21 de 1891. 

Vistos: No aduciéndose ni apareciendo de autos mo- 
tivo alguno que con arreglo á derecho anule las actua- 
ciones, con arreglo al artículo doscientos treinta y tres 
de la Ley de Procedimientos : no ha lugar á la nulidad 
deducida; y en cuanto á la apelación : por los fundamentos 
de la sentencia recurrida en lo relativo meramente á la 
caducidad de las acciones del demandante por inobser- 
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vancia de las condiciones y términos estipulados respec- 
tivamente en las pólizas acompañadas á la demanda, bajo 
pena de caducidad del derecho á toda indemnización : — 
se confirma con costas dicha sentencia; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan. — 
Luis Saenz Peña . 
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CAUSA CCCLXXVIII 


El doctor don Adolfo Guerrero, en representación de la 
República de Chile, por rescisión de venta del vapor 
«Águila»; sobre arraigo y embargo preventivo. 


Sumario. — I o . Procede el arraigo y embargo preventivo 
cuando consta por escritura pública que el demandado 
es extranjero, no domiciliado ni avecindado en el 
país. 

2°. El embargo, en tal caso, sólo puede dictarse sobre 
bienes y respecto de personas existentes en el territo- 
rio de la República, que tengan relación con la persona 
y objetos que se reclaman, y bajo caución por las cos- 
tas, daños y perjuicios que pudiera ocasionar si resulta- 
se haber sido pedido sin derecho. 


Caso. — El doctor don Adolfo Guerrero, en representa- 
ción de la República de Chile, acompañó la siguiente 
escritura de compra-venta del vapor «Aquila» hecha 
entre el señor doctor don Gabino Vidal y don Vicente 


l 
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Bollero, ante el Cónsul General de Italia, en 29 de Agos- 
to de 1891, cuya traducción dice así: 

Reinando S. M. Humberto I, por gracia de Dios y por 
voluntad de la Nación, Rey de Italia; 

El año 1891, á 29 de Agosto á las 12 m., en el asunto 
del Banco de Italia y Río de la Plata en Buenos 
Aires ; 

Ante nos, caballero abogado Enrique Chicco, Cónsul 
de S. M. el Rey de Italia, en esta ciudad; 

Presentes los señores: caballero Tomás Ambrosetti, 
hijo del finado Juan Bautista, natural de Morbegno 
(Sondrio) de 56 años de edad, Presidente de la Cámara 
Italiana de Comercio en esta ciudad, y Juan Badano, 
hijo del finado Jerónimo, natural de Genova, de 34 
años dé edad, de profesión empleado de Banco, ambos 
ciudadanos italianos, de cuyo conocimiento damos fe, 
los cuales tienen los requisitos de ley para ser idóneos, 
requeridos al efecto, y que dan fe sobre la identidad 
personal délos abajo nombrados; 

Se constituyeron: por una parte, el caballero don Vi- 
cente Bollero, hijo del finado José, de 52 años de edad, 
capitán marítimo nacional, y domiciliado en Genova, 
actualmente de pasaje en ésta, el cual obra en la presente 
escritura en carácter de mandatario del Contador don 
Carlos Porta, curador definitivo de la fallida Sociedad 
de Navegación Italiana «Lavarello hermanos», hijos del 
finado Juan Bautista, en virtud de un poder especial, 
de fecha 12 de Junio de 1891, pasado ante el doctor 
Jerónimo Buttaoni, Real Escribano en Roma, que pre- 
sentado en este acto, cuyo original fué leído y se anexa 
al presente instrumento para que forme parte integran- 
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te; y por otra parte, S. E. el doctor don Gabriel Vidal 
hijo del finado Antonio, de 52 años de edad, natural de 
Curicó (Chile) domiciliado en ésta, Enviado Extraordi- 
nario y Ministro Plenipotenciario de la República de 
Chile, cerca de las Repúblicas del Plata, los diales, de 
común acuerdo, premiten: 

a) Que de documentos auténticos exhibidos, la Sociedad 
de Navegación Italiana que gira en Genova bajo la ra- 
zón social «Lavarello hermanos, hijos del finado Juan 
Bautista», fué declarada en quiebra, por sentencia del 
Tribunal Civil de Genova, de fecha 16 de Abril de 1891; 

b) Que de los mismos documentos resulta que fué 
nombrado Curador definitivo de la quiebra, el Contador 
don Carlos Porta; 

c) Que aunque el acto de nacionalidad del piróscofo 
«Aquila» no lleva aún la anotación de traspaso de pro- 
piedad de la cesante razón social «Lavarello hermanos», 
hijos del finado Juan Bautista, á la masa de acreedores 
de la quiebra, débese, sin embargo, considerar, por las 
circunstancias de hecho arriba indicadas, como de efec- 
tiva propiedad de estos últimos, representados por el Cu- 
rador definitivo, Contador don Carlos Porta; 

d) Que al dorso del acto de nacionalidad se encuentran 
anotados los siguientes gravámenes: uno por 1.400.000 
liras italianas, con fecha 6 de Setiembre de 1889, de 
los hermanos señores Carlos y Santiago Pastorino, hijos 
del finado Pascual, domiciliados en Genova, en garantía 
de una suma igual, dada por ellos en préstamo á la 
Sociedad propietaria del piróscofo; otro por 553.750 
liras italianas, con fecha 19 de Setiembre de 1890, á 
favor del señor don Carlos Pastorino, hijo del finado 
Pascual, domiciliado en Genova, en garantía del pago y 
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cumplimiento á sus vencimientos fijos de número; diez 
letras de cambio de 55.375 liras, cada una, emitidas y 
firmadas por la mencionada razón social «Lavarello 
hermanos», hijos del finado Juan Bautista, con fecha 8 
de Agosto de 1890, con diferentes vencimientos: todo, 
según resulta mejor de las escrituras, 5 de 1889, por el 
1 er gravamen, y 9 de Agosto de 1890, por el 2*: ambas 
pasadas ante el Real Escribano Leonardo Gherzi, en 
Genova; 

e ) Que, con arreglo al artículo 484 del Código de Co- 
mercio Italiano, incumbe al Real Cónsul que recibe esta 
escritura, el deber de salvaguardar dichos créditos ga- 
rantidos, no pudiendo proceder á actos de enajenación 
del piróscofo «Aquila», si no se proveyese al pago óá 
la seguridad de los créditos privilegiados anotados en 
el acta de nacionalidad ; 

/) Que, con arreglo al artículo 799 del mismo Código, 
el Curador debe estar autorizado debidamente para pro- 
ceder á la venta de los bienes muebles del fallido, y 
que no estando aún el caballero Bollero en posesión 
del documento justificativo, y no pudiéndose retardar la 
estipulación de la venta, sin grave perjuicio de la masa 
de acreedores, de acuerdo de las partes, se ha hecho 
telegrafiar, de oficio, por el Real Consulado, pata saber 
si el Tribunal competente ha ratificado la deliberación 
de la venta; 

g) Que de la Real Capitanía del Puerto de Genova 
llegó la contestación afirmativa, según resulta del texto 
telegráfico que, para todo buen fin, se anexa al presente 
instrumento, para que forme parte integrante. Esto 
premitido: las partes nos han requerido para hacer cons- 
tatar por escritura pública lo siguiente: 


I 
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. Art. I o , El caballero Vicente Bollero, en su carácter 
de mandatario del curador definitivo de la Sociedad fa- 
llida de Navegación Italiana «Lavarello hermanos», hijos 
del finado Juan Bautista, vende, cede y transfiere, en 
plena propiedad y dominio, á S. E. el Ministro Gabriel 
Vidal, quien acepta, el piróscofo italiano á hélice de- 
nominado «Aquila» de 1447 toneladas y 66 cuartas de 
Registro, inscripto al número 170 de la matrícula de 
los buques á vapor, construido en Newcastie on Tyne, 
en el año 1889, con dos máquinas á triple espansion 
de 1019 caballos nominales de fuerza, munido del acto 
de nacionalidad, número 456, con fecha 27 de Mayo 
de 1891, actualmente anclado en la rada de Buenos 
Aires. 

Art. 2°. La venta es total, con todos los efectos y 
materiales de armamento, proscripto por el Reglamento 
Marítimo para los piróscofos; sin excluir ni exceptuar 
nada de todo lo que se encuentra actualmente á bordo, 
á excepción de 7.000 litros de vino y el carbón que fué 
recientemente cargado en Montevideo, según resulta de 
la cuenta en debida forma, que será exhibida. 

Queda entendido entre las partes, que el carbón que 
se encontraba en las carboneras, antes del que fué em- 
barcado en Montevideo, se entiende cedido, sin costo, 
en compensación de la limpieza de la carena que se 
debía efectuar en Montevideo, antes de la venta, y que, 
á causa del tiempo, no se pudo concluir. 

El comprador declara además, que ha examinado el 
buque y que lo acepta en el estado en que se encuen- 
tra, renunciando á cualquier excepción en contra. 

Art. 3 o . La entrega del piróscofo tendrá lugar en la 
rada de Buenos Aires, con remisión del certificado de 
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dimisión de la bandera italiana, apenas ultimado el 
desarme del rol de la tripulación. 

Art. 4 o . El precio de la venta queda fijado en 130.000 
libras esterlinas, igual á 3.276.000 liras italianas, al 
cambio de plaza, es decir, 25 liras italianas 25 centavos 
por cada esterlina, que el señor caballero Vicente Bo- 
llero declara haber recibido en dinero á su plena sa- 
tisfacción, y por cuya suma otorga amplia y definitiva 
carta de pago al señor Ministro doctor don Gabriel 
Vidal. 

Art. 5 o . En cumplimiento de lo dispuesto por el artí- 
culo 484 del Código de Comercio Italiano y en salva- 
guardia de los derechos de los acreedores inscriptos con 
gravamen privilegiado *en el acto de nacionalidad del pi- 
róscofo «Aquila», el señor caballero Bollero, entrega en 
nuestra mano la suma de 2.000.000 de liras italianas, 
representadas por cuatro letras de cambio de 500.000 
liras italianas, cada una, giradas por el Banco de Italia 
y Río de la Plata, á cinco días vista, sobre Italia y por 
el caballero Bollero endosadas, á la orden de S. E. el 
Real Ministro de Marina en Roma, con fecha de hoy, 
con la expresión « Valor entendido » . 

Dichas cuatro letras son á cargo respectivamente: la 
I a , sobre los señores Bartolomé Parodi y hermanos, de 
Genova; la 2*, sobre el Banco General con asiento en 
Milán; la 3% sobre los señores Monricoffi y compañía, 
de Ñapóles; la 4% sobre los señores Pollinini Macio y 
compañía, de Genova: todas en tres ejemplares á la orden 
del caballero Bollero. 

Art. 6 o . Los gastos de esta escritura son á cargo del 
comprador. Todo lo que el Real Cónsul, nos ha reque- 
rido hemos hecho constar en este instrumento público, 
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escrito de nuestra mano* en once llanas, comprendida la 
presente, y del cual hemos dado lectura con voz clara á 
los comparecientes, en presencia de los testigos, quienes 
lo aprobaron y en prueba que lo ratifican, firman con ellos 
y con los testigos en cada pliego, firmados en el 
original. 

V. Bollero. — Gabriel Vidal. 
—T. Ambrosetti. — G. Bar 
daño. — El /?\ Cónsul.— 
E. Chicco. 


ANEXO PRIMERO 


PODER ESPECIAL PARA OBRAR 


En el nombre de Dios. Reinando S. M. Humberto I 
por la gracia de Dios y por voluntad de la Nación, 
Rey de Italia. 

El año 1891, el día 12 del mes de Junio, en Roma, 
en mi oficina. Ante mí, doctor Jerónimo Buttaoni, Es- 
cribano en Roma, con oficina en la Plaza San Luis de 
los Franceses, número 35, inscripto en el Consejo Notarial 
de este distrito y asistido por los testigos abajo firma- 
dos, hábiles con arreglo á la Ley: compareció el Con- 
tador señor Carlos Porta, hijo del finado Carlos de 
Triano (Sondrio) domiciliado en Genova, ahora de pa- 
saje en Roma, de cuyo conocimiento doy fé yo el Escri- 
bano. El cual en su carácter de Curador definitivo de 
la fallida Sociedad de Navegación Italiana «Lavarello 
hermanos», hijos del finado Juan Bautista, nombra de 
apoderado al capitán don Vicente Bollero, para que repre- 
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senté al mencionado Curador en el Plata, á fin de que 
pueda, en su nombre y veces, en el carácter mencionado, 
vender el piróscofo denominado «Aquila» perteneciente 
á la Sociedad fallida, por un precio no inferior de 
un millón seiscientas mil liras (1.600.000), retirar el 
precio indicado, remitiendo en contante á Genova, ó 
también con letra sobre Londres, procurando por todos 
los medios, que dicho importe sea pagado con toda se- 
guridad; otorgar recibo por el mismo precio, establecer 
que la entrega del piróscofo tenga lugar en el puerto 
de Buenos Aires, Montevideo ó Rio Janeiro; por lo re- 
lacionado, firmar escritura pública ó privada y hacer, 
para la ejecución del presente mandato, todo lo demás 
que fuere necesario, confiriéndole las más oportunas 
facultades, prometiendo haber todo por ratificado y 
firme. 

Esta escritura hecha en Roma, en mi oficina y do- 
micilio situado en el paraje indicado, y leída por mí el 
Escribano al señor mandante, en presencia de los se- 
ñores Abogado Octavio Poggi, hijo del finado Juan Pedro, 
romano, domiciliado en Roma, paseo de Repetto, núme- 
ro 11, é Ignacio Livoli, hijo del finado Ismael, romano, 
empleado, domiciliado en Roma, Marte Lavello, número 
6, testigos que con el compareciente y conmigo el Es- 
cribano, firman el presente instrumento, que el mismo 
señor compareciente, por mi preguntado, declaró ser con- 
forme á su voluntad. 

El acto se compone de un pliego de papel sellado, 
escrito por persona de mi confianza, en dos llanas me- 
nos cuatro renglones. Contador Carlos Porta, hijo del 
finado Carlos, como Curador de los fallidos « Lavarello 
hermanos», hijos del finado Juan Bautista, Abogado 
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Octavio Poggi; testigo, Ignacio Livoli; testigo, don Je- 
rónimo Buttaoni; Escribano (S. S. ) (Derechos 35.80), 
Visto para la legalización de la firma del Escribano Je- 
rónimo Buttaoni.— Roma, Junio 12 de 1891.— El Presi- 
dente del Tribunal Civil — Alaggio — V. C. Tiorani. 

Visto en el Ministerio de Justicia y Gracia, para la 
legalización de la firma del Presidente Alaggio. — Roma, 
Junio 12 de 1891. Por el oficial encargado. — Martínez. 

Ministerio de Relaciones Exteriores. — Se certifica la au- 
tenticidad de la firma del señor D. Salvani.— Roma, 
Junio 12 de 1891. El Cónsul: B. Spcluzi. (Dros. $ 2 
pago). (D. 10). 


ANEXO SEGUNDO 

Compañía Telegráfica del Rio de la Plata, número 5678, 
Código G. B. Palabras 10. Hora recibido, 11, 4.80 m. 
Oficina de Buenos Aires. Calle de San Martin 287. 
Recibido de Genova, fecha 30, 1891. 7. 4.50 m. Cónsul 
Italiano, Buenos Aires. « Tribunal autorizó venta supe- 
rior dos millones. — Delcassi.n 

Es copia conforme con el original. — Buenos Aires, 
Agosto 31 de 1891. 

El Real Cónsul (Firmado). — E.Chicco.—( Hay un sello). 

Anotación de transcripción. — Transcrito en la oficina 
Consular de S. M. el Rey de Italia, en Buenos Aires, 
el dia 29 de Agosto de 1891, al número 22 del Registro 
llevado al efecto, y anotado en el acta de nacionalidad. 
El R° Cónsul— (Firmado):— E. Chicco.— (Hay un sello). 
Sigue la legalización del Ministerio de Relaciones Exte- 
riores de la República Argentina. 
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Certifico que la precedente es traducción fiel del origi- 
nal en idioma italiano al que me remito. 

Buenos Aires, Setiembre 6 de 1891. 

P. Soldaini. 

Con esta escritura, expuso que los telegramas y co- 
municaciones acompañadas, justifican la autorización que 
tiene para proceder, pues, aunque ésta no es de lasque 
habla el artículo 1184 del Código Civil, basta con arre- 
glo á los artículos 44 y 45 de la Ley de Telégrafos Na- 
cionales de 1875. 

Que se trata de un caso de urgencia en que no es 
posible presentar las credenciales que han de llegar ; 

Que los diarios han publicado los telegramas de Lon- 
dres, que dan cuenta de la reclamación del Represen- 
tante del nuevo Gobierno de Chile, accediendo la Supre- 
ma Corte del Reino al embargo solicitado por ese 
Representante, de giros hechos por el ex-Presidente 
Balmaceda; y esto prueba que el nombramiento comu- 
nicado por telégrafo ha conferido personería bastante al 
dicho Representante; 

Que el mismo procedimiento se ha observado al dar- 
le á él la representación necesaria para impedir se con- 
sume la desaparición de valiosos intereses de Chile, si 
se deja pasar tiempo; 

Que establecida su representación, pasaba á entablar 
demanda contra don Vicente Bollero, para que se res- 
cinda y declare nulo el contrato que celebró con don 
Gabriel Vidal, devuelva las cantidades que recibió por 
la venta del «Aquila» y abone las costas del juicio; 

Refiriendo los hechos dijo: que el transeúnte don Vi- 
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cente Bollero celebró, á nombre del sindico del concurso 
Lavarello, de Genova, la venta de que instruye el contrato 
de foja.. .; 

Que el poder de Bollero no era suficiente, según la 
ley italiana, por no haber sido facultado el síndico para 
la venta; 

Que para suplir esa. falta se telegrafió para saber 
si el Tribunal había ratificado la deliberación de la 
venta, apareciendo solo el telegrama contestación en 
estos términos: «Tribunal autorizó venta superior dos 
millones. — Delcassi. » 

Que ese telegrama no suple la deficiencia del poder, 
porque Delcassi es extraño al concurso; se ignora el 
telegrama de pregunta, no se nombra el « Aquila», no se 
dice si la venta autorizada es en remate; 

Que la falsedad del contenido del telegrama se paten- 
tiza, si se tiene presente lo que ocurría en Genova en 
el mes de Julio; 

Que el mismo Porta, poderdante de Bollero, en 2 de 
Julio estipuló con el Director General de la Compañía 
« La Veloce », ante el Escribano Serra, la venta de seis 
vapores del concurso Lavarello, entre ellos el «Aquila», 
todos por 5.500.000 liras italianas, pagadero 1.300.000 
al contado, y el resto en obligaciones de la misma Com- 
pañía; 

Que así el poder de 12 de Junio, había caducado 
por la venta hecha á «La Veloce», el 2 de Julio, y Bollero 
no podía vender; 

Que el Ministro Vidal se encontraba en peores con- 
diciones para comprar, por falta de poderes y autori- 
zación ; 
Que el procedimiento de él envolvía responsabilida- 
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des de mayor trascendencia, al echar mano de las 
barras de plata que recibió de Chile, sustraídas frau- 
dulentamente del tesoro público de aquella nación; 

Que una ley especial de Marzo 14 de 1887, mandó 
que para convertir los 27.000.000 emitidos para los gas- 
tos de la guerra, se compraran anualmente barras de plata, 
hasta reunir la cantidad necesaria para chancelar esa 
emisión, debiendo ser conservadas en depósito en la 
Gasa de Moneda; 

Que el señor Balmaceda sustrajo 35 toneladas, y las 
remitió en la corbeta de guerra inglesa « Espiegle » á 
Vidal, y éste procedió á comprar el « Aquila », entregando 
130.000 libras esterlinas por un vapor avaluado en 
40.000 libras; 

Que, además, abonó al Consulado de Italia, por la escri- 
tura, 20.000 francos oro ; 

Que el señor Vidal tenía paralizada la negociación de la 
compra, por una cláusula de que el vapor tuviera sus 
fondos limpios; pero que prescindió de ella, conclu- 
yendo el contrato el 28 de Agosto, en conocimiento de 
la derrota de Balmaceda y entregando el dinero á un 
desconocido; 

Que antes de firmar la escritura, Vidal consultó al 
letrado que merecía su confianza y éste le aconsejó que 
no firmara; 

Que todos los contornos de evoluciones hechas para 
apoderarse de los dineros del Gobierno de Chile, hacen 
presumir un complot, en el cual se mezclan otras per- 
sonas, según se manifiesta en el expediente iniciado por 
don César Lava relio; 

Que éste, el 26 de Agosto á las 7.30 p. m., se presentó 
pidiendo bajo su responsabilidad el embargo de los 
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valores existentes en el Banco de Londres á la orden 
del Gobierno de Chile, hasta la suma de 130.000 libras 
esterlinas; 

Que este embargo se fundaba en un contrato á reali- 
zarse y del cual no se tenía otra constancia que una 
carta del Comandante General de Marina de Valpa- 
raíso ; 

Que bastó que garantiesen la exactitud del contení 
do y de las firmas de los telegramas cifrados que se 
acompañaban, los señores Tornquist y Merian, que 
aseguraron que los dineros á embargar, eran del Gobier- 
no de Chile, y sin mas trámite el Juzgado accedió á lo 
que se le pedía, quedando el embargo trabado esa misma 
noche del 26 y notificado á Vidal ; 

Que las sorpresas de este procedimiento solo se ex- 
plican con el acuerdo del señor Vidal, y con la tentativa 
de preparar la realización de un plan, desde que ese mismo 
dia daba la noticia de haber sido vencida la revolución, 
cuando le constaba lo contrario; 

Buscaba revestir el acto de la escrituración de an- 
tecedentes favorables para encubrir las enormidades que 
le llevaban á un término. 

Que por eso fué que, al día siguiente del embargo, 
don César Lavarello pidió se levantase, dando por razón 
una falsedad, la de haber terminado el asunto, debiendo 
firmarse ese dia la escritura; 

Recien el 29 se firmó ésta, y se libraren los oficios 
para la suspensión del embargo al Banco de Londres. 
• Desapareció entonces del escenario don César Lava- 
rello, y apareció don Vicente Bollero á cargar con las 
responsabilidades de tal negociación, escriturando á su 
nombre como transeúnte en el país. 
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Que, ante estos hechos, las disposiciones legales que 
le autorizan á pedir la rescisión de la venta, se hallan 
en nuestros Códigos y en la conciencia universal, desde 
que se trata de vindicar la moral ; 

El artículo 1327 del Código Civil permite la venta de 
cuanto sea objeto de los contratos, menos de las cosas 
cuya enajenación sea prohibida por la ley. 

El artículo 860 Código de Comercio, estatuye que la pro- 
piedad de los buques se trasmita observando las leyes y 
usos del lugar del contrato ; y esas leyes dicen, que los 
bienes del concurso no pueden venderse sin autorización 
del Juez competente y en remate público (artículo 1436 
Código citado); 

Que de esto se deduce que el «Aquiia» no podía ven- 
derse sin licencia del Juez y sin remate público; 

Que el artículo 450 del Código de Comercio, declara nula 
la venta, cuando el comprador sabe que la cosa es ajena, y el 
ex-Ministro Vidal sabía que el «Aquiia» era de un con- 
curso, y no podía venderse sin las formalidades mencio- 
nadas ; 

Que, según el artículo 225 Código de Comercio, las ins- 
trucciones especiales que se dan á un mandatario forman 
un todo con el poder, fuera del cual es nulo lo que se pacte; 
y que de la escritura consta que Vidal debía recibir el 
«Aquiia» con sus fondos limpios y, sin embargo, se pres- 
cindió de ello; 

Que es regla de derecho que para la validez de un acto 
jurídico es necesario que éste se realice por persona capaz 
de cambiar el estado del derecho que se enajena y, sin em- 
bargo, ni el comprador ni el vendedor estaban autorizados 
á disponer de ese derecho ; 
Que el artículo 1161 del Código Civil declara nulos los con- 
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tratos celebrados á nombre de un tercero sin autoriza- 
ción legal, y se ha visto que ni el vendedor ni el compra- 
dor han tenido tal autorización ; 

Que los artículos 1044 y 1045 del Código Civil, declaran 
nulos los actos en que los agentes procedan con simulación 
ó fraude, presumidos por la ley. 

En otrosí dijo: que en vista de los hechos expuestos, el 
Juzgado debía, antes de dar curso ala demanda, ordenar 
las siguientes medidas preventivas, bajo su responsabili- 
dad y la del gobierno de Chile, para salvar las 130.000 
libras esterlinas que Vidal entregó á Bollero, sin residen- 
cia ni responsabilidad en el país, á saber: 

1 9 . Embargo de las cantidades entregadas por Vidal á 
Ballero,á título deprecio del«Aquila». 

2 . Orden al Banco de Italia y á Bollero para que, á costa 
de él, avisasen por telégrafo al Ministro de la Marina en 
Roma, que las letras de 500.000 liras italianas cada una 
enviadas con fecha 29 de Agosto, han sido embargadas. 

3 o . Orden al mismo Banco que, por telégrafo y á costa 
de él, envíe á los señores Parodi hermanos, de Genova, al 
Banco General de Milán, á los señores Meuri, Coffi y C\ 
de Ñapóles, y á los señores Pollinini y Macio y C\, que 
no están obligados al pago de las citadas letras, giradas en 
su contra, á la orden del Ministro de Marina en Roma, por 
estar embargadas. 

4°. Notificación al mismo Banco y á Bollero, que los 
mencionados giros deben conservarlos embargados á la 
orden del Juzgado. 

5 o . Oficio al cónsul de Italia, comunicándole que los 
cuatro giros mencionados, provenientes de la venta del 
«Aquila» han sido embargados. 

6 o . Notificación al Banco de Londres, que han sido em- 
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bargados los giros que dio ádon Gabriel Vidal, por cuenta 
de las barras de plata, pertenecientes al gobierno de Chile, 
telegrafiando por cuenta de dicho gobierno para dar cum- 
plimiento á esta orden. 

7 o . Notificación á don Ernesto Tornquist, para que re- 
tenga en su poderlas letras, giros ó valores que le hayan 
entregado, provenientes de la venta del «Aquila», ala or- 
den del Juzgado. 

En segundo otrosí, pidióse agregara al expediente ini- 
ciado por don César La vare lio. sobre embargo délos dine- 
ros depositados en el Banco de Londres, pertenecientes al 
gobierno de Chile. 

En tercer otrosí, pidió se excusara la entrega de las co- 
pias, mientras se ejecutaran las medidas preventivas que 
solicitaba. 

Encuarto otrosí, pidió se impidiera el viaje á Bollero, 
que iba á embarcarse en el vapor «Norte América» para 
Europa, decretando su arraigo, bajo la responsabilidad de 
de él. 

En quinto otrosí, pidió habilitación de dias y horas. 

Resuelto un incidente sobre personería, por fallo de la 
Suprema Corte de I o de Octubre de 1891, y vueltos los 
autos al Juez de Sección, se dictó el siguiente 


Fallo del Juez Federal 


Buenos Aires, Octubre 3 de 1891. 

Por devueltos, cúmplase, y proveyendo, en consecuen 
cia, al escrito de foja 39, en lo principal de la demanda de 
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(lucida, traslado á don Vicente Bollero, emplazándosele en 
el domicilio denunciado; y en cuanto á los pedidos del 
otrosí, atenta la naturaleza de la acción deducida, y lo 
dispuesto en el artículo 55, inciso 3 o de la Ley Nacional de 
Procedimientos, no ha lugar. Dase por constituido el 
domicilio indicado por el actor. 

Tedin. 


Fallo de la Suprema Corte 


Buenos Aires, Noviembre 21 de 1891. 

Vistos: considerando: 

Que basta en general á los efectos de la obligación de 
arraigar el juicio prescripta por el artículo 55, inciso 3 # 
de la Ley Nacional de Procedimientos, que la acción de- 
ducida se apoye en las constancias de una escritura pú- 
blica ú otra prueba fehaciente, y la petición se deduzca 
bajo la responsabilidad del solicitante; 

Que á los efectos del primero de estos requisitos se ha 
presentado el instrumento del contrato de cornpra-venta, 
cuya rescisión se demanda y de que emerge la acción 
deducida; 

Que del tenor de dicho documento resulta que el de- 
mandado es extranjero, no domiciliado ni avecindado en 
el país, y haber entrado á éste solo como transeúnte en 
calidad de capitán de un buque mercante de bandera y 
nacionalidad extranjeras; 
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Que en mérito de estas circunstancias y de las caucio- 
nes ofrecidas por el demandante, los extremos de la ley 
deben tenerse en consecuencia por cumplidos; 

Que careciendo empero los tribunales del país de toda 
jurisdicción ó imperio sobre bienes existentes fuera de su 
territorio y personas no domiciliadas ó residentes en él, 
ó que hayan contratado ú obligádose á ejecutar algo den- 
tro de él, el embargo solicitado no es posible en lo que 
se refiere á las letras de cambio trasmitidas á terceros re- 
sidentes en el extranjero, que no son demandados y re- 
lativas á intereses existentes también en el extranjero; 

Que tampoco es posible en lo que se refiere á los bienes 
á que alude el 6 o inciso del primer otrosí, del escrito de 
demanda, por no aparecer ni expresarse, que las personas 
y los intereses á que esa petición se refiere, tengan alguna 
relación con la persona y los objetos que se demandan y 
reclaman en la petición citada de foja 39. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de fo- 
ja 62 vuelta en cuanto no hace lugar en absoluto alas me- 
didas precautorias solicitadas en el escrito de foja 39 y se 
declara que debe procederse al embargo de los fondos que 
se dicen existir en poder de don Ernesto Tornquist, pro- 
venientes del precio del contrato de venta á que se refiere 
la demanda, bajóla responsabilidad en ésta ofrecida, y pre- 
via caución que se otorgará por el demandante por el va- 
lor de las costas, daños y perjuicios que pudieran oca- 
sionarse con aquella medida, en caso de resultar haberla 
pedido sin derectios; y no se hace lugar á lo demás solici- 
tado en dicho escrito con declaración de que el deman- 
dado podrá librarse del embargo decretado, dando en sus- 
titución caución suficiente. 

T. xvi 28 
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Y para mejor proveer acerca de la competencia del tri- 
bunal que debe continuar conociendo enlasulterioridades 
de esta causa, atento el carácter de Ministro diplomático 
extranjero de que se halla investido actualmente ej de- 
mandante, pásense estos autos en vista al Señor Procu- 
rador General. 

Benjamín Victorica. — C. S. de 
la Torre. — Abel Bazan (en 
disidencia)— Luis Saenz Peña* 


disidencia 


Y vistos : considerando : 

Que el embargo preventivo solicitado en el otrosí del 
escrito de foja 39, tiene por objeto asegurar los resul- 
tados del juicio ordinario iniciado por la demanda de foja 
39, ó sea la devolución al actor de la cantidad que se pagó 
como precio del vapor- «Aquila», si la sentencia que se pro- 
nuncie en dicho juicio fuese declaratoria de la nulidad 6 
de la rescisión del contrato de compra-venta de aquel; 

Que no se trata aquí, por consiguiente, del arraigo por 
deuda acreditada con escritura pública ó con otra prueba 
fehaciente, único caso áque se refiere y debe aplicarse la 
disposición del artículo 55, inciso 3 o de la ley sobre proce- 
dimientos de la justicia federal de 14 de Setiembre de 
1863; 
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Por esto, y no habiendo en dicha ley, ni en las preexisten- 
tes que reglamentan los procedimientos judiciales en lo 
que no se oponen á la misma, disposición alguna que 
autorice para un caso como el presente, el embargo que 
se solicita, se confirma con costas el auto apelado de foja 
72 vuelta. 

Abel Bazan. 
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Cosa vendida, — Deben tenerse p>r cumplidas las condiciones de la 
ley relativas á la determinación de ella, cuando se trata de 
un terreno, y se ha especificado su extensión y límites, y 
la mayor porción de la que debe ser tomada. Página 312. 
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y perjuicios que pudiera ocasionar si resultase haber sido 
pedido sin derecho. — Página 416. 

Embargo preventivo. — Véase: Arraigo^ Sentencia. 

Empalme. — La empresa de ferrocarril cuya línea no es de empalme ó 
prolongación con la de otra empresa de ferrocarril, no puede 
obligar á ésta á concedérselo, no probando la existencia de 
convenio expreso entre ellas sobre su concesión. Página 237. 

Empresas ferroviarias. — Responden por los perjuicios causados por 
incendio de las mercancías trasportadas, debido á la falta de 
medidas adoptadas para evitarlo. Página 75. 
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Expropiación. — No procede este juicio, cuando una empresa de ferro- 
carril necesita para el cruzamiento ó empalme de su vía, del 
terreno expropiado y comprado por otro ferrocarril; y en 
tal caso, las partes deben someterse al procedimiento prescri- 
to en el capítulo VIII de la ley nacional de ferrocarriles, en 
cuanto fuere necesario. Página 26. 

Expropiación. — Es apelable el auto por el cual se regulan los hono- 
rarios de los peritos. Página 107. 

Extradición. — Llenados los requisitos exigidos por el artículo 651 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, procede ia 
extradición del procesado por quiebra fraudulenta y uso 
fraudulento de firmas, aunque no exista tratado con la Na- 
ción requirente. Página 228. 


taita de acción. — Esta excepción, como dilatoria, no puede oponerse 
al Ministerio Fiscal, sino en las causas criminales en que la 
ley deja expresamente á losjparticuiares interesados, la ini- 
ciativa de la acusación. — Página 36. 

Falta de personería. — Es admisible esta excepciongopuesta por el re- 
presentante del demandado, fundada [en~ el derecho de tener 
éste un apoderado especial para los asuntos judiciales. — Pá- 
gina 33. 

latía de personería. — La excepción) fundada en la falta de compro- 
bación del título hereditario de |los causantes, cuyo derecho 
se gestiona, no autoriza! la excepción ililatozia de falta de 
personería. — Páginas 217 y 303. 

Fletamento. — Véase : Competencia. 

Fuerza mayor. — Véase : Averias. 


H 

Habeos corpus. — Este recurso, y los hechos que le sirvan de funda- 
mento, deben ventilarse en vía sumaria, sin otras reglas que 
las discrecionales propias de su naturaleza excepcional, que 
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basten á llenar las condiciones esenciales de todo juicio. — 
Página 83. 

Habeos eorpus. — Cuando ios hechos, sumariamente examinados, con- 
vencen de que los reclamantes han sido alistados en el ejér- 
cito en virtud de contratos otorgados bajo la presión Üe la 
violencia y de la fuerza, debe ordenarse sean puestos en li- 
bertad. — Página 84. 

Jlabeas eorpus. — No es susceptible de recurso ulterior, el auto de un 
tribunal de provincia no haciendo lugar al recurso de habeos 
eorpus, que no ha sido recurrido en tiempo hábil. — Pági- 
na 348. 

Honorarios. — Para la regulación de los de un perito, debe tenerse en 
cuento sobre qué versa el trabajo de dicho perito. — Pági- 
nas 277 y 285. 

Honorarios. — Véase: Abogado. 


Incapax. — Véase : Embargo preventivo. 

Incendio de mercaderias. — Véase: Empresas ferroviarias. 

Incompetencia. — Véase : Justicia federal. 

Intereses. — Véase : Vendedor. 

Interdicto de adquirir. — No procede contra el demandado que alega 
dominio y usufructo de los bienes reclamados ; — y en tal 
caso, la demanda debe sustanciarse por la vía ordinaria. — 
Página 174. 

Interdicto de despojo. — Véase : Interdicto de recobrar. 

Interdicto de recobrar. — Lo excluye, la posesión del demandado desde 
más de un año. — Página 175. 

Interdicto de recobrar. — Reconocido el hecho de haber el actor estado 
años atrás en posesión del uso en común del agua de una 
acequia, y resultan io de presunciones graves y precisas el 
carácter de dicha posesión como tenida animo dominio la 
obstrucción de la acequia llevada á cabo por el demandado 
con el propósito de alzar el agua en su totalidad, autoriza 
el interdicto restitutorio. — Página 181. 


! 
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Interdicto de recobrar. — La toma de posesión de un terreno poseído 
por otro, y resistida por éste, es un acto atentatorio que no 
puede ser justificado por órdenes de la autoridad adminis- 
trativa, y da derecho al interdicto re9titutorio, aunque el dos- 
pojado no pruebe la posesión animo domini. Página 190. 

Interdicto de recobrar. — Procede, contra quien quita. á otro de su 
propia autoridad, la posesión de la cosa inmueble, cual- 
quiera que sea la naturaleza de dicha posesión. — Página 205. 


Juez. — Véase: Magistrado. 
Juez incompetente. — Véase: Actuación. 

Juicio ejecutivo. — Contra el seguido por cobro de alquileres, es ad- 
misible la excepción de compensación por una suma deter- 
minada que se prueba haber sido invertida en obras de ur- 
gencia que eran de cargo del locador. — Página 201. 
Juicio ejecutivo. — Véase : Nulidad — Pago. 
Jurisdicción originaria. — Véase : Suprema Corte. 
Justicia federal. — Su incompetencia debe declararse en cualquier es- 
tado en que ella aparezca. — Páginas 69 y 70. 
Justicia federal. — El pleito civil promovido por el extranjero ante la 
justicia local, no puede ser traído á la justicia federal ; — y 
lo obrado ante ésta, es nulo. — Páginas 96 y 123. 
Justicia federal. — Corresponde á ella, la causa civil seguida por el 
vecino de una Provincia contra un vecino de la Capital. . — 
Página 149. 
Justicia federal. — Solo ejerce jurisdicción en los casos contencio- 
sos. — Página 311. 
Justicia federal. — Es competente para conocer en la demanda civil 
entre una Municipalidad de Provincia y un vecino de la Ca- 
pital ; sin que obste el ejercicio de esta jurisdicción al ca- 
rácter de contencioso-administrativa que se atribuya á la 
demanda, ni la disposición de la Constitución y leyes locales 
que crean para esa clase de demandas., un fuero especial. — 
Página 389. 


i 

■ 
■ 
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Laudo. — Habiéndolos arbitros tramitado y resuelto la causa todos 
en uno, y no apareciendo en el laudo ninguna violación de 
la ley, no es procedente la nulidad fundada en lo alegado 
en contrario. — Página 327. 

Laudo. — No es procedente la nulidad invocada contra él, fundada en 
la extralimitacion del compromiso, á mérito de una obliga- 
ción impuesta á una de las partes, que no es extraña por 
su naturaleza, á los punto3 determinados en el arbitraje. — 
Página 327. 

Limites interprownciales. — El compromiso de I o de Marzo de 1881 
por el cual las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa 
Fé sometieron al fallo arbitral de la Suprema Corte la cues- 
tión sobre límites interprovinciales, validó las enajenaciones 
anteriores hechas por ellas, de los terrenos comprendidos en 
la zona disputada. — Página 142. 

Limites interprovinciales. — En la enagenacion de un mismo terreno 
hecha por dos de las Provincias mencionadas, el dominio 
pertenece al comprador que lo adquirió primero. — Página 142. 

Liquidación, — La consentida, debe ser guardada. — Página 246. 

Locación. — La cláusula penal d6 abonar cinco pesos diarios por cada 
día de demora en el pago de los alquileres, se sustituye á la 
indemnización de pérdidas ó intereses. — Página 323. 

Locatario. — El que no pagados períodos consecutivos de alquileres, 
y no prueba las excepciones que opone para beneficiarla falla 
del pago, debe ser condenado á la rescisión del contrato de 
arriendo, y á la indemnización de pérdidas é intereses. — Pá- 
gina 323. 


M 

Magistrado. — Ninguno del orden judicial puede ejercer simultánea- 
mente dos jurisdicciones ordinarias de distinta naturaleza y 
diferente radicación y extensión territorial. — Página 5. 


460 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Mercaderías. — En caso de pérdida ó extravío de ellas en los almace- 
nes habilitados para depósitos fiscales de Aduana, los dueños 
y encargados de éstos, no probándose dolo, deben ser juzga- 
dos por las disposiciones especiales de las ordenanzas de 
Aduana que las rigen. — Página 50. 

Minisetrio fiscal. — Véase : Balta de acción. 

Moratorias. — Véase: Nulidad. 

Multa. — La impuesta por infracción de la Ley de Sellos, es una pena 
que debe 6 no imponerse, según sea la ley mas benigna dic- 
tada entre la fecha de la infracción, y la de su aplicación. — 
Página 370. 

Multa. — Un documento que en la fecha 'del otorgamiento delió ser 
extendido y no lo fué, en pipel sellado nacional, bajo multa 
del décuplo, no está sujeto á esta pena, si se presenta en 
juicio cuando por ley posterior quedó suprimida esa obliga- 
ción. — Página 370. 


IV 


Notificaciones. — Son nulas las que no contienen la designación y firme 
del funcionario que las practica, y resultan hechas á un ter- 
cero cuya calidad no se expresa, por cédula no firmada por 
el Secretario; y es nulo todo lo obrado con posteriori- 
dad. — Página 116. 

Nulidad. — No procede esta excepción fundada en haberse pedido ma- 
yor suma de la que se pret.nde deber, y en la falta de recau- 
dos que no se expresan cuales sean. — Página 159. 

Nulidad.' — No causa la del procedimiento ejecutivo, el comparendo or- 
denado para procurar un arreglo, ni un traslado conferido 
para mejor proveer. — Página 169. 

Nulidad. — Debe rechazarse este recurso, no existiendo en el proce- 
dimiento defectos que anulen las actuaciones. — Página 244. 

Nulidad. — Es nulo lo actuado en ia ejecución de una obligación co- 
mercial, desde la fecha en que el deudor manifestó que se 
acogía á la ley de moratorias de 21 de Junio de 1891. — Pá- 
gina 256. 
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Nulidad. — Citada de evicóion la sucesión del causante de los deman- 
dados, en la que hay menores interesados, y admitida su par- 
ticipación en el juicio, es nulo todo lo que se actúe en él sin 
la intervención del Ministerio de Menores. — Página 260. 

Nulidad. — Véase : Actuación — Justicia federal — Laudo — Notifica- 
caciones — Sentencia. 


O 


Obligación. — La deuda de un propietario de un establecimiento oo- 
mercial transferido á otro con todas sus acciones, derechos y 
obligaciones, debe ser pagada por éste. — Página 251. 


Pago. — En el juicio ejecutivo por cobro de arriendos anuales, el pago 
hecho voluntariamente de una anualidad que se alega haber 
sido indebida, no puede fundar la excepción de pago res- 
pecto de otras de las anualidades cuyo importe se deman- 
da.— Página 159. 

Papeles privados. — Los de los procesados por contrabando, no pueden 
servir de fundamento al juicio, y deben desglosarse del pro- 
ceso, sean ellos auténticos 6 falsos;— y en este segundo 
caso, deben mantenerse en poder del Juez de la causa á los 
efectos del juicio correspondiente contra los que resulten au- 
tores y cómplices de la falsedad. — Página 36. 

Perjuicios. — Véase : Empresas ferroviarias. 

Personería. — El apoderado que, con facultad de vender, ha vendido la 
cosa inmueble de su poderdante y tiene poder para estar en 
juicio en su nombre, puede ser obligado á escriturar la venta 
como tal apoderado, si el poder se halla en vigor toda- 
vía.— Página 112. 

Personería. — Al comprador que ha aceptado al comprar, la del apo- 
derado, no es lícito desconocerla al exigírsele por éste el 
precio del pago. — Página 169. 
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Personería. — La tiene, el Agente de una Compañía de Vapores, oon 
poder para estar en juicio, para contestar la demanda promo- 
vida contra dicha Compañía, sobre infracciones relativas á un 
contrato de transporte de pasajeros. — Página 317. 

Personería. — La tiene el apoderado del demandado para representarlo 
en juicio, sobre actos emanados de la administración que 
tiene á su cargo. — Página 363. 

Personería, — Véase : Actos de soberanía y gobierno — Apoderado para 
pleüos — Falta de personria — Poder 

Poder. — El conferido por el Administrador de una Sociedad, para ven- 
der y cobrar judicialmente lo que se deba, es bastante para 
exigir en juicio el pago del precio de lo vendido. — Pá- 
gina 169. 

Poder. — Véase : Reivindicación. 

Posesión. — Véase : Interdicto de recobrar. 

Posiciones. — La excusación «le la ausencia del citado hocho en el dia 
señalado, y la presentación en ese mismo dia de las posicio- 
nes acompañadas al escrito de rebeldía, autorizan á no darlas 
por absueltas. — Página 67. 

Posiciones. — La parte que reside fuera del Municipio, no puede ser 
obligada á absolverlas sino en el lugar de su residencia. — 
Pjgina ló6. 

Posiciones. — La citación para absolverlas, no puede hacerse por odio- 
tos, sino por célula. — Página 299. 

Po ieiones. — Oponiéndose la parte que las deñera, no pueden ser ab- 
sueltas por el apoderado del citado, aunque tenga facultad 
para absolverlas. — Página 296. 

Prueba. — No es admisible como tal, el propio testimonio del Juez. — 
Página 75. 

Prueba de testigos. — Véase : Contratos — Testigos. 


R 


Recurso de apelación. — Véase : Apelación. 
Recurso de nulidad. — Véase : Nulidad. 

Recurso de revisión. — No procede en las causas que no son de juris- 
dicción original ia de la Suprema Corte. — Página 382. 
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Rivindicacion. — Bista para que pueda gestionarla el apoderado, el 
poder general para pleitos conferido por alguno de los ac- 
tores. — Página 303. 

Reivindicación. — Véase: Cosa .reivindicada. 

Responsabilidad. ~ Véase : Empresas ferroviarias. 

Revisión. — Véase : Recurso de revisión. 


Seguro. — No es admisible la acción por pago de él, cuando no se ha 
hecho la reclamación en las condiciones y dentro de los tér- 
minos, cuya inobservancia se establece en la póliza como ca- 
ducidad de todo derecho á su indemnización. — Página 407. 

Sentencia. — Es nula la dictada como Juez federal ad hoc por quien 
al tiempo de dictarla estaba desempeñando las funciones de 
Juez en lo Comercial de la Capital. Página 5. 

Sentencia. — E* nula en la parte que resuelve una cuestión que 
no corresponde al fuero federal. — Página 127. 

Sentencia. — La condenatoria de primera instancia, hace procedente el 
embargo preventivo bajo la responsabilidad del solicitante, 
por la suma que arbitralmente fije, cuando no son líquidas 
las cantidades mandadas pagar. — Página 387. 

Sucursales. — Véase: Compañías. 

Suprema Corte. — No corresponde á su jurisdicción originaria, el caso 
de tercería de dominio deducida á nombre del ñsco nacional, 
en ejecución seguida ante la justicia ordinaria. — Página 59. 

Suprema Corte. — No es competente para dirimir las contiendas entre 
un Juez de Provincia y un Juez local de la Capital en jui- 
cios que no sean de concurso 6 sucesión. — Página 293. 

Suprema Corte. — "No es materia de revisión por ella, la íesolucion del 
Tribunal de Justicia de Provincia, declarando inapelable un 
auto dictado por los tribunales inferiores de dicha Provin- 
cia.— Página 348. 

Suprema Corte. — En el ejercicio de la jurisdicción de apelación, no 
puede resolver sino sobre los puntos decididos en primera 
instancia; para los no decididos deben volverse los autos al 
inferior, á fin deque se pronuncie sobre ellos. — Página 372 

Suprema Corte. — Véase : Códigos comunes. 
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' Término probatorio. — Véase: Testigos. 

Testigos. — No es admisible la prueba de los presentados ei día ante- 
rior al del vencimiento del término. — Página 15. 

lestigos. — Vencido ei término probatorio, no puede pedirse el exa- 
men de los que la parte manifiesta haberle sido imposible 
hacer examinar dentro de él. — Página 18. 

Testigos. — Vencido el término probatorio, no es admisible la presen- 
tación de los que no fueron examinados en tiempo, debido á 
la negligencia de la parte. — Página 165. 

Testigos. — Véase : Contratos. 

Transporte. — La demanda relativa á él, corresponde ai conocimiento 
del tribunal del lugar donde el contrato debía cumplirse. — 
Páginas 353 y 363. 

Trasmisión de cosa inmueble. — Bastaba para ella, la entrega de la es- 
critura de venta, antes de la vigencia del Código Civil. — Pá- 
gina 142. 


Vendedor. — El que no ha entregado la cosa y ha recibido el precio, 
debe los intereses de éste, desde la notificación de la de- 
manda hasta ei dia de la entrega. — Página 312. 


FIN DEL TOMO DKCIMO SUSTO 


J 


